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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes, y Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Carolina Tohá Morales; los Ministros de Obras Públicas subrogante, señor Juan Eduardo Saldivia Medina, y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, Marcelo Tokman Ramos, y el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros Marín.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:14, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 54ª, ordinaria, en 6 de octubre; 55ª, especial, y 56ª, ordinaria, ambas en 7 de octubre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, con carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).


Con el segundo retira la urgencia y la hace presente nuevamente, con carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (boletín N° 5.766-08).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, con el que contesta un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Alvear, referido a la ejecución del proyecto inmobiliario de SOCOIN Ltda. en la Zona Típica o Pintoresca del barrio Dalmacia, comuna de Providencia.



Del señor Director de Movilización Nacional, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Matthei, acerca de la prohibición que afecta a la venta de ciertos tipos de municiones a la población civil.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 4.248-06) (Véase en los Anexos, documento 1).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (con urgencia calificada de “suma”) (boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 2).



Informe de la Comisión de Hacienda y certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas que permiten el acceso a la información bancaria por parte de la autoridad tributaria  (con urgencia calificada de  “suma”) (boletín N° 6.477-05) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).


--Quedan para tabla.

El señor NOVOA (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que, por acuerdo adoptado en el día de ayer, la iniciativa que permite el acceso a la información bancaria será vista en la sesión de hoy.


Continúa la Cuenta.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- La última comunicación recibida en Secretaría es la siguiente:

Moción



De los Senadores señores Gazmuri y Naranjo, con la que inician un proyecto de ley que establece como feriado nacional el 24 de junio, “Día Nacional de los Pueblos Indígenas de Chile”, y retira dicha calidad al 12 de octubre, “Día del Descubrimiento de Dos Mundos” (boletín N° 6.730 -06) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en la sesión 55ª se fijó el día de ayer como plazo para que la Comisión de Constitución emitiera un informe sobre el proyecto denominado como “de la píldora del día después”, que se encontraba en la Comisión de Salud. 



Habiéndose cumplido ya el término propuesto por la Mesa, sugiero que a dicha iniciativa se le dé el trámite correspondiente. 

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, dicho proyecto será puesto en la tabla de la próxima sesión, independientemente de que cuente con el informe de la Comisión de Constitución a que se ha hecho referencia.



--Así se acuerda.

)-----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, haciéndome eco de una solicitud que se me ha hecho en este sentido, le pido que recabe el asentimiento de los señores Senadores para que la Quinta Subcomisión de Presupuestos pueda sesionar en paralelo con la Sala. 

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, existe una autorización general para que las Subcomisiones puedan funcionar simultáneamente con el Hemiciclo a partir de las 17 horas. 



¿Su Señoría está pidiendo que a la Quinta Subcomisión se le permita sesionar antes de esa hora?

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Así es, señor Presidente. 

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado, pero en el entendido de que los Senadores que integran dicho organismo vuelvan a votar cuando corresponda.

El señor PROKURICA.- De lo contrario, no alcanzaremos los quórums de aprobación que se requieren en esta sesión.

El señor NOVOA (Presidente).- Exactamente. 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- No hay problema, señor Presidente. 



--Se autoriza.
V. FÁCIL DESPACHO
MODIFICACIÓN DE LEY DE CONCESIONES DE OBRAS PÚBLICAS Y

DE OTRAS NORMATIVAS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor NOVOA (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica, con urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5172-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 30ª, en 4 de julio de 2007.



En tercer trámite, sesión 36ª, en 29 de julio de 2009.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 41ª, en 12 de agosto de 2009.


Informes de Comisión:



Obras Públicas, sesión 40ª, en 7 de agosto de 2007.



Obras Públicas (segundo), sesión 41ª, en 5 de agosto de 2008.



Hacienda, sesión 41ª, en 5 de agosto de 2008.



Obras Públicas (nuevo segundo), sesión 54ª, en 16 de septiembre de 2008.



Obras Públicas (tercer trámite), sesión 40ª, en 11 de agosto de 2009.


Mixta, sesión 57ª, en 13 de octubre de 2009.


Discusión:



Sesiones 42ª, en 14 de agosto de 2007 (se aprueba en general); 55ª, en 30 de septiembre de 2008 (se aprueba en particular); 41ª, en 12 de agosto de 2009 (se rechaza y pasa a Comisión Mixta).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se produjo por el rechazo del Senado, en el tercer trámite constitucional, de todas las enmiendas que introdujo la Cámara de Diputados. 



El informe de la Comisión Mixta consigna la proposición destinada a resolver la divergencia producida, la cual fue acordada en forma unánime por sus miembros presentes. Ella contempla, entre otras cosas, las siguientes materias: 



1.- Integrar el Consejo de Concesiones con cuatro consejeros que sean académicos pertenecientes a las Facultades de Ingeniería Civil, de Economía o de Economía y Administración, de Ciencias Jurídicas y de Agricultura.



2.- El Consejo de Concesiones estará encargado de informar acerca del tipo de infraestructura que se desarrollará, teniendo en cuenta los planes regionales de desarrollo urbano, los planos reguladores comunales, intercomunales y metropolitanos, siempre que existan, y la evaluación social aprobada por el organismo de planificación competente.



3.- Imponer la obligación de los contratistas de la empresa concesionaria de estar inscritos en los Registros de Contratistas del Ministerio de Obras Públicas.



4.- Disponer que la sociedad concesionaria y sus personas relacionadas no podrán postular a licitaciones ni participar en una nueva concesión cuando se declare el incumplimiento grave del contrato de una concesión.



5.- En el caso de ponerse término anticipado a la concesión, el concesionario tendrá derecho a una indemnización equivalente al valor de las inversiones que efectivamente se hayan realizado.



6.- En el evento de que el usuario de una obra dada en concesión no pague la tarifa o peaje, el concesionario podrá cobrarlo judicialmente.



Cabe tener presente que el artículo 42 tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos afirmativos.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Ofrezco la palabra.

El señor ROMERO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, la Comisión Mixta, presidida por el Senador señor Longueira, llegó a un completo acuerdo en todas las materias controvertidas. No hubo votos de mayoría en ninguna de ellas y todo se aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes.



Deseo destacar el aporte realizado por esta Corporación durante la tramitación del proyecto, el cual permitirá que hoy contemos con un texto no solo de futuro, sino que presenta una serie de innovaciones muy importantes que vienen a paliar y resolver situaciones que se han producido en la aplicación práctica de las concesiones durante los últimos diez años.



Nosotros creemos de verdad en el sistema de concesiones, pero pensamos que este debe exhibir un equilibrio entre los intereses del Estado, los intereses generales del país, y los de los concesionarios.



Había ciertos puntos que se prestaban para diversas interpretaciones. Sin embargo, el texto que se plantea resuelve -así lo espero- la mayor parte de las materias controvertidas durante la existencia del sistema.



Creo representar a los miembros de nuestra Comisión de Obras Públicas al expresar mi satisfacción por el trabajo realizado. Agradezco a la Secretaría de dicho organismo por su labor y, también, a los Diputados que contribuyeron a solucionar en forma unánime los temas en disputa en la Comisión Mixta.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, solo quiero intervenir para señalar que en un artículo específico de la Ley de Concesiones -el 42-, se presentó una moción de los Senadores señores Naranjo, Frei y quien habla para su modificación, la cual, finalmente, terminó uniéndose al proyecto que modifica la Ley de Concesiones durante su tramitación en el Congreso.



Deseo destacar especialmente el acuerdo a que se llegó en la Comisión Mixta respecto de este punto.



La Ley de Concesiones vigente, frente a la vulneración del pago de la tarifa del tag, establece una multa de un valor equivalente a cuarenta veces el monto del incumplimiento, lo cual es, a mi juicio, francamente aberrante. Cuando alguien deja de pagar la luz, el teléfono o el agua jamás se le aplica una sanción de esa magnitud.



Al final, en la Comisión Mixta se llegó al acuerdo de que en tales situaciones la multa fuera de 5 UTM y, en caso de reincidencia, de 10 UTM.



En segundo lugar, en el evento de que la persona pague una vez notificada, quedará exenta de la aplicación de la multa.



En tercer término, para los efectos de la notificación, se establece que el domicilio del usuario será el consignado en el contrato, lo cual permite que quienes vivan en Regiones sean notificados en el lugar donde realmente viven.



Y, por último, se dispone que lo recaudado por concepto de multas, en lugar de ir a las concesionarias, vaya en beneficio de los municipios: el 50 por ciento, a la comuna a la cual pertenezca el juzgado de policía local donde se lleve la causa, y el otro 50 por ciento, al Fondo Común Municipal.



Señor Presidente, deseo resaltar que el acuerdo de la Comisión Mixta surgió de una indicación del Senador señor Romero, el Diputado señor Duarte y quien habla, que permitió conciliar las posiciones de la Cámara y el Senado en forma unánime.



He dicho.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).- Antes de proseguir con el estudio del informe, solicito autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, quien es posible que intervenga en la sesión más adelante.



--Se autoriza.

)----------(
El señor NOVOA (Presidente).- En seguida, ofreceré la palabra al Senador señor Romero, quien la ha solicitado para hacer una aclaración. Luego abriré la votación, de modo que los Senadores que lo deseen puedan intervenir para fundamentar su voto.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, solo quiero complementar la información entregada por la Honorable señora Alvear.



Cuando no se pague el valor del tag y se proceda al cobro judicial, la multa impuesta será, no de 5 UTM, sino de 5 veces el monto de lo condenado, y de 10 veces, en caso de reincidencia. Y en ningún caso la multa podrá exceder el límite máximo de 20 unidades tributarias mensuales.



Es lo que quería acotar, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.
El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, justamente había pedido la palabra para efectuar la precisión que hizo el Honorable señor Romero respecto a la intervención de la Senadora señora Alvear.



Tal como indicó Su Señoría, se trató de una indicación que ella propuso junto con el Senador señor Romero y el Diputado señor Duarte y que finalmente ratificó en forma unánime la Comisión respecto del artículo 42 de la Ley de Concesiones, el cual -como ya se señaló- actualmente establece una multa equivalente a cuarenta veces el valor del pago incumplido. Esta quedó radicada en cinco veces el monto de lo adeudado, con los criterios ya mencionados y con un cambio muy importante: lo recaudado por este concepto irá, en un 50 por ciento, al Fondo Común Municipal, y en el 50 por ciento restante, a los municipios a los que pertenezcan los juzgados de policía local que hayan sustanciado las respectivas causas.



También quiero destacar que, aunque en el trámite anterior la Comisión de Obras Públicas del Senado rechazó todo lo propuesto por la Cámara de Diputados a fin de resolver las divergencias en una Comisión Mixta, al final se recogieron muchas de las proposiciones provenientes de la otra rama del Congreso, porque en realidad no había un cuestionamiento sobre el fondo de lo planteado por ella. 



Creo que, en términos generales, se ha llegado a un texto muy importante para el país, que fue  objeto de grandes aportes y mejoramientos durante su tramitación legislativa.



Como expresó el señor Secretario en su relación, se introdujo un cuarto miembro en el Consejo de Concesiones. La Cámara proponía que fuera un arquitecto y la Comisión Mixta no tuvo inconveniente en ello.



Asimismo, se perfeccionaron los artículos 28 bis y 28 ter, que habían sido rechazados originalmente, relativos a una materia que se considera relevante. En definitiva, en aquellos casos en que unilateralmente el Estado decida poner término anticipado a una concesión, sin que haya ocurrido, obviamente, un incumplimiento grave por parte de la concesionaria, esta tendrá derecho a una indemnización equivalente al valor de las inversiones efectivamente realizadas.



Se aprobó, igualmente, que el Consejo de Concesiones deba informar acerca del tipo de infraestructura que se desarrollará, teniendo en cuenta los planes regionales de desarrollo.



En fin, se introdujo una serie de perfeccionamientos que mejoran la iniciativa, la cual, por cierto, votaremos favorablemente.



Por último, me sumo a los agradecimientos al trabajo de los Diputados y Senadores de la Comisión Mixta, que permitió recoger el punto de vista de ambas Cámaras y acordar en forma unánime las distintas normas que conforman el texto propuesto.

El señor NOVOA (Presidente).- Antes de dar por terminada la votación, quiero hacer notar que precisamente el artículo 42, a que se refirió la Honorable señora Alvear, es de quórum especial, y hay algunos colegas que, estando presentes en la Sala, aún no han manifestado su voto. Por ejemplo, el Senador señor Sabag no ha votado.

El señor SABAG.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, no me había pronunciado porque quería fundamentar mi voto.



En primer lugar, me alegro de que la Comisión Mixta haya resuelto por unanimidad todas sus proposiciones.



También deseo felicitar a las Comisiones por la diligencia que tuvieron en el despacho de este importante proyecto.



Ojalá que la rebaja de la multa sea bien recibida por los usuarios y que no haya un uso abusivo de esta benevolencia. 



Dicho sea de paso, las concesionarias jamás cobraron una multa de 40 unidades tributarias, pues nunca han considerado vivir de los ingresos que ellas podrían reportarles al margen del cobro del peaje mismo. 



Si se considerase que no es posible detener el automóvil en su paso libre por la plaza de peaje, una persona podría circular indefinidamente sin pagar el respectivo derecho. Y se ha llegado a 100 mil ó 200 mil partes por tal concepto. 



En la ley original, la multa era muy alta como para que tuviera un efecto disuasivo. Porque -reitero- como no se podía atajar el vehículo, había que poner una “espada de Damocles” fuerte en caso de morosidad. Sin embargo, siempre hubo una última instancia -ahora queda igual-, conforme a la cual si la persona pagaba lo adeudado más los gastos, quedaba liberada de la multa, la que solo se cobraría en caso de que algún tozudo no quisiera cancelar lo que debía. 



Y como lo señalaron la Honorable señora Alvear y el Senador señor Longueira, la multa no irá en beneficio de la concesionaria, sino que el 50 por ciento de ella favorecerá  a la Municipalidad a que pertenezca el juzgado que sancione el parte, quedando el otro 50 por ciento en el Fondo Común Municipal.



Señor Presidente, insisto en que ojalá esto no incremente el incentivo para eludir el pago. 



En algunas carreteras, sencillamente  a la persona que no paga no se le levanta la barrera. Por eso, hay cero morosidad, porque la cancelación del peaje es previa. En el caso que nos ocupa, solo media la honorabilidad de los automovilistas en el cumplimiento de la obligación.



Pero los inconvenientes han sido zanjados, por lo cual estamos de acuerdo con la modalidad implementada. Además, a la Asociación de Concesionarios de Obras de Infraestructura Pública A.G. (COPSA) también le satisfizo. Entonces, si todos están contestes, “miel sobre hojuelas”, aunque, de todas maneras, se va a producir un cambio en las reglas del juego.



Por otra parte, el Ministro de Obras Públicas informó que se han destinado 4 mil 500 millones de dólares para nuevas concesiones. Es de esperar que los trabajos respectivos se empiecen a licitar y a ejecutar cuanto antes, porque durante los últimos cuatro años, lamentablemente, ha habido “sequías” en el ámbito de los contratos por concesiones de grandes obras públicas, lo que ha significado 1,5 por ciento menos de crecimiento de nuestro producto interno bruto. ¡Perdimos el ritmo! Anualmente se invertían de 1.200 a 1.500 millones de dólares en este sector, suma que bajó estrepitosamente en cuatro años.



No obstante lo anterior, espero que la importante ruta de Coronel a la provincia de Arauco, ya licitada, se lleve a cabo en el curso de este mes.



Ojalá que las empresas que están optando a esos 4 mil 500 millones de dólares para nuevas concesiones reciban en buena forma la modificación que hoy día estamos haciendo, la cual ha contado, de alguna manera, con la aprobación de las concesionarias.



Considero que las concesiones han sido de gran beneficio para el desarrollo del país. Espero que su número se incremente en otras áreas, como lo han anunciado los candidatos presidenciales con mayor opción, quienes se han declarado partidarios de aumentar fuertemente las concesiones y que se apliquen a otras actividades necesarias para Chile.



Voto favorablemente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, no estoy tan seguro de si se trata de una benevolencia tan grande -según dijo el Senador señor Sabag- el hecho de que se baje de 40 a 20 veces, tengo entendido...

El señor ROMERO.- A cinco solamente.

El señor SABAG.- A cinco, señor Senador.

El señor ÁVILA.- Me corrigen, señor Presidente: cinco. 



¡Entonces, sí se puede hablar de benevolencia...! En todo caso, tampoco es tan extrema. Está en un nivel razonable.



Creo desprender del razonamiento del Senador señor Sabag que la multa desaparece en caso de que la persona cumpla con la obligación impaga.

El señor SABAG.- Así es.

El señor ÁVILA.- Y si no sucede así, persiste el cobro, parte del cual va a beneficio municipal. 

El señor SABAG.- Exacto.

El señor ÁVILA.- Perfecto. Hasta ahí hemos aclarado un punto en que asomaban algunas incógnitas.



Ahora bien, también el Senador que me precedió en el uso de la palabra hizo mención al hecho de que se ha detenido un poco el ímpetu con que venían implementándose concesiones en el país.



A ese respecto, me asisten dudas de si es realmente muy conveniente que tal proceso siga adelante con el ritmo con que partió o que tuvo durante el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos. 



Ya en los hechos, Chile es un país concesionado. Pocos aspectos de su economía no están, de alguna manera, involucrados en este concepto.

El señor GAZMURI.- ¡Faltamos nosotros, no más...!

El señor NÚÑEZ.- ¡Vamos a ser concesionados también...!

El señor ÁVILA.- Está muy participativa mi intervención, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Demasiado participativa, porque estamos en votación.

El señor ÁVILA.- Me señalan que también nosotros estaríamos en la lista de lo que viene por concesionar.

El señor GAZMURI.- ¡El programa de Piñera!

El señor ÁVILA.- ¡Entonces, que nos pillen confesados si viene el “hombre”...!



¡Lo más seguro es que quede de nuevo “a las puertas”...!



En todo caso, señor Presidente, considero que no se ha hecho todavía en el país un balance de lo que, efectivamente, ha significado el sistema de las concesiones no solo en lo que atañe al flujo de inversiones que de modo natural producen cuando se llevan a cabo.



De hecho, en todas partes, ellas han impuesto limitaciones muy severas al ejercicio de derechos fundamentales de las personas. En áreas rurales, por ejemplo, las carreteras atraviesan pueblos y villorrios; han separado hasta a familias; han roto los ritmos habituales de vida, etcétera. 



Es decir, las concesiones también presentan un conjunto de aspectos negativos, los cuales no se han evaluado suficientemente, pues nos hemos acostumbrado a mirar solo los balances económicos. Y mientras estos florezcan para las empresas y los consorcios que se involucran en esta alternativa de inversión, pareciera que todo marcha bien. 



Y el desarrollo del país se mide en función de lo que crece. Pero nadie repara en que la “torta” también hay que repartirla. Pero, ¡eso no interesa! Nunca es oportuno hablar de ello.



Entonces, estamos enfocados en una concepción de desarrollo tremendamente mezquina, como el tiempo de que disponía y que se acabó. Por lo tanto, llega hasta aquí mi intervención.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Cómo vota Su Señoría?

El señor ÁVILA.- Una vez más, y arrastrado por las circunstancias, voy a votar que “Sí”. 



¡Qué quiere que haga, señor Presidente! 



¡Este binominalismo nos tiene muy mal! ¡Es tremendo, pero ahí está!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido votación separada para el artículo 42, relativo a las multas.

El señor NOVOA (Presidente).- Pero el informe de la Comisión Mixta debe votarse como un todo.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me hubiera gustado mucho escuchar la opinión del Ejecutivo antes de tomar una decisión definitiva sobre mi voto.



Si bien seguí la tramitación del proyecto e inclusive presenté indicaciones en el inicio de su estudio, tengo algunas dudas, porque se le han introducido importantes cambios.



Cuando era Ministro el señor Bitrán, claramente se propuso...

El señor ÁVILA.- ¡De triste recuerdo...!

El señor NAVARRO.- ...una reforma al sistema de concesiones, porque estaba funcionando muy mal.



En general, la concesión de las cárceles ha sido un desastre para las finanzas públicas. El señor Subsecretario lo podrá confirmar. No sé si al final BESALCO, con una impunidad tremenda, se quedó con 117 millones de dólares que le ganó al Estado en un proceso entablado conforme a la Ley de Concesiones. En el tribunal arbitral, el representante del Ministerio de Obras Públicas votó en contra de su propia Cartera.



En definitiva, la empresa había realizado pésimas obras y los recintos penitenciarios están muy mal construidos. Sin embargo, el sistema de concesiones siempre obliga al Estado a pagar a las concesionarias. El caso de la cárcel El Manzano de Concepción es un desastre. Allí hubo un contrato por 21,5 millones de dólares, pero se terminó liquidando con la concesionaria -escúchenme bien- 64 millones de dólares, por menos del 50 por ciento de la obra.



También debe mencionarse la situación imperante en las cárceles de Santiago y Antofagasta. La de esta todavía está inundada, por haberse levantado en un sitio inadecuado. Pero el concesionario siempre le gana al Fisco.



Entonces, el señor Subsecretario tiene que decirnos si efectivamente se terminará con el abuso en este sistema de concesiones, sobre todo cuando se ha anunciado aplicarlo en los hospitales.



En verdad, señor Presidente, me opongo al sistema de concesiones y votaré en contra del proyecto, porque todo tiene su límite. ¡Si ya hemos privatizado hasta las cárceles! El Estado paga a las concesionarias 526 mil pesos mensuales por reo. Somos el segundo país del mundo con más presos en proporción a nuestra población. 



¡Son 526 mil pesos! Es decir, más dinero que el sueldo de un gendarme.



Y ahora viene el anuncio de que se van a concesionar los hospitales.



Siento que los nudos centrales no han sido tocados por los parlamentarios que han dado cuenta de la iniciativa. Rebajar el sistema de multas de 40 a 5 parece una ganga, pero lo básico no es eso. Es importante hacer mayor justicia. Lo esencial es evitar lo planteado por el Senador señor Sabag: gastar los 4 mil 500 millones de dólares destinados a concesiones. ¿Y cuánto va a poner el Estado? ¡Ahí está el negocio! No en rebajar de 40 a 5  la multa a los usuarios, lo que aún así es abusivo.



Cuando alguien venda un auto sin hacer la transferencia, y el nuevo dueño pasa el pórtico de la plaza de peaje, ¿lo van a multar en cinco veces lo que debía pagar? Como sostuvo la Honorable señor Alvear, ello no ocurre con ningún otro servicio.



Votaré en contra, señor Presidente, por la argumentación dada como  fundamento de la normativa y por no haber tenido ocasión de escuchar al Ejecutivo. Me hubiera gustado oír sus explicaciones respecto de las cárceles concesionadas, las  que han sido un desastre y donde hemos perdido miles de millones de pesos.



Y, ante el anuncio de las concesiones de los hospitales, no sé si la Comisión ha tenido a la vista cuál será el procedimiento.



Me opongo a que también se concesionen los hospitales.



Voto en contra.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, yo ya voté a favor. Pero quiero referirme a tres o cuatro puntos.



Primeramente, en cuanto a la duda que todos tuvimos al comienzo de si el sistema de concesiones era o no adecuado para Chile, algunos manifestamos que teníamos ciertas inquietudes, pero finalmente se concluyó que el modelo es positivo, porque ha significado la incorporación de capital privado.



Por su parte, la Comisión de Obras Públicas mejoró y logró adelantos básicos en la iniciativa, corrigiendo algunos elementos que han sido francamente leoninos durante estos años e inconvenientes para el Estado chileno. De eso no cabe ninguna duda.



Por lo tanto, aquí las cosas no son ni blancas ni negras. Lo hecho constituye un avance efectivo. Sin embargo, quedan muchos resabios, porque hay elementos que no debieron ser nunca incluidos en la legislación. A pesar de eso, hemos corregido diversos aspectos del proyecto, por lo que nos parece bueno.



En segundo término, señor Presidente, en lo relativo al tema general que discutimos y que se ha abordado en la Sala, entiendo que se llamará a nuevas concesiones en otras áreas, como la de los hospitales. En este sentido, deseo aclarar mi posición, porque en eso también ha habido muchas discusiones.



Supongo que el Estado -espero que el representante del Ejecutivo lo ratifique o rectifique- va a concesionar la construcción de esos centros de salud. No obstante, debe dejarse constancia en la historia fidedigna de la ley que el actual Gobierno, en el tiempo que le resta de su mandato, no va concesionar la salud...

El señor PROKURICA.- ¡No habrá salud concesionada...!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ...ni la forma de administrar un hospital. 



Pido que lo anterior quede claro.



En tercer lugar, deseo solicitar que se envíe un nuevo oficio al Ejecutivo, para recabar información del Ministerio de Obras Públicas acerca de lo que acontece en la ruta concesionada a que se refirió en términos bastante claros el Honorable señor Sabag. Pero para mí no lo son respecto a lo sucedido. 



Deseo que esa Cartera indique por qué hubo información privilegiada para ciertos Senadores, quienes dieron a conocer lo que había ocurrido por el uso y no uso de antecedentes sobre esa vía. Además, que señale la verdad de lo acontecido y lo que va a pasar.



Se hizo una observación tocante a la empresa involucrada. Se supone que esta no debería volver a participar en otra licitación. 



No soy partidario del sistema, no tengo participación en empresas ni conozco a persona que pertenezca a ellas, pero me parece extremadamente lamentable dejar la impresión de que al respecto hay antecedentes que ignoramos.



Por eso, con toda franqueza -informé al Honorable señor Sabag que iba a plantear el asunto- di a conocer el problema al señor Ministro de Obras Públicas. Sin embargo, no he tenido respuesta. Quiero que esto se aclare, porque se trata de un asunto muy complicado. Aquí no está de por medio solo el hecho de si se hacen o no las cosas, sino qué pasará más adelante, pues tras esta enorme cantidad de discusiones, está en juego el dinero involucrado.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick
El señor CHADWICK.- Señor Presidente, quiero dejar constancia de que me inhabilito para votar.

El señor NOVOA (Presidente).- Quedará constancia de ello, Su Señoría.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de Comisión Mixta (28 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Votó por la negativa el señor Navarro.


Se abstuvieron los señores Ávila, Girardi y Ominami.



Se inhabilitó el señor Chadwick.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor SALDIVIA  (Ministro de Obras Públicas subrogante).- Señor Presidente, por su intermedio, en nombre del Ejecutivo, quiero agradecer a esta Corporación el despacho del informe y felicitar a las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda por la labor cumplida. Han hecho extraordinarias contribuciones a la iniciativa de ley que inició su tramitación en 2007.



La verdad sea dicha, muchas de las observaciones expresadas por algunos señores Senadores durante la votación fueron recogidas en el proyecto.



Cabe destacar el nuevo sistema de resolución de controversias, como asimismo, el Consejo de Concesiones, que asesorará al Ministro en la toma de decisiones respecto a qué y cómo concesionar.



Pienso que con este cuerpo normativo el sistema de concesiones puede dar, efectivamente, un nuevo paso sustancial. 



Aprovecho la oportunidad para responder una consulta del Senador señor Ruiz-Esquide. 



En materia de concesiones de establecimientos hospitalarios, se encuentran en proceso las de los hospitales de La Florida y de Maipú. En ambos casos se está concesionando la construcción de los recintos y su operación en cuanto a los servicios no médicos. Todo lo relativo a prestaciones médicas, su administración y políticas quedará a cargo de los Servicios de Salud correspondientes. 



Es decir, forman parte de la concesión la hotelería y la operación de los edificios propiamente tales, no así la responsabilidad médica ni las prestaciones de salud.



Muchas gracias.

)---------(

El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, como se informó en la Cuenta, el Ejecutivo hizo presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas.



En el segundo trámite, la Cámara de Diputados efectuó diversas modificaciones al texto despachado por el Senado. Y nuestra Comisión de Constitución, luego de estudiar dichas enmiendas, las desechó por unanimidad.



Dada la urgencia de la iniciativa, sugiero a la Sala tratarla enseguida, como si fuera de Fácil Despacho, y poner en votación lo que propone el informe respectivo a fin de generar la posibilidad de formar una Comisión Mixta, como recomienda el órgano técnico.



--Así se acuerda.

VI. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA Y SERVICIO NACIONAL PARA PREVENCIÓN DE CONSUMO Y TRÁFICO DE DROGAS
El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo acordado recién, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4248-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 24ª, en 20 de junio de 2006.


En tercer trámite, sesión 53ª, en 30 de septiembre de 2009.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.


Constitución (nuevo), sesión 31ª, en 1 de julio de 2008.


Constitución (segundo), sesión 13ª, en 29 de abril de 2009.


Hacienda, sesión 13ª, en 29 de abril de 2009.


Constitución (tercer trámite), sesión 58ª, en 14 de octubre de 2009.


Discusión:



Sesiones 62ª, en 6 de noviembre de 2007 (se retira de la tabla); 33ª, en 2 de julio de 2008 (queda para segunda discusión); 35ª, en 9 de julio de 2008 (se aprueba en general); 14ª, en 5 de mayo de 2009 (se aprueba en particular).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que este proyecto inició su tramitación en el Senado mediante un mensaje del Ejecutivo.



En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados efectuó diversas modificaciones al texto despachado por esta Corporación, tales como la supresión de la norma que creaba el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y también de la que establecía la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación.



La Comisión de Constitución rechazó todas las enmiendas introducidas por la Cámara Baja, resolución que adoptó por la unanimidad de sus integrantes -no solo de sus miembros presentes-, Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto. 

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión las modificaciones planteadas por la Cámara de Diputados.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo quiero respaldar lo propuesto por Su Señoría.



Ojalá que la Sala apoye la sugerencia de la Comisión a fin de que la iniciativa pueda ir a Comisión Mixta y se transforme en ley antes de que termine el mandato del actual Parlamento.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia estimamos que no tenía sentido dilatar el despacho del proyecto; que el trámite obvio que venía a continuación era el de Comisión Mixta, y que esta debía reunirse cuanto antes. Por ende, acordamos unánimemente desechar las enmiendas introducidas por la Cámara Baja y posibilitar la formación de esa instancia con la mayor brevedad.

El señor NAVARRO.- Votemos, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



Votar “Sí” implica aprobar el informe de la Comisión, que rechaza las modificaciones efectuadas por la otra rama legislativa. En tal caso, la iniciativa iría a Comisión Mixta.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba lo propuesto por la Comisión de Constitución (25 votos a favor).



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.
El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se designará a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la Comisión Mixta que deberá formarse.



--Así se acuerda.
RESPONSABILIDAD PENAL DE PERSONAS JURÍDICAS EN DELITOS DE LAVADO DE ACTIVOS, FINANCIAMIENTO DE TERRORISMO Y COHECHO
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la responsabilidad legal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y cohecho que indica, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6423-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 39ª, en 5 de agosto de 2009.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 57ª, en 13 de octubre de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es regular un estatuto que consagre, persiga y sancione la responsabilidad penal de las personas jurídicas respecto de los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y cohecho a funcionarios públicos nacionales y extranjeros.





Cabe recordar que en sesión de 19 de agosto próximo pasado la Sala autorizó a la Comisión para discutir el proyecto tanto en general cuanto en particular en el primer informe.



Dicho órgano técnico aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto.



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas modificaciones al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados. Casi todas se acordaron por unanimidad, con excepción de ocho, que fueron aprobadas por mayoría.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado, que consigna el proyecto original; el despachado por la otra rama legislativa; las enmiendas propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y el texto que resultaría si se aprobaran tales modificaciones.



Es necesario tener presente que, en virtud de los artículos 126 y 127 del Reglamento, como este asunto tiene urgencia calificada de “discusión inmediata” debe discutirse en general y en particular a la vez y no hay lugar a segundo informe de Comisión.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general el proyecto.

La señora ALVEAR.- Pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, esta normativa reviste gran trascendencia y pido dedicarle especial atención dado que cambia, de alguna manera, lo que ha sido tradición en nuestro país en cuanto a las normas de Derecho Penal.



En efecto, la finalidad principal del proyecto es hacer responsables a las personas jurídicas por la comisión de ciertos delitos, a saber: lavado de activos, financiamiento del terrorismo y cohecho a los funcionarios públicos.



En consecuencia, nos encontramos frente a una iniciativa realmente novedosa y de extraordinaria importancia. Además, debo manifestar que constituye uno de los requerimientos de la OCDE para la incorporación de Chile a ese organismo.



Como bien sabemos, y así ha ocurrido durante siglos, nuestro Código Penal establece que solo las personas naturales, los seres humanos, responden por la comisión de delitos y que por las personas jurídicas lo hacen sus representantes legales.



Sin embargo, fenómenos como el narcotráfico, el terrorismo, la corrupción en las licitaciones internacionales y otros, traspasan las fronteras de los países y alcanzan un carácter transnacional. Y las formas de comisión de estos ilícitos normalmente implican la utilización de personas jurídicas.



Frente a esa realidad, los Estados y organismos internacionales celebran acuerdos y suscriben convenciones para combatir tales flagelos y, específicamente, responsabilizar a las personas jurídicas por la perpetración de determinados delitos.



Es el caso del proyecto que hoy analizamos.



Chile -como dije- fue invitado a integrarse a la OCDE. Y nuestro país se obligó a imponer en su ordenamiento interno sanciones a los involucrados en los ilícitos en comento.



La presente iniciativa recoge aquel propósito. Además, da cumplimiento a otras convenciones referidas a la responsabilidad penal de las personas jurídicas por delitos de financiamiento de conductas terroristas, blanqueo y lavado de activos. Es decir, compromisos internacionales anteriores al proyecto en análisis ya contemplan la responsabilidad penal de las personas jurídicas.



Uno de los aspectos más llamativos de la iniciativa es que no solo busca la represión de los delitos referidos, sino que también propone una forma para prevenirlos, lo que resulta muy importante.



¿En qué consiste la fórmula considerada?



Básicamente, en la posibilidad que tendrán las personas jurídicas de adoptar un modelo de organización, administración y supervisión para prevenir delitos. O sea, ellas podrán incorporar un conjunto de medidas y procedimientos destinados a precaver su comisión al interior de las empresas.



Las personas jurídicas que así lo deseen tendrán la posibilidad de adoptar dicho modelo. Y si lo hacen, se considerará que han cumplido sus deberes de dirección y supervisión con respecto a la empresa.



En concreto, ello se traduce en que, cuando sea necesario, podrán hacer valer ante los tribunales una presunción legal a su favor. Esto es muy importante, porque constituye un incentivo para que las personas jurídicas establezcan mecanismos de prevención, lo que a mi juicio es muy sustancial.



En cuanto al contenido del proyecto, este regula un sistema penal completo, toda vez que precisa a qué sujetos está destinado; las conductas que se castigarán; cómo se imputará la responsabilidad; las sanciones que se aplicarán; la forma en que se determinarán las penas y los tribunales competentes para conocerlas, y los procedimientos que se deberán utilizar.



En todo caso, este nuevo estatuto de responsabilidad penal de las personas jurídicas se apoya en nuestro sistema procesal ordinario. Es decir, las investigaciones de los ilícitos estarán a cargo del Ministerio Público y los juicios se tramitarán ante los jueces penales orales y de garantía. Además, las normas del Código Procesal Penal y las del Título I del Código Penal se aplicarán de manera supletoria a las disposiciones de la ley en proyecto.



La atribución de responsabilidad a las personas jurídicas descansa sobre los siguientes presupuestos:



a) La existencia de un hecho punible cometido por alguno de los individuos que realizan actividades de dirección o administración superior de la persona jurídica o por una persona natural que esté bajo la dirección o supervisión directa de los individuos antes nombrados.



b) La comisión del delito en interés o provecho de la persona jurídica.



c) El incumplimiento por parte de la persona jurídica de su deber de dirección y supervisión.



De igual forma, señor Presidente, quiero llamar la atención de la Sala respecto al artículo 5º de la iniciativa.



En dicha disposición se consagra un modelo de imputación de personas jurídicas incluso en la hipótesis de que no haya sido posible determinar las responsabilidades individuales de las personas naturales que incurrieron en el hecho punible.



El mencionado artículo opera sobre la base de los preceptos contemplados en el artículo 3º, según los cuales la persona jurídica responde cuando alguien vinculado a la dirección de la empresa, a los altos cargos ejecutivos o bajo la supervisión directa de ellos incurre en ciertos hechos punibles.



El artículo 5º precisa tres situaciones en las cuales la responsabilidad penal de la persona jurídica es autónoma de la de las personas naturales que actúan por ella.



El primer caso se refiere a la muerte del responsable y la prescripción de la acción penal. 


Quiero recordar, señor Presidente, que estamos ante delitos bastante complicados, como el terrorismo y otros ya mencionados. Y, lamentablemente, frente a ese tipo de situaciones muchas veces se tiende a eliminar a la persona natural que los comete. Por esta razón, resulta importante que pueda continuar la persecución respecto a los responsables.



La segunda situación se relaciona con la huida del responsable o de los responsables, lo cual es bastante frecuente. Son conocidos los casos de personas jurídicas que nombran a un representante, quien huye; nombran a un segundo, y también huye, y así eluden la responsabilidad. Esto se encuentra previsto en la ley en proyecto.



Y la tercera hipótesis se pone en el evento de que no sea posible individualizar con precisión y certeza a las personas naturales que concurrieron a la comisión del delito (porque la organización empresarial es muy compleja), pero que no exista duda de que se trata de alguien que forma parte del círculo o conjunto de autores mencionados en el artículo 3º. En otras palabras, que si bien no se haya identificado por completo al director, dueño o alto ejecutivo que específicamente cometió el delito, sea indudable que el autor integra la dirección de la organización o desempeña un alto cargo en ella. En este caso subsistirá la responsabilidad de la persona jurídica.



Se proponen las siguientes sanciones:



1.- Disolución de la persona jurídica o cancelación de la personalidad jurídica. Esto, por tratarse también de personas jurídicas de Derecho Privado.



2.- Prohibición temporal o perpetua para celebrar actos o contratos con organismos del Estado; pérdida parcial o total del derecho a percibir beneficios fiscales o prohibición absoluta de recibirlos por un período determinado.



3.- Multa a beneficio fiscal y otras penas accesorias, contempladas entre los artículos 8º y 13 del proyecto.



Se ha tomado el resguardo de que, tratándose de empresas del Estado o de empresas privadas que presten un servicio de utilidad pública cuya interrupción pudiere causar graves consecuencias sociales y económicas o daños serios a la comunidad, el juez tendrá la facultad de suspender la pena impuesta a la persona jurídica involucrada. Ello no obsta a que cumpla el castigo penal que le corresponda.



Con respecto a lo anterior, Sus Señorías comprenderán que no es posible proceder a la cancelación de un servicio que presta una empresa pública en beneficio de la comunidad -como el de agua potable-, porque ello causaría un perjuicio enorme. Por lo tanto, para estos casos se establece la excepción de que el juez pueda suspender la pena impuesta.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, ¿me concede un minuto? Estoy informando acerca de un proyecto muy importante.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Cómo no.

La señora ALVEAR.- Gracias.



A continuación se regula lo relativo a la determinación de las penas. Con tal fin se establece una escala general; se distingue entre crímenes y simples delitos, y se determinan los criterios para fijar el castigo aplicable. Asimismo, se consagran atenuantes y agravantes.



En este punto quiero hacer presente a la Sala que la iniciativa, en sus artículos 2º y 3º, modifica también el Código Penal y la ley de la Unidad de Análisis Financiero al imponer la disolución de la persona jurídica o la cancelación de la personalidad jurídica de las entidades que se hubieren constituido con el único propósito de cometer un delito, es decir, como asociaciones ilícitas.



Luego el proyecto contiene un conjunto de normas procesales. Ellas encargan la investigación al Ministerio Público, pues se trata de determinar la responsabilidad de una persona jurídica como producto de la comisión de un delito por una persona natural.



El conocimiento y sanción de estos delitos se encomiendan a los tribunales con competencia en materia penal.



Enseguida se regula un modelo de persecución de la responsabilidad penal de las personas jurídicas sobre la base del tratamiento que en nuestra legislación procesal recibe el imputado, el que se aplicará supletoriamente a las personas morales, siempre que tales normas resulten compatibles con la especial naturaleza de estas últimas.



En síntesis, la Comisión de Constitución acordó mantener el sistema preventivo y voluntario que he descrito sumariamente, precisando lo que señalaré a continuación.


Las personas jurídicas sometidas a la ley en proyecto se reducen a dos categorías: por un lado, las que reciben ingresos anuales iguales o superiores a cien mil unidades tributarias mensuales, y por otro, las que perciben ingresos anuales inferiores a dicha cifra.



¿Por qué, señor Presidente? Porque estimamos que establecer un modelo preventivo...

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Terminaré luego, señor Presidente. Le recuerdo que estoy informando el proyecto.

El señor SABAG.- Está interviniendo en su calidad de Senadora informante, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- No hay ningún problema, Su Señoría.



Puede continuar con el uso de la palabra.

La señora ALVEAR.- Gracias, señor Presidente.



Decía que las personas jurídicas se reducen a dos categorías en cuanto al sistema preventivo, estableciendo una diferencia entre las grandes empresas y las pequeñas y medianas, por cuanto puede resultar muy costoso asumir un modelo que normalmente significará la contratación de una empresa externa.



Por eso se hace tal distinción.



Solo las grandes empresas, de acogerse a este sistema preventivo de delitos, deberán contar con un encargado de prevención independiente o externo. En cambio, tratándose de empresas medianas y pequeñas, el mismo dueño, socio o accionista controlador podrá ejercer personalmente las labores del encargado de prevención. Dicha modalidad se encuentra establecida en el artículo 4º, número 1), letra b).



Por otra parte, se amplió el universo de personas jurídicas públicas sometidas a esta normativa, incluyendo no solo a las “empresas públicas creadas por ley”, sino también a todas las “empresas del Estado”.



Se acordó precisar qué personas naturales pueden cometer los delitos por los cuales responderán las personas morales. Se agregó, junto a los dueños y accionistas, a los altos ejecutivos y se eliminó al que “de hecho” representara a la empresa.



Se simplificó el sistema de acreditación del modelo de prevención de delitos. Antes se contemplaban dos etapas diferentes -la adopción del modelo y su implementación-, las cuales debían ser certificadas en forma separada con los consiguientes costos para el empresario. Ello nos pareció absolutamente innecesario.



La Comisión estimó que estas modificaciones contribuyen significativamente a cumplir con las finalidades que procura el proyecto.



Durante el estudio de la presente iniciativa, nuestro órgano técnico recibió las opiniones tanto de profesionales del Ejecutivo, del Ministerio Público y de la Unidad de Análisis Financiero como también de destacados profesores de Derecho y de representantes de diversas instituciones que solicitaron hacer llegar sus puntos de vista.



Finalmente, debo dejar constancia de que el proyecto requirió una gran dedicación de tiempo por parte de la Comisión y, dada la complejidad del asunto y por contener modificaciones al sistema penal, adoptamos la precaución de solicitar la presencia permanente de penalistas en la redacción de cada uno de los artículos, a fin de tener la certeza de que su texto quedaría en correcta sintonía con nuestro Derecho Penal, tratándose -como señalé al comienzo de mi intervención- de una iniciativa que modifica el sistema penal.



Por ello, la Comisión la acogió en los términos expresados y solicitamos a la Sala que le dé su aprobación.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, después de escuchar el informe rendido por la Senadora señora Alvear, no voy a entrar en detalles sobre el contenido del proyecto.



Sin embargo, deseo formular algunos comentarios.

Reconozco que tengo cierta molestia por lo que ha ocurrido con la comisión de delitos respecto de personas jurídicas. Y la manifiesto porque pareciera que la OCDE nos estuviera pauteando en esta materia: lo que señala dicho organismo es lo válido y lo que debe tener prioridad.



Y eso constituye un error. Porque, particularmente en cuanto al narcotráfico, hace mucho tiempo deberíamos haber discutido el proyecto en análisis, independiente de si ingresamos o no a la OCDE.



Señalo lo anterior con bastante autoridad, porque hace varios años presenté esta iniciativa, antes de que el Ejecutivo la ingresara a tramitación legislativa. Sin embargo, su aprobación será posible gracias al ingreso de Chile a la OCDE y no por los problemas de narcotráfico existentes en nuestro país.



En consecuencia, quiero hacer ver mi molestia por esta circunstancia, dado que las prioridades no se fijan en función del tema en particular, sino del ingreso o no ingreso a una determinada organización que interesa a Chile. Y este asunto debió haberse discutido mucho tiempo atrás, pues los proyectos de ley ya estaban presentados.



Con todo, debo manifestar que apoyaré esta iniciativa legal, la que habrá de ser complementada con el proyecto que pretende eliminar el secreto bancario bajo determinadas condiciones. En efecto, en él se consagra la comisión de delitos por parte de las empresas y la eliminación del secreto bancario sobre la base de ciertos requisitos, con el propósito de investigar ilícitos tan sensibles como el lavado de dinero y de activos.



Ello, por la siguiente razón.



Si no establecemos normas fuertes respecto de dichos delitos, a la larga permitiremos que las organizaciones criminales se fortalezcan patrimonialmente. Solo con disposiciones legales eficaces tendientes a levantar el secreto bancario y a tipificar los delitos autónomos que cometan las empresas, vamos a restringir el área más débil que nos quedaba en lo que se refiere al combate contra el narcotráfico.



Avanzamos con la creación de la Unidad de Análisis Financiero. Pero al complementarla con la eliminación del secreto bancario y con este tipo de figuras jurídicas que cambian radicalmente algunos conceptos, incluso del Derecho Penal chileno, vamos a contar con instrumentos muy eficaces para combatir el lavado de dinero y evitar que las organizaciones criminales se fortalezcan patrimonialmente, pues, al consolidar sus ganancias, pueden ser  mucho más dañinas.



Además, señor Presidente, debemos tener presente que la nuestra es una economía abierta. Hoy día las transacciones son muy ágiles y rápidas, lo cual ofrece tremendas ventajas a quienes participan en este tipo de organizaciones para operar criminalmente.



Por eso, con el conjunto de normas legales que contiene el proyecto  más la creación del Ministerio de Seguridad Pública, que incluirá a la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación, se está llegando al final del actual Gobierno al establecimiento de una legislación que es fundamental para abordar temas tan sensibles e importantes como el que nos ocupa.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, tal como señaló el Honorable señor Orpis, Chile debiera tener hace mucho tiempo leyes de esta naturaleza.



Sin embargo, la cita con la historia se da por circunstancias muy diversas y el impulso de un solo Senador, por muy buen representante que sea, a veces no es suficiente. Es decir, Su Señoría debiera alegrarse de que su posición coincida con la de la OCDE y de que su criterio sea hoy día la posición unánime del Gobierno y del Parlamento. Ello denotará que fue  un precursor de esas buenas ideas.



Es importante destacar que hay tres delitos de extrema gravedad en el mundo contemporáneo - el financiamiento del terrorismo, el lavado de dinero y la corrupción de funcionarios públicos- respecto de los cuales la presente iniciativa establece una sanción, por primera vez y en forma clara, a la empresa jurídica que se beneficia cuando...

El señor PROKURICA.- La persona jurídica, señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Tiene razón Su Señoría, pues puede tratarse de una empresa, una fundación o una corporación.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Decía que se sanciona por primera vez la comisión de esos delitos cuando los cometan las autoridades de esas entidades en beneficio de la empresa o un subordinado sin que esta haya tomado los resguardos suficientes para prevenirlos.



En cuanto a la configuración de la imputación penal a las personas jurídicas, costó mucho para que los penalistas de diversas orientaciones se pusieran de acuerdo acerca del modelo que debía  establecer el proyecto de ley.



La iniciativa, tal cual se ha planteado en esta Sala, será muy positiva para la probidad en nuestro país y, al mismo tiempo, es apreciada en la OCDE por la necesidad de que Chile cumpla con los estándares requeridos a efectos de ser miembro de dicho organismo.



En resumen, creo que todos esos elementos confluyen positivamente.



Asimismo, resulta muy benéfico que la unanimidad de los Senadores de la Comisión hayan concurrido con su voto favorable.



Después del informe tan preciso como correcto rendido por  la Senadora señora Alvear, no voy a repetir las explicaciones dadas por cuanto representan exactamente el mismo criterio del Ejecutivo.



Sin embargo, solo quiero referirme a un punto específico, cuya redacción es susceptible de ser mejorada para no sembrar dudas sobre la materia, y que la Sala podría enmendar.



Al establecer el modelo de prevención de los delitos a que hace referencia el artículo 4º, la idea que subyace es que las empresas que lo adopten puedan invocar una circunstancia atenuante.



Esa es la finalidad.



Y se habla de atenuante porque no cabe considerarla como eximente total de responsabilidad. Si así fuera, tal situación se podría prestar, incluso, para fraude. 



Pero sí constituye una atenuante, lo cual es un incentivo para que las personas jurídicas establezcan dicho modelo.



Pues bien, en el artículo 6º, donde se fija la lista de las atenuantes, llamo la atención sobre la redacción del número 3), que señala: “La adopción por la persona jurídica, antes del comienzo del juicio, de medidas eficaces para prevenir” -hasta ahí todo está bien- “la reiteración de la misma clase de delitos objeto de la investigación.”.



Pienso que la palabra “reiteración” puede inducir a error. Porque si una empresa sana, a la que nunca se le había imputado un hecho de esa naturaleza, adopta un modelo de prevención, no implica reiteración, pues nunca antes se había visto envuelta en ese tipo de delitos.



Sería más claro que en esa parte dijera: “para prevenir la comisión de delitos objeto de la investigación”; o como planteó la Cámara de Diputados en el primer trámite: “para prevenir y descubrir la misma clase de delitos objeto de la investigación”. 



En consecuencia, creo que la palabra “reiteración” es equívoca, salvo que el Senado dejara constancia de que tal término no se usa en sentido técnico, dado que podría no haber un delito previo...

El señor VÁSQUEZ.- Eso es reincidencia.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Justamente. Como dice el Senador señor Vásquez, si se utiliza como sinónimo de “reincidencia”, no habría ningún problema.



En todo caso, debería quedar claro el espíritu de la norma.



En cuanto al resto del proyecto, felicitamos a los miembros de la Comisión y a los abogados y penalistas que participaron en ella, en especial al profesor Jorge Bofill, por el trabajo realizado. 



A mi juicio, con esta iniciativa damos un paso muy trascendental.



Gracias, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, no sé si me voy a encontrar con la historia en este proyecto, pero sí haré algunas precisiones jurídicas. 



Para quienes somos abogados, el texto propuesto inicialmente genera dudas. Porque, cuando uno estudia Derecho, una de las premisas que enseñan es que la responsabilidad penal es solo de carácter personal. Y al poco tiempo se aprende, además, que las penas se aplican por igual a los sujetos que cometen el mismo ilícito.



Pues bien, esas dos premisas se cambian en forma muy sustancial en la iniciativa.



Indudablemente, la modificación de la primera de ellas obedece a que los delitos establecidos en el proyecto (lavado de dinero, cohecho a funcionarios internacionales y financiamiento al terrorismo) revisten importancia. Hoy día el crimen organizado usa la persona jurídica con el propósito de cometer esos ilícitos.



El objetivo de la iniciativa es interrumpir esa cadena delictiva para evitar tal utilización.



Pero ello exige y requiere que la persona jurídica se vea beneficiada con la acción ilícita. No se trata de que algunos ejecutivos, dueños o directores de tales empresas cometan el delito para beneficio particular, sino que se emplee la persona jurídica para verse favorecida de forma directa por ella.



El énfasis del proyecto -es bueno recalcarlo- no está puesto tanto en la sanción, sino, fundamentalmente, en una visión de prevención del delito. Quienes adoptan -así lo indica la normativa legal- procedimientos o métodos eficaces para prevenir el hecho punible -obviamente antes de que este tenga lugar- ameritan una atenuante o eximente en cuanto a su responsabilidad penal.



Esa es, a mi juicio, la finalidad más importante de la iniciativa: buscar, a través de la prevención y del beneficio que conllevan sus efectos, que se implementen sistemas de seguridad para evitar la utilización de personas jurídicas en la comisión de dichos delitos.



Respecto de lo planteado por el Ministro señor Viera-Gallo sobre el artículo 6º, creo que no hay error. La norma propuesta señala que, si la persona jurídica adopta medidas, antes del inicio del juicio, para prevenir que se repita el delito, ello se considerará una atenuante. Pero eso nada tiene que ver con la reincidencia ni con la existencia de un ilícito ya sancionado, sino con la manifestación de la voluntad de establecer un sistema de prevención adecuado antes de comenzar el juicio. De esa forma, si el tribunal así lo califica, al final del proceso se aplicaría una circunstancia atenuante.



A eso se refiere la disposición: a adoptar medidas de prevención.



Lo más complejo en el proyecto que nos ocupa, en mi opinión, es la diferenciación de sanciones según quien cometa el ilícito. En esta materia sostuvimos un largo debate en la Comisión de Constitución. Porque una de las penas establecidas -quizá la más relevante- es la cancelación de la persona jurídica.



La pregunta que nos hicimos en ese punto fue: ¿qué pasaría si el delito lo cometiera, por ejemplo, CODELCO u otra empresa pública, como ENAP?

El señor PROKURICA.- ¡Sería raro que eso pase...!

El señor CHADWICK.- Ello podría suceder en cualquier situación, como cohecho a un funcionario internacional.



¿Quién está dispuesto a firmar una sentencia o a aprobar una normativa que implique clausurar CODELCO?



Entonces, nos vimos enfrentados a una situación bastante única: tener que diferenciar penas según el sujeto que cometa el delito, lo cual resulta muy complejo considerando el principio de igualdad ante la ley. 



Sin embargo, atendido que existen, a nuestro juicio, fundamentos para tal distinción (el interés o bien común y la imposibilidad en la práctica de aplicar una sanción de tal envergadura a una empresa pública trascendental para el desarrollo del país), se eximió de la pena de cancelación de la persona jurídica a las empresas públicas o privadas cuya paralización de la actividad produzca un grave daño a la sociedad.



Resulta esencial dejar claro el asunto, porque es factible que se genere una discusión de carácter constitucional con relación al principio de igualdad ante la ley y a las normas vinculadas con la fijación de penas.



El argumento considerado para establecer dicha diferenciación radica en el interés común. Ello hacía imposible en este caso aplicar una pena igual a la misma comisión del delito, sin atender al autor de este.



Hay que recalcar el punto ahora para no tener problemas de constitucionalidad el día de mañana.



En consecuencia, señor Presidente, aprobamos por unanimidad la idea de legislar en la Comisión. Creo que la iniciativa es un paso fundamentalmente importante en términos de prevención, pues obligará a tales empresas a establecer sistemas para evitar ser utilizadas en este tipo de delitos.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el debate en la Comisión de Constitución fue complejo. 



Como señaló el Senador señor Chadwick, lo propuesto es un cambio completo respecto de lo que a uno le enseñaron sobre la materia.



Se establecen criterios diferenciadores, que, a mi juicio, no serán fáciles de explicar cuando se discuta el contenido de esta futura ley en los ámbitos académicos.



Efectivamente se plantean ciertas discriminaciones en la iniciativa sobre determinadas penas. Sin perjuicio de ello, con relación a CODELCO -como manifestó el Honorable señor Chadwick- o a otras empresas del Estado o de utilidad pública que se vean sometidas a tales sanciones, cabe considerarlas necesariamente de una forma distinta.



Yo planteé en la Comisión, pero no fue aceptado, que en ese caso también debiera incorporarse la posibilidad de intervenir la empresa; no disolverla, pero sí obligarla a tomar ciertas medidas, situación que, por lo menos desde mi punto de vista, no se resuelve coherentemente en el proyecto. 



Señor Presidente, la finalidad de este es disponer que las personas jurídicas tengan responsabilidad penal. Ello, porque de un tiempo a esta parte se ha establecido en este país un “Senador” muy importante, la OCDE, lo que ha dado lugar a una serie de proyectos que hemos ido aprobando a los efectos de cumplir ciertas exigencias internacionales que se hacen para ingresar a dicha Organización.



Sin embargo, sucede que de ninguna de las indicaciones o propuestas emana la existencia de responsabilidad penal para las personas jurídicas, sino que se establece, por ejemplo, el criterio de disolución de la persona jurídica o el de cancelación de la personalidad jurídica.



¿Y por qué digo lo anterior? Porque hay una situación -y me abstuve en algunas normas para dejar patente mi opinión diversa- que se produce en esta iniciativa: no existe una diferenciación clara entre lo que es una empresa constituida para el narcotráfico, el terrorismo o ciertos delitos de cohecho y aquella controlada circunstancialmente por individuos que utilizan la persona jurídica respectiva para cometer tales ilícitos.



¿Y cuáles eran mi prevención y mi preocupación? Que con estas normas los trabajadores, los pequeños accionistas, aquellos que no tienen ninguna relación con la administración se van a ver perjudicados, porque, en definitiva, se declarará la cancelación de la personalidad jurídica o la disolución de la persona jurídica.



Se establece en el artículo 9º un criterio para, en un caso u otro, atenuar sus efectos por la vía de la repartición.



De todas maneras, me parece que allí no hay una clara diferenciación entre una situación y otra, lo que torna complejo el problema, pues finalmente se puede perjudicar muy gravemente a gente que no ha tenido participación ni responsabilidad en determinados ilícitos o actividades criminales.



La explicación es que debieron haberse preocupado de que los administradores no incurrieran en tales conductas. Pero estimo bastante difícil, en sociedades que se constituyen de forma compleja, que exista esa posibilidad.



Por lo tanto, en ese aspecto me abstuve.



De otro lado, se consigna una norma un tanto discriminatoria con relación a las empresas pequeñas: la obligación de sacar ciertos certificados, los que habrán de pagarse a empresas constituidas para expedirlos.



Al efecto, se prevén dos fórmulas. Y, por cierto, las empresas grandes van a tener todas las facilidades para conseguir el documento donde se certifique que constituyeron el modelo de prevención a que se refiere el proyecto y, por tanto, configurar la presunción correspondiente. Pero a las pequeñas les será muy difícil obtenerlo, pues no dispondrán de los recursos necesarios; y estamos hablando de una iniciativa de ley que fija, respecto de la actividad de estas, una serie de condiciones importantes que, de no cumplirse, les significarán un detrimento. 



Considero que eso también debiera resolverse de buena manera.



Señor Presidente, hemos entrado en una forma loca y rápida de legislar a consecuencias de esta “señora” o “señor” (no sé cuál es su sexo en este minuto) OCDE.



Por ejemplo, acabo de ver que ya estamos prontos a tratar el proyecto de ley que permite el acceso de la autoridad tributaria a la información bancaria.



Entonces, de verdad me preocupa la situación.



Por cierto, es relevante el combate al narcotráfico, en fin. Pero hay proposiciones que envuelven enmiendas profundas a nuestra estructura jurídica.



Y esto no es pacífico, señor Presidente. De hecho, en la Comisión, durante la reunión especial en que recibimos a profesores y especialistas en la materia que esta tarde ocupa al Senado, al menos dos de ellos -una fue doña María Inés Horvitz- establecieron criterios muy distintos de los que aparecen en esta iniciativa.



Por eso, durante la larga discusión que tuvimos en dicho órgano técnico yo había decidido abstenerme en la totalidad. Resistí estoicamente la presión del Ejecutivo hasta el minuto en que me abstuve en ocho normas. Y esta tarde ha vuelto la presión, ahora para que se pueda despachar rápidamente el proyecto. 



Por supuesto, señor Presidente, no voy a oponerme a la resolución que tome el Senado. Sí, quiero dejar establecido en concreto que, a través de este proyecto, perfectamente podría haberse buscado una fórmula que no rompiera el esquema que todos conocemos y que es mucho más claro: el de que la responsabilidad penal es de las personas, se aplica a quien comete el delito y no se transmite a otros, al revés de lo que se está planteando.



Pero hago la salvedad: no me estoy refiriendo a las empresas constituidas para cometer los ilícitos, sino a las transformadas posteriormente.



Y vuelvo a insistir en que en esa situación no hay un distingo claro.



Por eso mis abstenciones, señor Presidente. Empero, para facilitar el despacho del proyecto, a petición del Ministro Viera-Gallo, quien se halla muy interesado en esta “señora”, voy a retirarlas.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se entiende, entonces, que Su Señoría retiró las ocho abstenciones.



Por lo tanto, vamos a votar el proyecto en general, primero, y luego, en particular.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es loable que se persiga la responsabilidad de las personas jurídicas por la comisión de delitos muy especiales, como son el lavado de dinero, el financiamiento del terrorismo y el cohecho, y que a su respecto se establezca un conjunto de penas que recaen en aquellas.



Dudas. Ello, para que este debate no sea solo entre abogados expertos en derecho tributario o en constitución de personas jurídicas.



La verdad es que hay un conjunto de otros delitos que cometen las personas jurídicas que son empresas.



Les he preguntado a algunos Senadores si una empresa puede tener personalidad jurídica: puede. Porque abrigo una duda: se sanciona a la persona jurídica, pero, como sucede muchas veces, las empresas abandonan los trabajos; crean una nueva sociedad, con los mismos RUT, y en último término -estoy hablando de un delito diferente de aquellos sobre los cuales estamos discutiendo- siguen funcionando y dejan una secuela de errores y de deudas muy importantes.



Mi preocupación no es únicamente que se cancele la personalidad jurídica, sino que haya una extensión a quienes constituyen esta.



Me gustaría recibir una explicación -no he visto el proyecto; esta materia fue tratada en la Comisión de Constitución- sobre si, en tal caso, existe prohibición para formar una nueva sociedad.



Pongo el caso de Colonia Dignidad.



Todos recordamos que al principio del Gobierno del Presidente Aylwin se hizo una investigación y el Ejecutivo, motu proprio, sin mediar resolución judicial -si no recuerdo mal-, determinó la cancelación de su personalidad jurídica. Pero Colonia Dignidad había vendido y traspasado la totalidad de sus bienes. De modo que el término de la personalidad jurídica fue más bien un saludo a la bandera, pues todo lo importante respecto al uso y abuso que se cometían allí había sido sorteado en la medida que los bienes, mediante contratos ficticios -como quedó consignado-, fueron traspasados a terceros. Por lo tanto, Colonia Dignidad continuaba funcionando con otro nombre.



Hay en este proyecto, señor Presidente, una salvedad con respecto a empresas del Estado y a empresas o sociedades privadas en que, por su connotación pública, la cancelación de la personalidad jurídica puede provocar grave daño social o alterar funciones vitales.



Siento, entonces, que es clave aclarar -les pido a los miembros de la Comisión hacerlo-, si en definitiva vamos a plantear una gama de sanciones para la persona jurídica, cuál es la medida de prevención en cuanto a la venta anticipada de los bienes.



Porque que alguien que se ha dedicado a financiar el terrorismo y a lavar dinero transfiera durante el proceso todos sus bienes, evite la sanción y cree una nueva sociedad o persona jurídica para seguir operando con la misma gente, a mi entender, constituye un exceso.



Eso ya ha ocurrido en la historia del país. En el caso de Colonia Dignidad, que ya cité, mediante una argucia jurídica traspasaron los bienes y continuaron cometiendo los mismos atropellos, con otro nombre. Y no sé si este proyecto de ley -les pregunto a los Senadores que participaron en su discusión- impide que ocurra lo mismo que en Colonia Dignidad: que, habiendo un claro delito, se forme una nueva persona jurídica, con la misma gente, o que, independiente de que sean personas distintas, se traspasen los bienes y quede una sociedad de cartón, de bluf, y continúe la comisión de delitos.



Me interesa saber qué prevención se tiene frente a eso.



Por último, señor Presidente, también quiero hacer una consulta acerca de las sanciones.



Que se pierda la posibilidad de venderle al Estado, o la de recibir subsidios, o la de obtener beneficios fiscales no me parecen penas duras.



Señalo lo anterior porque, por ejemplo, para entidades con personalidad jurídica que imparten educación superior, para otras constituidas con objetivos de bien común, sin fines de lucro, etcétera, en el caso de que incurran en ilícitos como los previstos en el proyecto, se disponen sanciones que no considero las más adecuadas. Si producto de tales conductas han acumulado recursos, aquellas resultan débiles.



Les pregunto a los integrantes de la Comisión de Constitución si, en su concepto, la pérdida parcial de beneficios fiscales, por ejemplo, es o no suficiente.



Básicamente, estimo que las sanciones deben apuntar a la imposibilidad de que quienes cometieron alguno de tales delitos siendo parte de la persona jurídica ejerzan de nuevo los cargos que tenían en ella. Porque las que se proponen al efecto, que además son por plazo determinado, parecen insuficientes.



Ojalá que los miembros de la Comisión pudieran aclarar las dudas que he planteado.



¡Patagonia sin represas!

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- 
En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el Ministro señor Viera-Gallo manifestó una duda en torno al artículo 6°, número 3), sobre la prevención de la reiteración de un delito.



Al respecto, yo quisiera que en la historia de la ley quedase absolutamente claro que el propósito de esa norma es que se hayan adoptado antes del comienzo del juicio medidas eficaces para prevenir la comisión en el futuro de la misma clase de delitos objeto de la investigación.



Ese fue el espíritu que tuvimos en la Comisión para lograr la redacción del artículo 6°, número 3).



En seguida, el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra expresó su preocupación, muy legítima, en cuanto a qué pasa con las personas jurídicas o corporaciones de Derecho Privado que se disuelven para formar otras y continúan incurriendo en ilícitos.



Sobre el particular, debo decir que en el artículo 18 del proyecto se regula la transmisión de la responsabilidad penal.



Para no cansar a Sus Señorías, solo citaré la parte pertinente de esa disposición: la “responsabilidad derivada de los delitos cometidos con anterioridad a la ocurrencia de alguno de dichos actos se transmitirá a la o las personas jurídicas resultantes de los mismos, si las hubiere, de acuerdo a las reglas siguientes”, etcétera. O sea, si se forma una nueva persona jurídica o una corporación de Derecho Privado, se le transmitirá la responsabilidad penal del ente disuelto.



En la Comisión se tuvo en cuenta precisamente el caso de Colonia Dignidad, señalado por el colega Navarro.



Insisto: el artículo 18 regula con absoluta claridad la situación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (21 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Girardi, Kuschel, Letelier, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide y Vásquez.


Se abstuvo el señor Ávila.

El señor LONGUEIRA.- No aparece registrado mi voto, señor Presidente.

El señor SABAG.- Ni el mío.

El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial del pronunciamiento favorable de Sus Señorías.



Ahora bien, como el Senador señor Gómez retiró sus abstenciones, a menos que se pidiera votación separada de alguna disposición -ello no ha ocurrido-, podríamos dar por aprobado en particular todo el proyecto con la misma votación anterior, agregando el pronunciamiento favorable...

El señor NAVARRO.- Antes, señor Presidente, pido la palabra.

El señor NOVOA (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Solicito votar separadamente el artículo 27, relativo al procedimiento abreviado, en la parte que señala que “El tribunal no podrá imponer una pena superior ni más desfavorable a la requerida por el fiscal.”.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Perdón, Su Señoría?

El señor NAVARRO.- Entiendo que se votarán en conjunto todas las normas.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es.

El señor NAVARRO.- Lo que pasa es que tengo una duda con relación al artículo 27.



¿Votaremos en general el proyecto?

El señor NOVOA (Presidente).- Ya fue aprobado en general, señor Senador. Ahora corresponde votarlo en particular. Y Su Señoría pide votar separadamente...

El señor NAVARRO.- Salvo que la Senadora señora Alvear u otro miembro de la Comisión aclare por qué no podrá modificarse la pena en el procedimiento abreviado.



Esto es complejo. Porque, al final, lo que dice el fiscal es “palabra de Dios”, no es factible enmendarlo.



A mi entender, se le ha puesto una rigidez impresionante a la norma.

El señor NOVOA (Presidente).- No sé si la Senadora Alvear o el Senador Chadwick pueden referirse al asunto. 

El señor CHADWICK.- Esas son las reglas generales del Código Procesal Penal.

El señor NAVARRO.- Y si son generales, ¿por qué se establecen nuevamente en esta iniciativa de ley?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, aquí se reitera una norma general, tal como se hace al señalar que el Ministerio Público se encarga de la investigación.



Como se establecen algunas disposiciones excepcionales, se iteran otras de carácter general para que quede absolutamente claro cuáles son las normas penales y procesales aplicables en materia de responsabilidad penal de las personas jurídicas.

El señor CANTERO.- Votemos.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Está de acuerdo, Senador señor Navarro?

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, en votación particular toda la iniciativa.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto completo (21 votos afirmativos) y queda terminada su discusión en este trámite.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.

El señor VÁSQUEZ.- No aparece registrado mi voto, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la opinión favorable de Su Señoría.

CREACIÓN DE MINISTERIO DEL DEPORTE Y DE LA JUVENTUD

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde proseguir el tratamiento en general del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, urgencia calificada de “suma” y votación aplazada.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5697-29) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 9ª, en 14 de abril de 2009.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 50ª, en 15 de septiembre de 2009.


Discusión:



Sesiones 51ª, en 16 de septiembre de 2009 (vuelve a Comisión de Gobierno); 56ª, en 7 de octubre de 2009 (queda para segunda discusión); 57ª, en 13 de octubre de 2009 (queda aplazada su votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Debo hacer presente que en la sesión de ayer se resolvió que, antes de votarse la idea de legislar, la Sala se pronunciara sobre la proposición que formuló el Honorable señor Espina para que el proyecto volviera a la Comisión de modo que un nuevo primer informe solucionara los problemas suscitados durante el debate.



¿Está de acuerdo el Ejecutivo? 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Sí, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- La Sala, también.



Entonces, la iniciativa regresará a la Comisión de Gobierno para que elabore un nuevo primer informe, en el entendido de que lo discutirá en general y particular, de manera que puedan introducírsele las modificaciones del caso.
El señor VÁSQUEZ.- ¿Pero se fijaría un plazo para presentar indicaciones?

El señor NOVOA (Presidente).- No, Su Señoría, porque se trata del primer informe. Y a propósito de él en la Comisión se pueden hacer los cambios que se estimen convenientes.



--El proyecto vuelve a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para un nuevo primer informe.
ACCESO DE AUTORIDAD TRIBUTARIA A INFORMACIÓN BANCARIA

El señor NOVOA (Presidente).- En virtud de lo acordado ayer, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas que permiten el acceso a la información bancaria por parte de la autoridad tributaria, con informe de la Comisión de Hacienda y certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. La urgencia ha sido calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6477-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 40ª, en 11 de agosto de 2009.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 58ª, en 14 de octubre de 2009.


Certificado de la Comisión de Constitución, sesión 58ª, en 14 de octubre de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa, recién expresado, apunta a que la autoridad tributaria pueda cumplir los requerimientos de información que le formulen órganos de administraciones tributarias extranjeras, así como su propia tarea de control de la evasión impositiva.



En sesión de 18 de agosto recién pasado, la Comisión de Hacienda fue autorizada para discutir el proyecto tanto en general cuanto en particular en el primer informe. Dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.



En lo que respecta a la discusión particular, efectuó algunas modificaciones al texto que despachó la Cámara de Diputados, todas ellas acordadas por consenso.



Por su parte, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento solamente se pronunció en general con relación al proyecto despachado por la Comisión de Hacienda, y lo aprobó también por la unanimidad de sus integrantes: Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.



El texto pertinente pueden consultarlo Sus Señorías en el certificado emitido por la Comisión de Constitución.



Corresponde tener presente que el artículo 62 bis, nuevo, que se agrega al Código Tributario y el primero transitorio revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que su aprobación requiere los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el Honorable señor Coloma.

El señor OMINAMI.- Que se abra la votación, señor Presidente.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ya que nadie ha pedido intervenir para defender la normativa que nos ocupa, el Senador que habla, por lo menos, argumentará acerca de por qué no es partidario de su contenido. Si no, se expondría que fue aprobada sin debate.



Mantengo dos objeciones sobre el asunto, una de ellas de forma.



Esta última dice relación al hecho de que se trata de una de las modificaciones más importantes en materia bancaria y de privacidad de las personas, y, ¡oh, sorpresa!, no existe un informe, sino un certificado. O sea, no podemos conocer las conclusiones de la Comisión de Constitución respecto de uno de los proyectos más relevantes para la vida de la gente.



Y la explicación se encuentra en el texto que hemos recibido, en el sentido de que el Ejecutivo planteó que la iniciativa era tan importante para la entrada de Chile a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico que era preciso tratarla a la brevedad, por lo que la Sala del Senado autorizó que se informara mediante un certificado.



Por tanto, mi primer reparo se refiere a cómo se hacen las cosas.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Me permite, Su Señoría?



Ayer se acordó tratar el proyecto en esta oportunidad porque la Comisión de Constitución no le hizo ningún cambio a lo despachado por la de Hacienda, cuyo informe, según entiendo, es completo.

El señor COLOMA.- Entonces, señor Presidente, se debe cambiar el certificado, porque si usted, que es tan acucioso, lo lee con cuidado, observará que se presenta “sin perjuicio de que posteriormente se elabore el respectivo informe.”.



Si hubiera empleado términos tales como “ineficaz”, “ineficiente”, “excesivo”, entendería mejor la explicación. Pero se señala otra cosa...

La señora MATTHEI.- ¡Ello proviene de la Comisión de Constitución...!

El señor COLOMA.- Sé que mi Honorable colega Matthei realiza informes brillantes, pero esperaba también que ese órgano técnico emitiera una opinión respecto del asunto.



¿Por qué hago presente el punto, señor Presidente? Porque existe una obsesión por el ingreso a la OCDE. Pareciera que lo único relevante es entrar a esa especie de club que marca determinados estándares. Y Sus Señorías perdonarán que por lo menos un Senador haga presente que esa entidad no es el Corán: se trata de una organización a la cual pertenecen muchos países -no todos constitutivos de un ejemplo, no todos brillantes, varios de los cuales exhiben currículums bastante dudosos en materia de transparencia-, que intentan exigir determinadas conductas porque a los organismos internacionales se les ocurre hacerlo de esa forma.



No soy contrario a priori a la OCDE, pero no veo por qué ella se erigirá en la más importante en la historia y no permitirá ni siquiera generar debates de contenido en la institucionalidad chilena.

El señor CHADWICK.- ¡Es colegisladora...!

El señor COLOMA.- Así es. Es más importante preguntarle a esa organización que a la Cámara de Diputados o al Senado. Ha pasado a ser una nueva colegisladora, como acaba de manifestarlo tan brillantemente el autor de algunos informes recientes.



Además, deseo consignar una objeción de fondo. Y me gustaría por lo menos explicarla.



Si algo relevante debemos defender en un lugar como este son las libertades de las personas, que pueden hallarse amenazadas por muchos factores: de seguridad individual, por la cual velamos al considerar cómo enfrentar la delincuencia; de libertad política, por la cual se legisla en función de la democracia; de libertad de iniciativa, por la cual la Constitución establece la libertad para emprender. Pero también existen aspectos vinculados con la libertad económica, con la capacidad de las personas y, adicionalmente, con la intimidad del ser humano. Y lo que hace la normativa en examen es terminar con la defensa de esta última, relacionada con el cuidado personal de una cuenta bancaria.



A diferencia de lo que alguien podría imaginar, no se está expresando que la medida en estudio permitirá descubrir algún delito -porque para evitarlo o penarlo la ley establece que si un juez abriga una sospecha fundada respecto de un ilícito tributario puede acceder a una cuenta, y, obviamente, investigar y sancionar-, sino que ella tiene que ver con la determinación de cómo se gasta.



Y creo que lo anterior se relaciona con un principio que el Senador que habla, al menos, quiere preservar: el derecho a la intimidad de las personas cuando no delinquen. Porque cuando perpetran un delito existe una ley y se les pueden aplicar las penas del infierno, pero, si no lo han cometido, se estaría generando un mecanismo administrativo que va a depender de la voluntad de un Gobierno.



Tenemos la tranquilidad de no saber cuál será este último cuando la ley en proyecto se encuentre en vigencia, así que no nos enredemos con las autoridades actuales. Les estamos diciendo a las futuras que un nivel de la Administración va a poder acceder, autorización del juez mediante, a todo lo que un cuentacorrentista recibe y gasta, lo que generará un cambio en el peso de la prueba respecto de lo que acontezca en su intimidad.



Eso es lo más parecido, señor Presidente -ya lo he conocido por escrito-, a la legitimación del Gran Hermano. La concepción de Orwell que da la impresión de que desde arriba se encuentran vigilando las 24 horas del día parece que se estaría concretando. Y nosotros lo estamos haciendo al imponer a la libertad limitaciones con las cuales se acaba la intimidad. Lo que importará es lo que se mande desde arriba, y desde ahí para adelante todos deberemos acatarlo.



Como no me convencen los argumentos tremendistas en el sentido de que se puede atrasar una semana o dos, o un mes, nuestra entrada a la OCDE, a lo cual no me opongo -pero no veo que la situación pueda hacer temblar los cimientos de la República-, y como pienso, en una lógica republicana, que resulta muy relevante defender a las personas en el Congreso, por lo menos quiero alzar mi voz para expresar que no creo que se pueda violar la intimidad de estas últimas con el objeto de permitir que una autoridad administrativa acceda a cómo se gasta o se reciben ingresos.



Señor Presidente, creo que el tema es relevante. Por eso -no por otra cosa- quería el informe, ya que me interesaba conocer la argumentación de los constitucionalistas de la Sala, a efectos de ver cómo habían evaluado esta modificación en las reglas del juego.



Constituye un cambio histórico, que se ha considerado durante muchos años, que se ha discutido numerosas veces en el Congreso por grandes legisladores de antaño, quienes le asignaban mucha importancia al punto por estimar que aquí descansan las libertades de los ciudadanos, de los países.



Como no soy partidario de innovar en la materia, porque no creo que sea necesario, ya que no existe un delito de por medio, sino solo una cuestión de acceso a la información, voy a votar en contra, por lo menos como testimonio de que existen libertades y derechos que se requiere preservar.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, sin perjuicio de que podrá continuar el debate, por supuesto, con las intervenciones de los Senadores que hayan pedido el uso de la palabra, solicito segunda discusión, para que el proyecto sea tratado en la sesión ordinaria que se celebrará el martes siguiente a la semana de trabajo regional.

El señor COLOMA.- ¡Qué va a decir la OCDE! ¡Es algo dramático...!

El señor NOVOA (Presidente).- Para la primera discusión se registran todavía varios Senadores inscritos.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que hacer recaer la importancia del proyecto solo en la mayor recaudación fiscal, cuestión muy relevante, y argumentar, además, que atenta contra la vida privada para fundamentar un voto de rechazo es algo que presenta una profunda incoherencia. ¿Estamos o no estamos por la transparencia en Chile?



Tengo en mis manos el informe del Instituto Libertad y Desarrollo titulado “Secreto Bancario: Control vs. Intimidad de las Personas”, escrito por el abogado Axel Buchheister, especialista tributario, director de estudios jurídicos del think tank de la Derecha y participante en la creación de la sociedad Bellview, primera operación realizada por el ex dictador para triangular sus activos y engañar a las autoridades sobre su situación patrimonial. En el testimonio que el mismo Buchheister entregó al juez Sergio Muñoz, reconoció que el dinero para ello se lo entregó el ex gobernante y tuvo como finalidad “mantener en reserva los bienes adquiridos por Pinochet, por la connotación pública de su nombre”.



Aquí no existe la lógica republicana. Aquí existe el vil ocultamiento de un robo, la vil creación de una figura jurídica que, en definitiva, pretende ocultar dinero perteneciente al Estado de Chile y que fue desviado. Y, por cierto, el secreto bancario impide hurgar en esas cuentas corrientes.



Buchheister ha admitido los hechos, señor Presidente. Y, como es natural, el informe de Libertad y Desarrollo, sección Temas Públicos, obra de quien ha reconocido haber creado sociedades de papel con el único fin de evitar la supervisión bancaria, está en contra de terminar con el secreto en el ámbito en cuestión. La medida, sin embargo, permitiría al Gobierno recaudar 800 millones de dólares para destinarlos a los fines que aprobara el Congreso.



La necesidad de poner fin al secreto bancario también dice relación a la coherencia política de un planteamiento por más transparencia. No es coherente que la UDI -o su Presidente- afirme que en el país tiene que registrarse en mayor medida esa última condición y se persiga a personas del Consejo para la Transparencia por procurarla, y que, en definitiva, a la hora concreta de ponerla en práctica se vote en contra y se argumente sobre la base de la llamada “intimidad de las personas”.



No todos en Chile tienen cuenta corriente, desde luego. El informe de Libertad y Desarrollo dice: “En el tema del acceso a las cuentas corrientes en particular y las operaciones bancarias en general, existe una expresión muy profunda de la vida privada. A través de ellas en el mundo moderno, se materializan los más elementales actos de la vida privada, que pueden abarcar decisiones de consumo, actos de altruismo o solidaridad, preferencias políticas, etc., que no siempre queremos que los demás se enteren.”.



Lo que estamos considerando, claramente, es si con las cuentas corrientes se han hecho negocios ilegítimos, se han cometido delitos y se ha incurrido en evasión tributaria. Sucesivos gobiernos han expuesto de manera reiterada que existen elusión y evasión. Y si el Director del Servicio de Impuestos Internos cuenta con información suficiente para pedir ante un juez que una cuenta bancaria sea abierta por sospechas de evasión tributaria, esa es una facultad propia de toda sociedad democrática. El juez decidirá. Oponerse a ello, argumentar que Chile quiere entrar a un club y, en definitiva, hacer una defensa política basada en la privacidad o la conveniencia de pertenecer a la OCDE no me parece lo más adecuado. 



Pienso que el proyecto tendría que ser aprobado por unanimidad. Estimo que debiéramos reconocer que el objetivo del Gobierno es loable, lo cual dice relación a lograr un Estado más transparente. Y eso no involucra solo a los funcionarios públicos, sino también a las personas privadas, a las personas jurídicas, al Estado en su conjunto.



No puede haber transparencia donde ella solo se les exija al Ministerio Público, al Estado mismo, a sus funcionarios, mientras no exhiban ninguna quienes se encuentran en interacción constante, quienes forman el mundo privado.



Se presenta una gran ocasión para levantar el secreto bancario en el país. Para quienes han argumentado, como lo han hecho todos los candidatos presidenciales, que se requieren mayores ingresos para poder financiar más gasto social, sin que ninguno de ellos, con excepción de Marco Enríquez-Ominami, haya planteado la necesidad de una reforma tributaria, la verdad es que esta es una gran oportunidad. Nos hallamos ante una reforma que, a cabalidad, puede generar mayores ingresos nacionales: 800 millones de dólares, sin aumentar los impuestos.



Ello debiera generar unanimidad, pero la convulsión en la Sala me aleja de esa creencia. Por el contrario, median fuertes discrepancias.



Por mi parte, voy a votar a favor de la iniciativa. Me parece un enorme avance.



El fallo del Tribunal Constitucional que ha sido argumentado de manera reiterada como un elemento determinante para señalar que existe la posibilidad de acceder a las cuentas bancarias es aún insuficiente. En 2002 se tramitó un proyecto de ley que permitía solicitar los movimientos registrados por ellas, con autorización judicial, pero sin audiencia del afectado. Así se votó. El Tribunal lo objetó y concluyó que, existiendo un delito, puede levantarse el secreto bancario, pero que era inconstitucional no oír al titular, ya que ello infringe el debido proceso, cuyo pilar es la bilateralidad de la audiencia.



Entonces, en Chile existe el secreto bancario. Y con una agravante: si el titular de la cuenta no quiere ser oído -es decir, si se corre, si elude, si no concurre-, tampoco puede ser incorporado, debido a dicho fallo.



No recuerdo si existió una presentación de los parlamentarios de la Derecha o dicho organismo jurisdiccional actuó de oficio. Sin embargo, repito que existe claramente el secreto bancario, que no hay acceso a las cuentas corrientes, siendo esta una gran oportunidad para resolver la cuestión.



Y lo señalo no solo por la exigencia de la OCDE, que me parece adecuada. Estoy de acuerdo en la conveniencia de que el país aspire a ingresar a ella -esa es la modernización del Estado-, aun cuando resulta claro que no por levantar el secreto bancario vamos a estar a la altura de los estándares de dicha entidad, particularmente en materia de educación. Recordemos que nos ha hecho ver que en Chile se ha estructurado de manera consciente una educación jerarquizada en clases sociales.



No me parece apropiada la argumentación que se ha dado, señor Presidente. Espero que podamos despachar el proyecto en esta oportunidad si el señor Senador que formuló la solicitud de segunda discusión la deja sin efecto.



¡Patagonia sin represas!



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Se han retirado muchos Senadores


Se pidió segunda discusión y ya no podemos producir ninguna alteración porque -reitero- varios colegas abandonaron el recinto.



Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, confieso que cuando escuchaba al Honorable señor Coloma no me parecía estar oyendo a un defensor de la República, sino más bien a un Senador ultranacionalista de Suiza -me imagino que los habrá- defendiendo el secreto bancario con la misma pasión de Su Señoría. 



Hoy existe un gran debate en el mundo sobre esta materia. Y quienes sostienen la posición expuesta por el Honorable señor Coloma representan una ínfima minoría. Después de la crisis financiera vivida por el planeta, la casi totalidad está por la transparencia. 



En la actualidad, los paraísos fiscales van en retirada a nivel mundial. 



Se acaba de producir un acuerdo entre Estados Unidos y la Unión de Bancos Suizos (UBS) que permite a las autoridades norteamericanas tener acceso a las cuentas bancarias de las instituciones que conforman dicha entidad. Es como el símbolo de lo relatado por el Senador señor Coloma, pues era exactamente lo que se buscaba en cuanto a opacidad en las cuentas bancarias. 



Y a la posición de la OCDE -tan criticada por Su Señoría- se han sumado Austria, Liechtenstein, Bélgica y varios otros países que sostenían esa postura un tanto antigua respecto de lo que son las cuentas bancarias y los flujos financieros. 



Hoy, por el contrario, las naciones líderes de la economía mundial se encuentran en la idea de que haya mayor transparencia.  Y con ello no se afecta la vida privada de las personas. Porque, aun cuando el Honorable señor Coloma no lo dijo, para que operen las normas de la ley en proyecto se requerirá de autorización judicial. 



El artículo 62 establece: “La Justicia Ordinaria podrá autorizar” -no está obligada a hacerlo- “el examen de información relativa a las operaciones bancarias de personas determinadas”. 



O sea, lo único que se hace es dar una facultad al juez dentro de un procedimiento que además es bastante engorroso, porque se establece un plazo de 45 días dentro del cual el afectado puede responder, pero nada obsta a que en ese lapso él escape fácilmente del país. De manera que no estamos frente a una normativa que restrinja sin más la libertad de las personas, sino ante una que busca ser eficaz para evitar que ellas oculten en sus cuentas operaciones que con posterioridad deban ser objeto de tributación o de algún otro tipo de deber con el Estado. 



Los paraísos bancarios, como digo, van desapareciendo. Y sería lamentable que Chile continuara permaneciendo en la zona gris en que lo ha puesto el Grupo de los 20, que lo ubica, no entre los países más transparentes, sino a mitad de camino tras dicho objetivo. 



Por lo tanto, aquí, como lo planteó el Honorable señor Orpis, debería coincidir la exigencia de la OCDE con una voluntad de mayor probidad y transparencia en la vida pública, que no afectaría en nada la libertad de las personas, porque la libertad tiene que basarse en el respeto a la ley. La libertad al margen de la ley es anarquía; no es la libertad de la República, sino la de un Estado salvaje y primitivo donde no impera el Derecho. 



En el pensamiento republicano sustentado por el Senador señor Coloma, la libertad se basa en el respeto a la ley, no al margen de ella. Para eso la ley debe ser racional. Pero, ¡qué más racional que sea la autoridad judicial la que autorice el intercambio de la información! 



Por eso, señor Presidente, no solo porque la OCDE lo exige, sino, además, porque luego de la crisis internacional se observa una tendencia hacia mayor transparencia en los movimientos financieros, a nosotros nos parece perfectamente lógico que Chile no quede marcado como uno de los pocos países en los cuales todavía no hay flujos de información -en este caso, de cuentas corrientes- apegados a estándares adecuados. 



Termino señalando que el procedimiento diseñado es, no digo engorroso, pero al menos no expedito. O sea, no es que al Director del Servicio de Impuestos Internos le llegue la solicitud de una autoridad extranjera de su misma área para que de inmediato tenga fácil acceso a una cuenta bancaria. Primero tiene que requerir al tribunal; este, notificar al banco; la entidad bancaria, notificar a su vez al cuentacorrentista, y este, responder dentro de 45 días, para que después siga todo un procedimiento. Y es obvio que en ese lapso también se puede realizar todo tipo de flujos financieros. 



Estamos, por tanto, frente a una iniciativa moderada, equilibrada y que, a mi juicio, no merece las objeciones formuladas por el Senador señor Coloma. 



Gracias, señor Presidente. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, en la argumentación del Senador señor Coloma hay una parte que rescato plenamente y que nos debería llevar a más de una reflexión. 



El que exista o no una ley que permita el acceso a la información bancaria es un tema que nos debería importar per se como país y no por el interés de otros Estados o del propio sistema internacional. 



En verdad, a mí me identifica muy poco esta lógica de algunos de formar parte de ciertos clubes, de ser aceptado por la OCDE, como si eso fuera la panacea. No olvidemos que fue precisamente por culpa de una falta de regulación, del estímulo a la especulación en países integrantes de la referida organización, que hemos sufrido una de las crisis financieras y económicas más profundas de la humanidad en los últimos siglos. Por tanto, son países que han hecho mal las cosas y que, no obstante, a veces les gusta dictar cátedra sobre cómo deben actuar los demás. 



En lo personal, voy a votar a favor del proyecto, pero no porque sea algo que pida la OCDE. 



Si uno analiza las políticas sociales o las políticas financieras de los países integrantes de dicha entidad, verá que ellas son bastante discutibles. 



A veces Estados Unidos nos quiere dictar cátedra sobre políticas sociales, y lo cierto es que ellos están bastante más atrasados que nosotros en esa área; específicamente, en lo que respecta a políticas de salud. Recién hoy comienzan a ponerse al día en ciertos derechos básicos, dado que tienen un sistema de salud que ha sido cooptado por la industria de los seguros y que en realidad no actúa en defensa de los consumidores. 



Cuando la OCDE contrata expertos para que nos den cátedra sobre cómo hacer las cosas bien, yo lo tomo como punto de referencia, al revés de otros, que lo consideran como la panacea de adónde queremos llegar. 



Nosotros tenemos nuestra forma de ver el mundo, nuestra forma de hacer las cosas, de tal manera que el proyecto debe tener un valor sustentable por sí mismo para poder ser aprobado. 



En lo que a mí respecta, no hay ninguna razón de fondo, considerando los procedimientos establecidos -enfatizo esto último: considerando los procedimientos establecidos-, para impedir a la autoridad tributaria acceder a información bancaria bajo ciertas condiciones. 



Entiendo que eso es lo que estamos regulando. 



Yo, sin duda, soy de una línea de reflexión liberal. No me gusta que en ciertas cosas el Estado se meta más allá de lo que corresponde. Soy enemigo del concepto de sociedad en el cual algunos creen y que apunta a la omnipotencia y el control total. 



Por desgracia, parte de esa pelea ya la hemos perdido. Incluso, en muchas ocasiones órganos del Estado chileno violan la ley. Y podría dar ejemplos -si fuera necesario- de cómo en varias ocasiones nuestras policías abusan de su acceso a la información que tienen y actúan sin orden judicial para llevar a cabo distintos tipos de diligencias, aunque no precisamente en el ámbito que nos ocupa.



Yo creo en el dicho popular según el cual “si no hay nada que esconder, no hay nada que temer”. Si uno no tiene nada que ocultar, no importa que le revisen sus datos. El que tiene algo que esconder es quien normalmente manifiesta mayores inquietudes. Aquellos que esconden patrimonio, que no pagan impuestos, son los que más deben preocuparse. 



Por eso, señor Presidente, creo que no existen razones para oponerse al proyecto. Yo lo voy a votar a favor, pero -reitero- no por la OCDE. Creo que los países que la integran tienen muchas razones para admirar cosas que nosotros hemos hecho mejor que ellos, y me parece que nosotros no debemos estar rindiéndoles pleitesía pensando que ellos van a solucionar nuestros problemas.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, desde mis bancas me han pedido serenidad. ¡Pero no pienso tenerla...!



Este es un proyecto de ley que con o sin la entrada de Chile a la OCDE debiéramos aprobar.



Estoy totalmente convencida de eso. Considero que cuando un país se impone una cierta escala o estructura de impuestos, debe preocuparse de que todos la cumplan. Ello evita que en una sociedad se produzca lo que en economía se denomina “efecto polizonte”, es decir, que haya alguien que goce de todas las garantías del Estado sin contribuir a su financiamiento.



Eso es inaceptable. Porque, en el fondo, los impuestos sirven para brindar protección social, para dar previsión a los que carecen de ella, para tener un cierto orden, para la defensa de nuestras fronteras. Es decir, el pago de impuestos es una obligación moral de cada uno de los ciudadanos.



Y quiero poner énfasis en que tuvimos especial cuidado en resguardar que el acceso a la información bancaria no fuera utilizado políticamente, que existiera la debida protección de las personas, para que no se las persiguiera, pero, al mismo tiempo, nos preocupamos de que hubiera herramientas que aseguraran que todos los ciudadanos paguen los impuestos que les corresponden.



Si Sus Señorías leen el artículo 62, verán que allí se establece que se “podrá requerir la información de personas determinadas (...) que resulten indispensables” -el texto de la Cámara de Diputados hablaba de “necesarias”- “para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos”. En la Comisión de Hacienda del Senado reemplazamos el término “necesarias” por “indispensables” y, de ese modo, hicimos más estricta la letra de la norma.



Además, se requerirá el visto bueno de un juez.



A mayor abundamiento, toda esa información tendrá carácter secreto o reservado y solo podrá usarse para efectos de pago de impuestos o de las sanciones que correspondan por su incumplimiento.





Por lo tanto, señor Presidente, estamos frente a un proyecto que no puede ofrecer más resguardos.



Yo no puedo entender que alguien pueda oponerse a la iniciativa. De verdad no lo puedo entender, porque, más allá de la OCDE, el pago de impuestos es una obligación que tenemos todos y que debe estar garantizada.



Por lo demás, ya es alto el nivel de información que maneja el Servicio de Impuestos Internos respecto de las personas. Y lo mismo puede decirse de los ejecutivos de cuentas de los bancos. Ellos conocen todo.



Asimismo, debemos tener una preocupación que va en otro sentido. Si Chile pretende ser un país que preste servicios de offshoring en materia financiera, ello será imposible si nosotros no aprobamos este proyecto de ley. Porque, en realidad, en este momento estamos en una lista gris. Somos una de las seis o siete naciones que no cuentan con una legislación de este tipo. Y la verdad es que, más allá de nuestra entrada o no a la OCDE, nos hace mal figurar al lado de países que no cumplen con los estándares requeridos.



Quiero destacar que esta materia se trabajó en forma minuciosa con el Instituto Libertad y Desarrollo, con abogados, con economistas, y que se pusieron todas las prevenciones necesarias para que no fuera objeto de abusos.



Lamento enormemente que en este momento no tengamos el quórum necesario para aprobar el proyecto, aunque espero que lo podamos reunir en dos semanas más. Pero -como digo- la iniciativa ha sido redactada con extremo cuidado y cuenta con el visto bueno de todos los institutos de la Oposición y con el de importantes economistas y abogados. Y yo, en particular, señor Presidente, no estoy por facilitarles la vida a los que evaden impuestos.



Al final, si una persona no evade impuestos, no tiene nada que temer. Porque esta iniciativa no permite examinar las cuentas para ningún otro fin que no sea ese. ¡Para nada más! 



Por lo tanto, si alguien cumple con sus obligaciones ciudadanas...

El señor CHADWICK.- ¡Eso es lo más complicado...!

La señora MATTHEI.- El Senador Chadwick señala que eso es lo más complicado de todo, pero es una broma, porque él votó a favor del proyecto.



Lo que quiero subrayar es que esta es una iniciativa que se justifica plenamente, pues, si queremos tener un país justo, las personas deben pagar los impuestos que les corresponden, de acuerdo a la legislación vigente.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, también lamento que no contemos hoy con el quórum necesario para aprobar en general un proyecto que me parece extremadamente importante y que, como han dicho varios señores Senadores -más recientemente, la Honorable señora Matthei- está bien hecho, está hecho con cuidado.



Se han dado varios argumentos aquí, que comparto, acerca de por qué esta es una buena iniciativa. 



Yo quiero resaltar cuatro. Considero absolutamente clave que queden consignados en la Versión Oficial y sean parte de la discusión que debemos tener aquí.



Primero, he escuchado en la Sala que habría un cambio del cielo a la tierra respecto al tipo de información que tendría Impuestos Internos acerca de las transacciones financieras de los ciudadanos. Y eso, señor Presidente, sencillamente no es así. Y no lo es porque desde hace décadas que dicho Servicio dispone, de acuerdo a la ley, de acceso, por ejemplo, a los depósitos a plazo de las personas, a los fondos mutuos de las personas, a las acciones de las personas, a todas las tenencias de instrumentos de oferta pública que pueda tener un chileno o un extranjero residente en nuestro país.



Por lo tanto, el único instrumento acerca del cual el ente fiscalizador no posee información es la cuenta corriente. Y llevamos décadas de experiencia en Chile -¡décadas!-, de buen manejo, de manejo reservado de tal información.



Yo no conozco un caso, en el largo trámite de este proyecto, ni en la Cámara de Diputados ni en el Senado, en que el Servicio de Impuestos Internos haya usado mal la vastísima información de que ya dispone sobre, por ejemplo, los depósitos a plazo que todos los aquí presentes podríamos tener.



Por lo tanto, el precedente es clarísimo.



Segundo, que Chile entre a la OCDE es importante; pero más lo es aún que todos cumplamos con nuestras obligaciones. Y este proyecto de ley no hace otra cosa que mejorar la fiscalización del cumplimiento de las obligaciones tributarias. No creo que haya nadie en esta Sala que no esté de acuerdo con ese principio básico: que debemos pagar los impuestos que nos corresponden, y que ese cumplimiento se debe fiscalizar usando los instrumentos que hoy utilizan los países avanzados, aquellos con mejor cumplimiento tributario, que cuentan con mejores normas.



Esta iniciativa legal sencillamente adapta la legislación chilena a las mejores prácticas.



Tercero, debo decir que me sorprende, de personas que usualmente expresan cierta preocupación por el crecimiento económico, por el desarrollo, por las exportaciones, por la inserción de Chile en el mundo, no tomar en cuenta lo absolutamente clave que es para nuestro país, como exportador de servicios en general y de servicios financieros en particular, tener normas aceptadas por la comunidad internacional. Si queremos jugar en las grandes ligas, debemos ceñirnos por aquellas que hoy día se les aplican a todos, como señaló mi colega José Antonio Viera-Gallo.



La época en que Suiza, Bélgica, Austria, Luxemburgo tenían reglas distintas se acabó, sencillamente se terminó. 



En los últimos seis meses, Bélgica, Austria, Suiza, Luxemburgo, Andorra, Hong Kong, Singapur han llegado a acuerdos con la Unión Europea, con Estados Unidos y con la OCDE a fin de ceñirse a las normas que estamos proponiendo para Chile.



La época del paraíso fiscal finalizó en el mundo, señor Presidente. E imagino que nadie aquí quiere que nuestro país sea incluido el día de mañana en una lista junto a islas de dudosa reputación que serán las únicas que van a figurar en la enumeración de potenciales paraísos tributarios.



Los chilenos somos orgullosos de nuestros estándares. Por eso, queremos que se nos ponga entre los mejores y queremos estar con los mejores.



Y en cuarto lugar, señor Presidente, no debemos minimizar el cambio sideral habido en el mundo en las últimas dos décadas respecto a la magnitud no solo del potencial para la evasión tributaria, sino que también para el lavado de dinero, para el narcotráfico y para el ocultamiento de capitales mal habidos. Y Chile, orgullosamente, puede decir que no ha sido un refugio para tal tipo de actividades.



Con el proyecto de ley sobre responsabilidad legal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que Sus Señorías aprobaron hace algunos momentos, vamos a dar un paso adicional para evitar que seamos un país de malas prácticas en esta materia. Y estimo que ahora debemos avanzar más en tal sentido para asegurarnos de que Chile no se constituya en un lugar donde acuda la gente con dineros mal habidos a ocultarlos en sus cuentas corrientes.



La iniciativa en análisis, sencillamente, nos asegura que eso no será así.



Por lo tanto, señor Presidente, sumo esas cuatro razones a las esgrimidas por varios señores Senadores, para reiterar que este es un proyecto importante no solo para la OCDE, sino también, más que nada, para Chile.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, deseo dejar en claro en la Sala que muchas de las materias que planteó el Senador señor Coloma -él tiene legítimo derecho de sustentar una posición frente a este tipo de proyectos, pero “le ha caído la estantería encima”- fueron discutidas en la Comisión de Constitución, a la cual citamos a constitucionalistas y a representantes de distintas entidades para, en definitiva, debatir y aprobar una iniciativa que cumpla con el requisito que a todos nos parece importante: que no haya evasión tributaria. Y esto se satisface con la forma en que quedó establecido y con los resguardos necesarios a la privacidad.



Lo que hizo ese órgano técnico fue aprobar la iniciativa en general, a fin de que la Sala hiciera lo mismo y estableciera un plazo para presentar indicaciones, lapso en el cual se escuchará a varios expertos e instituciones a efectos de que despachemos un texto que cumpla con los objetivos deseados. 



El único problema es que, como siempre, la “señora” a que me referí nos apura. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- ¡La “señora” a veces es así...!



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en parte mantengo mi argumentación del proyecto anterior sobre lavado de dinero, porque, a mi entender, uno y otro están muy ligados, en el sentido de fijar ciertos estándares.



Y de los cuatro puntos señalados por el señor Ministro me quiero quedar con el cuarto. Es decir, evidentemente, cuando un país casi ha elevado a un valor absoluto el secreto bancario, corre el riesgo de que organizaciones criminales se amparen en él para poder operar.



En Chile estuvo el llamado “Señor de los cielos” hace diez o quince años sin que prácticamente nos diéramos cuenta. 



Los principales mafiosos en el mundo han caído por la evasión tributaria y no por la comisión de un delito en particular.



Muchas veces, cuando hay descalce en la información, el desfase posibilita, precisamente, perseguir este tipo de situaciones.



El Senador señor Coloma me acota que aquí no estamos en presencia de un delito. Efectivamente, no lo estamos. Pero, muchas veces, para configurarlo se requiere información.



Y, por lo tanto, cuando no se reúnen antecedentes resulta imposible configurar el ilícito.



Desde mi punto de vista, señor Presidente, con el proyecto en debate vamos cerrando un círculo. Y costó mucho hacerlo, porque en el país había innumerables prejuicios al respecto y no se quería avanzar. 



Sin embargo, lo que cuestiono en esta iniciativa -más allá de la OCDE- son las prioridades. ¿Por qué, al final, es ese organismo el que debiera fijarlas? ¿Por qué no precisamos nosotros mismos los estándares mucho antes, sin esperar que la necesidad de ingresar a un organismo internacional haga indispensable legislar en este tipo de materias?



Es la objeción que hago, pues estos asuntos tienen un valor en sí mismos, independiente de ingresar o no a una organización internacional. Porque hay ciertos estándares y una tendencia internacional, porque el mundo se ha globalizado, porque la tecnología ha avanzado, porque las transacciones se pueden hacer en segundos a través del mundo entero. 



¡Estamos ante otras circunstancias y frente a un mundo distinto, globalizado! 



Hallo tremendamente válido el concepto de que necesitamos instrumentos adicionales para entrar a las ligas mayores.



Señor Presidente, el hecho de que Chile vaya quedando aislado por la mantención del secreto bancario permitirá, a partir del minuto en que todos los países lo supriman, que arriben al territorio ciertas personas, porque las organizaciones criminales lo encontrarán más atractivo.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, mi impresión es que en nuestro medio no tenemos actualmente secreto bancario: si un juez o el Servicio de Impuestos Internos quiere revisar la contabilidad de una empresa de cualquier tamaño, lo puede hacer.



Nosotros hemos aprobado aquí varias leyes para evitar la evasión tributaria. Creo que tres, por lo menos. Recuerdo muy bien al Ministro de Hacienda señor Foxley cuando anunciaba: “Con esta ley sí que se va a acabar la evasión tributaria”. Y paralelamente subían y subían los gravámenes. Por supuesto, el entusiasmo por evadirlos crecía, pero no para eludir su pago, sino por el exceso de aquellos.



Hoy día, Impuestos Internos está en condiciones de revisar y saber todo acerca de un contribuyente. Además, los ejecutivos de cuenta corriente pueden imponerse por Internet de la situación financiera de cada persona. Y los bancos poseen sistemas mediante los cuales pueden conocer la totalidad de los bienes de una persona, sus deudas, sus acreedores, cuándo vencen sus compromisos y en qué condiciones.



Lo que más me preocupa a este respecto es la vinculación existente entre el cheque y la cuenta corriente. 



Aquí se rasgan vestiduras por la concentración económica y por la desaparición de pequeñas y medianas empresas. Pero, si cada una de ellas contratara a alguien, en Chile no habría cesantía.



En mi opinión, la pérdida de fuerza del cheque como instrumento de pago ha producido un daño a las pymes, pues lo utilizaban con preferencia para cumplir sus compromisos.



Y creo que parte de la concentración económica se debe a que la gente está quedando arrinconada con medios de pago que convienen a las grandes cadenas, que poseen capacidad administrativa para usar esos nuevos medios de pago. Sin embargo, la pequeña y la mediana empresa tienden a utilizar el billete y el cheque -no tarjetas de crédito ni dinero plástico-, con costos enormes en sus transacciones.



A mi juicio, Chile no ha sido ni será un paraíso fiscal, con o sin esta ley. Y mi impresión es que el narcotráfico está aumentando en nuestro país -en sus versiones micro y macro- por otros motivos, que se vinculan con la mala seguridad pública, en que hemos ido arrinconando a nuestros ciudadanos.



Pero esas son otras razones.



Voy a votar en contra del proyecto, señor Presidente, pues considero que con él se afecta a las pequeñas y medianas empresas, por la vinculación de las cuentas corrientes y su -entre comillas- “transparencia” (a pesar de que hoy son suficientemente transparentes) con la decadencia de los cheques como medio de pago.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ha pedido hacer uso de la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Solicito a Su Señoría que me inscriba para intervenir en la segunda discusión.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Entonces, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- También quiero intervenir en la segunda discusión.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- El Honorable señor Sabag también queda anotado para la segunda discusión.



En la primera discusión ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.
El señor NÚÑEZ.- ¿Es de quórum el siguiente proyecto?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Si Su Señoría pregunta en forma personal, puedo responder que sí. Pero el informe no lo dice.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Según la Secretaría, el proyecto que crea el Ministerio de Energía -que veremos a continuación- requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores. Sin embargo, el informe correspondiente no lo señala.

El señor PROKURICA.- ¿Y eso vale?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sin duda, señor Senador.



Ante la pregunta del Honorable señor Núñez, no puedo dejar de señalar mi convicción.

CREACIÓN DE MINISTERIO DE ENERGÍA
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre creación  del Ministerio de Energía, estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía e informe de la Comisión de Hacienda, y con urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5766-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 84ª, en 13 de enero de 2009.


Informes de Comisión:


Minería y Energía, sesión 22ª, en 2 de junio de 2009.

Minería y Energía (segundo), sesión 57ª, en 13 de octubre de 2009.


Hacienda, sesión 57ª, en 13 de octubre de 2009.

Discusión:


Sesión 23ª, en 3 de junio de 2009 (se aprueba en general).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en sesión del 3 de junio de este año.



Para los efectos reglamentarios, la Comisión de Minería y Energía deja constancia de las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, lo que ratifica la de Hacienda. Tales disposiciones conservan el mismo texto despachado en general. Corresponde darlas por aprobadas, salvo que algún señor Senador solicite su discusión y votación.



--Quedan aprobadas reglamentariamente.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Minería y Energía efectuó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, las que fueron resueltas por unanimidad, con excepción de dos de ellas, respecto a las cuales el Honorable señor Gómez se abstuvo. Pero el señor Senador dio a conocer a la Mesa que retiró su abstención, razón por la cual todas las modificaciones quedan aprobadas en  forma unánime. En consecuencia, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.



El mismo Senador mencionado ha pedido votación separada del número 17 del artículo 13.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación todas las enmiendas introducidas unánimemente por la Comisión de Minería y Energía al proyecto aprobado en general, menos la contenida en el número 17 del artículo 13, que se votará en forma separada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas propuestas por la Comisión de Minería y Energía, con excepción de la del N° 17 del artículo 13 (17 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag.



Se abstuvo el señor Kuschel.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde pronunciarse acerca del número 17 del artículo 13.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez, quien pidió votar en forma separada tal disposición.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el referido número 17 señala lo siguiente:



“Agrégase en el artículo 99°, el siguiente inciso final, nuevo:



‘Las obras de expansión del sistema de transmisión troncal que determine el decreto tendrán el carácter de imprescindibles y serán de interés nacional. En caso que sea requerido por otras leyes, se entenderá que los obligados a ejecutar dichas obras cuentan con la calidad de concesionarios de servicios eléctricos.’.”.


¿Cuál es la situación, señor  Presidente?



En distintas conversaciones que sostuve con entendidos en esta materia, me señalaron que, de aprobarse esta norma, se  podrían generar los siguientes problemas.



Primero, la disposición incentiva un relajo en la aplicación de la legislación ambiental y sectorial -por ejemplo, la Ley Indígena y el Convenio 169-, generando conflictos y poniendo a Chile en una posición riesgosa frente a la Comisión Interamericana, al permitir el paso -según señalan las personas con las que dialogué- a expansiones sin las restricciones del caso ni respeto por los convenios vigentes.



Segundo, afectaría lo relacionado con el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas, colocando a las especies vulnerables en peligro de extinción y contradiciendo los objetivos de la Ley de Bosque Nativo en cuanto a conservación de algunos ejemplares (artículo 19). Con ello se pone en peligro al país respecto al cumplimiento de ciertas obligaciones que debe acreditar ante distintos organismos ambientales internacionales, como la Convención sobre Diversidad Biológica y el Convenio de Washington.



Y, tercero, la autorización con carácter imprescindible y de interés nacional -aun cuando ponga condiciones para las ampliaciones de transmisiones o  troncales- puede generar conflictos desde el punto de vista empresarial en las zonas de interés turístico. Ello, además, podría significar una confrontación con las actividades turísticas en sitios de interés particular.



Solicité votación separada, porque me parece que esta norma causaría dificultades a la legislación vigente al  flexibilizar o buscar una forma de sacar adelante proyectos de expansión en materia de transmisión, lo cual afectaría el sistema vigente.



Por eso, señor Presidente, hice mi petición.



Votaré en contra del número 17 del artículo 13.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Recuerdo a la Sala que el Orden del Día termina a las 18. De modo que, de ser necesario, recabaré el acuerdo necesario para prolongar la sesión, pues hay varios señores Senadores inscritos.



Tiene la palabra el Ministro señor Tokman.

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Señor Presidente, parece que las personas que conversaron con el Senador señor Gómez no entendieron bien lo que plantea el texto en cuestión.



Desde el punto de vista de la obligación de cualquier construcción de línea, aquí no hay modificación alguna que pase a llevar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, el cual requiere la autorización correspondiente y  contar con un plan de manejo autorizado por la CONAF.



El único problema detectado para acceder a la autorización, sea de la CONAF o del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, es que el interesado debe contar primero con la concesión eléctrica. Y eso significa que para utilizar esas líneas -el Estado determina si se necesitan en plazo breve- es preciso, primero, pedir la  autorización de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles -en un proceso que demora aproximadamente tres años y medio-, antes de solicitar a la CONAF el visto bueno para el Plan de Manejo Forestal y de ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.



Pero una línea que se construya, ya sea de ese tipo o una que voluntariamente levante una empresa y que no haya sido determinada por la Comisión Nacional de Energía requiere contar con las respectivas servidumbres, con la aprobación del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y con el plan de manejo autorizado por la CONAF. No se plantea una disminución de las obligaciones que debe cumplir para que se permita su construcción.



El único propósito de esta norma es evitar que el proyecto tenga que pasar primero por un proceso para obtener la concesión en la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), que dura más de tres años, antes de entrar a las otras etapas. 



Con ello se posibilita que todos los procesos se realicen de manera simultánea. Pero, ciertamente, si no se obtiene la totalidad de las autorizaciones exigidas por la ley, no se permite la construcción de las líneas.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para abrir la votación sobre esta disposición -es una sola-, pudiendo intervenir cada señor Senador por los cinco minutos a que tiene derecho para fundamentar el voto.

El señor ARANCIBIA.- Sí.

El señor GAZMURI.- Conforme.



​​--Así se acuerda.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde votar el número 17 del artículo 13 del proyecto.



Votar “sí” significa aprobar lo propuesto en el informe de la Comisión.

El señor NÚÑEZ.- Ya lo votamos.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es. Pero no en su totalidad. El Honorable señor Gómez solicitó votación separada. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- La Sala se pronunció en una sola votación acerca de todo el articulado, con excepción del número 17 del artículo 13.

El señor NÚÑEZ.- ¿Qué pasa si voto en contra?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En ese caso, Su Señoría lo estará haciendo a favor de la posición del Senador señor Gómez.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.-Señor Presidente, lamento no haberme dado cuenta, antes de que se votara el texto, de que se estaba agregando un artículo 17 bis, nuevo, respecto del cual debí pedir votación separada porque lo considero absolutamente inaceptable.



Dicha disposición -que se aprobó con mi voto a favor y no está contemplada en el número 17 del artículo 13- establece lo siguiente: 



“La Superintendencia no podrá aplicar sanciones luego de transcurridos tres años desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho infraccional o de ocurrir la omisión sancionada.”.



Debo decir que la tramitación de la concesión tarda alrededor de tres años. Y no me parece adecuado que a una empresa cuyas obras, en definitiva, pueden ser declaradas de carácter imprescindible y de interés nacional se le conceda un margen de impunidad de tres años. O sea, pese a “dejar la escoba” en el medio ambiente o cometer graves irregularidades, al final la autoridad no la sancionará, por no percatarse de ello u otros  motivos, y quedará libre de cargos. En otras palabras, tendrá la máxima impunidad durante ese tiempo.



Eso -repito- no me parece adecuado.



Además, la Sala debería saber que todos los proyectos de obras troncales, es decir, de tendidos para hacer efectiva la transmisión eléctrica, se han presentado sin estudio de impacto ambiental. 



No hay una sumatoria sinérgica. Existe la construcción de la represa o la de la central termoeléctrica. Pero los tendidos para transmitir la energía no forman parte del estudio de impacto ambiental. Se hace un estudio separado y no hay sinergia. 



Esa triquiñuela ha sido usada de manera reiterativa.



Por lo tanto, quiero dejar muy claro que mi voto a favor del artículo 17 bis, nuevo, se debió a que nada se decía al respecto en el N° 17 del artículo 13, pues no estoy dispuesto a otorgar impunidad a las empresas por un plazo máximo de tres años.



No debe haber impunidad cuando existe un daño ambiental establecido y corroborado, no importa la antigüedad que este tenga.



Enseguida me referiré a los comentarios formulados por el Senador señor Gómez sobre la norma en cuestión, que establece que las obras de expansión tendrán el carácter de imprescindibles y serán de interés nacional.



En verdad, ese precepto llama extraordinariamente la atención. Su texto puede ser malinterpretado, porque de él derivarán observaciones y debate jurídico, dependiendo de los trazados donde se quieran hacer tales obras. Pero se las calificará de imprescindibles y de interés nacional porque así lo dispondrá la Ley General de Servicios Eléctricos.



O sea, hoy día, ¡nada contra las empresas eléctricas! ¡Nada contra los tendidos eléctricos!



Cabe señalar que, cuando los tendidos eléctricos de alta tensión atraviesan una ciudad y su alcalde está de acuerdo con la empresa, sus habitantes no tienen conocimiento de ello, como sucede en la comuna de Penco, por donde va a pasar una línea de transmisión de más de 17 mil voltios.



Es decir, no hay participación ciudadana alguna.



Entonces, yo desconozco -tal vez el Ministro señor Tokman pueda resolver la duda- si el hecho de que se declare de carácter imprescindible y de interés nacional una obra implica que la empresa que ejecute los tendidos deba tener la calidad de concesionaria de servicios eléctricos; esto es, que ha de ser necesariamente la empresa madre, la que diseña la producción energética, y no una secundaria.



En tal sentido, señor Presidente, no sé si pueden ser las mismas en un sistema donde se hallan integradas la generación, la transmisión y la distribución. Hay integración.

El señor PROKURICA.- ¡No, pues! ¡Está prohibido por ley!

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero decir...

La señora MATTHEI.- ¡Es muy gracioso el discurso!

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Prosiga, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Debo manifestar que hemos debatido reiteradamente acerca de los intereses vinculantes entre todas estas empresas. Y hemos señalado que la transparencia con relación al tipo de inversionista o a quienes tienen intereses accionarios debe ser la misma.



Lo único que deseo ahora es que me respondan -votaré en contra de la norma porque tengo una duda profunda y procederé igual que el Senador Gómez- es si efectivamente quienes realicen los tendidos que, según esta disposición, adquieren la condición de ser de interés nacional e imprescindibles, deben ser los mismos concesionarios o pueden ser empresas diferentes.



Si se trata de los propios concesionarios, nos encontramos frente a un problema de integración, Senadora Matthei y Senador Prokurica, porque, si la concesión la tiene la empresa, estamos hablando de que una genera, otra transmite y otra distribuye. Y en este caso particular se dice que las obras de expansión de interés nacional deberán ser ejecutadas por quien cuente con la calidad de concesionario de servicios eléctricos. Y, si la tiene el generador, nos estamos refiriendo a la transmisión, lo cual conforma una figura diferente. Por lo tanto, hay integración.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Desafortunadamente, Su Señoría, no es posible responder su inquietud, porque estamos en votación.

El señor NAVARRO.- Voto en contra.



¡Patagonia sin represas!

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en la Comisión, como le consta a su Presidente -quien se halla aquí-, en un momento también surgió esa duda. Pero fue resuelta en forma apropiada, en la medida en que el decreto pertinente supone un estudio de impacto ambiental.



Obviamente, cualquier ampliación del sistema de transmisión  troncal implica la existencia de tal estudio. Además, ninguna autoridad va a permitir la dictación del decreto sin que el proyecto haya cumplido con todas las exigencias, como indicó el señor Ministro.



Hay un solo aspecto respecto al cual no sé si la redacción de la norma puede traer alguna complicación. Esta expresa: “En caso que sea requerido por otras leyes, se entenderá que los obligados a ejecutar dichas obras cuentan con la calidad de concesionarios de servicios eléctricos.”.



Lo cierto es que tal calidad la tienen per se, no necesariamente cuando lo requieran otras leyes.



Digo lo anterior porque de esa frase podría entenderse que la concesión está sujeta a ello. Repito: “En caso que sea requerido por otras leyes,”...“cuentan con la calidad de concesionarios de servicios eléctricos.”.



Eso es susceptible de interpretarse de mala manera. Porque supedita la concesión a un acto jurídico que operará de ser requerido por otras normativas, como la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en fin. 



En mi opinión, señor Ministro, esa redacción no es feliz. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en la Comisión discutimos el punto. Y pensé que había claridad al respecto.



Esa disposición no tiene por objeto eludir ninguna exigencia. Y sería inadmisible que quienes se acogieran a ella no quedaran sujetos a las normas de la Ley Indígena o de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente.



En la iniciativa se establece que las obras de expansión del sistema de transmisión troncal las determina la autoridad a través de un decreto. Y deberán contar con un plan de manejo autorizado y, por supuesto, con un estudio de impacto ambiental aprobado. 



El único propósito de la disposición que nos ocupa es evitar lo planteado por el señor Ministro en el sentido de que, según la legislación vigente, cada uno de los trámites debe hacerse en forma sucesiva y no al mismo tiempo. 



Por lo tanto, si consideramos que en 2020 el consumo de energía en nuestro país será el doble que el de hoy, no podremos transmitirla mediante el sistema actual. Este tiene que reforzarse, ampliarse. Existen diversos proyectos, en distintas áreas, en donde habrá que instalar líneas de transmisión.



Y, ¡por favor!, al señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra le digo que no es cierto que en este caso haya integración. Una disposición legal establece que las empresas generadoras no pueden ser dueñas de la transmisión. Una es dueña de la transmisión y las otras son generadoras. Entonces, ¿por qué insistimos con hechos no ciertos ni reales, y, además, prohibidos por ley?



Señor Presidente, lo único que va a permitir la norma en votación es establecer un camino expedito para construir las líneas de transmisión sin saltarse legislación ni trámite legal algunos.
El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei. 
La señora MATTHEI.- Señor Presidente, no resisto la tentación de señalar que me causó mucha gracia que se planteara que se podía llegar a la impunidad respecto de una empresa que cometiera hechos horrorosos. Porque se mencionó que podía “dejar la inmensa escoba” en asuntos ambientales y, si la autoridad, por alguna razón, no imponía sanciones dentro de tres años, la empresa quedaría en la impunidad.



Debo decir que, si alguien “deja la inmensa escoba” y la autoridad no aplica sanciones dentro de ese período, hay que echar a la autoridad. Porque no es posible que se cometan irregularidades y no se impongan castigos en tres años.



Lo manifestado me causó simpatía. Probablemente, no se pensó bien el argumento.



En todo caso, analizamos la materia en la Comisión de Hacienda. Y lo señalado por el Senador señor Prokurica es cierto. La integración vertical de las empresas generadoras está totalmente prohibida.
El señor PROKURICA.- Por ley.
La señora MATTHEI.- Hace muchos años lo abordamos en un proyecto. Me parece que en 1999, cuando se registraron los apagones.

El señor PROKURICA.- En 2004, mediante la Ley Corta I.

La señora MATTHEI.- Gracias por la precisión.



La situación mencionada se encuentra absolutamente prohibida. Por lo tanto, los Senadores no deben sentir temor alguno en tal sentido.



Además, la iniciativa en parte alguna les permite a estas empresas saltarse todas las normas existentes para construir las líneas transmisoras, de ninguna manera.



Lo único que hace es que, si a una empresa no concesionaria se le ordena, por determinada razón, instalar líneas de transmisión, a los efectos de otras leyes pasará a tener la denominación de “concesionaria”. Ello, sencillamente porque hay otras normas que lo requieren, como la ley sobre servidumbres. Según esta, si la autoridad le exige a una empresa la construcción de una línea transmisora, necesitará ser concesionaria para pedir la servidumbre de paso y, entonces, se le dará esa calidad para acceder a todos los otros beneficios que entrega la ley.



El proyecto está bien pensado. Podemos tener total tranquilidad. No se usará para fines oscuros de ningún tipo, porque nadie está permitiendo a las empresas saltarse todas las normas aludidas.



Voto que sí.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 17 del artículo 13 (14 votos contra 4), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Flores, García, Gazmuri, Kuschel, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica y Sabag.



Votaron por la negativa los señores Girardi, Gómez, Horvath y Navarro.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.



Por tratarse de una sesión extraordinaria, no habrá Incidentes.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

_____________



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros del Interior y de Obras Públicas, pidiéndoles INFORMACIÓN Y REANUDACIÓN DE PROYECTO DE CAMINO VECINAL “LAS ORQUETAS” EN COMUNA DE CHILE CHICO; al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía y al señor Intendente de Aisén, solicitándoles la adopción de medidas para agilizar CONCRECIÓN DE TERCERA ETAPA DE ELECTRIFICACIÓN RURAL DE MALLÍN GRANDE, y al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriéndole INCLUSIÓN DE ESA LOCALIDAD EN PROYECTO DE TELEFONÍA CELULAR (todos de la Undécima Región).


Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole remitir ACTUALIZACIÓN DE PLAZOS DE TRABAJOS EN RUTA 5 NORTE, TRAMO LLAILLAY-LA LIGUA (reiteración de oficio), y a los señores General Director de Carabineros, General Jefe de Quinta Zona y Prefecto de Aconcagua, pidiéndoles información sobre JURISDICCIÓN DE RETENES DE LAS VENTANAS, ZAPALLAR, PETORCA Y PUTAENDO (ambos de la Quinta Región).

_____________

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:4.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 54ª, ORDINARIA, EN MARTES 6 DE OCTUBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Obras Públicas, y de Minería, y el Subsecretario de Obras Públicas, señores Hugo Lavados, Sergio Bitar, Santiago González y Juan Eduardo Saldivia, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones cincuenta y dos y cincuenta y tres, ambas ordinarias, de los días 29 y 30 de septiembre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Diez de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en trámite de Comisión Mixta, en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional, en trámite de Comisión Mixta, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).



Con los cuatro siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).


3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).


4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).



Con los cuatro últimos, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (Boletín N° 5.343-01).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la comuna de Rahue, en la Región de Los Lagos (Boletín N° 6.084-06).



3.- Proyecto de ley que modifica el D.F.L. N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de Isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el D.L. N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (Boletín N° 6.312-11).



4.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Obras Públicas (Boletín N° 6.366-09).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, remite el Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de ley de presupuestos para el año 2010 (Boletín N° 6.707-05).



Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho Mensaje fue recibido, en esa Corporación, el día 30 de septiembre del año en curso.



-- Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Con el segundo, comunica que ha aprobado, con las excepciones que indica, las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.012-03), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse, conforme lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley sobre protección a los refugiados (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 6.472-06).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Con el cuarto, comunica que ha prestado su aprobación a la enmienda introducida por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que concede permiso para trabajadores al interior de la locomoción colectiva (Boletín Nº 4.332-15).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con los tres últimos, comunica que ha aprobado los informes de las Comisiones Mixtas recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.901-08).



2.- Proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 3.436-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.716-07).



-- Quedan para Tabla.



Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los cuatro primeros, remite copia autorizada de igual número de acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los artículos 38 ter de la ley N° 18.933, Ley de Isapres, 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, del año 2005, y 180 del Código de Procedimiento Civil; de diversos artículos del Código Procesal Penal y de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, y de los artículos 7°, 8°, número 5, y 22, número 3, de la ley N° 18.175, Ley de Quiebras.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el quinto, envía copia autorizada de la sentencia recaída en la acción  de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 206 del Código Civil.



-- Se toma conocimiento.



Con el sexto y séptimo, remite copia autorizada de las sentencias recaídas en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo relativo a la “Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas” (Boletín N° 5.500-10).



2.- Proyecto de ley que introduce modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, estableciendo la obligatoriedad de certificados de seguridad que indica para los permisos de construcción en altura y de centros comerciales (Boletín N° 1.007-14).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con el emplazamiento de bases militares de los Estados Unidos de América en territorio colombiano.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a la construcción de una autorruta en torno al actual camino costero que va desde Concón a Puchuncaví.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, referido a las obras de reparación del canal Putagán, comuna de Linares.



Del señor Ministro de Salud, mediante el cual da respuesta a un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la reposición de la lancha Sierva de María, destinada al traslado de personal médico en la XI Región.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que informa acerca de las medidas a adoptar para enfrentar los problemas ambientales ocurridos en el proyecto de exploración geotérmica de El Tatio.



Del señor Subsecretario de Investigaciones, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de la posibilidad de dotar a la comuna de Quintero de una unidad institucional permanente.



Del señor Jefe del Estado Mayor General de la Armada, con el que responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con el traslado de astrónomos y estudiantes a Isla de Pascua con ocasión del eclipse de sol que se producirá el año 2010.



Del señor Jefe de la Vª Zona de Carabineros de Chile, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo al aumento de dotación de la Tenencia de La Cruz, provincia de Quillota, y a la implementación del Plan Cuadrante en dicha comuna y en La Calera.



Tres del señor Secretario General de Carabineros de Chile:



Con el primero, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Ávila, en relación con la investigación de la muerte del señor Jaime Facundo Mendoza Collío.



Con los dos siguientes, contesta igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Romero; uno, en cuanto a la factibilidad de aumentar la dotación de personal de la Subcomisaría de Quintero y a la elevación de categoría de dicha unidad, y otro, acerca del incremento de la dotación de personal de la Tenencia de Putaendo.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Mociones



Moción de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Arancibia y Ominami, mediante la cual inician un proyecto de ley que posterga la fecha para la calificación de los establecimientos de salud no calificados como de autogestión en red (Boletín N° 6.727-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



Moción de los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Alvear y señores Muñoz Aburto, Pizarro y Vásquez, con la que inician un proyecto de ley que instituye el día 27 de septiembre de cada año como el “Día del Dirigente Sindical” (Boletín N° 6.728 -13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona, Gazmuri, Letelier, Naranjo y Núñez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República considerar la transformación de la ENAP en Empresa Nacional de Energía (Boletín N° S 1.201-12).



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Comunicaciones



Comunicación de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, mediante la cual solicita someter nuevamente a la consideración de la Sala el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.697-29), el cual se había enviado para un nuevo primer informe a dicha Comisión.



-- Queda para Tabla.



Informe del Honorable Senador señor Romero, sobre la Sexta Asamblea Plenaria del Foro Interparlamentario de las Américas (FIPA).



-- Queda a disposición de los Honorables señores  Senadores.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social (Boletín N° 6.395-10).



-- Queda para la Tabla de Fácil Despacho de la próxima sesión ordinaria.
_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 18 horas del día de hoy, a los siguientes proyectos de ley:


a.- El que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios (Boletín N° 6.580-01), y


b.- El que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23). En este caso, las respectivas indicaciones deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Economía.


2) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el día lunes 26 de octubre a las 12 horas, al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas que incentivan la calidad de la atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos (Boletín N° 6.498-05).


3) Tratar en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria de hoy, martes 6 de octubre, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile, CODELCO, y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (Boletín N° 4.901-08), que ya fuera aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.


4) Retirar de la Tabla de la sesión de hoy el proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Tratado de Asistencia Judicial en materia penal entre la República de Chile y la Confederación Suiza, suscrito en Santiago, el 24 de noviembre de 2006, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores (Boletín N° 5.796-10).

- - -



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García, quien pide que el nuevo plazo fijado por los Comités para formular indicaciones al proyecto de ley que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23), sea hasta las 17:30 horas del día de hoy, lo que así se acuerda.

- - -



Por otra parte, el señor Presidente expresa que la Comisión de Economía solicita autorización para sesionar paralelamente con la Sala, lo que así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

HOMENAJE EN MEMORIA DEL EX SENADOR SEÑOR EDGARDO BOENINGER KAUSEL, RECIENTEMENTE FALLECIDO



El señor Presidente informa a la Sala que corresponde rendir homenaje en memoria del ex Senador señor Edgardo Boeninger Kausel, recientemente fallecido.


Al efecto, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear, señores Vásquez, Allamand, Gazmuri y Ominami y señora Matthei.



El señor Presidente, en su nombre y en el del señor Vicepresidente, deja testimonio de la adhesión de la Mesa de la Corporación al homenaje, y saluda, especialmente, a la viuda, familia y amigos del aludido ex Senador, así como al ex Presidente de la República señor Patricio Aylwin, presentes en las tribunas.


Luego, manifiesta que el homenaje ha terminado y suspende la sesión por cinco minutos.



Posteriormente, reanuda la sesión.
_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias 

mineras


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 4.901-08.


Añade que la controversia entre el Senado y la Cámara de Diputados se suscitó por el rechazo de esta última a dos de las enmiendas introducidas por nuestra Corporación en el segundo trámite constitucional.


La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias, propone, en su informe, lo siguiente:



1.- Eliminar la oración que establecía que el ejercicio de las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados debía tomar en consideración el carácter estratégico de CODELCO. Tal supresión tuvo el voto en contra del Honorable Senador señor Núñez; y


2.- Contemplar como miembros del Directorio de CODELCO a dos representantes de los trabajadores de la empresa, elegidos por el Presidente de la República sobre la base de quinas que deberán proponer la Federación de Trabajadores del Cobre, por una parte, y la Asociación Nacional de Supervisores del Cobre y la Federación de Supervisores del Cobre, en conjunto, por la otra. Esta sugerencia fue rechazada por el Honorable Senador señor Núñez y el Honorable Diputado señor Bertolino.


Finalmente, destaca que la Cámara de Diputados ya aprobó el referido informe.


Así, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

ARTÍCULO 1°

N° 1)

Letra e)



Eliminar la siguiente oración final del inciso tercero: “Con todo, la Cámara de Diputados velará porque el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras se haga considerando el carácter estratégico de la empresa.”.

N° 4)



- Sustituir la letra b) del artículo 8° propuesto, por la siguiente:



“b) Dos representantes de los trabajadores de la empresa, elegidos por el Presidente de la República sobre la base de  quinas separadas que, para cada cargo, deberán proponer la Federación de Trabajadores del Cobre, por una parte, y la Asociación Nacional de Supervisores del Cobre y la Federación de Supervisores del Cobre en conjunto, por la otra. Ambas quinas deberán ser presentadas por las respectivas asociaciones al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, treinta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero de este artículo.”.



- Reemplazar el inciso tercero del artículo 8º propuesto, por el siguiente:



“Los directores durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser designados por nuevos períodos. El directorio se renovará por parcialidades y no podrá ser revocado en su totalidad. Si alguno de los directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el período respectivo, se procederá a designar, por el período restante, a el o los nuevos directores que corresponda en la misma forma prevista en este artículo, para lo cual deberá seguirse el procedimiento de designación correspondiente según si el director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se refieren las letras a), b) o c) del inciso primero precedente. En el caso de los directores a que se refiere la letra b), la Federación de Trabajadores del Cobre o la Asociación Nacional de Supervisores del Cobre y la Federación de Supervisores del Cobre en conjunto, según sea el caso, deberán presentar al Presidente de la República la respectiva quina dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo. En el caso de los directores a que se refiere la letra c), el Consejo de Alta Dirección Pública deberá presentar al Presidente de la República la respectiva terna, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo.”.

N° 5)



Sustituir, en la letra b) del artículo 8º A que se incorpora, la parte final, por la siguiente: “Este requisito no será aplicable para el caso que, tratándose de un director designado de conformidad a la letra b) del artículo 8º, sea un trabajador de la Empresa, y”.

Artículo 3º transitorio



Reemplazar la letra b), por la siguiente:



“b) El director a que se refiere la letra b) del inciso primero del artículo 8º, que haya sido designado por el Presidente de la Republica sobre la base de una quina propuesta por la Federación de Trabajadores del Cobre durará en su cargo hasta el día 11 de mayo de 2012. Por su parte, el director que haya sido designado por el Presidente de la Republica sobre la base de la quina propuesta por la Asociación Nacional de Supervisores del Cobre y la Federación de Supervisores del Cobre en conjunto, durará en su cargo hasta el día 11 de mayo de 2011.”.

Artículo 4º transitorio



Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Asimismo, el Presidente de la República nombrará a los dos directores a que se refiere la letra b) del artículo 8° introducido por el numeral 4) del artículo 1° de esta ley, a partir de dos quinas separadas propuestas por la Federación de Trabajadores del Cobre, una, y por la Asociación Nacional de Supervisores del Cobre y la Federación de Supervisores del Cobre, la otra. Las referidas quinas deberán ser presentadas al Presidente de la República dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

Artículo 6º transitorio



Eliminarlo.

Artículo 7º transitorio



Pasa a ser 6° transitorio, sin enmiendas.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Letelier y Ruiz-Esquide.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 21 votos a favor, 6 en contra y una abstención.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Vásquez.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Vásquez, Gazmuri y Orpis.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Flores, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez y Pizarro.


Fundamenta su voto contrario el Honorable Senador señor Núñez.



Se abstiene el Honorable Senador señor Girardi.

- - -



Concluida la votación, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro de Minería.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 1.350, de 1976, que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile:


1) Modifícase el artículo 1° del siguiente modo:


a) Intercálase entre las palabras “expresión” y “CODELCO CHILE”, las palabras “CODELCO o”.


b) Sustitúyese la expresión “el departamento” por la siguiente: “la comuna”.


c) Intercálanse, a continuación de la frase “de duración indefinida,”, las siguientes: “sometida a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley Nº 1.349, de 1976, que crea la Comisión Chilena del Cobre, y”.


d) Elimínase la expresión “y se regirá por las normas del presente decreto ley, las de sus Estatutos y por las disposiciones de derecho común en cuanto fueren compatibles con lo dispuesto en estas normas”.


e) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:


“CODELCO se regirá por las normas de la presente ley y por la de sus Estatutos y, en lo no previsto en ellas y en cuanto fuere compatible y no se oponga con lo dispuesto en dichas normas, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas y por la legislación común, en lo que le sea aplicable.


Lo dispuesto en el inciso primero será sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales.”.


2) Sustitúyese el artículo 6º, por el siguiente:


“Artículo 6°.- Antes del 30 de marzo de cada año, el directorio deberá aprobar el Plan de Negocios y Desarrollo de la Empresa para el próximo trienio. Este plan deberá incorporar los montos anuales de inversiones y financiamiento y los excedentes anuales que se estima que la Empresa generará durante dicho trienio y deberá darse conocimiento del mismo a los ministros de Hacienda y de Minería.


Tomando como referencia dicho plan, teniendo presente el balance de la empresa del año inmediatamente anterior y con miras a asegurar la competitividad de la empresa, antes del 30 de junio de cada año se determinará, mediante decreto fundado, conjunto y exento de los Ministerios de Minería y de Hacienda, las cantidades que la empresa destinará a la formación de fondos de capitalización y reserva.


Las utilidades líquidas que arroje el balance, previa deducción de las cantidades a que se refiere el inciso anterior, pertenecerán en dominio al Estado e ingresarán a rentas generales de la Nación.”.


3) Elimínase del artículo 7° la expresión “y a su Presidente Ejecutivo”, y agrégase, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “A los directores les serán aplicables las normas sobre derechos, obligaciones, responsabilidades y prohibiciones establecidas al efecto en la ley Nº 18.046, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley.”.


4) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8°.- El directorio estará compuesto de la siguiente forma:


a) Tres directores nombrados por el Presidente de la República.


b) Dos representantes de los trabajadores de la empresa, elegidos por el Presidente de la República sobre la base de  quinas separadas que, para cada cargo, deberán proponer la Federación de Trabajadores del Cobre, por una parte, y la Asociación Nacional de Supervisores del Cobre y la Federación de Supervisores del Cobre en conjunto, por la otra. Ambas quinas deberán ser presentadas por las respectivas asociaciones al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, treinta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero de este artículo.


c) Cuatro directores nombrados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. El nombramiento será por pares, debiendo el Presidente de la República nombrarlos simultáneamente. Los candidatos a director no podrán ser incluidos en más de una terna. El Presidente de la Republica podrá rechazar por una vez cada terna, en cuyo caso la terna no objetada se deberá tener por rechazada para los efectos de este número. Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero de este artículo. Para la confección de las ternas, el Consejo de la Alta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director. Dicho procedimiento podrá contemplar la participación de una empresa de reconocido prestigio internacional en materia de selección de directivos, la que deberá proponerle a dicho Consejo una nómina de posibles candidatos a director de la empresa.


Aquellas personas que hubieren sido designadas directores de conformidad con lo previsto en las letras a) y b) del inciso anterior deberán, antes de asumir el cargo, presentar una declaración jurada en la que declaren no encontrarse afectos a las incompatibilidades e inhabilidades del cargo. Respecto de quienes integren la terna en el caso de la letra c) del inciso precedente, dicha declaración deberá presentarse al Consejo de Alta Dirección Pública. Sin perjuicio de lo anterior, todos los directores de la Empresa deberán presentar las declaraciones de patrimonio e intereses a que se refiere el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575.


Los directores durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser designados por nuevos períodos. El directorio se renovará por parcialidades y no podrá ser revocado en su totalidad. Si alguno de los directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el período respectivo, se procederá a designar, por el período restante, a el o los nuevos directores que corresponda en la misma forma prevista en este artículo, para lo cual deberá seguirse el procedimiento de designación correspondiente según si el director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se refieren las letras a), b) o c) del inciso primero precedente. En el caso de los directores a que se refiere la letra b), la Federación de Trabajadores del Cobre o la Asociación Nacional de Supervisores del Cobre y la Federación de Supervisores del Cobre en conjunto, según sea el caso, deberán presentar al Presidente de la República la respectiva quina dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo. En el caso de los directores a que se refiere la letra c), el Consejo de Alta Dirección Pública deberá presentar al Presidente de la República la respectiva terna, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo.


El Presidente de la República designará, de entre los directores, al Presidente del directorio. En su ausencia, asumirá como presidente de éste uno de los directores elegido por el propio directorio de entre los señalados en la letra a) de este artículo.


El directorio podrá sesionar con la asistencia de a lo menos siete de sus miembros. Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes y, en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.


Los directores deberán abstenerse de votar en aquellos casos en que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos, se entenderá que los directores a los que se refiere la letra b) del inciso primero de este artículo actúan en representación de los trabajadores de la Empresa y que, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes a los mismos.


Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida por el Ministerio de Hacienda. Para determinar dichas remuneraciones, el Ministro de Hacienda podrá considerar la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Director de Presupuestos o de Presidente Ejecutivo de la Empresa. Dicha comisión deberá formular la referida propuesta considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado, pudiendo asimismo incluir, en las remuneraciones que se propongan, componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités, y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.”.


5) Agréganse, a continuación del artículo 8°, los siguientes artículos 8° A, 8° B y 8 C:

“Artículo 8° A.- Sólo podrán ser nombrados directores de CODELCO las personas que cumplan, a lo menos, con los siguientes requisitos:


a) No haber sido condenado ni encontrarse acusado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido declarado fallido, ni haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 del Libro IV del Código de Comercio;


b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos cinco años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas públicas o privadas, o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en servicios públicos. Este requisito no será aplicable para el caso que, tratándose de un director designado de conformidad a la letra b) del artículo 8º, sea un trabajador de la Empresa, y


c) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables.


Artículo 8° B.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ser nombrados directores de CODELCO, exclusivamente, las personas que se indican a continuación:


a) Los senadores y diputados.


b) Los ministros y subsecretarios de Estado y los demás funcionarios de la exclusiva confianza del Presidente de la República.


c) Los jefes de servicio, el directivo superior inmediato que deba subrogarlo y aquellos funcionarios de grado equivalente.


d) Los presidentes, vicepresidentes, secretarios generales o tesoreros de las directivas centrales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos y de las organizaciones gremiales y sindicales, salvo en el caso del director señalado en la letra b) del artículo 8° respecto de las organizaciones gremiales y sindicales de la Empresa.


e) Los alcaldes, concejales y los miembros de los consejos regionales.


f) Los candidatos a alcalde, concejal, o a parlamentario por las comunas, distritos electorales o circunscripciones senatoriales, según corresponda, donde opera la Empresa, desde la declaración de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección.


g) Los funcionarios de los Ministerios de Hacienda y Minería, de la Superintendencia de Valores y Seguros, de la Comisión Chilena del Cobre.


h) Los funcionarios públicos que ejercen directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización o control en relación con CODELCO.


Se considerará causal de incompatibilidad de un director el que adquiera cualquiera de las calidades señaladas en este artículo o cualquiera de las indicadas en la letra a) del artículo precedente, o si incumple lo dispuesto en la letra c) del mismo artículo.


Artículo 8° C.- Únicamente serán causales de cesación en el cargo de director las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado.


b) Renuncia presentada ante el directorio de la Empresa.


c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño del cargo.


d) Incurrir en alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad.


e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del directorio en un año calendario.


f) Haber incluido maliciosamente datos inexactos o haber omitido maliciosamente información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo 8° de esta ley.


g) Haber intervenido o votado en acuerdos que incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un interés de carácter patrimonial.


h) Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los Estatutos o de la normativa legal que le es aplicable a la Empresa y,o le causen un daño significativo a ésta.


La remoción de los directores designados conforme a lo establecido en las letras b) y c) del artículo 8° de esta ley que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c), d), e), f) o g) anteriores deberá ser declarada por la Corte de Apelaciones de Santiago, la que resolverá en sala y en única instancia, a requerimiento interpuesto por el Presidente de la República o por cuatro directores de la Empresa, el que deberá ser fundado. El antedicho requerimiento tendrá preferencia para su vista y fallo y la sentencia deberá dictarse dentro del término de treinta días hábiles contados desde la vista de la causa. Mientras se encuentre pendiente la resolución del tribunal, éste podrá decretar la suspensión temporal del director afectado en las funciones que le correspondan en virtud de su cargo. Una vez ejecutoriado el fallo que hubiere acogido el requerimiento interpuesto, el director afectado cesará inmediatamente en sus funciones, debiendo el tribunal, en caso de ser procedente, remitir los antecedentes al tribunal que corresponda, con el objeto de hacer efectiva la responsabilidad civil o penal que fuere procedente.


Los directores designados de conformidad a lo establecido en la letra a) del artículo 8° de esta ley que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c), d), e), f) o g), anteriores, serán removidos, por el Presidente de la República, quien deberá fundar la remoción en la causal correspondiente.


Cualquiera de los directores que hubiere incurrido en la causal de la letra h) será removido, fundadamente, por el Presidente de la República.”.


6) Reemplázase el artículo 9°, por el siguiente:


“Artículo 9°.- El directorio estará investido de todas las facultades de administración y disposición que la ley o el Estatuto no establezca como privativas del Presidente de la República conforme a lo establecido en el artículo 11° A de la presente ley, todo ello sin perjuicio de las facultades que le competen al Presidente Ejecutivo. Para estos efectos, y sin que la siguiente enumeración importe limitación alguna, además de las facultades ordinarias de administración, el directorio podrá:


a) Designar y remover al Presidente Ejecutivo.


b) Aprobar y enviar al Ministerio de Hacienda, dentro del plazo que este Ministerio establezca, la estimación fundada del monto de los ingresos y excedentes que se trasferirán al Fisco en el ejercicio presupuestario del año siguiente.


c) Elaborar el presupuesto anual de la Empresa y sus eventuales modificaciones y someterlo a la aprobación del Ministro de Hacienda.


d) Constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046.


El comité de directores estará integrado por los cuatro directores nombrados de conformidad con lo previsto en la letra c), del artículo 8º de la presente ley. En el evento que alguno de los directores a los que se refiere la antedicha letra c) del artículo 8° de esta ley cesare en su cargo antes de terminar su período, será reemplazado en sus funciones en el comité de directores por otro director elegido por el directorio, el que durará en sus funciones hasta que asuma como director el reemplazante.


e) Disponer el traspaso al Fisco de las utilidades en conformidad con la ley y acordar el traspaso a éste de los fondos acumulados.


f) Informar al Banco Central, a más tardar el día 1 de septiembre de cada año, de la estimación global anual y anticipada de los gastos en moneda extranjera y de las exportaciones que realizará la Empresa en el año siguiente.


g) Constituir, participar o tomar interés en corporaciones y sociedades, cualquiera que sea su naturaleza, dentro o fuera del país, para el mejor logro de las metas de la Empresa, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley N° 1.167, de 1975, y modificarlas, disolverlas y liquidarlas. Las políticas de reparto de utilidades o dividendos de dichas corporaciones y sociedades, y las modificaciones a dichas políticas, deberán ser informadas al Ministerio de Hacienda en conjunto con el presupuesto anual de la Empresa.


h) Disponer de las enajenaciones de activos y, con sujeción a los presupuestos respectivos, acordar las adquisiciones de bienes inmuebles, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto ley Nº 1.167, de 1975.


i) Autorizar la contratación de empréstitos internos o externos, en moneda nacional o extranjera. Los créditos que la Empresa contrate deberán ser autorizados, mediante oficio, por el Ministerio de Hacienda. Tratándose de créditos a más de un año plazo, se requerirá también dicha autorización para iniciar las gestiones correspondientes.


La Empresa estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, rigiendo al respecto el procedimiento de autorización señalado en el inciso anterior de esta letra.


j) Designar a las personas que serán propuestas para ejercer los cargos de directores de las empresas filiales y coligadas, debiendo observarse en dicha designación lo dispuesto en los artículos 8° A y 8° B.”.


7) Reemplázase el artículo 10°, por el siguiente:


“Artículo 10°.- El Presidente Ejecutivo es responsable de ejecutar los acuerdos del directorio y de supervisar todas las actividades productivas, administrativas y financieras de la Empresa, en la forma en que establece esta ley. Al Presidente Ejecutivo le serán aplicables las normas sobre responsabilidad, atribuciones, deberes, derechos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades establecidas para los gerentes en la ley Nº 18.046, como asimismo, las inhabilidades e incompatibilidades que establece la presente ley para los directores.


Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente Ejecutivo tendrá las atribuciones que el directorio le delegue y las funciones que éste determine.”.

8) Reemplázase el artículo 11°, por el siguiente:


“Artículo 11°.- El Presidente de la República, por decreto supremo conjunto de los Ministerios de Minería y de Hacienda, aprobará y modificará los Estatutos de la Empresa.”.


9) Agréganse, a continuación del artículo 11°, los siguientes artículos 11° A y 11° B:


“Artículo 11° A.- En todo lo que no se oponga a los términos de esta ley y a la naturaleza pública de la empresa, corresponderá al Presidente de la República ejercer las atribuciones y funciones que la ley Nº 18.046 confiere a los accionistas y a las Juntas de Accionistas.


Artículo 11° B.- El Presidente de la República podrá delegar, total o parcialmente, las atribuciones y facultades a las que se refiere el artículo anterior, así como las demás establecidas en la presente ley, en los Ministros de Hacienda y Minería conjuntamente. En el ejercicio de dichas facultades y atribuciones, el Presidente de la República o los Ministros de Hacienda y Minería, en su caso, podrán hacerse asesorar por organismos o entidades del sector público, los que para este sólo efecto, estarán facultados para solicitar de la Empresa todos los antecedentes que sean necesarios para tales fines.”.


10) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra b), del artículo 13°:


a) Intercálase en el actual párrafo final, entre la expresión “la Empresa” y “deberán contar con la evaluación”, lo siguiente: “y sus filiales de giro minero en las que posea una participación superior al 65% del capital”.


b) Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:


“En el presupuesto de inversiones se identificará el monto máximo que importe el arrastre de proyectos para anualidades siguientes.”.


11) Elimínanse en el artículo 24°, la palabra “reservado” y la coma que la antecede.


12) Suprímese el artículo 28°.


ARTÍCULO 2°.- Modifícase el artículo 4° de la ley Nº 19.137, de la siguiente forma:

1) Suprímese la expresión “entre los cuales deberán, necesariamente, contarse los de los Ministros de Minería y de Hacienda” y la coma (,) que la antecede; y


2) Reemplázase la expresión “Ministerio de Minería” por “Ministerio de Hacienda, suscrito, además, por el Ministro de Minería”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Las modificaciones introducidas por la presente ley comenzarán a regir el primer día del mes siguiente a aquél en el cual se cumplan noventa días desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo 2°.- Mientras no se encuentre constituido el directorio de CODELCO de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, su administración continuará radicada en su actual directorio y en su Presidente Ejecutivo, de acuerdo con las normas del decreto ley Nº 1.350, de 1976, que se encontraban vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.


La designación de los directores de CODELCO, de conformidad con lo previsto en esta ley, deberá efectuarse dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, constituyéndose el nuevo directorio de la Empresa el mismo día de entrada en vigencia de esta ley.

Artículo 3°.- Para los efectos de la renovación parcial del directorio a que se refiere el artículo 8°, introducido por el numeral 4) del artículo 1° de la presente ley, los miembros del primer directorio de CODELCO, designados de conformidad a lo dispuesto en esta ley, durarán en sus cargos el número de años que a continuación se indica, sin perjuicio que podrán ser designados por nuevos períodos:


a) Los directores a que hace referencia la letra a) del inciso primero del artículo 8º, durarán en sus cargos hasta el día 11 de mayo de 2010.


b) El director a que se refiere la letra b) del inciso primero del artículo 8º, que haya sido designado por el Presidente de la Republica sobre la base de una quina propuesta por la Federación de Trabajadores del Cobre durará en su cargo hasta el día 11 de mayo de 2012. Por su parte, el director que haya sido designado por el Presidente de la Republica sobre la base de la quina propuesta por la Asociación Nacional de Supervisores del Cobre y la Federación de Supervisores del Cobre en conjunto, durará en su cargo hasta el día 11 de mayo de 2011.


c) Dos de los directores a que hace referencia la letra c) del inciso primero del artículo 8º, durarán en sus cargos hasta el día 11 de mayo de 2011. Los otros dos directores durarán en sus cargos hasta el día 11 de mayo de 2013.


El Presidente de la República, en el decreto de nombramiento que corresponda, deberá indicar quienes de los directores nombrados son elegidos para cada uno de los períodos correspondientes. Asimismo, en el decreto de nombramiento respectivo el Presidente de la República designará al director que se desempeñará como Presidente del directorio.


Artículo 4°.- Para los efectos del primer nombramiento del directorio de la Empresa al amparo de lo dispuesto en la presente ley, el Presidente de la República nombrará a los cuatro directores a los que se refiere la letra c) del artículo 8° introducido por el numeral 4) del artículo 1° de esta ley, a partir de una quina propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. La referida quina deberá ser presentada por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Asimismo, el Presidente de la República nombrará a los dos directores a que se refiere la letra b) del artículo 8° introducido por el numeral 4) del artículo 1° de esta ley, a partir de dos quinas separadas propuestas por la Federación de Trabajadores del Cobre, una, y por la Asociación Nacional de Supervisores del Cobre y la Federación de Supervisores del Cobre, la otra. Las referidas quinas deberán ser presentadas al Presidente de la República dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo 5°.- En tanto no se determinen las nuevas remuneraciones de los directores de CODELCO de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 8° introducido por el numeral 4) del artículo 1° de la presente ley, los directores de la Empresa percibirán una remuneración mensual equivalente a la de los Ministros de Estado, incluidas las asignaciones que a éstos correspondan.


Artículo 6º.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe durante los doce meses siguientes a la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital por un monto de hasta 1.000 millones de dólares a la Corporación Nacional del Cobre de Chile. El mayor gasto que demande dicho aporte se financiará con recursos del Fondo de Estabilización Económica y Social y los recursos se transferirán a través de la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que regula los servicios sanitarios rurales, con segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de 

Hacienda


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella del señor Subsecretario de Obras Públicas, lo que así se acuerda.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre regulación de los servicios sanitarios rurales, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.252-09.


Añade que ambas Comisiones informantes dejan constancia, para los efectos consignados en el Reglamento, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos permanentes 4°, 6°, 8°, 17, 27, 28, 33, 40, 41, 42, 47, 49, 52, 57, 60, 61, 71, 73, 74, 78, 92, 93 y 97, y los transitorios PRIMERO, QUINTO, SÉPTIMO, DUODÉCIMO, DÉCIMO TERCERO y DÉCIMO CUARTO, numeración definitiva, disposiciones que conservan el mismo texto acordado en general, por lo cual deben darse por aprobadas, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -



Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Obras Públicas efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad. Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó algunas enmiendas al texto que despachó la Comisión antes mencionada, las que también se acogieron en forma unánime.



Destaca que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, las modificaciones aprobadas unánimemente deben votarse sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.


Subraya que los artículos 51 y 75 permanentes, y TERCERO Y DÉCIMO QUINTO TRANSITORIOS, requieren, para su aprobación, de quórum orgánico constitucional.


Al respecto, resalta que la Comisión de Obras Públicas propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

TITULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 1º



- Eliminar, en el inciso primero, la palabra “material”, que figura en su epígrafe, y la expresión “en el ámbito”.



- Sustituir, en su inciso segundo, la frase “al que se ha otorgado” por “al que se le haya otorgado”.

Artículo 2°

Letra b)



Suprimirla.

Letra c)



Pasa a ser letra b), sin enmiendas.

Letra c), nueva



Contemplar, como letra c), nueva, la siguiente:



“c) “Concesión sanitaria”: La otorgada conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988.”.

Letra g)



Intercalar, a continuación de la frase “Licencia de servicio sanitario rural”, la expresión “o “Licencia””, y suprimir “y operación”.

Letra j)



Reemplazar el verbo “operar” por “prestar”.

Letra l)



Intercalar, a continuación de “Permiso de servicio sanitario rural”, la expresión “o “Permiso””, y suprimir los vocablos “operación y”.

Letra m)



Reemplazar la referencia al “artículo 77” por “artículo 76”.

Letra o)



Pasa a ser letra ñ), sin enmiendas.

Letra o), nueva



Contemplar, como letra o), nueva, la siguiente:



“o) “Servicio Sanitario Rural”: Provisión de agua potable y saneamiento, conforme a lo dispuesto en esta ley.”.

Letra p)



Reemplazarla, por la siguiente:



“p) “Soluciones Descentralizadas de Saneamiento”: Son aquellas que, no estando conectadas con una red de alcantarillado primario, permiten la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización de las aguas residuales de sistemas comunitarios, conjuntos residenciales y residencias individuales, según el caso.”.

Artículo 3º



Sustituir la referencia al “artículo 76” por “artículo 75”.

Artículo 5°



- Intercalar, a continuación de “y saneamiento”, la frase “, en su caso,”.



- Incorporar, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Se entenderá por uso doméstico el destinado al consumo familiar o a pequeñas actividades comerciales o artesanales, u otros que el reglamento determine, en atención a los volúmenes de consumo.”.

Artículo 7°



- Eliminar, en las letras a), b), c) y d), del inciso primero, y en los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, la palabra “rural”.



- Reemplazar, en el inciso cuarto, la expresión “individuales” por “descentralizadas”.



- Sustituir, en el inciso quinto, la frase “la evacuación” por “la remoción de los contaminantes presentes para la posterior evacuación”.



- Reemplazar el inciso sexto, por el siguiente:



“Solicitada la etapa de distribución, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección.”.



- Incorporar los siguientes incisos séptimo y octavo, nuevos:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, la prestación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.



La producción de agua potable y el tratamiento y disposición de aguas servidas, podrán ser contratados a terceros por el operador.”.

Artículo 10



- Intercalar, a continuación de la expresión “de otra”, la frase “licencia o permiso”.

Artículo 11



Reemplazar el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 11.- Obligación de cobro conjunto. El operador de distribución cobrará en una cuenta única y recaudará de los usuarios el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción, distribución, recolección, y tratamiento y disposición.”.

Artículo 12



- Agregar las siguientes letras j) y k), nuevas:



“j) plantas de producción de agua potable y plantas de tratamiento de agua servida.



k) inmuebles en que estén adheridos alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h) y j) anteriores.”.



- Sustituir, en el inciso cuarto, la referencia al “artículo 90” por “artículo 89”.



- Reemplazar, en el inciso cuarto, la frase “de la Superintendencia de Servicios Sanitarios” por “de la Subdirección”.



- Intercalar, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “mejora”, la frase “, los que, en todo caso, deberán ser informados de manera documentada y previa a su realización a la Subdirección”.

Artículo 13



Sustituir la palabra “discrecionalmente” por “arbitrariamente”.

Artículo 14



- Sustituir el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 14.- Transferencia. Los operadores podrán transferir a otros Comités o Cooperativas sus permisos o licencias, debiendo:



a) Acordar la transferencia por al menos los dos tercios de los miembros o socios presentes o representados en Asamblea General extraordinaria o Junta General de Socios, especialmente convocada al efecto. Con este fin la Asamblea extraordinaria o la Junta General de Socios deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros o socios.



b) Solicitar autorización al Ministerio, el que tendrá un plazo de 30 días para pronunciarse contados desde la presentación de la solicitud de autorización. En caso que no se pronuncie dentro del plazo señalado, se entenderá que aprueba la transferencia.”.



- Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Perfeccionada la transferencia, se deberá dejar constancia en el Registro.”

Artículo 15



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 15.- Objeto. La licencia autoriza a una cooperativa para prestar un servicio sanitario rural.



Otorgada la licencia de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio de la licenciataria, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.



Sin perjuicio de lo anterior, podrán otorgarse concesiones sanitarias en dicha área, en caso que, publicado el llamado a licitación, conforme a lo dispuesto en el artículo 22, en al menos dos oportunidades, no se presente ninguna cooperativa interesada en la licencia dentro del plazo establecido en el artículo 23.”.

Artículo 16



Reemplazar, en el inciso primero, la frase “establecer, construir y explotar” por “prestar”.

Artículo 18



Sustituir el inciso segundo, por los siguientes:



“Si el área de ampliación solicitada está total o parcialmente ubicada dentro de un área urbana o de extensión urbana, la Superintendencia deberá informar si se ha solicitado u otorgado en dicha área una concesión sanitaria.



Si se hubiere solicitado u otorgado, la concesionaria de servicios sanitarios será notificada por la Superintendencia, a fin, de que en un plazo de 60 días, solicite la ampliación de su territorio operacional incorporando el área solicitada por la licenciataria. Si respondiere negativamente o no respondiere dentro de plazo, se tramitará la solicitud de ampliación de la licencia.



No habiéndose solicitado u otorgado una concesión sanitaria, se tramitará la solicitud de ampliación presentada por la licenciataria.”.

Artículo 19



Reemplazar, en el inciso segundo, la frase “medio de avisos repetidos por lo menos dos veces, en un diario de circulación en la región donde ésta se encuentre” por “dos veces en un diario de circulación en la provincia o en la comuna respectiva. Adicionalmente, se difundirá a través de un medio de radiodifusión sonora provincial o comunal y se notificará por medio de carta certificada a la respectiva licenciataria, y por otros medios idóneos que determine el reglamento.”.

Artículo 20



Intercalar, en el encabezamiento, a continuación de la palabra “presentación”, la frase “, cuyo valor no podrá exceder de cien unidades tributarias mensuales, y cuyas características se determinarán en el reglamento.”.

Artículo 21



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 21.- Incorporación de nuevas zonas al área de servicio. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia podrá ampliar los límites del área de servicio sólo con el objeto de incorporar zonas que desde el punto de vista técnico, económico y social, hagan conveniente la constitución de un sistema único, con incidencia en un menor costo para la provisión del servicio.



Para estos efectos, la Superintendencia consultará al Ministerio de Vivienda y Urbanismo y a las respectivas municipalidades, para que en un plazo de 45 días informen si consideran suficiente el área de servicio solicitada para satisfacer demandas habitacionales no cubiertas.”.

Artículo 22



Suprimirlo.

Artículo 23



Pasa a ser artículo 22, con las siguientes enmiendas:



- Remplazar la frase “en la región en que se encuentre el área de servicio solicitada” por “provincial o comunal”.



- Sustituir la expresión “comunicación radial” por “radiodifusión sonora provincial o comunal”.

Artículo 24



Pasa a ser artículo 23, con la sola enmienda de intercalar a continuación de la palabra “seriedad,” la frase “cuyo valor no podrá exceder a cien unidades tributarias mensuales, y”.

Artículo 25



Pasa a ser artículo 24, reemplazando la referencia al “artículo 23” por “artículo 22”.

Artículo 26



Pasa a ser artículo 25, con la sola modificación de reemplazar, en el inciso primero, la forma verbal “recomendará” por “propondrá al Ministerio”.

Artículos 27



Pasa a ser artículo 26, con la sola enmienda de reemplazar la referencia al “artículo 25” por “artículo 24”, en sus incisos primero y tercero.

Artículos 28 y 29



Pasan a ser 27 y 28, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 30



Pasa a ser artículo 29, con la sola enmienda de agregar, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Con todo, el monto de la garantía no podrá exceder del total de los costos de operación correspondientes a tres meses.”.

Artículo 31



Pasa a ser artículo 30 con las siguientes enmiendas:



- Intercalar, en el inciso primero, a continuación de “se ejecutaren”, la palabra “oportunamente”.



- Sustituir, en el inciso tercero, la expresión “treinta días” por “noventa días”.



- Incorporar el siguiente inciso cuarto, nuevo:



“Caducada la licencia, el monto de la garantía a que se refiere el artículo 30 quedará a beneficio fiscal.”.

Artículo 32



Pasa a ser artículo 31, con la sola modificación consistente en sustituir, en el inciso primero, la frase inicial “En los casos de caducidad previstos” por “En el caso de caducidad previsto”.

Artículo 33



Pasa a ser artículo 32, con las siguientes modificaciones:



- Intercalar, en el encabezamiento del inciso primero, a continuación de “operación”, las palabras “la licenciataria”, y sustituir la conjunción “y” por “o” y la frase “cuando se incumplan o infrinjan disposiciones normativas de su competencia” por “en el ámbito de sus respectivas competencias”.



- Reemplazar, en el literal a) del inciso primero, las expresiones “sus reglamentos” por “la reglamentación vigente” y “de la licencia respectiva” por “respectivo”.



- Sustituir, en el inciso segundo, la frase “en su caso” por “según corresponda”.



- Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, la licenciataria deberá ser oída en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.”.

Artículo 34



Pasa a ser artículo 33, sin enmiendas.

Artículo 35



Pasa a ser artículo 34, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 34.- Cobro de garantía. En el caso regulado en el artículo 32, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía del artículo 29, y su monto será puesto a disposición del Administrador temporal designado conforme al artículo anterior, para garantizar la continuidad del servicio.”.

Artículo 36



Pasa a ser artículo 35, con la siguiente enmienda:



Reemplazar en sus incisos primero y tercero, las referencias al “artículo 34” por “artículo 33”

Artículo 37



Pasa a ser artículo 36, con la sola enmienda de reemplazar la referencia al “artículo 34” por “artículo 33”.

Artículo 38



Pasa a ser artículo 37, con las siguientes enmiendas:



- Reemplazar, en el inciso primero, la frase inicial “Pronunciada la declaración de quiebra” por “Declarada la quiebra,”. 



- Sustituir, en el inciso segundo, la referencia al “artículo 34” por “artículo 33”.

Artículo 39



Pasa a ser artículo 38, reemplazando las referencias a los artículos 23, 24 y 25 y 27, 28, 29 y 30 por los artículos 19, 23 y 24 y 25, 26, 27 y 28, respectivamente.

Artículo 40



Pasa a ser artículo 39, con las siguientes enmiendas:



- Sustituir, en el inciso primero, la frase “establecer, construir y explotar” por “la prestación de”.



- Incorporar los siguientes incisos segundo a sexto, nuevos:



“Otorgado el Permiso de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio del permisionario, permisos o licencias de distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.



Habiendo entrado en operación el permisionario, el Ministerio podrá declarar en riesgo el servicio en caso que las condiciones del servicio suministrado no correspondan a las exigencias establecidas en la normativa legal o reglamentaria vigente, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento respectivo.



Declarado en riesgo el servicio, cesarán en sus funciones el directorio del comité o el gerente y el consejo de administración de la cooperativa, según el caso.



El Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para asegurar la continuidad del servicio, mientras la asamblea o la junta general designan un nuevo directorio o consejo de administración, según el caso.



Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, el permisionario deberá ser oído en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.”.

Artículos 41, 42 y 43



Pasan a ser artículos 40, 41 y 42, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 44



Pasa a ser artículo 43, con las siguientes enmiendas:



- En su inciso primero, reemplazar la referencia “artículo 45” por “artículo 44”.



- En su inciso segundo, sustituir el vocablo “alto” por “AAA”, y la referencia “artículo 78” por “artículo 77.

Artículo 45



Pasa a ser artículo 44, sustituyéndose las referencias en su inciso primero “artículo 23” por “artículo 19”, y en su inciso segundo, “artículo 41” por “artículo 40”.

Artículo 46



Pasa a ser artículo 45, con la sola enmienda de suprimir en el párrafo segundo de la letra a) la frase “en la cantidad que corresponda y”

Consultar, a continuación del artículo 46, que pasa a ser artículo 45, el siguiente:



“Artículo 46.- Actualización del Plan de Inversiones. Las licenciatarias deberán actualizar su Plan de Inversiones cada cinco años. Asimismo, deberán actualizarlo en caso que el subsidio o inversión pública efectivamente recibida difiera del considerado al haberse determinado el nivel tarifario.



La actualización del Plan de Inversiones se hará conforme al procedimiento que se establezca en el reglamento.”.

Artículo 48



Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “medio y alto” por “AA y AAA” y sustituir la referencia al “artículo 78” por “artículo 77”.

Artículo 50



- En su inciso primero, reemplazar la referencia al “artículo 46” por “artículo 45”.



- Agregar, como inciso segundo, el siguiente:



“Sin perjuicio de lo anterior, la Asamblea General o la Junta General, según corresponda, en sesión extraordinaria y por mayoría simple de los miembros presentes, podrá autorizar el uso y goce de los citados bienes para el desarrollo de otras actividades, siempre que no se limite, entorpezca o afecte de modo alguno la provisión de los servicios sanitarios rurales, y se cumpla con la normativa vigente. Para estos efectos, la Asamblea General o la Junta General deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de sus miembros.”.

Consultar, a continuación del artículo 50, el siguiente artículo 51, nuevo:



“Artículo 51.- Vertimiento de aguas tratadas en canales de regadío. Los operadores de tratamiento y disposición podrán solicitar a la organización de usuarios respectiva, autorización para el vertimiento de las aguas tratadas en un canal.



En caso que la organización de usuarios negare la autorización, o no se llegue a acuerdo, el operador podrá recurrir al juzgado de letras en lo civil de la comuna correspondiente al punto de descarga propuesto, para que éste, conforme al procedimiento sumario establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, lo autorice a verter las aguas tratadas en el canal, estableciendo las contraprestaciones correspondientes.



El juez sólo podrá autorizar al operador a verter las aguas tratadas en un canal en caso que se trate de la solución de tratamiento y disposición más adecuada desde el punto de vista técnico y económico, que no se afecten actividades económicas que para su desarrollo utilicen las aguas del canal, que las aguas tratadas cumplan con las exigencias que establece la normativa vigente aplicable.”.

Artículo 51



Pasa a ser artículo 52, sin enmiendas.

Artículo 52



Pasa a ser artículo 53, sustituyendo en la letra d), la cifra “15” por “30”.

Artículo 53



Pasa a ser artículo 54, sin enmiendas.

Artículo 54



Pasa a ser artículo 55, con la sola modificación de agregar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “Superintendencia,”, la frase “previo conocimiento de éstos,”.

Artículo 55



Pasa a ser artículo 56, reemplazando las palabras “al inmueble” por “a su inmueble”.

Artículo 56



Pasa a ser artículo 57, sin enmiendas.

Artículo 57



Pasa a ser artículo 58, con las siguientes modificaciones:



- Reemplazar, en su inciso primero, el epígrafe “Incompatibilidad” por “Incompatibilidades e inhabilidades”.



- Sustituir, en el inciso primero, la frase “Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales” por “alcalde y consejero regional”.



- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su inciso segundo a ser inciso tercero:



“Desde la inscripción de su candidatura, cesará en sus funciones cualquier dirigente de comité o cooperativa de los indicados en el inciso anterior que postule al cargo de alcalde.”.

Artículo 58



Pasa a ser artículo 59, reemplazando su letra g), por la siguiente:



“g) Por delitos que merezcan pena aflictiva.”.

Artículo 59 y 60



Pasan a ser artículos 60 y 61, respectivamente, sin enmiendas.

Reemplazar el epígrafe del Capítulo 3 del Título IV, por el siguiente: “Viáticos para dirigentes de los Comités”.

Artículo 61



Pasa a ser artículo 62, sustituido por el siguiente:



“Artículo 62.- Viáticos para dirigentes de Comités. La asamblea general extraordinaria de un comité de servicio sanitario rural, podrá acordar por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, viáticos en dinero para sus dirigentes. Estos viáticos, debidamente respaldados, deberán ser rendidos a la asamblea general y serán destinados a gastos de traslado, alimentación, alojamiento y otros similares necesarios para el ejercicio del cargo y su capacitación como dirigentes.”.

Artículo 62



Pasa a ser artículo 63, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 63.- Reglas y principios generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su reglamento.



Las tarifas siempre deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación y mantenimiento. Adicionalmente, las tarifas podrán establecer distintos niveles de recuperación de los costos de inversión y reposición.



Se calcularán separadamente las tarifas correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.



Las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico.



El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los Usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.



Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia, conforme al procedimiento establecido en este Título.”.

Artículo 63



Pasa a ser artículo 64, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 64.- Determinación de la tarifa de autofinanciamiento. La tarifa de autofinanciamiento, compuesta por un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico, es aquella que permite recuperar la totalidad de los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición.



La tarifa de autofinanciamiento se calcula a partir del Costo Total de Largo Plazo, entendiéndose éste como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación y mantenimiento eficientes como los de reposición e inversión eficientes, de un proyecto de inversión optimizado.



Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte congruente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.



La tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el reglamento.



El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar, corresponderá al que se establezca en el reglamento.”.

Artículo 64



Pasa a ser artículo 65, sustituido por el siguiente:



“Artículo 65.- Procedimiento de determinación del nivel tarifario. El nivel tarifario es aquel calculado por la Superintendencia rebajando de la tarifa de autofinanciamiento el subsidio o la inversión pública a que se refiere el Capítulo IV del Título VI.



La Superintendencia podrá agrupar distintos servicios, bajo la denominación de sistemas tipo, considerando su tamaño y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento.



Asimismo, definirá los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, que lo justifiquen.



La Superintendencia calculará mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.”.

Artículo 65



Pasa a ser artículo 66, sustituido por el siguiente:



“Artículo 66.- Procedimiento de determinación de la tarifa a cobrar al usuario. La tarifa a cobrar al usuario se determina para cada servicio sanitario rural, y es aquella que debe pagar efectivamente el usuario, sin perjuicio de los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778.



Una vez comunicado el nivel tarifario al operador, en la forma que determine el reglamento, éste lo pondrá en conocimiento de la asamblea, la que en el plazo de sesenta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta un 5%. En estos casos, el nivel tarifario aceptado o ajustado por la asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios.



En caso que la asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de sesenta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos, para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.



Vencido el plazo indicado en el inciso segundo sin un pronunciamiento de la asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.



Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación de la tarifa a cobrar al usuario de los sistemas de tarificación individual se establecerán en el reglamento.



Las tarifas a cobrar a los usuarios, serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.”.

Artículo 66



Pasa a ser artículo 67, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 67.- Período tarifario. Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia cada cinco años.



Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo 65, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.”.

Artículo 67



Suprimirlo.

Artículo 68



Suprimirlo.

Artículo 69



Pasa a ser artículo 68, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 68.- Reajustabilidad de la tarifa. Las tarifas a cobrar a los usuarios, se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, 5% del Índice de Precios al Consumidor informado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o en caso que alguna de las variables de costos definidas como relevantes por el reglamento experimente un aumento de al menos 3%. El operador deberá informar del reajuste a los usuarios en la forma y oportunidad definida en el reglamento.”.

Artículo 70



Pasa a ser artículo 69, agregando, a continuación de la palabra “salvo”, la siguiente frase: “entre el servicio sanitario rural primario y secundario y, en los demás”.

Artículos 71 y 72



Pasan a ser artículos 70 y 71, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 73



Pasa a ser artículo 72, con las siguientes enmiendas:



- Reemplazar, en el inciso primero, la frase “Ministerios de Salud, Vivienda y Urbanismo, Planificación” por “Ministerios de Salud, Planificación, Vivienda y Urbanismo”; las palabras “para la”, que aparecen entre los vocablos “política” y “asistencia”, por “de inversión,”, y el punto seguido (.) por un punto aparte (.), pasando la oración que lo sucede a convertirse en inciso segundo.



- Sustituir, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la frase “del área rural” por “rurales”.

Artículo 74 y 75



Pasan a ser artículos 73 y 74, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 76



Pasa a ser artículo 75, con las siguientes enmiendas:



- Incorporar en su inciso primero, la siguiente letra i), pasando las actuales letras i), j) y k) a ser letras j), k) y l) , respectivamente:



“i) Un representante de la Asociación de Municipalidades que reúna la mayor cantidad de municipios asociados a nivel nacional.”.



- Reemplazar, en los literales j) y k) del inciso primero, la expresión “socios” por “dirigentes”.



- Reemplazar, en su inciso segundo, la referencia a las letras “i), j) y k)”, por “j), k) y l)”, respectivamente.



- Sustituir, en su inciso tercero, las referencias a las letras “i), j) y k)” por “j), k) y l)”; y a las letras “i) y j) por “j) y k)”, respectivamente.



- Intercalar, en el inciso tercero, a continuación de “Reglamento”, la frase “ y deberá considerar la renovación periódica de los representantes”; reemplazar las referencias a las letras “i) y j)” por “j) y k)” y sustituir las palabras “respetar la adecuada representación de los estratos, las regiones y los Comités y Cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación” por “asegurar que cada dirigente que se elija corresponda a una Región distinta, que se respete la adecuada representación de los segmentos, y que estén representados comités y cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación”.

Artículo 77



Pasa a ser artículo 76, incorporándole el siguiente inciso segundo, nuevo:



“El registro establecido en el inciso anterior deberá encontrarse actualizado y para su libre consulta en el sitio electrónico del Ministerio.”.

Artículo 78



Pasa a ser artículo 77, con la siguiente enmienda:



Sustituir el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 77.- Clasificación de los operadores. Para los efectos de esta ley, los operadores se clasificarán en tres segmentos: (a) AAA; (b) AA, y (c) A.”.

Artículos 79 y 80



Pasan a ser artículo 78 y 79, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 81



Pasa a ser artículo 80, reemplazando, en la letra c), la referencia a los “artículos 85 y 86” por “artículos 84 y 85”.

Artículos  82



Pasa a ser artículo 81, sin enmiendas.

Artículo 83



Pasa a ser artículo 82, reemplazándose la referencia al “artículo 34” por “artículos 33”.

Artículo 84



Pasa a ser artículo 83, sin enmiendas.

Artículo 85



Pasa a ser artículo 84, sustituyendo su inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 84.- Inversión pública. La inversión para promover, formar e instalar servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio conforme a lo establecido en los artículos 85, 86 y 87, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.”.

Artículo 86



Pasa a ser artículo 85, con las siguientes enmiendas:



- Sustituir, en el inciso segundo, la frase “El citado subsidio” por “La infraestructura financiada total o parcialmente con el subsidio a la inversión”.



- Eliminar, en el inciso tercero, la expresión “mediante concurso público”.

Artículo 87



Pasa a ser artículo 86, con las siguientes modificaciones:



- Intercalar, a continuación de “diferenciados para cada”, la frase “uno de los”; reemplazar la voz “segmento” por “segmentos”, la primera vez que figura; reemplazar la referencia al “artículo 78” por “artículo 77”, y suprimir el punto y coma y la frase que le sigue.

Artículo 88



Pasa a ser artículo 87, con las siguientes enmiendas:



- Reemplazar el epígrafe del inciso primero por “Procedimiento de selección de proyectos”.



- Agregar, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “Para la evaluación de los proyectos por parte del organismo público competente bastará que esté dictado el acto expropiatorio respectivo.”.



- Sustituir, en el inciso quinto, la palabra “concursabilidad” por “de selección”.



- Reemplazar, en el inciso sexto, la referencia a los “artículos 85 y 86” por “artículos 84 y 85”.

Artículo 89



Pasa a ser artículo 88, agregándole el siguiente inciso segundo, nuevo:



“La Subdirección podrá suscribir convenios con otros organismos públicos, para la contratación por parte de ellos de los programas de inversión aplicables al servicio sanitario rural. En todo caso la Subdirección, mantendrá la función de visar técnicamente los proyectos.”.

Artículo 90



Pasa a ser artículo 89, con las siguientes enmiendas:



- Sustituir, en su inciso primero, la palabra “podrán” por “deberán”



- Suprimir, en el inciso primero, la oración que comienza con las palabras “Dichos bienes”.



- Incorporar los siguientes incisos segundo a cuarto, nuevos:



“Serán transferidos a los operadores los derechos de aprovechamiento de aguas que, siendo de propiedad fiscal, sean necesarios para la prestación de servicios sanitarios rurales. Dichos derechos se mantendrán bajo el dominio de los operadores en tanto sean usados para la prestación del servicio sanitario rural, pasando de pleno derecho al dominio del Ministerio en cuanto cese dicha condición. Se entenderá que cesa la condición en caso de haberse declarado desierta la licitación del permiso o licencia. La transferencia a los operadores se hará mediante resolución de la autoridad correspondiente, debiendo ajustarse a lo dispuesto en el artículo 150 del Código de Aguas.



En caso de cambio de operador, los derechos se transferirán gratuitamente y de pleno derecho a quien detente la calidad de tal, desde el otorgamiento de su licencia o permiso.



Los bienes a que se refiere este artículo serán considerados como aportados por terceros para fines tarifarios, e indispensables para los efectos del artículo 12.”.

Consultar, a continuación del artículo 90, que pasó a ser artículo 89, como artículos 90 y 91, los siguientes, nuevos:



“Artículo 90.- Expropiaciones y donaciones. Los bienes inmuebles necesarios para la prestación de los servicios sanitarios rurales se declaran de utilidad pública y su expropiación se efectuará por intermedio del Ministerio, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.186, de 1978.



La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales podrá aceptar donaciones o erogaciones consistentes en dinero o en dación de cosas, sean éstas muebles o inmuebles, para la ejecución de obras o el financiamiento total o parcial de expropiaciones, destinadas a la prestación de los servicios sanitarios rurales. En caso de recibir donaciones o erogaciones para el financiamiento parcial de expropiaciones, el Estado financiará la diferencia con fondos sectoriales o regionales.



Una vez aceptada y materializada la entrega de las donaciones o erogaciones a que se refiere el inciso precedente, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales la aprobará por orden interna para los efectos de la contabilización correspondiente en la Dirección de Contabilidad y Finanzas de la Dirección General de Obras Públicas. Copia de esta orden se enviará a la Contraloría General de la República. Para estas donaciones no se requerirá el trámite de insinuación judicial.



Artículo 91.- Regularización de bienes. En caso de que un operador solicite que se le reconozca la calidad de poseedor regular de bienes inmuebles necesarios para la prestación de su servicio sanitario rural, conforme al procedimiento establecido en el decreto ley N° 2.695, de 1979, servirá como plena prueba de su posesión material la existencia en el inmueble de alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h), i) y j) del artículo 12, siempre que el bien haya estado en uso al menos durante los cinco años anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de regularización.”.

Artículos 91, 92, 93 y 94



Pasan a ser artículos 92, 93, 94 y 95, sin enmiendas.

Artículo 95



Pasa a ser artículo 96, con las siguientes enmiendas:



- Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Para la determinación del monto de las multas antes señaladas se debe considerar el segmento en que está clasificado, conforme al artículo 77, el operador sancionado.”.



- Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:



“El afectado podrá reclamar de la aplicación de la multa, conforme a lo dispuesto en el artículo 13 de la ley N° 18.902.”.

Artículo 96



Pasa a ser artículo 97, sin enmiendas.

Artículo 97



Pasa a ser artículo 98, con la modificación de intercalar entre las palabras “Derógase” y “el”, la preposición “en”.

Artículo 98



Pasa a ser artículo 99, sin enmiendas.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO SEGUNDO



- Intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la frase “del artículo 20 de esta ley”, lo siguiente: “, ni se aplicará lo dispuesto en los artículos 22, 23, 25, 26 y 27.”, y sustituir las referencias “artículos 20 y 41” y “artículos 17 y 42”, por “artículos 20 y 40” y “artículos 17 y 41”, respectivamente.



- Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo:



“La licenciataria deberá presentar su Plan de Inversiones en el plazo que el Ministerio determine en el decreto de otorgamiento, el que en todo caso no podrá ser inferior a noventa días.”.



- Sustituir la referencia al “artículo 41”, en el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por “artículo 40”.



- Sustituir el actual inciso cuarto, por el siguiente:



“Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto precedentes, sólo se publicarán en el sitio electrónico del Ministerio, y se notificará por carta certificada al operador.”.



- Intercalar el siguiente inciso sexto, nuevo:



“Presentada la solicitud de permiso o licencia para la etapa de distribución de agua potable, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección de aguas servidas. Sin perjuicio de lo anterior, la operación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.”.



- Sustituir, en el actual inciso sexto, la palabra “tercero” por “cuarto”.



- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:



“El reglamento fijará el procedimiento para el otorgamiento de permisos o licencias, para la aprobación y presentación del Plan de Inversiones, y para la inscripción de los operadores en el Registro.”.

ARTÍCULO TERCERO



Reemplazar “sanitarios rurales” por “de agua potable o saneamiento”, y “2 años” por “noventa días”.

ARTÍCULO CUARTO



- Sustituir el inciso primero, por el siguiente:



“ARTICULO CUARTO TRANSITORIO.- Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento. La primera fijación tarifaria será efectuada por la Superintendencia dentro del período de 5 años contados desde el término del plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio. En todo caso, las tarifas de las licenciatarias deberán fijarse dentro de los primeros dos años de dicho período. Para efectos de lo indicado anteriormente, la Superintendencia definirá, mediante resolución dictada en el plazo indicado en el artículo primero transitorio, un calendario regional de fijación tarifaria.”.



- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando sus incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente, sin enmiendas.



“Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso en el período intermedio, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.”.

ARTÍCULO SEXTO



Suprimir la siguiente frase: “dentro del plazo de dos años, contados desde la fecha de entrada en vigencia del Reglamento de esta ley”.

Intercalar, a continuación del ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO, el siguiente ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO, nuevo:



“ARTÍCULO OCTAVO TRANSITORIO.- Los derechos de aprovechamiento de aguas y los demás bienes, sean muebles o inmuebles, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, y que pertenezcan a alguna concesionaria de servicios sanitarios, podrán ser donados al Ministerio de Obras Públicas.



La escritura pública de donación, en la que se individualicen los bienes inmuebles y derechos de aprovechamiento de aguas donados, suscrita entre el donante y el Director General de Obras Públicas, el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales o el Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, en su caso, bastará como título suficiente para su inscripción a favor del Ministerio de Obras Públicas, en el Registro de Propiedades y en el de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo, así como para su anotación en el Registro Público de derechos de aprovechamiento de aguas a que se refiere el artículo 122 del Código de Aguas.



Estas donaciones estarán exentas del trámite de insinuación y del pago de todo tipo de tributos. Para proceder a la inscripción de los inmuebles no será necesario que se acredite el pago del impuesto territorial.



No se requerirá respecto de estas donaciones la autorización del Ministerio de Hacienda a que se refiere el  inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 19.896.”.

ARTÍCULO OCTAVO



Pasa a ser ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO, sin enmiendas.

ARTÍCULO NOVENO



Pasa a ser ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO, con las siguientes enmiendas:



- Añadir, a su inciso primero, la siguiente oración final: “En los casos que corresponda, según lo dispuesto en el artículo 12 de esta ley, los bienes que conforman la citada reserva legal tendrán el carácter de bienes indispensables.”.



- Agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Los derechos en las cooperativas de servicios sanitarios rurales cuyo titular era el Servicio Nacional de Obras Sanitarias, se traspasarán por el solo efecto de esta ley a los demás socios de la cooperativa, a prorrata de sus aportes.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, los bienes aportados o cedidos por el Servicio Nacional de Obras Sanitarias o sus antecesores a las cooperativas de servicios sanitarios rurales, a cualquier título, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, conformarán una reserva técnica de bienes fiscales, y se les aplicará lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley.”.

ARTÍCULO DÉCIMO



Pasa a ser ARTÍCULO UNDÉCIMO TRANSITORIO, reemplazando en el inciso segundo, la expresión “alto” por “AAA” y las referencias al “artículo 25” y “artículo 78” por “artículo 24” y “artículo 77”, respectivamente.

ARTÍCULOS UNDÉCIMO, DUODÉCIMO Y DÉCIMO TERCERO



Pasan a ser ARTÍCULOS DUODÉCIMO, DÉCIMO TERCERO Y DÉCIMO CUARTO TRANSITORIOS, respectivamente, sin enmiendas.

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO



Pasa a ser ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO TRANSITORIO, sustituyendo la referencia al “artículo 76” por “artículo 75”.



A su vez, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto despachado por la Comisión de Obras Públicas, con las siguientes modificaciones:

Artículo 12

Inciso cuarto



Eliminar la expresión “aportados por el Estado conforme a lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley,”.

Artículo 25

Inciso primero



Suprimir la expresión “y sociales”, e intercalar entre las expresiones “más ventajosas” y “para la provisión del servicio”, la frase “y cuente con la evaluación social más favorable”.

Artículo 44

Inciso tercero



Eliminar la expresión “y sociales”, e intercalar entre las expresiones “más ventajosas” y “para la provisión del servicio”, la frase “y cuente con la evaluación social más favorable”.

Artículo 45

Letra a)



Incorporar, antes del primer punto seguido (.), la frase “conforme a lo establecido en la letra b) de este artículo”.

Artículo 48

Inciso primero



Intercalar, entre la palabra “remanentes” y la coma (,) que le sigue, la frase “resultantes de cada ejercicio anual”.

Artículo 59

Letra g)



Sustituir la expresión “Por delitos”, por la frase “Por condena por crimen o simple delito que merezca”.

Artículo 63

Inciso segundo



- Intercalar, entre la palabra “reposición” y el punto aparte (.), la oración “, según el segmento en que sea clasificado el operador conforme a lo dispuesto en el artículo 77”.



- Incorporar los siguientes incisos séptimo y octavo, que corresponden a los incisos segundo y tercero del artículo 65:



“La Superintendencia podrá agrupar distintos servicios, bajo la denominación de sistemas tipo, considerando su tamaño y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento.



Asimismo, definirá los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, que lo justifiquen.”.

Artículo 65

Incisos segundo y tercero



Trasladar los incisos segundo y tercero, incorporándolos como incisos séptimo y octavo del artículo 63.

Artículo 66

Inciso primero



Eliminar la oración “, sin perjuicio de los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778”.

Inciso segundo, nuevo



Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:



“En los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778, el usuario pagará la parte de la  tarifa a cobrar que no cubra dicho subsidio.”.

Artículo 75

Inciso primero



Sustituir, en su encabezado, la palabra “Para” por la frase “Créase el Consejo Consultivo para”, y la frase “, el Ministerio deberá oír a un Consejo Consultivo, el que” por “. El Consejo Consultivo deberá ser oído por el Ministerio y”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO SEGUNDO

Inciso cuarto



Sustituir la expresión “inciso anterior” por “inciso segundo”.

ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO



Eliminar la frase “Créase el Consejo Consultivo para la Orientación de la Política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales integrada en la forma que se dispone en el artículo 75 de esta ley.”, e intercalar entre las palabras “Consejo” y “sesionará” la frase “Consultivo al que se refiere el artículo 75”.

- - -



Enseguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien solicita votación separada de la modificación introducida por la Comisión de Hacienda al artículo 12 del proyecto, petición en la que coincide el Honorable Senador señor Letelier.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente somete a votación las enmiendas    -ya descritas-, con excepción de la introducida por la Comisión de Hacienda al artículo 12 del proyecto, las que son aprobadas por 29 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 51 y 75 permanentes, y TERCERO Y DÉCIMO QUINTO TRANSITORIOS.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Romero, Sabag, Letelier, Longueira, Horvath, Ruiz-Esquide, Naranjo, Núñez, Pizarro y Kuschel.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la enmienda introducida por la Comisión de Hacienda al artículo 12, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señor Longueira y señora Matthei, al señor Ministro de Obras Públicas y al Honorable Senador señor Sabag.



Cerrado el debate, dicha modificación se da por aprobada con igual votación a la consignada precedentemente, dejándose constancia de que lo importante es que cuando se declara que un bien deja de ser indispensable se requiere la autorización de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales.



Concedida la palabra al Honorable Senador señor Ávila, en cuanto a la constancia anterior, Su Señoría señala que resulta más propio hablar de “constatación” que de “autorización”.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES



Artículo 1º.- Ámbito de vigencia. La presente ley regula la prestación del servicio sanitario rural.



El servicio sanitario rural podrá ser operado por un comité o una cooperativa a que los se les haya otorgado un permiso o licencia por el Ministerio de Obras Públicas. Excepcionalmente, conforme se establezca en el reglamento, el servicio podrá ser operado por otra persona natural o jurídica autorizada por el Ministerio de Obras Públicas, previo informe favorable de la autoridad sanitaria regional.



Artículo 2º.- Definiciones. Para efectos de la aplicación de esta ley, se entiende por:



a) “Área de servicio”: aquélla cuyos límites geográficos constituyen la superficie territorial en que un operador presta servicios sanitarios rurales, como permisionario o licenciatario.



b) “Comité de servicio sanitario rural”: organización comunitaria funcional, constituida y organizada conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias, a la que se le otorgue permiso para operar un servicio sanitario rural.



c) “Concesión sanitaria”: la otorgada conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1989.



d) “Concesionarias de servicios sanitarios”: aquellas personas jurídicas titulares de concesiones otorgadas conforme al decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1989.



e) “Cooperativa de servicio sanitario rural”: persona jurídica constituida y regida por la Ley General de Cooperativas, a la que se le otorgue licencia o permiso para operar un servicio sanitario rural.



f) “Departamento de Cooperativas”: el perteneciente al Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción.



g) “Licencia de servicio sanitario rural” o “Licencia”: la que se otorga por el Ministerio a las Cooperativas de Servicio Sanitario Rural, por un plazo máximo de 30 años, para la prestación de un servicio sanitario rural en un área de servicio determinada.



h) “Licenciataria”: cooperativa a la que se ha otorgado licencia para operar servicios sanitarios rurales.



i) “Ministerio”: el Ministerio de Obras Públicas.



j) “Operador”: la cooperativa o comité al que se ha otorgado, por el Ministerio, licencia o permiso para prestar un servicio sanitario rural.



k) “Permisionario”: es el titular del permiso otorgado en conformidad a esta ley.



l) “Permiso de servicio sanitario rural” o “Permiso”: el que se otorga por el Ministerio a un comité o cooperativa, por un plazo máximo de 10 años, para la prestación de un servicio sanitario rural, en un área de servicio determinada.



m) “Registro”: el registro de operadores de servicios sanitarios rurales regulado en el artículo 76 de esta ley.



n) “Reglamento”: el que se dicte para la ejecución de las normas contenidas en esta ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3°.



ñ) “Saneamiento”: recolección, tratamiento y disposición de las aguas servidas.



o) “Servicio sanitario rural”: provisión de agua potable y saneamiento, conforme a lo dispuesto en esta ley.



p) “Soluciones descentralizadas de saneamiento”: aquellas que, no estando conectadas con una red de alcantarillado primario, permiten la recolección, tratamiento y vertimiento o reutilización de las aguas residuales de sistemas comunitarios, conjuntos residenciales y residencias individuales, según el caso.



q) “Subdirección”: la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas que se crea por esta ley.



r) “Superintendencia”: la Superintendencia de Servicios Sanitarios.



s) “Usuario”: la persona que recibe algún servicio sanitario rural, pudiendo o no tener la calidad de socio del operador.



Artículo 3º.- Reglamento. Para la aplicación de esta ley se dictará un reglamento elaborado por el Ministerio de Obras Públicas, previa consulta a los organismos públicos integrantes del Consejo Consultivo regulado en el artículo 75.

TITULO II

DEL SERVICIO SANITARIO RURAL



Artículo 4º.- Tipos de servicios sanitarios rurales. El servicio sanitario rural podrá ser primario o secundario.



Artículo 5º.- Servicio sanitario rural primario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento, en su caso, a las comunidades rurales para uso doméstico, y requiere el abastecimiento de agua de calidad, en cantidad y con continuidad, y en forma universal para todos aquellos usuarios que se ubiquen dentro del área de servicio.



Se entenderá por uso doméstico el destinado al consumo familiar o a pequeñas actividades comerciales o artesanales u otros que el reglamento determine, en atención a los volúmenes de consumo.



Artículo 6º.- Servicio sanitario rural secundario. Corresponde a la prestación de servicios de agua potable y saneamiento que exceden del uso doméstico, y cuya prestación sólo procede cuando el operador garantiza la cobertura del servicio sanitario rural primario.



El usuario del servicio sanitario rural secundario podrá comprar agua potable o solicitar su disposición a un operador de producción de agua potable o de disposición rural de aguas servidas, o a un concesionario de servicios sanitarios. En este caso, el operador o concesionario que preste este servicio deberá compensar al operador de la red de distribución o recolección, según sea el caso, mediante el pago de una tarifa de peaje calculada por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el reglamento. En caso de existir diferencias entre las partes, será la Superintendencia quien resolverá por medio de una resolución fundada.



Artículo 7º.- Etapas de los servicios. Los servicios sanitarios rurales comprenden las siguientes etapas:



a) Producción de agua potable.



b) Distribución de agua potable.



c) Recolección de aguas servidas.



d) Tratamiento y disposición final de aguas servidas.



La etapa de producción de agua potable consiste en la captación y tratamiento de agua cruda, para su posterior distribución en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente.



La etapa de distribución de agua potable consiste en el almacenamiento, en su caso, y la conducción del agua producida hasta su entrega en el inmueble del usuario.



La etapa de recolección de aguas servidas consiste en la conducción de dichas aguas desde el inmueble hasta la entrega para su tratamiento y disposición final. Alternativamente, esta etapa podrá consistir en soluciones descentralizadas de saneamiento para su posterior disposición.



La etapa de tratamiento y disposición de aguas servidas consiste en la remoción de los contaminantes presentes para la posterior evacuación de éstas en cuerpos receptores, en las condiciones que establece la normativa legal y reglamentaria vigente, o en sistemas de tratamiento.



Solicitada la etapa de distribución, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, la prestación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.



La producción de agua potable y el tratamiento y disposición de aguas servidas podrán ser contratados a terceros por el operador.

TITULO III

LICENCIAS Y PERMISOS

Capítulo 1

Normas comunes



Artículo 8º.- Área de servicio. El operador prestará el servicio dentro del territorio delimitado en el respectivo permiso o licencia.



Artículo 9º.- Derecho a usar bienes nacionales de uso público e imponer servidumbres. Las licencias y permisos otorgan el derecho a usar a título gratuito bienes nacionales de uso público para construir o instalar infraestructura de servicios sanitarios rurales, siempre que no se altere, en forma permanente, la naturaleza y finalidad de éstos. El uso deberá sujetarse a las condiciones dispuestas por las respectivas municipalidades u otros órganos públicos encargados de su administración, cuando estas instalaciones pudieran afectar el normal uso del bien nacional de uso público. En todo caso, el uso temporal de cualquier bien nacional de uso público requerido para ejercer este derecho estará exento de cualquier tipo de cobro.



Asimismo, las licencias y permisos otorgan el derecho a imponer la constitución de servidumbres, en conformidad con lo establecido en el Código de Aguas.



Lo dispuesto en el inciso primero será aplicable a los trabajos de exploración para la captación de aguas subterráneas y se considerarán también obras de infraestructura sanitaria rural, cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento para el servicio sanitario rural.



En caso de que la conexión de una instalación domiciliaria de alcantarillado a una red de recolección para permitir el desagüe gravitacional obligue a atravesar el predio de otro propietario, se constituirá una servidumbre legal de alcantarillado domiciliario.



El largo y ancho de la faja de terreno sujeta a servidumbre corresponderá a la factibilidad técnica del proyecto de conexión otorgada por la licenciataria o el permisionario, obligándose el interesado a indemnizar los perjuicios.



Artículo 10.- Licencias o permisos vinculados. Para otorgar una licencia o permiso que requiera de otra licencia o permiso para la prestación integral del servicio sanitario rural, la Superintendencia deberá exigir la existencia de la licencia o permiso que condiciona a la solicitada o su tramitación simultánea.



Artículo 11.- Obligación de cobro conjunto. El operador de distribución cobrará en una cuenta única y recaudará de los usuarios el valor de las prestaciones correspondientes a los servicios de producción, distribución, recolección, y tratamiento y disposición.



El incumplimiento de las obligaciones que se deriven de lo señalado en el inciso anterior no podrá afectar la prestación de los servicios a los usuarios.



Artículo 12.- Bienes indispensables. Se entienden destinados a finalidades de utilidad y salubridad pública los bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales.



Los bienes se considerarán indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales desde el otorgamiento de la licencia o permiso, desde su adquisición o regularización o desde su puesta en operación, según corresponda.



Serán bienes indispensables para la prestación de los servicios sanitarios rurales, entre otros, los siguientes:



a) Arranques de agua potable.



b) Uniones domiciliarias de alcantarillado.



c) Redes de distribución.



d) Redes de recolección.



e) Derechos de agua.



f) Captaciones.



g) Sondajes.



h) Estanques de regulación.



i) Servidumbres de paso.



j) Plantas de producción de agua potable y plantas de tratamiento de agua servida.



k) Inmuebles en que estén adheridos alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h) y j) anteriores.



En caso de que los bienes indispensables pierdan tal calidad, el operador deberá contar con la autorización de la Subdirección para enajenarlos. No se requerirá dicha autorización cuando la enajenación sea resultado de un reemplazo o mejora, los que, en todo caso, deberán ser informados a la Subdirección de manera documentada, en forma previa a su realización.



Los bienes indispensables tendrán el carácter de inembargables, siéndoles aplicable lo establecido en el número 17 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 13.- Licitación de nuevas licencias o permisos. El Ministerio de Obras Públicas podrá llamar a licitación pública para el otorgamiento de nuevas licencias o permisos, y no podrá denegarlos arbitrariamente.



Artículo 14.- Transferencia. Los operadores podrán transferir a otros comités o cooperativas sus permisos o licencias, para lo cual deberán:



a) Acordar la transferencia por al menos los dos tercios de los miembros o socios presentes o representados en asamblea general extraordinaria o junta general de socios, especialmente convocada al efecto. Con este fin, la asamblea extraordinaria o la junta general de socios deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros o socios.



b) Solicitar autorización al Ministerio, el que tendrá un plazo de 30 días para pronunciarse, contados desde la presentación de la solicitud de autorización. En caso que no se pronuncie dentro del plazo señalado, se entenderá que aprueba la transferencia.



En cualquier caso de transferencia de una licencia o permiso, el adquirente deberá cumplir con todas las condiciones que esta ley y que su Reglamento fijen.



Perfeccionada la transferencia, se deberá dejar constancia en el Registro.



Si la licenciataria está operando en área urbana, podrá transferir total o parcialmente la licencia a una concesionaria de servicio sanitario, la que en todo caso deberá operar el área de servicio de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1989 y sus normas complementarias, entendiéndose ampliada su concesión sanitaria de pleno derecho, una vez que la transferencia haya sido autorizada por el Ministerio mediante decreto supremo, previo informe favorable de la Superintendencia.

Capítulo 2

De la licencia de servicio sanitario rural



Artículo 15.- Objeto. La licencia autoriza a una cooperativa para prestar un servicio sanitario rural.



Otorgada la licencia de distribución, el Estado no podrá otorgar, en parte alguna del área de servicio de la licenciataria, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.



Sin perjuicio de lo anterior, podrán otorgarse concesiones sanitarias en dicha área en caso de que, publicado el llamado a licitación conforme a lo dispuesto en el artículo 22, en al menos dos oportunidades, no se presente ninguna cooperativa interesada en la licencia dentro del plazo establecido en el artículo 23.



Artículo 16.- Licenciatarias. Las licencias para prestar servicios sanitarios rurales sólo serán otorgadas a cooperativas, las que se regirán por las normas de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio de las normas que establece esta ley y las demás propias de su giro.



Artículo 17.- Plazo. El plazo máximo de vigencia de la licencia será de 30 años. Durante este lapso el Estado no podrá otorgar nuevas licencias de distribución rural de agua potable y de recolección rural de aguas servidas en la misma área de servicio.



Artículo 18.- Ampliaciones. La licenciataria podrá solicitar ampliaciones de su área de servicio conforme al procedimiento establecido en los artículos 20 y siguientes de esta ley.



Si el área de ampliación solicitada está total o parcialmente ubicada dentro de un área urbana o de extensión urbana, la Superintendencia deberá informar si se ha solicitado u otorgado en dicha área una concesión sanitaria.



Si se hubiere solicitado u otorgado, la concesionaria de servicios sanitarios será notificada por la Superintendencia, a fin de que en un plazo de 60 días solicite la ampliación de su territorio operacional, incorporando el área solicitada por la licenciataria. Si respondiere negativamente o no respondiere dentro de plazo, se tramitará la solicitud de ampliación de la licencia.



No habiéndose solicitado u otorgado una concesión sanitaria, se tramitará la solicitud de ampliación presentada por la licenciataria.



Artículo 19.- Licitación de la Licencia. La Superintendencia deberá llamar a licitación de la licencia y de sus bienes indispensables un año antes del término del plazo de vigencia.



El llamado a licitación de la licencia pronta a extinguirse se publicará por la Superintendencia, por una vez en el Diario Oficial, y por dos veces en un diario de circulación en la provincia o en la comuna respectiva. Adicionalmente, se difundirá por un medio de radiodifusión sonora provincial o comunal y se notificará por medio de carta certificada a la respectiva licenciataria, y por otros medios idóneos que determine el reglamento.



Las bases de licitación deberán señalar el nivel de subsidio a la inversión que se considerará para los efectos de evaluar las solicitudes de licencia que se presenten.



Asimismo, las bases de licitación deberán contener una valorización actualizada de las inversiones necesarias para la prestación del servicio efectivamente realizadas por el anterior operador, sólo en la parte que hubieren sido financiadas con su patrimonio propio. En el evento que la licencia no le sea renovada, la nueva licenciataria deberá pagar al anterior operador dicho valor, en la forma que lo hayan determinado las bases.



La avaluación actualizada de las inversiones a que se refiere el inciso anterior se efectuará de común acuerdo entre la licenciataria y la Superintendencia y, en caso de desacuerdo, se hará por un perito tasador, que será nombrado en la forma que establezca el reglamento.



Tanto la licencia como los bienes indispensables se entenderán transferidos de pleno derecho, desde la fecha del decreto de adjudicación.



En caso de que la licitación no se resuelva antes del término del plazo de vigencia de la licencia, ésta se entenderá prorrogada automáticamente hasta la fecha del decreto de adjudicación a la nueva licenciataria.



Artículo 20.- Solicitud. La solicitud de licencia se presentará ante la Superintendencia, acompañando una garantía de seriedad de la presentación, cuyo valor no podrá exceder de cien unidades tributarias mensuales, y cuyas características se determinarán en el reglamento. La solicitud contendrá, a lo menos, lo siguiente:



1) La identificación de la cooperativa peticionaria.



2) Un certificado de vigencia de la cooperativa, emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.



3) La identificación de la etapa del servicio sanitario rural que se solicita, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7º de esta ley.



4) La identificación de las fuentes de agua y sus respectivos derechos, en el caso de la licencia de producción rural de agua potable.



La licenciataria deberá tener la propiedad o el uso de estos derechos, circunstancia que deberá acreditarse en la forma y plazos que defina el reglamento.



5) La identificación de las demás licenciatarias, concesionarias de servicios sanitarios o permisionarios con las cuales se relacionará.



6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales.



7) Las características de las aguas servidas a tratar, del efluente y del cuerpo receptor, en el caso de la licencia de tratamiento y disposición rural de aguas servidas.



8) Un inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones, y un estado de situación con una antigüedad no superior a 30 días a la fecha de su presentación, que deberá contener el análisis correspondiente a cada una de sus cuentas.



Artículo 21.- Incorporación de nuevas zonas al área de servicio. Presentada la solicitud de licencia, la Superintendencia podrá ampliar los límites del área de servicio sólo con el objeto de incorporar zonas que desde el punto de vista técnico, económico y social hagan conveniente la constitución de un sistema único, con incidencia en un menor costo para la provisión del servicio.



Para estos efectos, la Superintendencia consultará al Ministerio de Vivienda y Urbanismo y a las respectivas municipalidades, para que en un plazo de 45 días informen si consideran suficiente el área de servicio solicitada para satisfacer demandas habitacionales no cubiertas.



Artículo 22.- Publicación. El solicitante deberá publicar, a su cargo, por una vez, un extracto de la solicitud de licencia en un diario de circulación provincial o comunal, y deberá difundirlo por un medio de radiodifusión sonora provincial o comunal, u otro medio idóneo, por dos veces a lo menos. El extracto contendrá las menciones que se establezcan en el reglamento.



Artículo 23.- Plazo para otras interesadas. Si hubiera otras cooperativas interesadas en la licencia, deberán presentar a la Superintendencia, dentro del plazo de cuarenta y cinco días contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo anterior, una solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, la que deberá ser acompañada de una garantía de seriedad, cuyo valor no podrá exceder de cien unidades tributarias mensuales, y cuyas características se determinarán en el reglamento.



Artículo 24.- Plan de inversión. Todos los que hubieren presentado solicitud de licencia entregarán a la Superintendencia, dentro del plazo de 90 días contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el artículo 22, lo siguiente:



1.- Un Plan de inversiones que deberá contener, a lo menos:



a) Descripción técnica general y un cronograma de las obras proyectadas para un horizonte de cinco años.



b) Estimaciones de beneficios, costos y valor actualizado neto.



c) Tarifas propuestas.



2.- Los demás antecedentes requeridos de conformidad al reglamento.



Artículo 25.- Criterios de recomendación para la adjudicación. La Superintendencia propondrá al Ministerio la adjudicación de la licencia a la solicitante que, cumpliendo las condiciones técnicas exigidas, ofrezca las condiciones económicas más ventajosas y cuente con la evaluación social más favorable para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el reglamento. Cuando el interés general lo haga necesario, se considerará el plazo de puesta en explotación de los servicios como criterio adicional de adjudicación.



En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará la licencia al que tenga en ese momento la calidad de titular de la misma.



Con todo, la tarifa ofrecida por el solicitante al que se proponga adjudicar no podrá ser superior a la determinada por la Superintendencia de conformidad al Título V de esta ley.



Artículo 26.- Informe. La Superintendencia, dentro de un plazo de 90 días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 24, informará al Ministerio sobre las solicitudes presentadas.



El informe se pronunciará sobre el plan de inversiones y los demás antecedentes presentados por el solicitante, y propondrá la dictación del decreto de otorgamiento de la licencia, si se estima procedente.



El plazo a que se refiere este artículo se interrumpirá cuando el interesado esté en mora de cumplir con los antecedentes exigidos en el artículo 24, que le hubieren sido solicitados por carta certificada de la Superintendencia.



En todo caso, el plazo para evacuar el informe de la Superintendencia al Ministerio no podrá exceder de ciento ochenta días contados desde el vencimiento del plazo de entrega de antecedentes a que se refiere el artículo 24.



Artículo 27.- Adjudicación. El Ministerio, considerando el informe de la Superintendencia, resolverá fundadamente acerca de la solicitud de licencia, en un plazo máximo de treinta días de recibido dicho informe, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República".



Artículo 28.- Decreto de otorgamiento. El decreto de otorgamiento de la licencia considerará, entre otros, los siguientes aspectos:



1. La identificación de la licenciataria.



2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7° de esta ley.



3. Las condiciones de prestación de los servicios aprobadas por la Superintendencia.



4. La normativa general aplicable a la licencia que se otorga.



5. El plan de inversiones de la licenciataria respecto del cual se ha pronunciado la Superintendencia.



6. La tarifa a cobrar a los usuarios.



7. La garantía involucrada.



8. El plazo de vigencia de la licencia.



Artículo 29.- Garantía. Al otorgarse la licencia la Superintendencia exigirá a la licenciataria, en los términos que se establezcan en el reglamento, una garantía que resguarde la adecuada prestación del servicio, cuyo monto se calculará considerando el número de usuarios y sus condiciones socioeconómicas. Con todo, el monto de la garantía no podrá exceder del total de los costos de operación correspondientes a tres meses.



Los instrumentos en virtud de los cuales se otorguen las garantías serán elegidos por la licenciataria de entre aquellos que la Superintendencia defina para tal efecto. Las cláusulas del contrato respectivo deberán ser aprobadas por la Superintendencia.

Capítulo 3

Caducidad, continuidad de la prestación del servicio y quiebra de la licencia



Artículo 30.- Caducidad. Las licencias caducarán, antes de entrar en operación, si no se ejecutaren oportunamente las obras correspondientes al plan de inversión necesarias para poner en explotación el servicio, indicadas en el decreto de otorgamiento de la licencia.



La caducidad será declarada mediante un decreto dictado por el Ministro de Obras Públicas bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.



Caducada una licencia la Superintendencia podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra, que indicará. En dicho caso, el operador tendrá el plazo de noventa días para demostrar técnica y económicamente que puede mantener el servicio. De no poder hacerlo, la Superintendencia licitará la licencia de conformidad con las reglas del Capítulo anterior.



Caducada la licencia, el monto de la garantía a que se refiere el artículo 29 quedará a beneficio fiscal.



Artículo 31.- Retiro de instalaciones. En el caso de caducidad previsto en el artículo anterior, la cooperativa podrá disponer de las instalaciones ejecutadas, salvo los bienes indispensables. Cuando estas instalaciones ocupen bienes nacionales de uso público, terrenos fiscales o de particulares, el retiro deberá hacerse dentro del plazo y en las condiciones que fije la Superintendencia.



Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará, cuando corresponda, sin perjuicio del cumplimiento de las condiciones, exigencias y requisitos establecidos para ese evento en la respectiva resolución de calificación ambiental.



Artículo 32.- Declaratoria de riesgo en la prestación del servicio. Habiendo entrado en operación la licenciataria, el Ministro de Obras Públicas, en base a un informe técnico elaborado por la Superintendencia o por la autoridad sanitaria, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrá declarar en riesgo la prestación del servicio de una licenciataria, en los siguientes casos:



a) Si las condiciones del servicio suministrado no corresponden a las exigencias establecidas en la ley o en la reglamentación vigente, o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento respectivo.



b) Si la licenciataria no cumple el plan de inversiones.



Para la calificación de dichas causales, la Superintendencia y la autoridad sanitaria, según corresponda, deberán considerar la gravedad de sus consecuencias y la reiteración de su ocurrencia.



Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio la licenciataria deberá ser oída, en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.



Artículo 33.- Administrador temporal. Declarada por el Ministro de Obras Públicas la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo anterior, cesarán en sus funciones el gerente y el consejo de administración de la cooperativa, y el Ministerio designará un administrador temporal, por un plazo no superior a seis meses, prorrogables por una sola vez por igual período, cuyas funciones y requisitos serán las establecidas en esta ley y su Reglamento.



El administrador temporal ejercerá las funciones del consejo de administración, y será considerado como consejero para todos los efectos de la Ley General de Cooperativas, sin perjuicio de que en materias técnicas vinculadas al servicio sanitario rural estará supeditado al Ministerio de Obras Públicas.



La declaración de riesgo en la prestación del servicio y la designación de un administrador temporal no obstan a la aplicación de las sanciones que procedan de conformidad a la normativa legal y reglamentaria vigente.



Artículo 34.- Cobro de garantía. En el caso regulado en el artículo 32, la Superintendencia procederá a hacer efectiva la garantía del artículo 29, y su monto será puesto a disposición del administrador temporal designado conforme al artículo anterior, para garantizar la continuidad del servicio.



Artículo 35.- Facultades del administrador temporal. El administrador temporal del servicio tendrá todas las facultades del giro de la cooperativa, que la ley y su estatuto otorgan al consejo de administración y gerente. Su función principal será promover la designación de un nuevo gerente y consejo de administración, dentro del plazo establecido en el artículo 33.



El administrador temporal responderá hasta de culpa leve en el ejercicio de sus funciones.



En caso que, después de cumplida la prórroga del inciso primero del artículo 33 de esta ley, no haya sido posible la designación de un nuevo gerente y consejo de administración, el Ministerio llamará a licitación de la licencia, conforme a las reglas del Capítulo anterior.



Artículo 36.- Causal de inhabilidad. El gerente y los miembros del consejo de administración que cesen en sus cargos conforme al artículo 33 quedarán inhabilitados para ejercerlos, en cualquier Cooperativa, por un plazo de cinco años, contados desde la fecha del decreto respectivo.



Artículo 37.- Quiebra de la licenciataria. Declarada la quiebra, la fallida quedará inhibida, de pleno derecho, de la administración de la licencia y de sus bienes indispensables.



En el caso de quiebra de una licenciataria cuya licencia esté en explotación, el síndico velará por la adecuada provisión del servicio hasta su licitación. Para tales efectos se aplicará, respecto del síndico, lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 33.



Los gastos en que se incurra con ocasión de la quiebra quedarán incluidos dentro de los créditos señalados en el Nº 1 del artículo 2.472 del Código Civil.



Artículo 38.- Licitación por quiebra. El Ministerio dispondrá la licitación de la licencia y los bienes indispensables, dentro del plazo de un año contado desde que quede a firme la sentencia que declare la quiebra. El llamado a licitación se publicará en la forma establecida en el artículo 19, y los interesados deberán presentar sus ofertas en los plazos y con los antecedentes indicados en los artículos 23 y 24 de esta ley. Se aplicará además para la licitación lo dispuesto en los artículos 25, 26, 27 y 28 de esta ley.



La adjudicación de la licencia recaerá, cumpliendo las condiciones técnicas y la tarifa vigente, en la interesada que ofrezca el mayor valor por la licencia y por los bienes indispensables.

Capítulo 4

Del permiso de servicio sanitario rural



Artículo 39.- Objeto. El permiso de servicio sanitario rural se otorga por el Ministerio a un comité o cooperativa, para la prestación de servicios sanitarios rurales, en un área de servicio determinada.



Otorgado el permiso de distribución, el Estado no podrá otorgar en parte alguna del área de servicio del permisionario, permisos o licencias de distribución de agua potable y recolección de aguas servidas, ni concesiones sanitarias.



Habiendo entrado en operación el permisionario, el Ministerio podrá declarar en riesgo el servicio en caso de que las condiciones del servicio suministrado no correspondan a las exigencias establecidas en la normativa legal o reglamentaria vigente o a las condiciones estipuladas en el decreto de otorgamiento respectivo.



Declarado en riesgo el servicio, cesarán en sus funciones el directorio del comité o el gerente y el consejo de administración de la cooperativa, según el caso.



El Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para asegurar la continuidad del servicio mientras la asamblea o la junta general designan un nuevo directorio o consejo de administración, según el caso.



Previo a declarar en riesgo la prestación del servicio, el permisionario deberá ser oído en los plazos y de acuerdo al procedimiento que se determine en el reglamento.



Artículo 40.- Solicitud del permiso. Para solicitar un permiso el interesado deberá presentar al Ministerio, a lo menos, lo siguiente:



1) La identificación del comité o la cooperativa peticionaria y una breve descripción de las características más relevantes del servicio que se solicita prestar.



2) En caso de que el solicitante sea cooperativa, un certificado de vigencia emitido por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces competente.



3) La identificación de las etapas del servicio sanitario rural que se solicitan, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7° de esta ley.



4) La identificación de las fuentes de agua que utilizará en calidad de propietario o a cualquier otro título.



5) El título en virtud del cual utilizará las fuentes de agua identificadas conforme al numeral anterior, lo que deberá acreditarse en la forma que defina el reglamento.



6) Los límites del área geográfica en que se prestarán los servicios sanitarios rurales.



7) Un inventario valorizado de bienes, derechos y obligaciones. Si el peticionario fuere una coperativa, deberá acompañar además un estado de situación.



Artículo 41.- Plazo del permiso. El plazo máximo por el que se otorgará el permiso será de 10 años.



Artículo 42.- Decreto de otorgamiento. El Ministerio resolverá fundadamente acerca de la solicitud de permiso, en un plazo máximo de 30 días, dictando el respectivo decreto expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.



El decreto de otorgamiento del permiso considerará, entre otros, los siguientes aspectos:



1. La identificación del permisionario.



2. Las etapas del servicio sanitario rural que se prestarán, de acuerdo a la clasificación indicada en el artículo 7º de esta ley.



3. Las condiciones de prestación de los servicios.



4. La normativa general aplicable al permiso que se otorga.



5. La tarifa a cobrar a los usuarios.



6. El plazo de vigencia del permiso.



Artículo 43.- Renovación y solicitud de licitación. El permisionario goza de derecho preferente para que se le renueve su permiso, para lo cual deberá solicitar su renovación con a lo menos seis meses de anticipación a la fecha de extinción. En su defecto, el Ministerio deberá llamar a licitación conforme al artículo 44.



En caso de que el permisionario esté clasificado en el segmento AAA conforme a lo dispuesto en el artículo 77, deberá presentar junto a su solicitud de renovación un plan de inversiones, respecto del que la Superintendencia deberá pronunciarse en un plazo de cuarenta y cinco días.



Cualquier interesado distinto del permisionario podrá solicitar al Ministerio, dentro de los seis meses anteriores al término del plazo de vigencia del permiso, que llame a su licitación. Para estos efectos deberá acompañar a su solicitud un proyecto técnica y económicamente viable para la prestación del servicio.



Artículo 44.- Licitación del permiso. El llamado a licitación del permiso pronto a extinguirse y sus bienes indispensables se publicará por el Ministerio en la forma establecida en el artículo 19.



Si hubiera otros interesados en el permiso, deberán presentar al Ministerio, dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de la publicación a que se refiere el inciso primero, una solicitud de permiso en los términos establecidos en el artículo 40.



Vencido el término anterior el Ministerio adjudicará el permiso, en un plazo máximo de 60 días, al solicitante que cumpliendo los requisitos técnicos exigidos ofrezca las condiciones económicas más ventajosas y cuente con la evaluación social más favorable para la provisión del servicio, de acuerdo con los criterios establecidos en el reglamento. Se podrá considerar, entre otros, el plazo de puesta en explotación de los servicios ofrecidos, como criterio adicional de adjudicación.



En caso de igualdad en las condiciones ofrecidas por los interesados, se adjudicará el permiso al que tenga en ese momento la calidad de titular del mismo.



Se aplicará, para la licitación del permiso, lo dispuesto en los incisos tercero a séptimo del artículo 19.

TITULO IV

DE LOS OPERADORES

Capítulo 1

Derechos y obligaciones de los operadores y usuarios



Artículo 45.- Obligaciones de los operadores. Los operadores de servicios sanitarios rurales tendrán las siguientes obligaciones:



a) Prestar los servicios sanitarios a los usuarios, en la medida que sea técnica y económicamente factible conforme a lo establecido en la letra b) de este artículo. Esta obligación comprende la certificación de la factibilidad de servicio. En caso de que existan discrepancias entre el usuario y el operador, en cuanto a las condiciones de prestación del servicio, la Superintendencia resolverá las diferencias mediante una resolución fundada.



Los servicios sanitarios deberán prestarse a los usuarios en la calidad exigible conforme a las normas respectivas, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio de Salud y de la Superintendencia.



b) Garantizar la continuidad del servicio entregado, en el sentido de que éste sea prestado durante la cantidad de horas diarias que se determine por la Superintendencia, conforme a las características técnicas exigibles a cada segmento, salvo las interrupciones que se produzcan por fuerza mayor o por necesidad indispensable para la prestación del servicio, debidamente programadas y comunicadas con anticipación a los usuarios, según lo establecido en el reglamento.



c) Mantener el nivel de calidad en la atención de usuarios y prestación del servicio que defina el reglamento.



d) Prestar y operar los servicios sanitarios rurales, dando estricto cumplimiento a las obligaciones, restricciones y prohibiciones establecidas en esta ley y su reglamento, en la normativa sanitaria y ambiental, y en las demás normas y disposiciones legales, reglamentarias y administrativas vigentes, así como a las instrucciones que impartan las autoridades competentes en el ejercicio de sus atribuciones.



Artículo 46.- Actualización del plan de inversiones. Las licenciatarias deberán actualizar su plan de inversiones cada cinco años. Asimismo, deberán actualizarlo en caso de que el subsidio o inversión pública efectivamente recibidos difiera del considerado al haberse determinado el nivel tarifario.



La actualización del plan de inversiones se hará conforme al procedimiento que se establezca en el reglamento.



Artículo 47.- Obligación de conservación de instalaciones y equipos. Para el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo anterior los operadores deberán conservar en perfecto estado de funcionamiento las instalaciones y equipos que conforman la infraestructura del servicio, debiendo para estos efectos proceder a su reparación y mantención, y a la reposición, en su caso.



Artículo 48.- Fondo de reposición y reinversión. Los operadores que conforme a la clasificación del artículo 77 de esta ley pertenezcan a los segmentos AA y AAA deberán constituir e incrementar, con un porcentaje no inferior al 20% de sus remanentes resultantes de cada ejercicio anual, un fondo de reserva legal destinado a la reposición y ampliación de largo plazo, según se defina en el reglamento.



El fondo mencionado en el inciso anterior no podrá ser destinado a fines distintos a la reposición y ampliación de la infraestructura y deberá ser mantenido en instrumentos de inversión de emisores inscritos en el registro de valores, cuya clasificación de riesgo y tipo de instrumento serán definidos en el reglamento.



Artículo 49.- Responsabilidad por mantenimiento y reposición. Los costos de mantenimiento y reposición del arranque de agua potable y la unión domiciliaria, del sistema de agua potable y saneamiento rural, respectivamente, serán de cargo del operador.



El mantenimiento y reposición de las instalaciones interiores domiciliarias de agua potable y de saneamiento serán de exclusiva responsabilidad y cargo del propietario del inmueble.



Artículo 50.- Uso de instalaciones y equipos. Corresponderá siempre a los operadores el uso y goce exclusivo de los bienes indispensables regulados en el artículo 12 de esta ley, y sólo podrán destinar dichas instalaciones a la realización de las actividades indicadas en el artículo 45.



Sin perjuicio de lo anterior, la asamblea general o la junta general, según corresponda, en sesión extraordinaria y por mayoría simple de los miembros presentes, podrá autorizar el uso y goce de los citados bienes para el desarrollo de otras actividades, siempre que no se limite, entorpezca o afecte de modo alguno la provisión de los servicios sanitarios rurales, y se cumpla con la normativa vigente. Para estos efectos, la asamblea general o la junta general deberán constituirse con al menos el cincuenta por ciento de sus miembros.



Artículo 51.- Vertimiento de aguas tratadas en canales de regadío. Los operadores de tratamiento y disposición podrán solicitar, a la organización de usuarios respectiva, autorización para el vertimiento de las aguas tratadas en un canal.



En caso de que la organización de usuarios negare la autorización, o no se llegue a acuerdo, el operador podrá recurrir al juzgado de letras en lo civil de la comuna correspondiente al punto de descarga propuesto para que éste, conforme al procedimiento sumario establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, lo autorice a verter las aguas tratadas en el canal, estableciendo las contraprestaciones correspondientes.



El juez sólo podrá autorizar al operador a verter las aguas tratadas en un canal en caso que se trate de la solución de tratamiento y disposición más adecuada desde el punto de vista técnico y económico, que no se afecten actividades económicas que para su desarrollo utilicen las aguas del canal, y que las aguas tratadas cumplan con las exigencias que establece la normativa vigente aplicable.



Artículo 52.- Derechos de los usuarios. Las prestaciones en que se traduzca el cumplimiento de las obligaciones de los operadores establecidas en esta ley serán sin perjuicio de los demás derechos establecidos en otras normas relacionadas con los servicios sanitarios rurales, todos los cuales constituyen el estatuto mínimo de los derechos que amparan a los usuarios.



Artículo 53.- Derechos del operador. Son derechos del operador:



a) Cobrar, por las etapas del servicio sanitario rural prestadas, las tarifas a que se refiere el Título V de esta ley. Para estos efectos, las boletas o facturas deberán permitir la fácil comprensión de cada cobro efectuado.



b) Cobrar reajustes e intereses corrientes por las cuentas que no sean canceladas dentro de los plazos señalados en el reglamento.



c) Cobrar los costos de cobranza extrajudicial en que haya incurrido el operador.



d) Suspender, previo aviso de 30 días, los servicios a usuarios que adeuden el pago de una o más boletas o facturas y cobrar el costo de la suspensión y de la reposición correspondiente.



e) Suspender el servicio a los usuarios de servicio sanitario rural primario que destinen el agua a un fin distinto del establecido en el artículo 5° de esta ley.



f) Suspender el servicio a los usuarios respecto de los cuales se compruebe que han causado daño a las instalaciones, equipos o bienes del operador.



g) Cobrar el costo de las reparaciones de daños y desperfectos causados en los arranques de agua potable y uniones domiciliarias de alcantarillado, redes de distribución y redes de recolección, a causa del mal uso o destrucción de las mismas por el usuario.



h) Proponer y postular, cuando corresponda, en representación de los usuarios, a subsidios a la inversión en los sistemas rurales de agua potable, en particular al establecido en la ley Nº 18.778 y su reglamento.



i) Exigir al usuario de la propiedad servida la conexión a las instalaciones de agua potable o alcantarillado, según fuere el caso, cuando existan causas debidamente calificadas por la autoridad sanitaria.



Los derechos anteriormente señalados se ejercerán sin perjuicio de las atribuciones que el Código Sanitario le entrega al Ministerio de Salud.



Artículo 54.- Mérito ejecutivo. Las boletas o facturas que se emitan por la prestación de los servicios sanitarios rurales o por los trabajos en los arranques de agua potable rural o uniones domiciliarias de alcantarillado rural, incluidos sus reajustes e intereses, tendrán mérito ejecutivo sólo en cuanto al cobro de aquellas prestaciones.



Artículo 55.- Modificaciones de niveles de servicio. Se podrán modificar los niveles de servicio de los operadores, a proposición de la Superintendencia, previo conocimiento de éstos, mediante decreto supremo que deberá llevar la firma del Ministro de Obras Públicas. Dicho decreto supremo deberá ser fundado y basado en criterios de carácter objetivo. Los niveles de servicio podrán diferenciarse entre segmentos de operadores.



En caso de que por modificaciones de los planes reguladores el área de servicio de una licenciataria quede total o parcialmente incorporada en el área urbana, el Ministerio podrá modificar los niveles de servicio de la licencia, a proposición de la Superintendencia. En este caso, la licenciataria deberá modificar su plan de inversiones para incorporar las nuevas exigencias. La modificación de los niveles de servicio y la aprobación de las del plan de inversiones se harán conforme al procedimiento que establezca el reglamento.



Artículo 56.- Facultad de acceso del operador. El usuario deberá permitir el acceso a su inmueble del personal del operador, identificado como tal, para el ejercicio de las funciones que dicen relación con la prestación de los servicios.



Artículo 57.- Inmueble que recibe el servicio. En el inmueble que recibe el servicio de agua potable o de alcantarillado de aguas servidas quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio sanitario rural para con el operador.

Capítulo 2

Causales de incompatibilidad, de cesación en los cargos y censura de dirigentes de operadores



Artículo 58.- Incompatibilidades e inhabilidades. Serán incompatibles los cargos de alcalde y consejero regional con los cargos directivos o pertenecientes a los órganos de administración o de fiscalización de los comités y cooperativas de servicios sanitarios rurales.



Desde la inscripción de su candidatura, cesará en sus funciones cualquier dirigente de comité o cooperativa de los indicados en el inciso anterior que postule al cargo de alcalde.



Las demás incompatibilidades y las causales de inhabilidad y cesación en el cargo aplicables a la organización de las cooperativas de servicios sanitarios rurales se regirán por la Ley General de Cooperativas y su legislación complementaria.



Artículo 59.- Cesación en el cargo de los dirigentes de los comités. Los dirigentes de los comités de servicio sanitario rural cesarán en sus cargos:



a) Por el cumplimiento del período para el cual fueran elegidos.



Los estatutos del comité podrán establecer períodos diferenciados de tiempo para cada cargo, a fin de permitir la renovación del directorio por parcialidades.



b) Por renuncia presentada por escrito al directorio, cesando en sus funciones y responsabilidades al momento en que éste tome conocimiento de aquélla.



c) Por inhabilidad sobreviniente, calificada en conformidad con los estatutos.



d) Por censura acordada por mayoría simple de los miembros presentes o representados en asamblea extraordinaria especialmente convocada al efecto. Para estos efectos, la asamblea extraordinaria deberá constituirse con al menos el cincuenta por ciento de los miembros del comité.



e) Por pérdida de la calidad de afiliado a la respectiva organización.



f) Por pérdida de la calidad de ciudadano.



g) Por condena por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva.



Artículo 60.- Censura de los dirigentes de los comités. Será motivo de censura la trasgresión por los dirigentes de cualesquiera de sus deberes legales, o de algún derecho de un miembro de un comité de servicio sanitario rural.



Artículo 61.- Censura al directorio del comité. Los comités de servicio sanitario rural deberán confeccionar anualmente un balance o una cuenta de resultados, según el sistema contable con que operen, y someterlos a la aprobación de la asamblea. El incumplimiento de esta obligación será causal de censura para todo el directorio de la organización. Asimismo, será causal de censura para el directorio, el rechazo del balance o cuenta de resultados anual, en dos oportunidades sucesivas por a lo menos dos tercios de la asamblea.

Capítulo 3

Viáticos para dirigentes de los comités



Artículo 62.- Viáticos para dirigentes de comités. La asamblea general extraordinaria de un comité de servicio sanitario rural podrá acordar, por mayoría simple de los miembros presentes o representados en ella, viáticos en dinero para sus dirigentes. Estos viáticos, con el debido respaldo, deberán ser rendidos a la asamblea general y serán destinados a gastos de traslado, alimentación, alojamiento y otros similares necesarios para el ejercicio del cargo y su capacitación como dirigentes.

TITULO V

DE LAS TARIFAS



Artículo 63.- Reglas y principios generales. Los servicios sanitarios rurales estarán sujetos a las normas sobre fijación de tarifas y demás cobros de agua potable y saneamiento que se establecen en la presente ley y su reglamento.



Las tarifas siempre deberán permitir recuperar los costos indispensables de operación y mantenimiento. Adicionalmente, las tarifas podrán establecer distintos niveles de recuperación de los costos de inversión y reposición, según el segmento en que sea clasificado el operador conforme a lo dispuesto en el artículo 77.



Se calcularán separadamente las tarifas correspondientes a las diversas etapas del servicio sanitario rural, cuando existan.



Las fórmulas tarifarias a utilizar deberán incluir un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico.



El procedimiento de determinación de las tarifas deberá ser fácilmente comprensible por los usuarios, y el costo de dicho procedimiento deberá ser proporcional a la magnitud de los servicios sanitarios rurales a tarificar.



Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia, conforme al procedimiento establecido en este Título.



La Superintendencia podrá agrupar distintos servicios, bajo la denominación de sistemas tipo, considerando su tamaño y otras variables de costo relevantes definidas en el reglamento.



Asimismo, definirá los casos en que la fijación tarifaria se hará individualmente en atención al tamaño del servicio o a singularidades técnicas, geográficas o de otra especie, que lo justifiquen.



Artículo 64.- Determinación de la tarifa de autofinanciamiento. La tarifa de autofinanciamiento, compuesta por un cargo fijo mensual y cargos por metro cúbico, es aquella que permite recuperar la totalidad de los costos indispensables de operación, mantenimiento, inversión y reposición.



La tarifa de autofinanciamiento se calcula a partir del costo total de largo plazo, entendiéndose éste como aquel valor anual constante requerido para cubrir tanto los costos de operación y mantenimiento eficientes como los de reposición e inversión eficientes, de un proyecto de inversión optimizado.



Dicho valor anual deberá ser consistente con un valor actualizado neto igual a cero, en un horizonte congruente con la vida útil económica de los activos. Para estos efectos, se deberá considerar la depreciación de los activos, la tasa de tributación vigente, la tasa de costo de capital y los aportes de terceros.



La tasa de costo de capital aplicable será única para todos los sistemas definidos y corresponderá a una tasa interna de retorno promedio ofrecida por el Banco Central de Chile, más un premio por riesgo. La metodología para su determinación será definida en el reglamento.



El procedimiento para la determinación de los cargos tarifarios y metros cúbicos a considerar corresponderá al que se establezca en el reglamento.



Artículo 65.- Procedimiento de determinación del nivel tarifario. El nivel tarifario es aquel calculado por la Superintendencia rebajando de la tarifa de autofinanciamiento el subsidio o la inversión pública a que se refiere el Capítulo 4 del Título VI.



La Superintendencia calculará, mediante resolución fundada, el nivel tarifario correspondiente a los sistemas tipo y a los sistemas de tarificación individual.



Artículo 66.- Procedimiento de determinación de la tarifa a cobrar al usuario. La tarifa a cobrar al usuario se determina para cada servicio sanitario rural, y es aquella que debe pagar efectivamente el usuario.



En los casos en que proceda la aplicación del subsidio establecido en la ley N° 18.778, el usuario pagará la parte de la tarifa a cobrar que no cubra dicho subsidio.



Una vez comunicado el nivel tarifario al operador, en la forma que determine el reglamento, éste lo pondrá en conocimiento de la asamblea, la que en el plazo de sesenta días podrá aceptarlo o acordar su variación hasta un 5%. En estos casos, el nivel tarifario aceptado o ajustado por la asamblea corresponderá a la tarifa a cobrar a los usuarios.



En caso de que la asamblea acordare solicitar una variación superior al porcentaje indicado en el inciso precedente deberá presentar, a su costa, una contrapropuesta que será aceptada o rechazada por la Superintendencia en un plazo de sesenta días contados desde su presentación completa. Los requisitos, procedimientos y plazos para presentar la contrapuesta y para el pronunciamiento definitivo de la Superintendencia serán fijados en el reglamento. El dictamen de la Superintendencia, en todo caso, será definitivo y obligatorio.



Vencido el plazo indicado en el inciso tercero sin un pronunciamiento de la asamblea, la tarifa a cobrar a los usuarios corresponderá a la informada por la Superintendencia.



Los procedimientos, requisitos y plazos para la fijación de la tarifa a cobrar al usuario de los sistemas de tarificación individual se establecerán en el reglamento.



Las tarifas a cobrar a los usuarios serán fijadas mediante decreto supremo dictado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.



Artículo 67.- Período tarifario. Las tarifas serán determinadas por la Superintendencia cada cinco años.



Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso por primera vez, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda conforme al artículo 65, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.



Artículo 68.- Reajustabilidad de la tarifa. Las tarifas a cobrar a los usuarios se reajustarán cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, 5% del Índice de Precios al Consumidor informado por el Instituto Nacional de Estadísticas o en caso de que alguna de las variables de costos definidas como relevantes por el reglamento experimente un aumento de al menos 3%. El operador deberá informar del reajuste a los usuarios, en la forma y oportunidad definidas en el reglamento.



Artículo 69.- No discriminación de la tarifa. No existirá gratuidad o rebaja parcial del cobro por la prestación de los servicios ni discriminación alguna, salvo las excepciones otorgadas por los operadores a usuarios y a sus expensas. No obstante, los operadores no podrán establecer diferencias en sus tarifas, cargos o cualquier otro concepto, dentro de un mismo sistema, salvo entre el servicio sanitario rural primario y secundario y en los demás casos que esta ley los autorice.



Artículo 70.- Obligación de pago. La tarifa deberá ser pagada por el ocupante de la propiedad, a cualquier título, sin perjuicio de que en el inmueble que recibe el servicio quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio para con el operador.



Artículo 71.- Prestación regulada. Todas aquellas prestaciones de carácter sanitario efectuadas por el operador, que no se encuentren reguladas en esta ley y se presten con características monopólicas, serán tarificadas de conformidad con este Título.

TITULO VI

INSTITUCIONALIDAD

Capítulo 1

Política nacional de servicios sanitarios rurales



Artículo 72.- Política de asistencia y promoción. El Ministerio de Obras Públicas, con la información técnica que recabe de los Ministerios de Salud, de Planificación, de Vivienda y Urbanismo, y de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, determinará la política de inversión, asistencia técnica y financiera, supervisión y promoción para la organización de los operadores de servicios sanitarios rurales.



Dicha política se ejecutará mediante programas acordados con los gobiernos regionales.



La política de asistencia y promoción deberá considerar, además, a los habitantes rurales que residan fuera del área de servicio de los operadores.



La política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales se definirá y ejecutará por el Ministerio de Obras Públicas, sin perjuicio de las atribuciones y competencias que correspondan a otros organismos públicos.



Artículo 73.- Reconocimiento. La política para la asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales reconoce la función social y el rol integrador de los grupos intermedios que desarrollan sus actividades basados en los principios de participación comunitaria y de ayuda mutua, garantizando su ejercicio a toda persona, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.



Del mismo modo, cada uno de los miembros de las organizaciones comunitarias y de las fundadas en el principio de ayuda mutua a que esta ley atribuye el derecho a ser titulares de permisos y licencias, tiene derecho a elegir y a ser elegido para la dirección, administración y control de la gestión de las respectivas organizaciones, sin perjuicio de los demás derechos que otras leyes le confieren para la protección de su calidad de usuarios o consumidores.



Artículo 74.- Principios. La política sobre los servicios sanitarios rurales estará fundada en los siguientes principios:



a) De protección de la ayuda mutua, para el caso de los derechos inherentes de los servicios sanitarios rurales.



b) De igualdad de participación y de decisión de los integrantes de los órganos administradores y ejecutores de los operadores de los servicios sanitarios rurales, bajo la condición de que dichos integrantes den oportuno cumplimiento a sus obligaciones.



c) De no discriminación respecto del servicio sanitario rural.



d) De eficiencia económica en la disposición y administración de los recursos, de modo que propenda a la autosustentabilidad económica del servicio.



e) De transparencia en la gestión y administración del servicio, para con sus socios, usuarios y la comunidad en general.



f) De promoción del uso sostenible del agua y de los demás componentes ambientales involucrados.



Artículo 75.- Consejo Consultivo. Créase el Consejo Consultivo para la orientación de la política de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales. El Consejo Consultivo deberá ser oído por el Ministerio y estará compuesto por los siguientes integrantes:



a) Un representante del Ministerio de Obras Públicas, quien lo presidirá.



b) Un representante del Ministerio de Hacienda.



c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.



d) Un representante del Ministerio de Salud.



e) Un representante del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.



f) Un representante del Ministerio de Planificación.



g) Un representante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.



h) Un representante de la Subsecretaría de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior.



i) Un representante de la Asociación de Municipalidades que reúna la mayor cantidad de municipios asociados a nivel nacional.



j) Tres representantes de los dirigentes de las cooperativas de servicios sanitarios rurales.



k) Tres representantes de los dirigentes de los comités.



l) Tres representantes de federaciones o confederaciones de operadores de servicios sanitarios rurales, sean de carácter nacional, regional o provincial.



El Consejo sesionará, al menos, dos veces al año. El Reglamento determinará el procedimiento de funcionamiento del Consejo. Los integrantes del Consejo a que se refieren las letras j), k) y l) del inciso primero percibirán una asignación para gastos de traslado, alojamiento y alimentación por cada sesión a la que asistan, con cargo al presupuesto del Ministerio.



El mecanismo de elección de los integrantes del consejo consultivo establecidos en las letras j), k) y l) será fijado en el reglamento y deberá considerar la renovación periódica de los representantes. Para el caso de la elección de los representantes de las letras j) y k), dicho mecanismo deberá asegurar que cada dirigente que se elija corresponda a una Región distinta, que se respete la adecuada representación de los segmentos, y que estén representados comités y cooperativas que no se encuentren afiliados a ninguna federación. Del mismo modo, dicho mecanismo asegurará la no discriminación de las personas representantes por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.



El Secretario Ejecutivo del Consejo será el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Públicas. Sus funciones serán citar a las sesiones, levantar acta de éstas, el seguimiento de los acuerdos adoptados y las demás que el Consejo o el reglamento le encomienden.

Capítulo 2

Del registro y clasificación de operadores



Artículo 76.- Registro de operadores de servicios sanitarios rurales. El Ministerio tendrá a su cargo un registro público de los operadores de servicios sanitarios rurales, de los permisos y licencias otorgadas, y de los demás antecedentes que el Reglamento establezca.



El registro establecido en el inciso anterior deberá encontrarse actualizado y para su libre consulta en el sitio electrónico del Ministerio.



Artículo 77.- Clasificación de los operadores. Para los efectos de esta ley, los operadores se clasificarán en tres segmentos: a) AAA; b) AA, y c) A.



El reglamento definirá un procedimiento para la clasificación en los distintos segmentos.



Para la clasificación de los operadores se considerarán, además de la calidad de la gestión técnica, administrativa y financiera del operador, las siguientes características del sistema servido:



a) Población abastecida.



b) Cercanía al área urbana.



c) Condiciones económicas y sociales de la población abastecida.



d) Condiciones de aislamiento.



e) En caso de que corresponda, el carácter de comunidad indígena conforme a la ley Nº 19.253 y sus disposiciones reglamentarias.



f) La oferta hídrica y las condiciones geográficas y topográficas.



Artículo 78.- Autoridad encargada de clasificar a los operadores. El Ministro de Obras Públicas clasificará en distintos segmentos a los operadores, en conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior y en el reglamento.



La clasificación tendrá una vigencia de 5 años, pudiendo el operador, la Superintendencia o el Departamento de Cooperativas solicitar su reclasificación en cualquier momento, por razones fundadas.



La clasificación deberá constar en el Registro de operadores de servicios sanitarios rurales.

Capítulo 3

Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales



Artículo 79.- Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales. Créase, en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que estará a cargo de un funcionario que tendrá el título de Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales.



Artículo 80.- Funciones. Serán funciones de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales:



a) Ejecutar la política de asistencia y promoción conforme lo instruido por el Ministro de Obras Públicas.



En el ejercicio de esta función podrá implementar programas y proyectos dirigidos especialmente a los habitantes del área rural que residan fuera del área de servicio de los operadores.



b) Administrar el Registro de operadores.



c) Proponer al Ministro de Obras Públicas la clasificación de los operadores, y el aporte financiero del Estado a que se refieren los artículos 84 y 85, para cada segmento.



d) Asesorar a los operadores, directamente o a través de terceros.



e) Formular proyectos de servicios sanitarios rurales y evaluarlos económica, técnica y socialmente.



f) Contratar la inversión sectorial y actuar como unidad técnica para la contratación de la inversión de los gobiernos regionales u otras instituciones públicas en materias relacionadas con servicios sanitarios rurales.



g) Revisar, previa consulta a la Superintendencia, el plan de inversión.



h) Pedir informes y auditar la contabilidad de las licenciatarias y permisionarios.



Para estos efectos podrá encargar la revisión del funcionamiento administrativo, contable y financiero a personas naturales o jurídicas inscritas en alguno de los registros públicos que el reglamento determine.



La Subdirección determinará las facultades con que estas entidades podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; dictará las normas relativas al cumplimiento de éstas y a los sistemas y procedimientos de trabajo, y fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.



i) Aprobar, directamente o a través de terceros, la puesta en operación de las obras de cada operador.



j) Solicitar el ejercicio de las facultades de supervisión o de fiscalización al Departamento de Cooperativas, a la Superintendencia, o al Ministerio de Salud, cuando correspondiere.



k) Visar técnicamente los proyectos.



l) Las demás que la ley le asigne.



Artículo 81.- Facultad de acceso de los funcionarios de la Subdirección. Los funcionarios de la Subdirección tendrán libre acceso a las obras, a sus dependencias y, en general, a todo inmueble o instalación de los operadores destinados a la prestación del servicio sanitario rural, a objeto de realizar las funciones que les son propias.



Artículo 82.- Designación de administradores temporales. El Ministro podrá designar como administrador temporal, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 33, a alguno de los profesionales que cumpliendo los requisitos que se establezcan en el reglamento, esté inscrito en un registro especial que será administrado por la Subdirección. La Subdirección podrá eliminar del registro a estas personas o no renovar su inscripción, cuando no cumplan sus funciones y los requisitos establecidos.



El reglamento determinará las facultades con que éstos profesionales podrán actuar; fijará los requisitos técnicos que deban cumplir con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones; fijará las normas relativas al cumplimiento de éstas y a los sistemas y procedimientos de trabajo, y fijará los requisitos que deban cumplir y las garantías que deban rendir para su correspondiente inscripción.



Artículo 83.- Información. La Subdirección podrá requerir a los operadores la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones.



Los operadores deberán informar a la Subdirección de cualquier hecho esencial relativo a la operación del servicio sanitario rural, inmediatamente después de ocurrido éste, o a más tardar dentro de los tres días siguientes desde que se tomó conocimiento del mismo, aun cuando no hubiere mediado requerimiento del citado organismo. En caso de que se trate de hechos que afecten las condiciones sanitarias de la prestación del servicio, el operador deberá informar además a la autoridad sanitaria.



Para los efectos del inciso anterior, se entenderá como esencial todo hecho que pueda afectar gravemente la continuidad, calidad y seguridad del servicio sanitario rural, para un número de usuarios igual o superior al porcentaje que indique el reglamento.

Capítulo 4

Inversión pública y subsidios en los servicios sanitarios rurales



Artículo 84.- Inversión pública. La inversión para promover, formar e instalar servicios sanitarios rurales nuevos se definirá por el Ministerio conforme a lo establecido en los artículos 85, 86 y 87, pudiéndose considerar el aporte de los beneficiarios.



El Ministerio de Obras Públicas podrá decidir, por razones de emergencia, inversiones en ejecución de obras para servicios sanitarios rurales existentes o nuevos, sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior.



Artículo 85.- Subsidio a la inversión. El subsidio a la inversión a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 18.778 podrá destinarse a cualquiera de las etapas de los servicios sanitarios rurales existentes.



La infraestructura financiada total o parcialmente con el subsidio a la inversión tendrá el carácter de reserva legal, formará parte de los bienes indispensables establecidos en el artículo 12 de la presente ley y se denominará Fondo de Reserva Subsidio Estatal.



La selección de los estudios, proyectos y obras subsidiables se hará de conformidad a lo dispuesto en los tres artículos siguientes.



Artículo 86.- Criterios de elegibilidad. El Ministerio, con consulta al gobierno regional respectivo, definirá para cada Región las características de los proyectos a financiar para el año siguiente y los criterios de elegibilidad. Entre los criterios de elegibilidad se podrán considerar requisitos diferenciados para cada uno de los segmentos de operadores indicado en el artículo 77.



Artículo 87.- Procedimiento de selección de proyectos. Los operadores podrán presentar a la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales solicitudes de financiamiento total o parcial de proyectos de servicios sanitarios rurales.



El Ministerio de Obras Públicas, por medio de la Secretaría Regional Ministerial respectiva, presentará cada año al gobierno regional un listado de proyectos de servicios sanitarios rurales ya evaluados que cumplan los criterios de elegibilidad definidos conforme a lo dispuesto en el artículo anterior. Para la evaluación de los proyectos por parte del organismo público competente bastará que esté dictado el acto expropiatorio respectivo.



El gobierno regional respectivo seleccionará, fundadamente, los proyectos beneficiados con los recursos asignados a la Región, entre los proyectos incluidos en el listado que le entregue el Ministerio conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.



Los proyectos seleccionados por el gobierno regional serán financiados hasta su plena ejecución, aunque aquello comprometa presupuestos de ejercicios posteriores.



Los demás aspectos relacionados con la distribución del subsidio, con la elaboración del programa bianual y con el sistema de postulación, de selección y de priorización de los estudios, proyectos u obras a ejecutar se establecerán en el reglamento. En éste se podrán considerar, además, para casos excepcionales, los requisitos y condiciones necesarios para la entrega del subsidio al operador, previo a la ejecución completa de las obras.



En caso de que otras entidades aporten recursos para el financiamiento de los estudios, proyectos u obras a que se refieren los artículos 84 y 85 de esta ley, sus aportes se aplicarán en las mismas condiciones establecidas en este artículo.



Artículo 88.- Ventanilla única. Todo programa de inversión cuyos fondos sean aplicables al servicio sanitario rural deberá ser contratado por medio de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, en las condiciones que fije el reglamento, ya sea que se financie con recursos sectoriales o con recursos regionales, en cuyo caso actuará como unidad técnica. Los demás programas de asistencia y promoción de los servicios sanitarios rurales que el Estado promueva, cualquiera sea su naturaleza, deberán ser informados al Consejo Consultivo, para facilitar la coordinación y unidad de acción entre organismos del Estado.



La Subdirección podrá suscribir convenios con otros organismos públicos, para la contratación por parte de ellos de los programas de inversión aplicables al servicio sanitario rural. En todo caso, la Subdirección mantendrá la función de visar técnicamente los proyectos.



Artículo 89.- Bienes aportados por el Estado. Por decreto supremo suscrito por el Ministro de Obras Públicas bajo la formula “por orden del Presidente de la República”, las obras o proyectos financiados o ejecutados por el Estado que integren un sistema sanitario rural deberán ser cedidos o transferidos a cualquier título a los operadores.



Serán transferidos a los operadores los derechos de aprovechamiento de aguas que, siendo de propiedad fiscal, sean necesarios para la prestación de servicios sanitarios rurales. Dichos derechos se mantendrán bajo el dominio de los operadores en tanto sean usados para la prestación del servicio sanitario rural, pasando de pleno derecho al dominio del Ministerio en cuanto cese dicha condición. Se entenderá que cesa la condición en caso de haberse declarado desierta la licitación del permiso o licencia. La transferencia a los operadores se hará mediante resolución de la autoridad correspondiente, debiendo ajustarse a lo dispuesto en el artículo 150 del Código de Aguas.



En caso de cambio de operador, los derechos se transferirán gratuitamente y de pleno derecho a quien detente la calidad de tal, desde el otorgamiento de su licencia o permiso.



Los bienes a que se refiere este artículo serán considerados como aportados por terceros para fines tarifarios, e indispensables para los efectos del artículo 12.



Artículo 90.- Expropiaciones y donaciones. Los bienes inmuebles necesarios para la prestación de los servicios sanitarios rurales se declaran de utilidad pública y su expropiación se efectuará por intermedio del Ministerio, conforme a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.186, de 1978.



La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales podrá aceptar donaciones o erogaciones consistentes en dinero o en dación de cosas, sean éstas muebles o inmuebles, para la ejecución de obras o el financiamiento total o parcial de expropiaciones, destinadas a la prestación de los servicios sanitarios rurales. En caso de recibir donaciones o erogaciones para el financiamiento parcial de expropiaciones, el Estado financiará la diferencia con fondos sectoriales o regionales.



Una vez aceptada y materializada la entrega de las donaciones o erogaciones a que se refiere el inciso precedente, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales la aprobará por orden interna para los efectos de la contabilización correspondiente en la Dirección de Contabilidad y Finanzas de la Dirección General de Obras Públicas. Copia de esta orden se enviará a la Contraloría General de la República. Para estas donaciones no se requerirá el trámite de insinuación judicial.



Artículo 91.- Regularización de bienes. En caso de que un operador solicite que se le reconozca la calidad de poseedor regular de bienes inmuebles necesarios para la prestación de su servicio sanitario rural, conforme al procedimiento establecido en el decreto ley N° 2.695, de 1979, servirá como plena prueba de su posesión material la existencia en el inmueble de alguno de los bienes indicados en las letras f), g), h), i) y j) del artículo 12, siempre que el bien haya estado en uso al menos durante los cinco años anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de regularización.

Capítulo 5

De la Regulación y Fiscalización



Artículo 92.- Superintendencia de Servicios Sanitarios. La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá ejercer las atribuciones y facultades regulatorias y fiscalizadoras respecto de todo operador de un servicio sanitario rural.



Para efectos de su fiscalización, la Superintendencia ejercerá respecto de las entidades fiscalizadas las mismas facultades que le confiere la ley Nº 18.902, que crea la Superintendencia de Servicios Sanitarios.



La fiscalización se realizará directamente por las oficinas que la Superintendencia tenga destacadas en las distintas regiones del país o por las que se creen en el futuro, según se consideren los recursos humanos y financieros necesarios.



Artículo 93.- Condiciones especiales de servicio. Las instrucciones y órdenes que dicte la Superintendencia en ejercicio de sus facultades normativas y de control podrán considerar condiciones especiales de servicio respecto de operadores.



Artículo 94.- Rol del Departamento de Cooperativas. El Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, dentro del ámbito de sus competencias, dictará las normas que estime necesarias para facilitar la aplicación de la presente ley.



Artículo 95.- Mecanismos de autorregulación y transparencia. El reglamento establecerá mecanismos de autorregulación y de transparencia de la gestión y resultados de los comités y cooperativas de servicio sanitario rural. Asimismo, incentivará la libre iniciativa de los comités y cooperativas para cumplir los objetivos de autorregulación y transparencia.



Artículo 96.- Sanciones. Sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda aplicar a la Superintendencia o a otros organismos públicos de conformidad a ésta u otras leyes, los operadores podrán ser objeto de la aplicación de las siguientes multas a beneficio fiscal por parte de la Superintendencia:



a) De una a veinte unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones que importen deficiencias en la calidad, continuidad u obligatoriedad de los servicios, cobros indebidos, trato económico discriminatorio a los usuarios, deficiencias en la atención de los reclamos de los usuarios, daño a las redes u obras generales de los servicios, o incumplimiento de la obligación de entregar la información requerida por la Superintendencia en conformidad a la ley.



b) De una a veinte unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones cometidas por los operadores, que importen el no acatamiento de las obligaciones y plazos establecidos en esta ley, así como de las órdenes escritas y requerimientos, debidamente notificados, y plazos fijados por la Superintendencia, en ejercicio de las atribuciones que la ley le encomiende, en relación con materias de su competencia.



c) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea, a cualquiera de las autoridades que esta ley faculta para requerirla.



d) De cinco a cien unidades tributarias mensuales cuando se trate del incumplimiento del plan de inversiones.



e) De diez a cien unidades tributarias mensuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población, o que afecten a la generalidad de los usuarios de los servicios.



Para la determinación del monto de las multas antes señaladas se debe considerar el segmento en que está clasificado, conforme al artículo 77, el operador sancionado.



El afectado podrá reclamar de la aplicación de la multa, conforme a lo dispuesto  en el artículo 13 de la ley N° 18.902.



Artículo 97.- Modificaciones Ley de Cooperativas. Introdúcense, en el decreto con fuerza de ley Nº 5, del año 2004, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, las siguientes modificaciones:



1.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 68, la frase “y de agua potable”, por “, de servicios sanitarios rurales”.



2.- Sustitúyese, en el epígrafe del capítulo 2) del Título III, la expresión “Agua Potable”, por “y de Servicios Sanitarios Rurales”.



3.- Reemplázase, en el artículo 73, la frase “de abastecimiento y distribución de agua potable”, por “de servicios sanitarios rurales”.



Artículo 98.- Modificaciones Ley Subsidio Agua Potable. Suprímese, en el inciso tercero del artículo 10 de la ley Nº 18.778, la frase “entre sistemas rurales de agua potable específicos que cumplan los criterios de elegibilidad establecidos en el Reglamento”.



Artículo 99.- Modificaciones a Planta. Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 143, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, incorporando en la planta de directivos el cargo denominado Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales, y asígnasele el grado 2° de la Escala Única de Remuneraciones.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



ARTÍCULO PRIMERO.- El reglamento de esta ley será dictado dentro de los 180 días siguientes a la fecha de su entrada en vigencia.



ARTÍCULO SEGUNDO.- Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del reglamento de esta ley, los comités y cooperativas de agua potable rural existentes deberán solicitar su inscripción en el Registro de operadores de servicios sanitarios rurales, para lo cual deberán acreditar la vigencia de su personalidad jurídica y la efectividad de estar prestando el servicio. Además, deberán especificar el área que sirven.



Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia del reglamento de esta ley, todo comité o cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo, que acredite el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para obtener licencia o permiso de servicio sanitario rural, podrá solicitarlos conforme a lo establecido en los artículos 20 y 40 y por los plazos establecidos en los artículos 17 y 41, según corresponda. En estos casos, no se requerirá la presentación de la garantía de seriedad señalada en el artículo 20 de esta ley, ni se aplicará lo dispuesto en los artículos 22, 23, 25, 26 y 27.



La licenciataria deberá presentar su plan de inversiones en el plazo que el Ministerio determine en el decreto de otorgamiento, el que en todo caso no podrá ser inferior a noventa días.



Dentro del plazo de dos años establecido en el inciso segundo, todo comité o cooperativa registrado conforme al inciso primero de este artículo podrá solicitar el otorgamiento de un permiso de servicio sanitario rural provisorio. El permiso de servicio sanitario rural provisorio tendrá una vigencia de 5 años, y para su otorgamiento sólo será necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 1), 2), 3), 4) y 6) del artículo 40 de esta ley.



Los decretos que dicte el Ministro de Obras Públicas para el otorgamiento de las licencias o permisos conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto precedentes sólo se publicarán en el sitio electrónico del Ministerio, y se notificarán por carta certificada al operador.



Presentada la solicitud de permiso o licencia para la etapa de distribución de agua potable, el Ministerio otorgará conjuntamente la de recolección de aguas servidas. Sin perjuicio de lo anterior, la operación de la etapa de recolección será exigible sólo una vez que esté aprobada la puesta en operación de las redes por la Subdirección.



Dentro del plazo indicado en el inciso segundo de este artículo no podrán otorgarse concesiones de servicios sanitarios regulados por el decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1989, en las áreas que estén siendo servidas por comités o cooperativas al momento de entrada en vigencia de esta ley.



En caso de no darse cumplimiento oportuno a lo indicado en los incisos primero, segundo o cuarto de este artículo, el Ministerio de Obras Públicas llamará a licitación del permiso o licencia.



El reglamento fijará el procedimiento para el otorgamiento de permisos o licencias, para la aprobación y presentación del plan de inversiones, y para la inscripción de los operadores en el Registro.



ARTÍCULO TERCERO.- Los municipios que al momento de entrar en vigencia esta ley operen servicios de agua potable o saneamiento, podrán traspasarlos a un comité o cooperativa. En caso de que un comité o cooperativa le requiera el traspaso del servicio sanitario rural, el municipio respectivo deberá pronunciarse dentro del plazo de noventa días, contados desde el requerimiento.



ARTÍCULO CUARTO.- Para aquellos operadores a los que se haya otorgado permiso o licencia conforme a lo dispuesto en los incisos segundo y cuarto del artículo segundo transitorio, la primera fijación tarifaria deberá efectuarse de conformidad al procedimiento establecido en esta ley y su reglamento. La primera fijación tarifaria será efectuada por la Superintendencia dentro del período de 5 años contados desde el término del plazo establecido en el inciso primero del artículo segundo transitorio. En todo caso, las tarifas de las licenciatarias deberán fijarse dentro de los primeros dos años de dicho período. Para efectos de lo indicado anteriormente, la Superintendencia definirá, mediante resolución dictada en el plazo indicado en el artículo primero transitorio, un calendario regional de fijación tarifaria.



Respecto de los operadores que obtengan su licencia o permiso en el período intermedio, se aplicará el nivel tarifario que les corresponda, por el período que reste del ciclo tarifario que esté en curso.



Con todo, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en tanto no entre en vigencia la primera fijación tarifaria referida, los precios que podrán cobrar los servicios de agua potable y saneamiento rural y demás cobros sujetos a fijación de precios, de acuerdo a lo señalado en esta ley, serán los vigentes a dicha fecha con sus respectivas indexaciones.



En todo caso, cada vez que se reajusten las tarifas, los prestadores deberán comunicar previamente los nuevos valores a la Superintendencia, e informarlos a los usuarios respectivos por algún medio idóneo que dicha entidad autorice.



Para la primera fijación tarifaria la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales deberá entregar toda la información necesaria, sin perjuicio de aquella que se deba recabar directamente de los operadores rurales para tales fines, identificando claramente los bienes considerados como aportes de terceros.



ARTÍCULO QUINTO.- Los comités de agua potable rural que se transformen en cooperativas y las cooperativas constituidas para la prestación de servicios sanitarios regulados en esta ley, cuando asuman o se adecuen al nuevo estatuto cooperativo del servicio sanitario rural, ante terceros, permanecerán responsables de todas las obligaciones y titulares de todos los derechos adquiridos durante su operación anterior, como una misma e idéntica persona jurídica. Sin que esta enumeración sea taxativa, entre tales obligaciones y derechos se comprenden los de carácter laboral, previsional, tributario, sanitario y medioambiental.



ARTÍCULO SEXTO.- Los comités de agua potable rural que se conviertan en cooperativas, las existentes y las nuevas que se constituyan para la prestación del servicio sanitario rural, que realicen la respectiva conversión, adecuación o constitución, pagarán hasta el diez por ciento de los aranceles notariales del Conservador de Bienes Raíces correspondiente y de los costos de publicación en el Diario Oficial.



ARTÍCULO SÉPTIMO.- En el mismo plazo indicado en  el inciso segundo del artículo segundo transitorio, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales implementará un programa de regularización de obras y derechos de agua, de asistencia para la obtención de licencias o permisos, y de valoración técnica de los activos de los comités y cooperativas.



En igual plazo, la Subdirección podrá asistir a los comités en el proceso de transferencia de los bienes y derechos que les traspasen las concesionarias de servicios sanitarios, en cumplimiento de los compromisos y acuerdos anteriores.



ARTÍCULO OCTAVO.- Los derechos de aprovechamiento de aguas y los demás bienes, sean muebles o inmuebles, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales y que pertenezcan a alguna concesionaria de servicios sanitarios, podrán ser donados al Ministerio de Obras Públicas.



La escritura pública de donación en la que se individualicen los bienes inmuebles y derechos de aprovechamiento de aguas donados, suscrita entre el donante y el Director General de Obras Públicas, el Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales o el Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, en su caso, bastará como título suficiente para su inscripción a favor del Ministerio de Obras Públicas, en el Registro de Propiedades y en el de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo, así como para su anotación en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas a que se refiere el artículo 122 del Código de Aguas.



Estas donaciones estarán exentas del trámite de insinuación y del pago de todo tipo de tributos. Para proceder a la inscripción de los inmuebles no será necesario que se acredite el pago del impuesto territorial.



Respecto de estas donaciones no se requerirá la autorización del Ministerio de Hacienda a que se refiere el inciso segundo del artículo 4° de la ley N° 19.896.



ARTÍCULO NOVENO.- Termínase, para las concesionarias de servicios sanitarios, la obligación a que se refiere el artículo 2º transitorio de la ley Nº 19.549.



Para los efectos del presente artículo, las concesionarias deberán rendir cuenta de su gestión dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, en los términos que fije el reglamento. Adicionalmente, y dentro del plazo de un mes contado desde la entrada en vigencia de esta ley, deberán entregar a los operadores, con copia al Ministerio, toda la información técnica, financiera, administrativa y contable del comité o cooperativa asistido, que obre en su poder.



ARTÍCULO DÉCIMO.- Los bienes de propiedad de los comités que se transformen en cooperativas de servicios sanitarios rurales se considerarán como aporte inicial en carácter de reserva legal de conformidad con lo establecido en la Ley General de Cooperativas. En los casos que corresponda, según lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley, los bienes que conforman la citada reserva legal tendrán el carácter de bienes indispensables.



Los derechos en las cooperativas de servicios sanitarios rurales cuyo titular era el Servicio Nacional de Obras Sanitarias se traspasarán, por el sólo efecto de esta ley, a los demás socios de la cooperativa, a prorrata de sus aportes.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, los bienes aportados o cedidos por el Servicio Nacional de Obras Sanitarias o sus antecesores a las cooperativas de servicios sanitarios rurales, a cualquier título, que estén siendo usados para la prestación de servicios sanitarios rurales, conformarán una reserva técnica de bienes fiscales, y se les aplicará lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley.



ARTÍCULO UNDÉCIMO.- Las cooperativas que se transformaron en concesionarias de servicios sanitarios por aplicación del artículo 6° del decreto con fuerza de ley Nº 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1989, podrán, en el plazo de seis meses contados desde la entrada en vigencia de esta ley, renunciar a esta calidad, ante el Ministerio, renuncia que será sancionada por el decreto respectivo, debiendo en tal caso adecuarse a las normas establecidas en la presente ley.



Para los efectos del inciso anterior, junto con la renuncia deberán presentar la solicitud de licencia en los términos establecidos en el artículo 20, conjuntamente con los antecedentes indicados en los numerales 1 y 2 del artículo 24 de esta ley. En caso de aprobarse su solicitud de licencia, estas cooperativas quedarán clasificadas, para los efectos del artículo 77, en el segmento AAA.



ARTÍCULO DUODÉCIMO.- Para la aplicación a servicios sanitarios rurales de recursos provenientes del Banco Mundial o del Banco Interamericano de Desarrollo, en virtud de convenios suscritos con el Estado de Chile, vigentes a la fecha de publicación de esta ley, la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales ejercerá la función de visar técnicamente los proyectos.



ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- La Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales iniciará sus funciones a partir de la entrada en vigencia del reglamento de esta ley.



ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Subdirector de Servicios Sanitarios Rurales del Ministerio de Obras Publicas, quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.



ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO.- El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 75 sesionará por primera vez dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de esta ley.”.

______________

Observación de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, formulada al proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, que prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo, con informe de la 

Comisión de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de la observación formulada por Su Excelencia la Presidente de la República al proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, que prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo, y que tiene el Boletín N° 4.269-11.



Resalta que la observación del Ejecutivo busca establecer la fiscalización -por medio de la Intendencia de Prestadores de Salud- del cumplimiento de la ley, en cuanto a permitir la utilización de instrumentos mercantiles distintos del cheque para garantizar el pago de la atención de salud, prohibiendo tanto que el cheque sea requerido por los prestadores cuanto la exigencia, como garantía de pago, de la entrega de dinero en efectivo.


Agrega que en la sesión de 29 de septiembre último, el Comité Partido Renovación Nacional solicitó segunda discusión para el veto.
- - -



En segunda discusión la observación, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



Cerrado el debate y puesta en votación la observación, en general y en particular a la vez, es aprobada por 19 votos a favor, 3 abstenciones y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Girardi, Horvath, Longueira, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores García, Kuschel y Romero.



No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Matthei.


Queda terminada la discusión de este asunto.
______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, Chadwick, García y Horvath, en primer trámite constitucional, que sanciona penalmente la colusión, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que procede continuar con la discusión en general del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, Chadwick, García y Horvath, en primer trámite constitucional, que sanciona penalmente la colusión, y que tiene el Boletín N° 6.454-07.


Resalta que en la sesión de 29 de septiembre pasado se dio inició a la discusión en general de este proyecto y que en la sesión siguiente, de 30 del mismo mes, el Comité Partido Socialista solicitó segunda discusión.


Destaca que el artículo 3° ter, contenido en el número 1) del artículo 1°, y el artículo 2° del proyecto son orgánicos constitucionales, por lo que, para su aprobación, requieren del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.
- - -

A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, quien, a nombre del Comité Partido Radical Social Demócrata, y de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado, pide aplazamiento de la votación de la iniciativa en examen.


Enseguida, el señor Presidente manifiesta que queda aplazada la votación en general y pendiente el tratamiento del proyecto.

- - -



Posteriormente, expresa que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ominami y Vásquez, con el que requieren la elaboración de un informe que dé cuenta del cumplimiento, por parte del país, de las obligaciones contenidas en el 

Convenio Nº 183 de la OIT


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ominami y Vásquez, cuyo propósito es solicitar a la Primera Mandataria la elaboración de un informe respecto de las materias del Convenio N° 183 de la Organización Internacional del Trabajo -sobre Protección de la Maternidad- que Chile está cumpliendo, así como de las que no han sido incorporadas, de manera de iniciar con la mayor celeridad el proceso de ratificación de dicho instrumento internacional. Tiene el Boletín N° S 1.198-12.

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se produce el siguiente resultado: 9 votos a favor, uno en contra y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Bianchi, Cantero, Horvath, Longueira, Novoa, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Vota en contra el Honorable Senador señor Sabag.



Se abstiene el Honorable Senador señor Kuschel.


A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar este proyecto de acuerdo, por lo que corresponde darlo por rechazado.



Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el proyecto de acuerdo.

- - -



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 55ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 7 DE OCTUBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Presidente de la Comisión Nacional de Energía y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señor Marcelo Tokman y señora Ana Lya Uriarte, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

CUENTA

Proyecto de acuerdo


Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Gómez, Ávila, Cantero, Escalona, Flores, Girardi, Horvath, Longueira, Núñez, Ominami, Pizarro, Romero, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República declarar Monumento Natural y Santuario de la Naturaleza la Zona de los Géisers del Tatio (Boletín N° S 1.202-12).


-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente recaba el asentimiento unánime de la Sala para que el aludido proyecto de acuerdo sea considerado durante esta sesión, por ser atingente al tema en examen, lo que así se acuerda.
- - -


Luego, concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien solicita que se adopten las medidas necesarias para agilizar la tramitación del proyecto de ley sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad (Boletín N° 6.582-11), actualmente radicado en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.



Sobre el particular, el señor Presidente informa que los Comités hicieron presente a dicha Comisión la pertinencia de que se pronuncie en cuanto a si tal normativa tiene algún conflicto con un fallo del Tribunal Constitucional, eventualmente relacionado con la materia. En todo caso, manifiesta que la inquietud de Su Señoría se analizará el próximo martes 13 del mes en curso, a fin de que la citada iniciativa prosiga con su tramitación legislativa.
- - -


Finalmente, el señor Presidente otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, quien pide autorización para que la Comisión de Hacienda sesione paralelamente con la Sala, lo que así se acuerda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto del asunto discutido en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

______________
ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación a fin de analizar el posible daño ambiental provocado por obras efectuadas por una empresa geotérmica en los 

géisers del Tatio


El señor Presidente anuncia que procede ocuparse del asunto de la referencia.



Añade que a la sesión han sido invitados los Ministros Presidente de la Comisión Nacional de Energía y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

- - -



Acto seguido, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath, Allamand, Cantero, Núñez y Orpis, a los Ministros Presidente de la Comisión Nacional de Energía y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y a los Honorables Senadores señores Letelier, Ávila y Longueira.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Cantero requiere que se dirija oficio, en su nombre, a los Ministros de Minería y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el objeto de que informen a esta Corporación respecto de las instituciones del Estado que asumirán responsabilidades en relación con la materia abordada en la presente sesión especial y la forma en que lo harán, indicando quiénes serían sancionados, de ser ello procedente.



El señor Presidente pide el acuerdo unánime de la Sala para que se despachen tales oficios, lo que así se acuerda.

- - -



Luego, recaba igual asentimiento para prorrogar la sesión por 10 minutos, lo que así se acuerda.

- - -



A continuación, concede el uso de la palabra al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía y a los Honorables Senadores señores Girardi y Romero.



Por último, la Sala acuerda, por unanimidad, que el proyecto de acuerdo del que se dio cuenta al inicio de esta sesión sea enviado, en definitiva, a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, a fin de perfeccionar su redacción.


Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESIÓN 56ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 7 DE OCTUBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y Secretaria General de Gobierno, señor José Antonio Viera-Gallo y señora Carolina Tohá, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones cincuenta y dos y cincuenta y tres, ambas ordinarias, de los días 29 y 30 de septiembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que formula observaciones al proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que modifica el artículo 14 de la ley N° 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica (Boletín N° 5.699-03).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que regula la tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil con el objeto de prevenir su uso en hechos delictivos (Boletín Nº 4.523-15).



-- Queda para Tabla.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en cuanto a las medidas a aplicar para enfrentar los problemas existentes en las comunas y localidades situadas entre Coyhaique y Villa O’Higgins, en el ámbito de su competencia.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señor Bianchi y señoras Alvear y Matthei, mediante la cual inician un proyecto de ley que incorpora en el Estatuto Administrativo el derecho del funcionario de ausentarse del trabajo en caso de grave enfermedad de su cónyuge, conviviente o hijo menor de edad.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Gazmuri y Naranjo, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República, derogar el 12 de octubre, “Día de la Raza”, como feriado nacional, y otorgar al 24 de junio dicha calidad, como “Día de los Pueblos Originarios” (Boletín N° S 1.203-12).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de una Moción de los Honorables Senadores señor Gómez, señora Alvear y señores Bianchi, Escalona y Vásquez, mediante la cual inician un proyecto de reforma constitucional que limita la reelección de los parlamentarios (Boletín N° 6.732-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
_______________
ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


Celebrar sesiones extraordinarias de la Corporación los días 3 y 4 de noviembre próximo, de 11 a 14 horas, suprimiendo las sesiones ordinarias que deberían celebrarse en esas fechas. Ello, para permitir el uso de la Sala por la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

- - -



Luego, el señor Presidente da a conocer una petición de los Honorables Senadores señor Bianchi y señoras Alvear y Matthei, en orden a que se solicite el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de incorporar en el Estatuto Administrativo el derecho del funcionario de ausentarse del trabajo en caso de grave enfermedad de su cónyuge, conviviente o hijo menor de edad, la que fue declarada inadmisible por corresponder a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien requiere que se fije un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios (Boletín N° 6.580-01), hasta las 11 horas del martes 13 de octubre del año en curso, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Agricultura.

Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
FÁCIL DESPACHO

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social, adoptado en Santiago el 10 de noviembre de 2007, con informe 

de la Comisión de Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social, adoptado en Santiago el 10 de noviembre de 2007, y que tiene el Boletín N° 6.395-10.


Añade que su objetivo principal es mantener la continuidad de la historia previsional de los cotizantes que hayan prestado servicios en uno o más de los Estados Partes de la Comunidad Iberoamericana, a fin de que puedan acceder a una pensión.


La Comisión acogió el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Pérez Varela, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Resalta que la aprobación de la iniciativa requiere de quórum calificado.
- - -

Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Romero.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 26 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el “Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social”, adoptado en Santiago el 10 de noviembre de 2007.”.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y 

administración regional


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 3.436-07.



Añade que la controversia entre ambas ramas del Congreso se suscitó ante el rechazo de una de las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional, referida a la regulación de la administración de las áreas metropolitanas, la que sería ejercida por los gobiernos regionales.



La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la divergencia, propuso, por la unanimidad de sus miembros presentes, remitir a la ley orgánica constitucional respectiva la regulación de las áreas metropolitanas y el establecimiento de las condiciones y formalidades que permitan conferir esta última calidad a determinados territorios.



Agrega que la proposición reseñada requiere, para su aprobación, del pronunciamiento conforme de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.



Por último, destaca que, en sesión del día de ayer, la Honorable Cámara de Diputados aprobó el texto propuesto.


Así, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia suscitada entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

Artículo único
Nº 9



Consignarlo como sigue:



“9. Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 123:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la ley orgánica constitucional respectiva regulará la administración de las áreas metropolitanas y establecerá las condiciones y formalidades que permitan conferir dicha calidad a determinados territorios.”.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.


Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 25 votos a favor y uno en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag y Vásquez.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Orpis y Bianchi.



Vota en contra el Honorable Senador señor Kuschel.
- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la proposición en análisis.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política:


1. Modifícase el artículo 49, en los siguientes términos:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la palabra “país”, sustituyendo el punto seguido (.) por una coma (,), lo siguiente: “cada una de las cuales constituirá, a lo menos, una circunscripción.”.


b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva.”.


2. Reemplázase la letra e) del numeral 2) del artículo 52, por la siguiente:


“e) De los intendentes, gobernadores y de la autoridad que ejerza el Gobierno en los territorios especiales a que se refiere el artículo 126 bis, por infracción de la Constitución y por los delitos de traición, sedición, malversación de fondos públicos y concusión.”.


3. Sustitúyese, en el número 2) del artículo 57, la frase “los miembros de los consejos regionales” por “los consejeros regionales”.


4. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 112, la frase “El intendente presidirá el consejo regional y” por “Al intendente”.

5. Reemplázase el artículo 113, por el siguiente:


“Artículo 113. El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende.


El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando siempre que tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados.


Cesará en su cargo el consejero regional que durante su ejercicio perdiere alguno de los requisitos de elegibilidad o incurriere en alguna de las inhabilidades, incompatibilidades, incapacidades u otras causales de cesación que la ley orgánica constitucional establezca.


Lo señalado en los incisos precedentes respecto del consejo regional y de los consejeros regionales será aplicable, en lo que corresponda, a los territorios especiales a que se refiere el artículo 126 bis.


El consejo regional, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, elegirá un presidente de entre sus miembros. El presidente del consejo durará cuatro años en su cargo y cesará en él en caso de incurrir en alguna de las causales señaladas en el inciso tercero, por remoción acordada por los dos tercios de los consejeros regionales en ejercicio o por renuncia aprobada por la mayoría de éstos.


La ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones del presidente del consejo regional.


Corresponderá al consejo regional aprobar el proyecto de presupuestos de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos de la Nación, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación.


Los Senadores y Diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimen conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional y tomar parte en sus debates, sin derecho a voto.”.


6.- Reemplázase el artículo 114, por el siguiente:


“Artículo 114.- La ley orgánica constitucional respectiva determinará la forma y el modo en que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultura.”.


7. Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 115, por el siguiente:

“A iniciativa de los gobiernos regionales o de uno o más ministerios podrán celebrarse convenios anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios o entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio. La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios.”.


8. Derógase el inciso tercero del artículo 116.


9. Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 123:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la ley orgánica constitucional respectiva regulará la administración de las áreas metropolitanas, y establecerá las condiciones y formalidades que permitan conferir dicha calidad a determinados territorios.”.


10. Reemplázase el artículo 124, por el siguiente:


“Artículo 124. Para ser designado intendente o gobernador y para ser elegido consejero regional, alcalde o concejal, se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la ley señale y residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su designación o elección.


Los cargos de intendente, gobernador, consejero regional, alcalde y concejal serán incompatibles entre sí.


Ningún intendente, gobernador o presidente del consejo regional, desde el día de su designación o elección, según el caso, puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a la formación de causa. De esta resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.


En caso de ser arrestado algún intendente, gobernador o presidente de consejo regional por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.


Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a formación de causa, queda el intendente, gobernador o presidente del consejo regional imputado suspendido de su cargo y sujeto al juez competente.”.


11. Sustitúyense, en el artículo 125, las expresiones: “alcaldes, de miembro del consejo regional y de concejal”, por las siguientes: “alcalde, consejero regional y concejal”.”.
_______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, 

modernización del Estado y calidad de la política


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 4.716-07.


Añade que la controversia entre el Senado y la Cámara de Diputados se suscitó por el rechazo de esta última a la mayoría de las enmiendas introducidas por nuestra Corporación.



El informe de la Comisión Mixta contiene la proposición que resuelve las divergencias, la que principalmente consiste en:



1) Consagrar la obligación del Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Diputados, los Senadores y las demás autoridades y funcionarios que la ley orgánica constitucional respectiva señale de efectuar declaración de intereses y de patrimonio en forma pública.



2) Establecer que la ley orgánica constitucional aludida regulará los casos en que las autoridades mencionadas delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan un conflicto de interés en el ejercicio de su función pública, así como la enajenación de todo o parte de dichos bienes.



3) Determinar que aquellos candidatos que resulten derrotados en una elección primaria sólo quedarán impedidos de presentarse como tales en la elección asociada a esa primaria.



4) Hacer aplicable a los Ministros de Estado las incompatibilidades establecidas en el inciso primero del artículo 58 de nuestra Carta Fundamental.



Agrega que esta proposición fue acordada en forma unánime, con excepción de lo referido a las incompatibilidades aplicables a los Ministros de Estado, que contó con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez, y los votos en contra de los Honorables Diputados señores Burgos, Díaz y Eluchans. Asimismo, la supresión de la norma que prohibía presentar reformas constitucionales dentro de los 90 días anteriores a una elección fue aprobada con la abstención del Honorable Senador señor Espina.



Finalmente, resalta que, para su aprobación, los números 1 y 2 del artículo único requieren del voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, y los números 3, 4 y 5, de los tres quintos de ellos.


Así, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

Artículo único



Reemplazar su encabezamiento, por el siguiente:



“Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:”.
Número 1

(de la Cámara de Diputados y del Senado)



Sustituirlo, por el siguiente:



“1. Agréganse, en el artículo 8°, como incisos tercero y cuarto, nuevos, los siguientes:


“El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.



Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.”.”.
Número 2 de la Cámara de Diputados



Suprimirlo.
Número 3 de la Cámara de Diputados

Número 2 del Senado



Sustituirlo, por el siguiente:



“2. Reemplázase la segunda oración del párrafo quinto del número 15° del artículo 19, por las siguientes:


“Una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca dicha ley. Aquellos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos, en esa elección, al respectivo cargo. Una ley orgánica constitucional regulará las demás materias que les conciernan y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”.”.
Número 4 de la Cámara de Diputados

Número 3 del Senado



Contemplarlo como número 3, con el siguiente texto:



“3. Intercálase el siguiente artículo 37 bis:



“Artículo 37 bis. A los Ministros les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el inciso primero del artículo 58. Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe.



Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.”.”.
Número 5 de la Cámara de Diputados

Número 4 del Senado



Consultar como número 4, el siguiente texto:



“4. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:



a) Suprímense, en el inciso segundo, las expresiones “contra el Fisco”.



b) Elimínase el inciso tercero.”.
Número 6 de la Cámara de Diputados



Suprimirlo.
Número 7 de la Cámara de Diputados



Suprimirlo.
- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señor Ávila, señora Alvear, señor Orpis, señora Matthei y señor Gómez.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 29 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Escalona, Núñez, Ávila, Ruiz-Esquide y Vásquez.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

“Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:


1. Agréganse, en el artículo 8°, como incisos tercero y cuarto, nuevos, los siguientes:

“El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los diputados y senadores, y las demás autoridades y funcionarios que una ley orgánica constitucional señale, deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.


Dicha ley determinará los casos y las condiciones en que esas autoridades delegarán a terceros la administración de aquellos bienes y obligaciones que supongan conflicto de interés en el ejercicio de su función pública. Asimismo, podrá considerar otras medidas apropiadas para resolverlos y, en situaciones calificadas, disponer la enajenación de todo o parte de esos bienes.”.


2. Reemplázase la segunda oración del párrafo quinto del número 15° del artículo 19, por las siguientes:

“Una ley orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado por dichos partidos para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos resultados serán vinculantes para estas colectividades, salvo las excepciones que establezca dicha ley. Aquellos que no resulten elegidos en las elecciones primarias no podrán ser candidatos, en esa elección, al respectivo cargo. Una ley orgánica constitucional regulará las demás materias que les conciernan y las sanciones que se aplicarán por el incumplimiento de sus preceptos, dentro de las cuales podrá considerar su disolución.”.


3. Intercálase el siguiente artículo 37 bis:


“Artículo 37 bis. A los Ministros les serán aplicables las incompatibilidades establecidas en el inciso primero del artículo 58. Por el solo hecho de aceptar el nombramiento, el Ministro cesará en el cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe.


Durante el ejercicio de su cargo, los Ministros estarán sujetos a la prohibición de celebrar o caucionar contratos con el Estado, actuar como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, ser director de bancos o de alguna sociedad anónima y ejercer cargos de similar importancia en estas actividades.”.


4. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


a) Suprímense, en el inciso segundo, las expresiones “contra el Fisco”.


b) Suprímese el inciso tercero.


5. Agrégase la siguiente disposición transitoria:


“VIGÉSIMOQUINTA.- La modificación introducida en el inciso segundo del artículo 60, entrará en vigencia transcurridos ciento ochenta días a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.”.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud, con informe de la Comisión de 

Gobierno, Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 5.697-29.



Añade que, en sesión de 16 de septiembre pasado, la Sala acordó enviar la iniciativa a la Comisión para un nuevo primer informe, autorizando su discusión tanto en general cuanto en particular. Ahora bien, dicho órgano técnico comunicó que la unanimidad de sus integrantes estimó oportuno solicitar que la Sala se pronunciara acerca de la idea de legislar sobre la materia.


Resalta que el objetivo principal de la iniciativa es crear el Ministerio del Deporte y de la Juventud, que contará con una Subsecretaría del Deporte y con otra de la Juventud. El Ministerio será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en tales materias.


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.


Agrega que la iniciativa, de ser aprobada en general, deberá ser informada también por la Comisión de Hacienda en el trámite de discusión particular.


Finalmente, destaca que los artículos 2°, 4°, 6°, numerales 1), 7), 9), 16), 17) y 18); el artículo 7°, numeral 8), y el artículo 10 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren, para su aprobación, del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - -


En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Núñez y Vásquez.


En su intervención, el Honorable Senador señor Vásquez, a nombre del Comité Partido Radical Social Demócrata, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión de esta iniciativa.


Ofrecida la palabra en primera discusión, hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Ávila y Escalona.



Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de la iniciativa.

- - -



Posteriormente, anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Allamand al señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, a fin de que informe sobre la disponibilidad de terreno que indica, para eventual regularización a favor de integrantes del Comité de Adelanto Los Robles, Panguipulli.


- De la Honorable Senadora señora Alvear al señor Ministro de Justicia, requiriendo que se considere el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que recoja las ideas de una iniciativa de su autoría, relacionada con el marco legal de la Defensoría Laboral.


- Del Honorable Senador señor Bianchi a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando recursos para el Fondo Solidario I del SERVIU de la XII Región, con el objeto de permitir nuevas postulaciones en dicha zona.



- Del Honorable Senador señor Girardi a los señores Secretario Regional Ministerial de Salud y Director Regional de la CONAMA de la Región Metropolitana, a fin de pedir la paralización de las faenas de la empresa Molymet, en San Bernardo, y la adopción de otras medidas que señala.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA Y EL SERVICIO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DEL CONSUMO Y TRÁFICO DE DROGAS

(4248-06)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado tiene el honor de informaros sobre el proyecto de la suma, en tercer trámite constitucional, iniciado por Mensaje de la señora Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Tal como se señaló en el primer trámite constitucional, los artículos 1°, inciso primero; 2°, inciso segundo; 3°, letras c), k) y l); 4°; 6°, inciso final; 7°, inciso segundo; 9°; 11; 12, inciso segundo y las letras a) y b) del inciso tercero; 14; 17, inciso final; 21, números 1 a 6, 7, salvo su letra k), 8 y 11; 23, 25, número 1, y el artículo primero transitorio, en su número 4), tienen carácter orgánico constitucional y deben aprobarse con el voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto por los artículos 38, 101 y 105 de la Carta Fundamental y en atención a que las señaladas normas del proyecto inciden en diversas disposiciones de las leyes orgánicas constitucionales de Carabineros de Chile y de Bases Generales de la Administración del Estado. Cabe considerar que el numeral 4) del artículo primero transitorio modifica el artículo 8° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que en su momento fue considerado norma orgánica constitucional por el Tribunal Constitucional.

A la sesión en que se discutió el proyecto asistieron, por el Ministerio del Interior, el Subsecretario, señor Patricio Rosende, el Jefe de la División Jurídica, señor Tomás Jordán, y el asesor de esa repartición, señor Manuel Pérez. Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia concurrió el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo. Por el Instituto Libertad asistió la analista, señora Daniela Godoy. Por la Biblioteca del Congreso Nacional concurrieron los analistas, señora Alejandra Voigh y señor Juan Pablo Cavada.

- - -

DIFERENCIAS ENTRE EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS


A continuación se efectúa una relación de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado por el Senado, en el primer trámite constitucional.

Artículo 1º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 1º de tres incisos.


El inciso primero crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, cartera que tendrá por misión el colaborar con el Primer Mandatario en los temas de orden público, política y mantenimiento de la seguridad pública interior y protección de las personas y bienes, para lo cuál tomará la decisión política sobre esos asuntos, coordinará su ejecución con las demás carteras ministeriales y servicios públicos y evaluará y fiscalizará su cumplimiento.


El inciso segundo establece que esta nueva cartera ministerial será la continuadora legal del Ministerio del Interior y será competente también para todo lo relativo a la prevención, control de la delincuencia y reinserción social.


El inciso tercero señala que el nuevo Ministerio tendrá a su cargo el manejo de los asuntos administrativos de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública relativos a los objetivos de la nueva cartera.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó el inciso primero e introdujo una corrección formal al inciso segundo.

Artículo 2º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 2º de dos incisos.


El primero indica que en cumplimiento de lo señalado en el artículo 101 de la Constitución Política de la República, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública será la cartera que tendrá a su cargo la seguridad pública.


El inciso segundo señala que de la nueva cartera dependerán las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y que los jefes máximos de esas instituciones se relacionarán directamente con el Presidente de la República a través del titular de la nueva cartera.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó  el artículo. 

Artículo 3º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 3º que, en catorce literales, establece las nuevas atribuciones del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que se suman a las actuales que tiene el Ministerio del Interior. Estas nuevas atribuciones son las siguientes:


a) Proponer al Presidente de la República la política nacional de orden público y seguridad pública interior, coordinarla, actualizarla y evaluarla periódicamente a nivel nacional, regional y comunal. En el ejercicio de esta facultad, el Ministerio tomará en consideración los estudios y encuestas de alcance nacional, regional y comunal que establezcan parámetros e indicadores técnicos y objetivos, tales como victimización, revictimización, temor y denuncias;


b) Velar por la mantención del orden público en el territorio nacional;


c) Coordinar las acciones que los Ministerios y los servicios públicos desarrollen en relación con la seguridad pública interior, evaluarlas y fiscalizarlas, decidiendo su implementación, continuación, modificación y término, así como la ejecución de los programas gubernamentales en materias de control y prevención del delito, de rehabilitación y de reinserción social de infractores de ley,  sin perjuicio de llevar a cabo directamente los que se le encomienden, y velar porque los planes, programas y acciones de los ministerios y servicios públicos relativos a la seguridad pública interior se adecuen a la Política Nacional de Seguridad;


d) Mantener un sistema de documentación y estadísticas actualizado y público que permita evaluar el estado de la seguridad pública interior y la eficacia de las políticas públicas en la materia a nivel nacional, regional y comunal. Tales estadísticas se referirán, por lo menos, a la victimización, la revictimización, el temor y las denuncias, todo ello a nivel nacional, regional y comunal;


e) Ejercer las atribuciones que en materia de seguridad privada le encomiende la ley;


f) Ejecutar y promover la realización de estudios e investigaciones que tengan relación directa con la seguridad pública interior y el orden público;


g) Promover, coordinar y fomentar medidas de prevención y control de la delincuencia, la violencia y la reincidencia delictual;


h) Definir y evaluar las medidas orientadas al control de los delitos y aquellas que permitan una adecuada respuesta policial a las infracciones de la ley penal;


i) Proponer y fomentar medidas destinadas a asegurar la eficacia y efectividad de las sanciones penales;


j) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la elaboración, ejecución y evaluación de las políticas, planes y programas de seguridad interior y orden público;


k) Estudiar las necesidades financieras de las Policías, proponer su presupuesto anual y conocer y analizar sus presupuestos de adquisiciones, sin perjuicio de las atribuciones que en estas materias correspondan al General Director de Carabineros y al Director General de la Policía de Investigaciones de Chile;


l) Proponer y coordinar políticas sectoriales para el personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública en asuntos que sean de su competencia, de acuerdo a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y en la ley;


m) Evaluar el cumplimiento de las metas y objetivos de los planes y programas de seguridad pública a cargo de las instituciones policiales, y


n) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las atribuciones que le encomiende la ley.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados introdujo las siguientes modificaciones:


En la letra a), agregó que también es atribución del Ministerio del Interior y Seguridad Pública ejecutar la política nacional de orden público; precisó que la evaluación de la misma debe hacerse cada dos años, y, en relación a los datos de hecho que deberán tenerse en cuenta para cumplir con su misión, cambio la noción de “estudios y encuestas de alcance nacional, regional y comunal que establezcan parámetros e indicadores técnicos y objetivos, tales como victimización, revictimización, temor y denuncias” por “la evidencia surgida de estudios científicos que determinen aquellas medidas y programas que puedan tener mayor impacto en la reducción del delito y la violencia”.


Eliminó la letra c).


En la letra d) agregó, entre los objetivos que debe lograr el sistema de documentación y estadísticas actualizado, la evaluación de los organismos dependientes del Ministerio. Además, añadió un frase final al literal que establece que deberán considerase los factores de riesgo relevantes que puedan incidir en el fenómeno delictual.


En la letra e) añadió que en el ejercicio de las atribuciones que la ley le confiere sobre la seguridad privada, el nuevo Ministerio deberá velar que ella se coordine adecuadamente con la seguridad pública.


En la letra f) agregó, entre las materias que son objeto de los estudios e investigaciones que emprenda el Ministerio, el orden público, y la prevención, rehabilitación y reinserción social.


Finalmente, eliminó las letras i), j) y l).

Artículo 4º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 4º, que contiene dos incisos.


El primero indica que el nuevo Ministerio deberá coordinar sectorial e intersectorialmente para lograr los objetivos nacionales en materia de seguridad pública interior, orden público, prevención, rehabilitación y reinserción social.


El segundo señala que serán visados por el nuevo Ministerio el diseño y la ejecución de los programas, acciones y actividades ejecutadas para lograr lo señalado en el inciso anterior.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó el inciso primero, reemplazó en el inciso segundo la expresión “ejecución” por “evaluación, cuando corresponda”, y eliminó, en ese mismo inciso, las palabras “acciones” y “actividades”.

Artículo 5º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 5º de tres incisos. 


El primero establece que el nuevo Ministerio deberá remitir semestralmente un informe a ambas Cámaras del Congreso a través de las Comisiones que cada una de ellas designe, sobre la inversión y avances en la implementación de los programas de seguridad pública, y los resultados de las políticas públicas en la materia.


El segundo señala el objeto del informe, que debe considerar los objetivos propuestos y las metas comprometidas, los presupuestos asignados, su ejecución, las rendiciones de cuentas de los traspasos a instituciones privadas, el número de beneficiarios, las principales acciones desarrolladas, la evaluación de ellas y la metodología ocupada para ese fin, y las demás cifras y antecedentes estadísticos pertinentes,


El tercero preceptúa que la Cámara Baja será la única autorizada para acordar o realizar fiscalizaciones relativas a los informes.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados modificó el inciso primero, eliminando al Senado como receptor del informe de que trata, y agregó, en los contenidos del informe, los avances en los programas de prevención, rehabilitación y reinserción social. 


Modificó, además, el inciso segundo, reemplazando la frase “las rendiciones de cuentas de traspasos de recursos a instituciones privadas” por “los aportes o transferencias a instituciones públicas o privadas”. 


Finalmente, suprimió el inciso tercero.

Artículo 6º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 6º, de tres incisos.


El primero establece, dentro del nuevo Ministerio, una Subsecretaría del Interior, una de Prevención y Rehabilitación y otra de Desarrollo Regional y Administrativo; esta última estará destinada al cumplimiento de las funciones relativas al desarrollo regional y local y las demás que establezca la ley.


El inciso segundo establece los jefes de cada una de esas Subsecretarías.


El inciso tercero indica el orden de prelación entre las Subsecretarías para efectos de que sus titulares subroguen al ministro del Interior y de Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados agregó, en el inciso primero en la parte relativa a la competencia de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la frase” así como también, las demás que le encomiende el Ministerio del Interior y Seguridad Pública”. Además, eliminó el inciso tercero.

Artículo 7º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 7º, de dos incisos.


El primero establece que las Subsecretarías creadas en el artículo anterior tendrán las funciones y atribuciones que le señalan la ley orgánica constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado y las demás que integran el ordenamiento jurídico nacional.


El inciso segundo señala que en el ámbito de sus funciones propias, podrán diseñar planes y programas, implementarlos y evaluarlos.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó el inciso segundo.

Artículo 8º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 8º, de un solo inciso, que señala que la Subsecretaría del Interior que crea el proyecto tendrá las mismas funciones de la actual y, además, será el órgano de colaboración inmediata del Ministro en los asuntos relativos a la seguridad pública interior, el orden público y la coordinación territorial del gobierno.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados agregó que dicha Subsecretaría deberá colaborar con el Supremo Gobierno en todas las cuestiones que este le encomiende.

Artículo 9º


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 9º, que en un inciso indica que la Subsecretaria del Interior tendrá la misión especial de gestionar los asuntos de naturaleza administrativa del personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública que en virtud de la ley quedan bajo la dependencia de la nueva Secretaría de Estado.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó el artículo.

Artículo 11


Establece dentro de la nueva cartera ministerial  que crea el proyecto una Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación, que será la encargada de colaborar con el Secretario de Estado respectivo en la elaboración, ejecución y evaluación de políticas públicas destinadas a prevenir la delincuencia y el consumo de drogas y alcohol, y a rehabilitar y reinsertar a los que vulneran el ordenamiento jurídico.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados reemplazó el artículo, por otro que señala que, para los efectos de la ley propuesta en el proyecto, se entenderá por prevención las acciones que tengan por finalidad eliminar o disminuir la comisión del delito o las situaciones de riesgo, y por rehabilitación las encaminadas a la recuperación psíquica, física y de sociabilidad de una persona.

Artículo 12


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 12 de tres incisos.


El primero indica que la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación gestionará los planes y programas del nuevo Ministerio relativos a la prevención del delito y del consumo de drogas y alcohol, la rehabilitación de los adictos y la reinserción de los infractores de ley.


El segundo agrega que esa Subsecretaría supervigilará las acciones, encaminadas con el mismo fin, efectuadas por otros Ministerios y Servicios Públicos, y coordinará las acciones de ellos para lograr la coherencia y eficiencia en el uso de los recursos públicos.


En el tercero señala cuatro competencias específicas de la Subsecretaría:


a) Evaluar los planes, programas, acciones, prestaciones y servicios de las entidades referidas en el inciso segundo, sin perjuicio de las atribuciones que en esta materia corresponden al Ministerio de Hacienda, y someter los propios al sistema ordinario de evaluación a cargo de dicho Ministerio, sin perjuicio de poder encargar, si se estima pertinente, evaluaciones externas independientes;


b) Fiscalizar el cumplimiento e implementación de los mismos;


c) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública las políticas, normas, planes y programas en el campo de la prevención social, la rehabilitación y la reinserción social de infractores de ley, y


d) Asesorar al Ministro del Interior y Seguridad Pública en el cumplimiento de las funciones que a éste le asigna el artículo 3° en lo relativo a la prevención social, la rehabilitación y la reinserción.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados reemplazó el artículo 12 por otro. 


El primer inciso del nuevo artículo propuesto contiene las mismas ideas que el primero del artículo reemplazado, agregando que también será obligación de la Subsecretaría la rehabilitación y reinserción social de los que padezcan adicción a las drogas. 


El segundo inciso es eliminado y el tercero es reemplazado por otro, con un nuevo catálogo de atribuciones de la Subsecretaría, expuesto en cuatro literales.  La letra a) es igual a la letra c). Las letras b) y c) son nuevas atribuciones, que consistente en: 


b) Proponer las políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva del alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichas sustancias;


c) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluyendo las municipalidades, que digan relación directa con la ejecución de las políticas, planes y programas de prevención social, rehabilitación y reinserción social.


Finalmente, la nueva letra d) propuesta es igual a la letra d) reemplazada, con cambios de estilo.

Artículo 13


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 13, de dos incisos. El primero especifica que los intendentes serán los responsables de ejecutar, a nivel regional, provincial y local la política de seguridad pública interior. El inciso segundo les otorga las siguientes facultades para lograr ese cometido:


a) Celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, incluidas las municipalidades, que tengan relación directa con los planes y programas de la política nacional de seguridad pública interior;


b) Evaluar el desarrollo de planes y programas ejecutados en el territorio de su jurisdicción;


c) Disponer la realización de estudios y encuestas que tengan relación directa con la ejecución de los planes y programas de la política nacional de seguridad pública interior;


d) Coordinar, en materia de seguridad pública, las acciones que a nivel regional y provincial lleven a cabo los Ministerios y servicios públicos, y


e) Ejecutar medidas de control y prevención de la delincuencia y aquellas orientadas a disminuir la violencia y la reincidencia delictual.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados reemplazó el artículo 13, por otro que contiene modificaciones de estilo.

Artículo 14


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 14 que  señala que los intendentes no tendrán injerencia en los asuntos administrativos u operativos de las Fuerzas de Orden y Seguridad pública, las que será autónomas para establecer, de acuerdo a la ley, los servicios policiales necesarios en cada localidad.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados reemplazó el artículo 14, por otro que especifica que la misma limitación de atribuciones antes señalada se extiende a los Gobernadores y Alcaldes.

Artículo 15


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 15 que prescribe que la coordinación con los municipios en asuntos relativos a la seguridad pública local será de cargo de los intendentes.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados sustituyó el artículo 15 por otro, de seis incisos.


El inciso primer repite la idea del artículo aprobado por el Senado, agregando que la labor de coordinación también corresponderá a los Gobernadores.


El segundo obliga a intendentes y gobernadores a establecer instancias para la participación de los municipios en la Política Nacional de Seguridad Pública.


El tercero obliga a los municipios a ejecutar por sí mismos los planes y programas de prevención y seguridad ciudadana teniendo en consideración su capacidad presupuestaria y la política regional.


El cuarto establece que para llevar a cabo a nivel local los planes y programas de seguridad pública y la política de seguridad regional, las municipalidades podrán efectuar acuerdos directos con los servicios públicos relacionados que tengan presencia en sus respectivos territorios.


El quinto indica que el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá desarrollar planes y programas de prevención y seguridad ciudadana en coordinación directa con los municipios.


El inciso final establece que para realizar la atribución establecida en el inciso anterior se deberán ocupar criterios técnicos y objetivos, debidamente financiados.

Artículo 16


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 16, de dos incisos. El primero indica que el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá desarrollar planes y programas en materia de prevención y seguridad ciudadana a través de los municipios, para lo que deberá ocupar criterios técnicos y objetivos, debidamente financiados.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó el artículo.

Artículo 17


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 17 de cuatro incisos.


El primero señala que la planta y el personal a contrata del nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública se regirá por las disposiciones del estatuto administrativo, y su régimen remuneracional estará determinado por las disposiciones del decreto ley Nº 249, de 1974, y del decreto ley Nº 3.500, de 1980, sin perjuicio de la aplicación de los regimenes especiales que correspondan.


El segundo inciso indica que por el solo ministerio de la ley quedarán asignados a la Subsecretaría del Interior el personal señalado en el decreto con fuerza de ley Nº 1º, del Interior, de 1990, los funcionarios de las Subsecretarías de Investigaciones y de Carabineros que sean traspasados en virtud de este proyecto, el personal a contrata y el de las Fuerzas de Orden y Seguridad destinados según requerimiento del Ministro del Interior y Seguridad Pública o del Subsecretario del Interior.


El inciso tercero establece que el personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad asignados al Ministerio del Interior y Seguridad Pública o la Subsecretaría del Interior será remunerado por sus respectivas instituciones.


El inciso cuarto señala que la calificación y otros asuntos de índole administrativa del personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad asignados al Ministerio del Interior y Seguridad Pública o la Subsecretaría del Interior será tramitado según las normas de las instituciones a las que pertenezcan, considerándose, en todo caso, la opinión del Subsecretario del Interior,


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó, en el inciso primero, la frase “sin perjuicio de la aplicación de los regímenes especiales que correspondan”, y suprimió el inciso final.

Artículo 18


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 18, de cuatro incisos.


El primero crea el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Droga. Este servicio será descentralizado, tendrá personalidad jurídica y patrimonio propio y estará sometido a la supervigilancia del Primer mandatario por medio del Ministro del Interior y Seguridad Pública.


El segundo establece que el vínculo entre el nuevo Servicio y el nuevo Ministerio que crea el proyecto se hará por medio de la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación.


El inciso tercero indica que el nuevo Servicio estará sujeto a las normas del Sistema de Alta Dirección Pública.


El último señala que el personal de este nuevo Servicio se regirá por las disposiciones del estatuto administrativo y su régimen remuneracional estará determinado por las disposiciones del decreto ley Nº 249, de 1974 y del decreto ley Nº 3.500, de 1980, sin perjuicio de la aplicación de los regimenes especiales que correspondan.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados suprimió, en el inciso primero, la palabra “alcohol”, de forma tal de eliminar ese producto del campo de acción del nuevo Servicio; además, eliminó, en el inciso final, la frase “sin perjuicio de la aplicación de los regímenes especiales que correspondan”.

Artículo 19


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 19. Esta disposición indica las funciones del nuevo Servicio que creó el artículo anterior, agrupándolas en nueve literales:


a) Colaborar con el Ministro del Interior y Seguridad Pública y con el Subsecretario de Prevención y Rehabilitación en la elaboración de políticas en materia de prevención del consumo de estupefacientes, sustancias sicotrópicas e ingestión abusiva de alcohol, y de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por dichas sustancias;


b) Dar apoyo técnico a las acciones que las entidades de la Administración del Estado emprendan en el marco de dichas políticas;


c) Administrar el fondo establecido por el artículo 46 de la ley N° 20.000;


d) Vincularse con organismos nacionales e internacionales que se ocupen de temas propios de su competencia y celebrar con ellos acuerdos y convenios para realizar proyectos de interés común;


e) Elaborar, aprobar y desarrollar programas de capacitación y difusión, orientados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, y estimular la participación ciudadana en estas materias;


f) Impulsar y apoyar, técnica y financieramente, programas, proyectos y actividades, destinados a la prevención del consumo de drogas y alcohol, así como al tratamiento, rehabilitación y reinserción social de las personas afectadas por la drogadicción y el alcoholismo, y ejecutarlos, en su caso;


g) Certificar, de acuerdo a criterios técnicos, los proyectos cuyo financiamiento provenga de donaciones destinadas a los objetivos señalados en la letra anterior;


h) Mantener una base de datos actualizada y pública que contenga información sobre los objetivos, metas comprometidas, beneficiarios, presupuestos y acciones realizadas durante la ejecución y evaluación de los planes y programas del Servicio y recopilar, sistematizar y analizar todo antecedente relevante sobre el fenómeno de las drogas y el alcohol, e


i) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados reemplazó el artículo, por otro que también contiene una enumeración de las funciones del nuevo Servicio que creó el artículo anterior, agrupándolas en doce literales:


a) contiene las mismas ideas que la letra a) del artículo reemplazado, agregándoles que será tarea del nuevo Servicio la elaboración de una estrategia nacional de drogas.


b) establece que el nuevo Servicio deberá materializar los planes y programas de la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación en prevención del consumo de estupefacientes, psicotrópicos y abuso del alcohol, y tratamiento, rehabilitación y reaserción social de los adictos.


c) contiene las mismas ideas que la letra b) del artículo reemplazado, agregándole que será tarea del nuevo Servicio coordinar la implementación de la estrategia nacional de drogas.


d) contiene las mismas ideas que la letra c) del artículo reemplazado.


e) indica que el nuevo Servicio tendrá por misión mantener actualizado el registro de precursores para la fabricación de estupefacientes y sicotrópicos de que trata el título V de la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


Las letras f), g), h), i) y j) contienen las mismas ideas que las letras d), e) f), g) y h) del artículo reemplazado.


k) establece que el nuevo Servicio podrá acordar o convenir con instituciones pública o privadas, incluyendo las municipalidades, la ejecución de las políticas de prevención, y los planes y programas de consumo de drogas y alcohol, y las medidas de tratamiento, rehabilitación y reinserción social de los adictos.


l) contienen las mismas ideas que la letra i) del artículo reemplazado.

Artículo 21


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 21, que en once numerales modifica la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. De ellos, sólo fueron acogidos por la Cámara los números 7, letra k), 9) y 10).


 A continuación se describen los numerales rechazados en el segundo trámite constitucional:

Nº 1)


Modifica el artículo 1º de la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición, de carácter general, establece que Carabineros es una institución policial técnica, de carácter militar, que integra la fuerza pública y que tiene por fin dar eficacia al derecho, garantizar y mantener el orden público y la seguridad interior y las demás funciones que le señala la ley. Agrega que se integrará, con las demás Fuerzas Armadas, en la misión de garantizar el orden institucional de la República. Señala, a continuación, que dependerá directamente del Ministerio de Defensa Nacional y se vinculará con el administrativamente, por medio de la Subsecretaría de Carabineros.


La modificación aprobada por el Senado consiste en eliminar la mención a la función de garantizar el orden institucional de la República, y establecer que ese cuerpo policial dependerá del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y se vinculará administrativamente con el por medio de la Subsecretaría del Interior.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación

Nº 2


Modifica el inciso primero del artículo 3º de la ley 
Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición indica que es facultad de Carabineros de Chile implementar los servicios policiales suficientes para cumplir sus finalidades, siempre y cuando no interfieran con las demás instituciones dependientes del Ministerio de Defensa.


La modificación consiste en reemplazar el inciso primero citado por otro, que elimina la referencia a la no interferencia con las demás instituciones dependientes del Ministerio de Defensa.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó la modificación.

Nº 3


Enmienda el artículo 10 de la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición establece que los nombramientos, ascensos, reincorporaciones y retiros del personal de nombramiento supremo se harán mediante decreto supremo extendido a través del Ministerio de Defensa.


La modificación consiste en señalar que el decreto supremo citado será extendido a través del nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

Nº 4


Modifica el inciso segundo del artículo 21 de la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición indica que el General Director de Carabineros informará al Ministerio de Defensa Nacional las necesidades presupuestarias para cumplir los programas de capacitación que establece la ley.


La modificación consiste en cambiar la referencia al Ministerio de Defensa Nacional por otra al nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

Nº 5


Modifica el artículo 28 de la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición establece que los ascensos de oficiales y personas civil de nombramiento supremo se hará mediante decreto supremo extendido a través del Ministerio de Defensa.


La modificación consiste en señalar que el decreto supremo citado será extendido a través del nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

Nº 6


Modifica el artículo 32 de la ley N
º 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición indica que las comisiones de servicio del personal de Carabineros para desempeñar funciones ajenas a su cargo deberán ser propuestas por el General Director y aprobadas por decreto supremo extendido a través del Ministerio de Defensa Nacional. La modificación consiste en sustituir para este trámite al Ministerio de Defensa Nacional por el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó íntegramente la modificación.

Nº 7)


Modifica el artículo 52 de la ley Nº 18.961. Esta disposición establece las facultades del General Director de Carabineros. La modificación incide en las siguientes facultades: proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministro de Defensa Nacional, la designación del General Inspector que desempeñará el cargo de General Subdirector de Carabineros (letra a); proponer al Presidente de la República, a través del Ministro de Defensa Nacional, la disposición, organización y distribución de los medios humanos y materiales, de acuerdo a las funciones que la Constitución Política de la República y las leyes encomienda a Carabineros (letra b); proponer al Ministro de Defensa Nacional el Presupuesto Institucional (letra d); proponer al Presidente de la República, a través del Ministro de Defensa Nacional, la designación del Edecán de Carabineros de la Presidencia de la República o para personalidades extranjeras, la que se efectuará por decreto supremo en conformidad con las atribuciones decisorias que la Constitución Política confiere al Presidente de la República (letra k), y, proponer al Presidente de la República, a través del Ministro de Defensa Nacional, la designación del Auditor General de Carabineros y de los Oficiales de Justicia que integren la Corte Marcial (letra l). 


La modificación consiste en reemplazar, en todos los trámite anteriormente señalados, al Ministerio de Defensa Nacional por el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó todas las enmiendas, salvo la relativa a la letra k).

Nº 8)


Modifica el inciso segundo del artículo 78 de la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición establece que existirá una Dirección de Previsión de Carabineros que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Defensa Nacional, específicamente por medio de la Subsecretaría de Carabineros. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio de Defensa Nacional y a la Subsecretaría de Carabineros por el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública y la Subsecretaría del Interior, respectivamente.


En el segundo trámite constitucional la Cámara rechazó la enmienda.

Nº 11)


Modifica el inciso segundo del artículo 89 de la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros. Esta disposición establece que los gastos reservados de Carabineros de Chile serán establecidos anualmente mediante decreto supremo extendido por el Ministerio de Defensa Nacional. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio de Defensa Nacional por otra al Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados rechazó la modificación.

Artículo 23

Modifica, en tres numerales, el decreto ley Nº 844, de 1975, que crea la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile. 


La primera modificación incide en el inciso primero del artículo 1º de decreto ley citado, que crea el Departamento de Previsión de Carabineros de Chile como organismo dependiente del Ministerio de Defensa Nacional, vinculado a el a través de la Subsecretaría de Carabineros. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio de Defensa Nacional y a la Subsecretaría de Carabineros por el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública y la Subsecretaría del Interior, respectivamente.


La segunda modificación incide en el artículo 4º del citado decreto ley, que establece que la jefatura del Departamento estará cargo de un Oficial General, en servicio activo o retiro, designado por el Ministro de Defensa Nacional. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministro de Defensa Nacional por otra al Ministro del Interior y Seguridad Ciudadana.


La tercera modificación incide en el artículo 25 del mencionado decreto ley, que establece que la regulación interna del Departamento será establecida por el Gobierno a propuesta de la Subsecretaría de Carabineros.


Todas estas modificaciones fueron rechazadas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.

Artículo 25


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 25 que modifica, en once numerales, el decreto con fuerza de ley 
Nº 22, de Hacienda, de 1959, que establece la ley orgánica del Servicio de Gobierno Interior de la República.


En el segundo trámite constitucional la Cámara aprobó las modificaciones propuestas, salvo la establecida en el primer numeral 1), que a continuación se describe.

Nº 1)


Incide en al artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 22, de Hacienda, de 1959. Esta disposición establece que el Servicio de Gobierno Interior es el instrumento del Primer Mandatario para ejercer el gobierno interior del Estado, y que depende del Ministerio del Interior. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior por el nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y establecer que el jefe superior del Servicio será el Subsecretario del Interior.


Cómo se señaló anteriormente, la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, rechazó esta modificación.

- - -

Artículo 26, nuevo.

A continuación, la Cámara de Diputados introdujo, en el segundo trámite constitucional, un artículo 26, nuevo, pasando el actual artículo 26 del proyecto a ser artículo 27. 


Esta nueva disposición modifica, en seis numerales, la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

Nº 1)


Modifica el artículo 40 de la ley Nº 20.000. Esta disposición regula el destino de los instrumentos, objetos, valores, armas, y otros incautados con ocasión de la investigación judicial de los delitos que sanciona esa ley, indicando que, escuchando previamente a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, esos objetos serán destinados a instituciones públicas o privadas que se dediquen a la prevención del consumo indebido de drogas, el tratamiento y la rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción. Agrega, además, que el Ministerio Público deberá dar cuenta trimestral de las incautaciones hechas por esta causa al Ministerio del Interior. 


La modificación consiste en reemplazar la referencia a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes y al Ministerio del Interior por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Nº 2)


Modifica el artículo 46 de la ley Nº 20.000. Esta disposición regula el destino de los bienes que la sentencia judicial que condena por delitos de esa ley establece que serán objeto de comiso. Los bienes decomisados serán vendidos en pública subasta, y su producto, más las multas cursadas en cumplimiento de esa ley, ingresarán a un fondo especial para programas de prevención, tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas, que será administrado por el Ministerio del Interior. Agrega que el tribunal que condene a una sanción de comiso o multa deberá informar sobre el hecho a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes. 

La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior y a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, por otra, al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Nº 3)


Modifica el artículo 50 de le ley Nº 20.000. Esta disposición sanciona al que consuma drogas, estupefacientes o sicotrópicos en lugares públicos, a la asistencia obligatoria a programas de prevención, tratamiento o rehabilitación en instituciones autorizadas por el Servicio de Salud del lugar. Estos programas serán financiados preferentemente por el Ministerio del Interior. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Nº 4)


Modifica el artículo 55 de la ley Nº 20.000. Esta disposición establece que el Ministerio del Interior creará y manejará un registro en el que deberán integrarse todas las personas naturales o jurídica que produzcan, fabriquen, preparen, importen o exporten precursores o sustancias químicas esenciales catalogadas en un reglamento y susceptibles de ser utilizadas para la fabricación ilícita de drogas. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Nº 5)


Modifica el artículo 56 de la ley Nº 20.000. Esta disposición establece los requisitos para integrar el registro de personas naturales o jurídica que produzcan, fabriquen, preparen, importen o exporten precursores o sustancias químicas esenciales catalogadas en un reglamento y susceptibles de ser utilizadas para la fabricación ilícita de drogas, que lleva el Ministerio del Interior, y las causales de denegación a la solicitud para integrarlo y de expulsión posterior del mismo. Estas causales deberán ser declaradas por resolución judicial, la que será cumplida por el Ministerio del Interior mediante un acto administrativo. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Nº 6)


Modifica el artículo 57 de la ley Nº 20.000. Esta disposición indica que los que integran el registro de personas naturales o jurídica que produzcan, fabriquen, preparen, importen o exporten precursores o sustancias químicas esenciales catalogadas en un reglamento y susceptibles de ser utilizadas para la fabricación ilícita de drogas, que lleva el Ministerio del Interior, deberán comunicar a ese Ministerio las operaciones de exportación o importación en las que tengan parte, relativas a las sustancias controladas. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Ministerio del Interior por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas.

Artículo 26


En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 26, que pasó a ser 27 en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. Esta disposición establece que la ley entrará a regir ciento veinte días después de publicada en el Diario Oficial, y luego de ese término se suprimirán las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones y su personal será traspasado y encasillado en las nuevas Subsecretarías que crea el proyecto.


En el segundo trámite constitucional la Cámara reemplazó el artículo por otro, que señala que la ley entrará en vigencia conjuntamente con su publicación en el Diario Oficial, pero subsistirán las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones que el proyecto elimina, mientras sus funcionarios no sean traspasados y encasillados en las nuevas Subsecretarías que crea el proyecto.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo primero transitorio que faculta al Presidente de la República para dictar, dentro de los ciento veinte días siguientes a la publicación de la ley en el Diario Oficial, un decreto con fuerza de ley que, entre otras cosas, fije las plantas de personal de las Subsecretarías de Prevención y Rehabilitación y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol; traspase el personal que corresponda desde las Subsecretarías de Carabineros, de Investigaciones y del Ministerio del Interior a la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y, traspase los bienes que determine desde el Ministerio del Interior a la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol. 


La primera modificación propuesta por la Cámara de Diputados a esta disposición es reemplazar la referencia al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas, formulación que excluye al alcohol de entre de las materias de la competencia de esa repartición.


Además, el artículo primero transitorio aprobado por el Senado contiene un numeral 4), del siguiente tenor:


“4) En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos, el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, y el Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal derivado de las plantas que fije. Igualmente, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para el pago de la asignación de modernización del artículo 1° de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. En todo caso, en los primeros concursos que deban realizarse en la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, no regirá la limitación establecida en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo;”.


Esta disposición fue eliminada por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional. 


Finalmente, el artículo primero transitorio aprobado por el Senado contiene un numeral 6), que establece que el personal traspasado desde el Ministerio del Interior y las Subsecretarías de Carabineros e Investigaciones, podrán ser objeto de modificaciones en su régimen estatutario, previsional, de seguridad social y remuneratorio por efecto del encasillamiento en las nuevas Subsecretarías y el nuevo servicio que se crea en el proyecto. 


En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados eliminó la posibilidad que el encasillamiento afecte el régimen previsional y de seguridad social del personal traspasado, e hizo una modificación formal de referencia.

Artículo tercero transitorio.

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo tercero transitorio que faculta al Presidente de la República para conformar el primer presupuesto de la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol. 

La modificación propuesta por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional a esta disposición es reemplazar la referencia al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas, formulación que excluye al alcohol de entre de las materias de la competencia de esa repartición.

Artículo cuarto transitorio, nuevo.

En el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados intercaló entre los artículos transitorios tercero y cuarto, un artículo transitorio cuarto, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo cuarto transitorio.- En los primeros concursos que deban realizarse en la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación y en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas, no regirá la limitación establecida en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.".
Artículo sexto transitorio.

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó  un artículo sexto transitorio que establece que los derechos y obligaciones del Ministerio del Interior contraídos por causa de la ejecución de los programas presupuestarios 05.01.04 y 05.01.05 de la ley de presupuestos vigente, quedarán radicados en el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y la Subsecretaría de Prevención y Rehabilitación, respectivamente.


La modificación propuesta por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional a esta disposición es reemplazar la referencia al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol por otra al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas, formulación que excluye al alcohol, de entre de las materias de la competencia de esa repartición.

- - -





Ofrecida la palabra sobre las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, explicó que principal modificación aprobada en el segundo trámite constitucional la constituye el rechazo de todas las normas relativas al traspaso de la dependencia de Carabineros e Investigaciones de Chile al nuevo Ministerio del Interior y Seguridad Pública. 


Además, señaló, se incorporaron en esa instancia una serie de perfeccionamientos menores que facilitarán la puesta en marcha de las instituciones que crea el proyecto; estos se refieren, esencialmente, a hacer más clara la posición de la Política Nacional de Seguridad Pública a nivel regional y comunal, que fue una modificación solicitada por diversos señores Diputados de regiones; sacar del ámbito de atribuciones del Conace los programas de prevención y rehabilitación por abusos del alcohol, ya que estos programas han sido desarrollados históricamente por el Ministerio de Salud, y, enmendar algunas normas sobre delegación de atribuciones para dictar decretos con fuerza de ley relativos a las plantas de las reparticiones que crea la ley, para evitar problemas de constitucionalidad.


El Subsecretario del Interior, señor Patricio Rosende, señaló que las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas son compartidas por el Ejecutivo.


Las restantes, agregó, no obedecen al criterio del Ejecutivo, por lo que solicitó a la Comisión que ellas sean rechazadas para que el asunto se discuta en la Comisión Mixta que deberá constituirse para conocer de las discrepancias entre ambas Cámaras.


La Honorable Senadora señora  Alvear observó que en el primer trámite constitucional el proyecto fue analizado por la Comisión en más de treinta sesiones, en que se discutió a fondo la iniciativa, se escuchó a expertos en la materia y se debatió y negocio política y técnicamente todas las disposiciones, lo que terminó con un proyecto consensuado por todas las fuerzas políticas representadas en la Comisión.


Añadió que la iniciativa despachada por el Senado era distinta, y que perfeccionaba el proyecto que proponía el respectivo Mensaje del Ejecutivo.


Además, expresó su opinión en el sentido que no resulta conveniente el revivir, con ocasión del tercer trámite, ese debate, y que es difícil que se aprueben las modificaciones de la Cámara donde participaron otros actores políticos. En cambio, señaló, es partidaria de rechazar las modificaciones y entregar la resolución de las diferencias a la respectiva Comisión Mixta, en que con la participación de todas las partes involucradas se podrá lograr resultado satisfactorio para todos.


La asesora del Instituto Libertad, señora Daniela Godoy, explicó que muchas de las modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados fueron, en su momento, objeto de reparos técnicos. Entre ellos se cuentan el debilitado sistema de implementación de la Política Nacional de Seguridad Pública, que replica en la ley el sistema Consejos Comunales de Seguridad puestos en práctica en la actual estrategia de Seguridad Pública, y que no han resueltos los problemas; el vacío que implica sacar el tema del alcohol del ámbito de acción del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas; la eliminación del plazo de ciento veinte días de vacancia legal, que no tuvo en consideración que todas las instituciones consultadas señalaron que necesitan a lo menos cuatro meses de preparación para aplicar debidamente la ley; la limitación excesiva a la norma que permite excluir los concursos internos obligatorios para proveer los cargos de jefaturas de las reparticiones creadas en el proyecto, circunstancia que limita la modernización de esos servicios, y, la eliminación de la facultad del nuevo Ministerio para supervigilar las actividades relativas a la seguridad interior emprendidas por otras reparticiones públicas.


El señor Subsecretario del Interior replicó señalando que, tal como previamente se había indicado, los programas de prevención y rehabilitación por abusos del alcohol han sido desarrollados históricamente por el Ministerio de Salud, y no se han allegado razones para innovar en esta materia.


La señora asesora del Instituto Libertad observó que, pese a lo expuesto, se mantiene el vacío denunciado respecto a la prevención y rehabilitación del alcoholismo, porque no hay ningún servicio que se haga cargo de este tema entre los menores infractores de ley recluidos en centros administrados por el SENAME, o de convictos que cumplen sentencia en los penales del país.


El Honorable Senador señor Espina señaló que la creación de un Ministerio que se dedique a la seguridad pública es parte del Acuerdo Político sobre Seguridad Ciudadana suscrito por el Gobierno y la Oposición, en el que se estableció que de esa nueva repartición deberán depender las Fuerzas de Orden y Seguridad, en cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 101 de la Constitución Política de la República, norma que también fue modificada por un acuerdo político transversal
.


En tal consideración, agregó, es partidario de rechazar todas las modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados que impiden esta dependencia. Además, señaló su coincidencia con los planteamientos de la asesora del Instituto Libertad, pues estimó que existen una serie de cuestionamientos técnicos al resto de las modificaciones aprobadas en el segundo trámite constitucional, que deben ser discutidas con los señores Diputados, proponiendo a la Comisión el rechazo de todas las modificaciones planteadas, para que todo el proyecto sea estudiado por la Comisión Mixta que deberá constituirse.


- Cerrado el debate y sometidas a una misma y única votación todas las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto las rechazaron.

- - -


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros el rechazo de todas las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, al proyecto despachado por el Senado, en el primer trámite constitucional.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de Octubre de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 13 de Octubre de 2009.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL Y EL DECRETO LEY Nº 321, DE 1925, PARA SANCIONAR EL FEMICIDIO, AUMENTAR PENAS APLICABLES A ESTE DELITO Y MODIFICAR NORMAS SOBRE PARRICIDIO

(4937-18 y 5308-18)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en dos mociones refundidas en el primer trámite constitucional. La primera de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D´Albora, Clemira Pacheco Rivas, María Antonieta Saa Díaz, Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carolina Tohá Morales, Ximena Valcarce Becerra y Ximena Vidal Lázaro, y señores Francisco Encina Moriamez y Antonio Leal Labrín, y, la segunda, de autoría de los Honorables Diputados señores María Antonieta Saa Díaz, Alejandra Sepúlveda Orbenes y Laura Soto González, y señores Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni Fuentes, Álvaro Escobar Rufatt y Raúl Sunico Galdames.

Cabe hacer presente que Su Excelencia la señora Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, en carácter de suma, para la discusión y votación de este proyecto, a contar del 29 de septiembre de 2009.

A las sesiones en que la Comisión discutió el proyecto, asistieron: Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo; el Subsecretario, señor Edgardo Riveros, y la asesora de la División Jurídico-Legislativa, señora Verónica García de Cortázar. Del Ministerio de Justicia concurrieron la Jefa del Departamento de Asesorías y Estudios, señora Nelly Salvo. Del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), la Ministra, señora Laura Albornoz; la Ministra subrogante, señora Carmen Andrade; el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Patricio Reinoso; el Jefe del Departamento de Reformas Legales, señor Marco Rendón, y la abogada del Departamento, señora Rosa Muñoz. De la Biblioteca del Congreso Nacional: los asesores, señora Alejandra Voigh y el señor Juan Pablo Cavada. Asistió, asimismo, el abogado, señor Juan Domingo Acosta.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La disposición aprobada en el artículo 3º, que agrega un inciso cuarto al artículo 90 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, agrega una nueva competencia a esa judicatura, por lo que tiene rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77, inciso cuarto, en relación al inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, debe ser aprobado por cuatro séptimas partes de los Honorables señores Senadores en ejercicio. Cabe hacer presente que la Comisión, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 77, inciso segundo, de la Carta Fundamental, consultó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del reglamento del Senado se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 15. 

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 8 y 16 letra b).

4.- Indicaciones rechazadas: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11, 12, 13 y 14.

5.- Indicaciones retiradas: no hay.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: letra a) de la indicación 16.
- - -


El proyecto en informe fue aprobado en general por la Sala del Senado en sesión de 14 de abril de presente, oportunidad en que se fijo plazo para presentar indicaciones hasta el 18 de mayo del corriente. En ese plazo se presentaron dieciséis indicaciones, cuya discusión y resolución se reseña a continuación.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto consta de tres artículos permanentes, que modifican el Código Penal, la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, y el artículo 90 de la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia, respectivamente.
ARTÍCULO 1º

Número 1)

Modifica el artículo 10 del Código Penal, norma que establece las causales de exención de responsabilidad criminal. La modificación aprobada en general recae en su número 9°, que exime de responsabilidad penal a “El que obra violentado por una fuerza irresistible o impulsado por un medio insuperable.” y consiste en agregar como frase al final lo siguiente  “o bajo la amenaza de un mal grave e inminente”.

.

El profesor señor Juan Domingo Acosta señaló que aunque se ha discutido, en otras sedes, la conveniencia de incluir una regla que establezca la exculpabilidad general por estado de necesidad, la redacción propuesta no le parece adecuada. Explicó que la idea tras la actual redacción del artículo 10, Nº 9, del Código Penal, es concebir un factor externo que actúa sobre la voluntad del sujeto, como la fuerza o el miedo, al punto de influenciarlo en forma irresistible o insuperable para que realice una determinada conducta, es decir, al punto que otra forma de proceder no le sea exigible. Tales supuestos de gravedad, indicó, no se manifiestan en la modificación aprobada en general, que no requiere que la amenaza de un mal grave o inminente influya de tal forma en la voluntad del sujeto como para tornar inexigible otra conducta de su parte.


Agregó que, además, la modificación plantea un problema de interpretación respecto de la circunstancia atenuante de responsabilidad penal establecida en el artículo 11, circunstancia 3ª, del Código Penal
, que considera como minorante la circunstancia de haber precedido inmediatamente, de parte del ofendido, provocación o amenaza proporcionada al delito, amenaza que de acuerdo a la norma aprobada en general coexistiría como eximente y como atenuante de responsabilidad criminal, sin elementos diferenciadores. 


La Honorable Senadora señora Alvear coincidió en que dentro del concepto de “miedo insuperable” que establece la legislación vigente debe considerarse incluida la “amenaza de un mal grave e inminente” cuando ella cumple con los requisitos que la doctrina y jurisprudencia exigen para considerarla, por lo que estimó que efectivamente la modificación puede considerarse innecesaria y podría ser perturbadora para la labor interpretativa de los tribunales.


El profesor señor Acosta expresó que parte de la doctrina ha considerado que el concepto de fuerza que usa el artículo 10, circunstancia 9º, comprende tanto a la fuerza física como a la fuerza moral, y que el concepto de fuerza moral es muy similar a la idea de “amenaza de un mal grave e inminente” que plantea la modificación, por lo que ella puede ser doblemente innecesaria.


- En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Muñoz Aburto concordaron en la supresión de éste número, a fin de guardar la debida concordancia con las modificaciones previamente aprobadas.

- - -


La indicación Nº 1, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Muñoz Barra, Naranjo y Ominami, propone modificar la causal tercera del artículo 11 del Código Penal, relativo a las causales de atenuación de responsabilidad criminal. Esa causal consiste en haber precedido inmediatamente de parte del ofendido provocación o amenaza proporcionada al delito.


La modificación propone agregar un párrafo nuevo que establece: “Se entenderá especialmente que ha precedido provocación o amenaza inmediata por parte del ofendido, si éste ha ejercido actos de violencia intrafamiliar en contra del autor del delito.”.


El profesor señor Acosta manifestó su opinión contraria a la proposición haciendo presente que el requisito típico de ejercer actos de violencia intrafamiliar puede ser interpretado como un requerimiento de sentencia condenatoria en un juicio criminal sobre el punto, o abarcar también las sentencias de los juzgados de familia, que se pronuncian sobre actos de violencia intrafamiliar que no son delito. Incluso, señaló, sería necesario considerar las situaciones donde el proceso no termina porque hay una salida alternativa del procedimiento, o también casos donde hay denuncias que son desestimadas o archivadas provisionalmente.


Agregó que, además de los problemas interpretativos que implica el uso de la expresión “violencia intrafamiliar”, el contexto general de la disposición contenida en la causal tercera atenúa la responsabilidad cuando hay una provocación o amenaza al hechor cercana en el tiempo con la comisión de su ilícito, y que esta provocación o amenaza es de una entidad proporcionalmente importante como para atenuar la responsabilidad del ilícito posterior. Sin embargo, indicó, la indicación presumiría que por el mero hecho de un acto previo de violencia intrafamiliar, aunque esté alejado temporalmente del ilícito posterior y no sea de una entidad tal que suponga una amenaza o provocación proporcionada a la conducta del hechor, se cumplen con los requisitos que la causal considera para atenuar la responsabilidad, sin que aparezcan razones prácticas que justifiquen una regla de este tipo.


- Sometida a votación, la indicación número 1 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Muñoz Aburto.


La indicación Nº 2, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Muñoz Barra, Naranjo y Ominami, propone modificar la causal cuarta del artículo 12 del Código Penal, referido a las causales de agravación de la responsabilidad criminal.

La cuarta causal consiste en “Aumentar deliberadamente el mal del delito causando otros males innecesarios para su ejecución”, y la modificación propuesta es agregar una frase final que dice “o haber ejercido sevicias con anterioridad a la ejecución del hecho”.


El profesor señor Acosta explicó que el concepto de “sevicias” corresponde a un giro antiguo que ocupaba el Código Civil para referirse a la crueldad excesiva. Agregó que la idea detrás de la cuarta agravante establecida en el artículo 12 es incrementar el disvalor de la conducta punible, y que lo que plantea la indicación se aparta de ello en atención a que las sevicias o crueldades que ocurrieron con anterioridad al hecho punible, por sí mismas, no aumentan el disvalor de la conducta enjuiciada, que es posterior y punible en forma independiente.


- Sometida a votación, la indicación número 2 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Muñoz Aburto.


La indicación número 3, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Muñoz Barra, Naranjo y Ominami, que al igual que la anterior propone modificar la causal cuarta del artículo 12 del Código Penal. La modificación propuesta consiste en incorporar, a la referida causal la siguiente frase final, “o haber ejercido violencia física o psíquica con anterioridad a la ejecución del hecho”.


El Honorable Senador señor Espina indicó que en esta proposición cabe la misma crítica que se hizo en la indicación anterior, y en la cual la Comisión concordó,  ya que la violencia física o psíquica anterior, sin limitación en el tiempo, no aumenta necesariamente el mal que implica el hecho delictivo posterior, que es el motivo de actual persecución penal.


- Sometida a votación, la indicación número 3 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Muñoz Aburto.
- - -


La indicación Nº 4, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Muñoz Barra, Naranjo y Ominami, tiene el propósito de modificar el artículo 68 bis del Código Penal, norma que permite al tribunal imponer una pena inferior en un grado al mínimo de la señalada para el delito, cuando exista una atenuante muy calificada y no concurren circunstancias agravantes de responsabilidad criminal.


La modificación consiste en agregar un inciso segundo al artículo para establecer que en el caso de delitos de violencia intrafamiliar, si sólo concurre la atenuante consistente en entender que ha existido amenaza o provocación inmediata del ofendido cuando éste ha ejercido actos de violencia intrafamiliar en contra del autor, se podrá imponer la pena inferior en uno, dos o tres grados al mínimo de la señalada para el delito.


Sobre el particular, en el seno de vuestra Comisión se tuvo en consideración que la atenuante a que se refiere la indicación corresponde a la propuesta en la indicación número 1, previamente rechazada por unanimidad. En consecuencia, los integrantes presentes de la Comisión concordaron en que, habiéndose rechazado la indicación número 1, la modificación propuesta por la indicación número 4, resulta inconducente.


- Sometida a votación, la indicación número 4 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Muñoz Aburto.
- - -


La indicación número 5, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Muñoz Barra, Naranjo y Ominami, propone incorporar como artículo 71 bis, nuevo, del Código Penal, el siguiente:


“Artículo 71 bis. No podrá aplicarse la circunstancia atenuante 6ª del artículo 11 cuando el autor tuviere anotaciones, denuncias u otro antecedente por causa de violencia intrafamiliar.”.


Mediante ésta indicación se propone establecer que no procederá considerar la causal de atenuación de responsabilidad penal consistente en la irreprochable conducta anterior cuando al imputado tuviere anotaciones, denuncias u otros antecedentes por violencia intrafamiliar.


Sobre el particular, el profesor señor Acosta señaló no compartir la proposición en atención a que estima que la mera denuncia de actos de violencia intrafamiliar no puede, por si misma, ser considerada suficiente para desechar la existencia de una atenuante genérica de responsabilidad criminal, como es la irreprochable conducta anterior. En tal sentido, agregó, es necesario tener presente que una denuncia no constituye un antecedente suficiente, porque ella esencialmente  sólo es la imputación de un hecho que no se encuentra acreditado, y que tampoco tiene el mérito suficiente de acreditar una conducta cualquier “otro antecedente” como propone la indicación, ya que ni la denuncia ni tal antecedente han sido previa y judicialmente constatados, lo que resulta un requisito mínimo exigible como para no considerar una atenuante que beneficia a un acusado por un delito, lo que resulta evidente si se considera que la denuncia incluso, de ser investigada, puede ser absolutamente desestimada por un tribunal.


Por su parte, el Jefe de la División de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señor Marco Rendón, explicó que la norma contenida en la indicación es concordante con la disposición aprobada en general por el Senado en el número 4 del artículo 2º del proyecto.


El referido artículo 2°, aprobado en general, propone diversas modificaciones a la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar. Su cuarto numeral propone incorporar un artículo 14 bis, nuevo, a la citada ley, que determina que en los delitos de violencia intrafamiliar el juez, para evaluar la irreprochable conducta anterior del acusado, deberá considerar las anotaciones que consten en el registro a que se refiere el artículo 12 de la ley, esto es, el Registro Especial que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación con las personas condenadas, por sentencia ejecutoriada, como autoras de violencia intrafamiliar.


Sobre la materia, en el seno de vuestra Comisión se tuvo en especial consideración que la norma antes citada se refiere específicamente a anotaciones generadas por sentencia judicial ejecutoriada, lo que se estimó perfectamente atendible, y un tratamiento de la misma materia totalmente distinto al propuesto en la indicación.


- Sometida a votación, la indicación número 5 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Muñoz Aburto.
- - -

Número 2)

Mediante este numeral, del proyecto aprobado en general, se propone introducir dos enmiendas al artículo 361 del Código Penal, disposición que tipifica y sanciona el delito de violación.


Su literal a) modifica el numeral 1° del artículo 361, que señala, como modalidad típica de la violación, la comisión del hecho mediante fuerza o intimidación, en los siguientes términos:


“1° Cuando se usa de fuerza o intimidación.”.



La modificación consiste en reemplazar el numeral por otro, que incorpora la violencia como modalidad típica de la comisión del delito de violación, de acuerdo al siguiente texto:


“1° Cuando se usa de fuerza, violencia o intimidación.”.


Su literal b) recae en el numeral 2° del mismo artículo, norma que señala “2° Cuando la víctima se halla privada de sentido, o cuando se aprovecha su incapacidad para oponer resistencia.”, y la modificación aprobada en general reemplaza las palabras “para oponer resistencia” por “para oponerse”.


Ofrecida la palabra, el profesor señor Acosta se refirió en primer término a la enmienda propuesta en el literal a), haciendo presente su opinión en el sentido que dentro del concepto de fuerza se incluye tanto a la fuerza moral como a la fuerza física, y que esta última equivale a la violencia. 

Expresó que la modificación parece estar motivada en el afán de resolver algunos problemas prácticos probatorios, atendiendo el hecho que en algún caso aislado se ha considerado que la mera presencia de violencia física no constituye la causal de fuerza, lo que estimó producto de una equivocada interpretación, realizada por algún tribunal, y no de un defecto del tipo.


El Honorable Senador señor Larraín indicó que la formula que ocupa el Código Penal, en este tipo, es la original de la redacción decimonónica, y que sobre ella se ha construido una sólida doctrina y jurisprudencia que considera la violencia como un forma de fuerza física, por lo que la modificación no agrega nada nuevo y, por tanto, puede ser rechazada sin afectar el propósito central del proyecto.


A continuación, el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Riveros, explicó que la proposición original del Ejecutivo era reemplazar el concepto de fuerza por el de violencia por considerar que la violencia tiene características más amplias que la fuerza, la que sólo se configura cuando se está en presencia de fuerza física directa. Acotó que la Cámara de Diputados aprobó mantener el término fuerza y agregar la violencia, y el que Ejecutivo preferiría volver a su proposición original.


El señor Jefe de la División de Reformas Legales del SERNAM señaló que está superada en la doctrina penal la idea de que los delitos contra las personas puedan involucrar fuerza física en vez de violencia y que, por eso, por ejemplo, en los delitos de robo se distinguen entre los perpetrados con fuerza en las cosas y con violencia en las personas. Por otra parte, acotó, una interpretación restrictiva de la norma actual puede entender que la fuerza física implica necesariamente algún grado de lesión contra la víctima, y que si la violencia ejercida no deja consecuencias distinguibles, porque se limita solo a la coacción, puede que no se tenga por verificada la conducta típica.


El profesor señor Acosta observó que la disposición actual ocupa la voz intimidación, en la que se comprenden todos los actos de coacción que no constituyen fuerza, pero que doblegan la voluntad de la víctima. Por otra parte, indicó, el sentido natural y obvio de la voz “fuerza” contenida en la disposición es castigar a quién somete corporalmente a la víctima para tener un acceso carnal; lo que está en juego, entonces, es la libertad sexual y libertad individual de las personas. Expresó que si los actos que se ejecutan para lograr tal objetivo no son físicos entra a jugar el concepto de “intimidación” actualmente vigente, y estimó que agregar la noción de violencia no adiciona claramente otro giro semántico para la determinación de la aplicación del tipo, aunque tampoco resulta necesariamente negativo incorporar el concepto que se propone.


En similar sentido, el Honorable Senador señor Larraín expusó que la violencia es definida, en el Diccionario de la Real Academia de la Lengua,  como referida a quien obra con ímpetu y fuerza, lo que indica que la violencia está referida a la fuerza, la cuál a su vez es definida como la aplicación del poder físico o moral. Con estas definiciones, manifestó, se concluye que la incorporación del concepto propuesto no agrega un nuevo sentido a la disposición de que se trata.


En atención a las objeciones planteadas al texto aprobado en general, la Honorable Senadora señora Alvear propuso mantener la disposición legal vigente y, para evitar las interpretaciones que se han estimado erróneas, dejar constancia para la historia del establecimiento de la ley que se obró de esa forma porque se entiende que el concepto de violencia está comprendido dentro del de fuerza, manifestando su acuerdo en tal constancia la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión.


- Concordando en tal proposición, la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordaron suprimir la letra a) del Nº 2) del artículo 1º.

El literal b) aprobado en general, modifica el numeral 2° del artículo 361 del Código Penal, que establece, como modalidad típica de la violación el acceso carnal cuando la víctima de halla privada de sentido o cuando se aprovecha su incapacidad para oponer resistencia. La modificación consiste en reemplazar la expresión “para oponer resistencia” por “para oponerse”.


El profesor señor Juan Domingo Acosta explicó que la modificación nuevamente pretende resolver un problema probatorio que podría darse si es que se exige acreditar la existencia previa de la víctima de una incapacidad de resistirse, pero, agregó, esta exigencia probatoria parte de una interpretación errada, que considera que este tipo sólo es aplicable a quienes no tienen, constitutivamente, capacidad para resistirse a una relación sexual no consentida, como los tetraplégicos. Si se obvía esta exigencia interpretativa, el cambio que se propone no agrega otro giro semántico para la determinación de la aplicación del tipo.


Por su parte, la Jefe del Departamento de Reformas Legales del Ministerio de Justicia, señora Nelly Salvo, manifestó que, de acuerdo a redacción del tipo en el Código Penal, actualmente se exige a la victima que acredite que opuso algún grado de resistencia, frente a la violación, en circunstancias que debería bastar, como hecho inculpatorio, la acreditación del aprovechamiento que hace el sujeto activo de la incapacidad en que se encontraba la víctima, sea en forma momentánea o no, de oponerse. De acuerdo a ello, agregó, es partidaria de mantener el literal b) del numeral 2) del artículo 2°, del proyecto aprobado en general.


Asimismo, el Honorable Senador señor Larraín expresó su opinión en el sentido de estimar adecuada la modificación aprobada en general, en atención a que resulta suficiente el que la víctima se haya opuesto, siendo un exceso el exigir a la víctima que haya opuesto resistencia.


En consecuencia, la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, acordó realizar las modificaciones formales necesarias por el rechazo de la letra anterior de este numeral, y mantener la modificación aprobada en general mediante la letra b) de este numeral.

Número 3)


Mediante este numeral del proyecto aprobado en general se modifica el artículo 368 del Código Penal, disposición que excluye la posibilidad de aplicar la pena en su grado mínimo, si ella consta de dos o más grados, o su mitad inferior si ella consta de un solo grado, cuando se trate de delitos de violación, estupro u otros de carácter sexual, en que el autor sea una autoridad pública, ministro de culto, guardador, maestro o quién esté a cargo de la educación, guarda, curación o cuidado del ofendido. 

El inciso segundo del referido artículo exceptúa de la regla anterior los casos en que el delito sea de aquellos que la ley tipifica y pena expresando la circunstancia de usarse fuerza o intimidación, abusarse de una relación de dependencia de la víctima o abusarse de autoridad o confianza. 


La modificación aprobada en general consiste en reemplazar la expresión “fuerza” por “violencia” contenida en el inciso segundo antes citado.


Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin perjuicio de ello, en atención a la revisión que de la letra a) del número 2 de este artículo realizó la Comisión, literal que en definitiva suprimió, en el seno de vuestra Comisión se coincidió en la necesidad de suprimir este numeral, a fin de guardar la debida concordancia y armonía en las disposiciones del proyecto.


En consecuencia, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto acordó la supresión de este numeral. 

Número 4)


Agrega un artículo 368 bis, nuevo, al Código Penal, del siguiente tenor:


“Artículo 368 bis.- En los delitos señalados en los dos párrafos anteriores serán circunstancias agravantes las siguientes:


1.- Ser dos o más los autores del delito.


2.- Que el delito se ejecute con desprecio de la presencia de menores de edad.”.

Los párrafos anteriores a que se refiere la indicación contemplan los delitos de violación, estupro y otros de carácter sexual: 


Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin embargo al estudiar la indicación número 1, que dice relación con las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, se abocó al estudio de dicha materia, analizando tanto las normas contenidas en las indicaciones pertinentes como las aprobadas en general, a fin que las disposiciones del proyecto guarden la debida coordinación y armonía entre sus normas.


En primer lugar vuestra Comisión se abocó al estudio de la nueva circunstancia de agravación de responsabilidad penal que se configuraría cuando el delito sea cometido por dos o más autores.



El profesor señor Acosta explicó que la pluralidad de autores en los delitos de violación, estupro y otros, como una causal específica de agravación penal, repite, de alguna forma, las ideas ya indicadas en el artículo 12 del Código Penal, en particular en las causales 1ª y 11ª.

La primera de ellas, indicó, se refiere a cometer un delito contra las personas con alevosía, que se configura cuando se obra a traición o sobre seguro. Expresó que es necesario tener presente que cuando los hechores del delito son dos o más, se obra sobre seguro.  Sin embargo, agregó, la redacción de esta causal 1ª se refiere a los delitos contra las personas, y ello podría llevar a que una interpretación restrictiva considere que tal concepto se refiere solamente a los tipos contenidos en el Título VIII del Libro Segundo del Código Penal, cuyo epígrafe es precisamente “crímenes y simples delitos contra las personas” y, en consecuencia, estimar que no se aplica la agravante respecto de las figuras penales que contempla el Título anterior, denominado “Crímenes y simples delitos contra el orden de las familias, contra la moralidad pública y contra la integridad sexual”, donde se encuentran tipificados y penados los delitos de violación, estupro y otros.

La segunda de las causales de agravación indicadas, la del 11ª del artículo 12 del Código Penal, expresó, considera la ejecución del delito con auxilio de gente armada o de personas que aseguren o proporcionen la impunidad. En esta causal, destacó, se configura más claramente la idea del número 1 del artículo 368 bis propuesto en la indicación, porque cuando varias personas ejecutan el delito, necesariamente ello asegura o proporciona impunidad al delincuente.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina manifestó su opinión en el sentido de estimar necesario evitar establecer causales específicas de agravación penal respecto de ciertos delitos que estén cubiertas, de alguna forma, por las causales genéricas de agravación de responsabilidad criminal, porque tal proceder generará problemas interpretativos para el juez que conozca de la materia, quién se verá en la obligación de determinar que norma hace primar sobre otra, lo que incluso puede llevar a que no considere la aplicación de ninguna de ellas.


En sentido contrario, la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Laura Albornoz, observó que esa es la técnica legal que se sigue en los delitos contra la propiedad, en los que la legislación establece una serie de causales específicas de agravación de responsabilidad.
 Agregó que el Código Penal español contempla expresamente esa figura, y que ella no ha implicado mayores problemas prácticos en su interpretación
.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM señaló que, en su opinión, hay un punto de diferencia entre la causal genérica de agravación de responsabilidad establecida en la circunstancia del numeral 11ª del artículo 12 del Código Penal, y la que se propone, porque la primera se refiere a la participación de distintas personas para proporcionar impunidad, lo que se asemeja más a la participación de la figura del cómplice o del encubridor, a diferencia de la norma propuesta que estimó más específica en atención a que se refiere sólo a la comisión directa de los delitos de violación, estupro u otros de carácter sexual, por dos o más personas.



El Honorable Senador señor Gómez observó que en los últimos años la opinión pública se ha sensibilizado en contra de la comisión de delitos sexuales, y que el propio Parlamento ha aprobado una serie de modificaciones al Título VII del Libro Segundo del Código Penal, creando tipos penales más específicos y figuras agravadas especiales.

En este sentido, agregó, la norma propuesta por el Ejecutivo es razonable en atención a que los delitos sexuales cometidos por dos o más personas resultan especialmente atroces y requieren una agravación especial del reproche penal, y que contempla una circunstancia distinta a la indicada en el artículo 12, circunstancia 11ª, que se refiere más bien a la participación de otras personas para asegurar la ejecución o la impunidad del autor del delito, y no claramente al delito cometido por dos o más autores.


El Honorable Senador señor Espina concordó con que se debe penar más severamente la comisión de delitos ejecutados directamente por dos o más personas, y manifestó que, sin perjuicio de ello, le parecía más adecuado que tal consideración quede establecida en las reglas general sobre agravación de responsabilidad penal, y no en una regla particular, solicitando considerar esta circunstancia en las reglas generales de agravación del artículo 12 del Código Penal.


En una sesión posterior, y en atención a la solicitud que en tal sentido planteara vuestra Comisión, el profesor señor Acosta indicó que lo más pertinente sería hacer expresamente aplicable la agravante de la alevosía a la comisión de delitos sexuales. Esta agravante, agregó, se configura cuando se obra a traición o sobre seguro, y señaló que la mayor parte de los delitos sexuales cometidos por dos o más hechores se cometen justamente actuando a traición o sobre seguro. Esta solución, señaló, evitaría establecer una agravación específica para estos delitos específicos, y generar problemas de interpretación para su aplicación.


Ante la consulta formulada por el Honorable Senador señor Espina en relación a si en todos los casos en que se realiza una violación por dos o más personas se configura la situación de alevosía, señaló que aunque esa situación es la más común, es posible que una violación cometida por dos personas no sea alevosa.


Además, en respuesta a los planteamientos de los Honorables Senadores señores Gómez y Espina en el sentido que la comisión de una violación por dos o más sujetos debe constituir una agravación a todo evento, y a la consulta respecto de la posibilidad de introducir una norma legal que presumiera la alevosía en tales casos, indicó que no estima recomendable proceder de esa forma, porque ello tuerce el sentido natural y obvio de la alevosía y puede terminar con problemas de tipicidad. En tal sentido, manifestó, si se estima necesario agravar tal circunstancia, estimó más conveniente incorporar un artículo nuevo con dos numerales; uno que haga aplicable la agravante de alevosía para estos delitos y otro, supletorio, que agrave la responsabilidad criminal cuando el delito se comete por dos o más personas, pero teniendo como límite lo establecido en el artículo 63 del Código Penal.


Acogiendo la petición de la Comisión, propuso considerar la siguiente redacción para el artículo 368 bis aprobado en general:


“Artículo 368 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 63, en los delitos señalados en los dos párrafos anteriores serán circunstancias agravantes las siguientes:


1º La  del artículo 12, circunstancia 1ª; y


2º Ser dos o más los autores del delito.”.

En el seno de la Comisión se concordó con la propuesta y, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, se acordó modificar la redacción propuesta para el artículo 368 bis contenido en el Nº 4) del artículo 1º aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.


En relación con la segunda parte del numeral aprobado en general, que considera como agravante de responsabilidad penal en los delitos de violación, estupro u otros de carácter sexual, el ejecutarlo con desprecio a la presencia de personas menores de edad, el profesor señor Acosta planteó que esa circunstancia calza totalmente en el concepto de ensañamiento que el artículo 12, circunstancia 4ª, define como el aumento deliberado del mal del delito debido a la comisión de otros males innecesarios para la ejecución del primero, pues la presencia de menores de edad, expresó, evidentemente no es necesaria para la comisión de delitos de carácter sexual, y sólo tiene el efecto de aumentar el mal del delito.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Alvear consideró suficiente la razón expuesta como para rechazar la norma aprobada en general, evitando generar confusiones jurisprudenciales sobre la materia, sin perjuicio de lo cual solicitó dejar expresa constancia de los motivos expuestos y aceptados por la Comisión y que motivan la supresión de el número 2 del artículo 368 bis aprobado en general, planteamiento que fue asumido por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión.


- Asimismo, la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez y Muñoz Aburto acordó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, suprimir el numeral dos del artículo 368 bis propuesto en el Nº 4) del artículo 1º.

Número 5)


Mediante este numeral se propone eliminar el inciso cuarto del artículo 369 del Código Penal, que regula el caso en que el cónyuge o conviviente comete alguno de los delitos previstos en los artículos 361 a 366 N° 1 en contra de aquél con quien hace vida en común.


De acuerdo a ella, cuando se comete el delito de violación o de acciones sexuales punibles distintas al acceso carnal contra quién hace vida en común con el hechor, no será punible el delito cometido contra una víctima privada de sentido o que no puede resistirse o si se abusó de su enajenación o trastorno mental, a menos que la imposición o ejecución de la pena fuera necesaria en atención a la gravedad de la ofensa; y que la persecución penal terminará a requerimiento del ofendido, a menos que el juez no lo acepte, por motivos fundados.


Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, al considerar el tratamiento que la ley penal hace respecto del reproche criminal para delitos cometidos en contra cónyuge y del conviviente, vuestra Comisión acordó revisar la supresión aprobada en general.

Sobre el particular, el profesor señor Acosta explicó que el inciso cuarto del artículo 369 plantea dos situaciones distintas.

La primera regla se refiere a las violaciones entre personas que hacen vida en común y en que la víctima se hallaba privada de sentido o es objeto de un trastorno que le incapacita para oponer resistencia. En esos casos, agregó, no se divisa razón alguna para que el mero hecho de que víctima y victimario hagan vida en común impida que se de curso al proceso, ya que claramente se trata de un acto sexual no consentido, que se perpetró abusando de una posición de dominio frente a quien no podía oponerse, o incluso estaba privada de sentido, todo lo cual, estimó, de acuerdo a los criterios generales sobre la materia, debe ser castigado.


La segunda situación, indicó, requiere un análisis más detenido, porque los delitos sexuales, por definición, protegen varios bienes jurídicos: la indemnidad sexual de aquellos que no tienen suficiente conciencia o desarrollo para ejercer su sexualidad, y la libertad sexual o libertad individual, que protege a quienes si están en poder de sí mismos como para decidir sobre su vida sexual. Agregó que la libertad sexual es esencialmente disponible, por lo que si en un momento no se accedió a un acto carnal, una decisión posterior puede validarlo o aceptarlo y, en ese caso, no tiene sentido perseguir, de todas formas, al agresor.


Por otra parte, manifestó, la eliminación de la segunda regla contenida en el inciso que se suprimiría también generará problemas eminentemente prácticos, porque a las víctimas se les torna más difícil realizar la denuncia respecto del cónyuge o conviviente y serán más renuentes a denunciar debido a que se encontraran impedidas de retractarse, y el procedimiento deberá continuar hasta su término. 


Agregó que para impedir que la víctima denunciante sea presionada por el victimario, la norma establece una norma de seguridad, consistente en la facultad que se otorga al juez para apreciar la libertad con que la víctima que inició un proceso por esta causa perdona al agresor, pudiendo negar efectos procesales a tal perdón si fundadamente considera que hubo presiones indebidas para obtenerlo.


Coincidieron los miembros presentes de la Comisión en la supresión de la primera regla contenida en el inciso cuarto del artículo 369  que se aprobara en general, ya que tal disposición debe ser eliminada en consideración a que no existe razón alguna para privar al cónyuge o conviviente víctima de un delito de la posibilidad de que su autor sea sancionado, o para establecer la impunidad de quien comete una conducta típica, antijurídica y culpable, en razón de que la víctima es precisamente su cónyuge o conviviente.


Sin perjuicio de lo anterior, concordaron en la conveniencia de mantener la segunda regla, que permite poner término al procedimiento por el perdón del ofendido, tanto para evitar que las desavenencias de una pareja sean judicializadas como para permitir el restablecimiento de una relación que es de interés para la sociedad el preservar, tomando los resguardos necesarios para que el perdón sea auténtico y libre.


Por último, en el seno de vuestra Comisión se observó que la primera parte del inciso hace referencia al artículo 366, Nº 1, del Código Penal, norma que no existe, por lo que la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión concordó en la necesidad de modificar la disposición para eliminar dicho error. 


Por los motivos expuestos, se propuso reemplazar el número 5) del artículo 1° aprobado en general, por el siguiente:


“  ) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 369 del Código Penal por el siguiente: “En caso de que un cónyuge o conviviente cometa alguno de los delitos establecidos en los dos párrafos anteriores en contra de aquél con quien hace vida común, se podrá poner término al proceso a requerimiento del ofendido, a menos que el juez no acepte por motivos fundados.”.


-- De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, el texto antes indicado fue sometido a votación, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

Número 6)


Mediante este numeral se propone modificar el artículo 370 bis del Código Penal, disposición que establece las penas accesorias del condenado por los delitos de violación, estupro u otros de carácter sexual cometidos en un menor de que sea pariente, tales como la perdida de la patria potestad y de los derechos que por ministerio de la ley se le confieren respecto de la persona y bienes del ofendido.

La modificación consiste en incorporar un inciso tercero, nuevo, para establecer que si el condenado es una de las personas llamadas por la ley a dar su autorización para que el menor que fue su víctima salga del país, se prescindirá de ella.


Este numeral no fue objeto de indicaciones.


En el seno de vuestra Comisión se planteó la conveniencia de introducir modificaciones formales a la disposición aprobada en general, debido a que la incorporación de la regla propuesta en un nuevo inciso no se estimó adecuada, en atención a que de su lectura podría colegirse que ella establece una especie de ineptitud general para prestar la autorización para que menores, en general, salgan del país.


En tal sentido, se tuvo presente que los dos primeros incisos del artículo 370 bis se refieren a la privación de derechos que tiene el agresor sobre la persona, derechos y bienes del menor que agredió sexualmente, respecto del cual pudiere ejercer la patria potestad, y no respecto de cualquier otro menor. 


Además, se consideró que el inciso primero de la norma se refiere a la patria potestad y otros derechos conexos, los que el artículo 243 del Código Civil define como “el conjunto de derechos y deberes que corresponden al padre o a la madre sobre los bienes de sus hijos no emancipados”, y que la autorización para salir del país no cabe en esta definición porque no se refiere a bienes.


En tal sentido, se estimó necesario hacer referencia expresa a que el padre agresor no tiene derecho a pronunciarse sobre la salida del país de su hijo víctima de su agresión sexual.


Por último, se consideró apropiado dejar constancia también que esta referencia expresa se debe hacer en una oración final, nueva, de dicho inciso primero, para que de tal forma quede claro que no es necesario practicar la subinscripción de ello en la partida de nacimiento del menor agredido, como lo exige la primera parte de la disposición, y que el solo mérito de la sentencia condenatoria priva del referido derecho al padre agresor respecto de su hijo víctima de la agresión sexual.


De acuerdo a lo expuesto, se propuso incorporar la norma aprobada en general como frase final del inciso primero, sustituyendo su palabra inicial “Asimismo” por “Además”, y las palabras “el menor pueda salir” por “la víctima salga”.


- En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez y Muñoz Aburto aprobaron las modificaciones antes señaladas.

Número 7


Mediante este número se propone reemplazar el artículo 390 del Código Penal.


La norma vigente contiene un inciso que tipifica y sanciona el delito de parricidio. Según esta norma, comete parricidio el que conociendo las relaciones que los ligan mata a su padre, madre o hijo, a cualquier otro de sus ascendientes o descendientes o a su cónyuge o conviviente.


La modificación aprobada en general reemplaza el artículo, por otro, con tres incisos. Su primer inciso repite la tipificación antes señalada excepto en la inclusión del cónyuge o conviviente.


El inciso segundo expresa que se aplicará la misma pena que contempla el inciso primero a quien. conociendo las relaciones que los ligan, mate a quien es o ha sido su cónyuge o conviviente o con la que tiene un hijo en común, pudiendo no ser aplicada tal sanción a quienes cesaron su vida en común con tres años de antelación al delito, salvo que existan hijos comunes.


Finalmente el nuevo inciso tercero determina que cuando la víctima del delito, del inciso segundo, sea una mujer el delito se llamará femicidio.


Este numeral fue objeto de una indicación


La indicación Nº 6, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Muñoz Barra, Naranjo y Ominami, recae en el inciso tercero del artículo 390 aprobado en general, y propone agregar una frase final para establecer que el autor del delito de femicidio no tendrá derecho al grado mínimo de la pena asignada al delito de parricidio, que se contempla en el inciso primero.


Cabe hacer presente que la unanimidad de los miembros de la Comisión, al iniciar el estudio de esta indicación, concordó en la necesidad de analizar íntegramente el nuevo artículo 390 aprobado en general, contenido en este numeral.


El profesor señor Acosta señaló que, cómo cuestión general previa, era necesario tener presente que el delito de parricidio está en retirada en la legislación comparada, lo que se traduce en que los Códigos criminales de España, Alemania, Gran Bretaña, Francia, Argentina y Colombia hayan eliminado tal figura y optado por establecer el parentesco como una causal de agravación de la pena del homicidio, sin una entidad tal que configure un nuevo delito, al contrario de lo que ocurre en Chile. 

Agregó que la doctrina nacional también se muestra contraria a mantener este tipo penal especial, con la notable excepción de don Mario Garrido Montt. En este sentido, señaló, la proposición, que plantea integrar nuevas situaciones al parricidio va en contra de la doctrina y la legislación comparada. Además, expresó, no se divisa porque la mera existencia de una relación entre víctima y victimario es sancionada con mayor gravedad que la que se aplica en presencia de alguna de las circunstancias que definen el asesinato, en el artículo 391 del Código Penal.


Respecto a la proposición aprobada en general, observó que siendo ya cuestionable el establecer un tipo especial sólo cuando media entre víctima y victimario un matrimonio constituido o una relación de convivencia, es aún más cuestionable el ampliar este tipo a situaciones en las que el matrimonio o la convivencia terminó, o cuando nunca ha habido matrimonio o convivencia, como es el caso de quienes, a causa de una relación sexual ocasional, tienen un hijo en común. 


Por otra parte, señaló, la proposición establece que quedará a discreción del juez el aplicar o no la norma del inciso segundo si la convivencia o el matrimonio cesó hace más de tres años, situación que infringe el principio de legalidad de los tipos penales establecido en el artículo 19, número 7º, párrafo octavo, de la Constitución Política de la República.

Agregó que tampoco hay razón alguna que justifique que cuando hay hijos en común siempre el delito se considerado parricidio, sin distinguir si aún existe vida en común o cuando ella ceso, máxime si puede haber hijo en común sin mediar previa convivencia o matrimonio. Esta norma, agregó, desconoce el hecho de que el elemento distintivo del parricidio lo define una relación entre la víctima y el victimario, y que en el caso de un hijo común sin que nunca haya habido convivencia o matrimonio, claramente no hay relación entre la víctima y el victimario que pueda diferenciarla de la que se tiene con un tercero.

Manifestó que la declaración contenida en el inciso final del nuevo artículo 390 propuesto, consistente en señalar que se llamará femicidio al parricidio cometido contra una mujer, es sólo una cuestión semántica sin efectos prácticos importantes. Con todo, expresó, estima conveniente corregir el tenor literal de la disposición en cuanto indica que el responsable de femicidio será condenado como autor, sin considerar que el responsable puede tener un grado de participación distinto al de autoría, sin que sea lógico sancionar al cómplice o al encubridor con la misma pena que al autor.


Finalmente, en relación a la indicación número 6, opinó desfavorablemente, haciendo presente que así como consideró inapropiado el incluir dentro del femicidio el homicidio de una mujer sólo porque entre la víctima y el victimario existió en el pasado una relación de convivencia o un matrimonio, o cuando hay hijos en común, tampoco concibe que el mero hecho de que la víctima del parricidio sea mujer justifique elevar la pena del parricidio, la que, por si misma, ya es extremadamente alta.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que la primera definición política que cabe en este tema es considerar si se debe o no establecer, en el ordenamiento jurídico chileno, una figura que penalice de forma especial los homicidios cometidos contra mujeres por sus ex cónyuges o convivientes y, si se acuerda proceder de esa forma, de que forma se salvan los reparos técnicos planteados por el profesor señor Juan Domingo Acosta.


Indicó que es particularmente atroz el que personas que son familiares sean víctima y victimario en un delito de homicidio, y que la opinión pública ha presenciado como un alto porcentaje de las mujeres víctimas de homicidio fueron ultimadas por sus ex parejas. Esa realidad, agregó, lo ha llevado a concluir que es necesario mantener el delito de parricidio y establecer alguna fórmula que castigue, de manera ejemplar, a los que matan a quienes fueron sus parejas, como cónyuges o convivientes. Con todo, expresó, es necesario revisar a cabalidad la fórmula planteada en el texto aprobado en general, porque ella permite sancionar con las altas penas del parricidio casos en los que no ha habido convivencia alguna, o ella terminó hace mucho tiempo.


Consideró, en cambio, que la presencia de hijos comunes es la que genera un vínculo habitual y permanente entre los ex convivientes o ex cónyuges, pero que si no hubo descendencia producto de esa relación existe un momento en que las cosas quedan en el pasado, y que los hechos de sangre entre personas que algún día fueron pareja se asemejan, cada vez más a medida que aumenta el tiempo, a los hechos delictivos ocurridos entre extraños. En tal sentido, Su Señoría fue de la idea de limitar el tiempo durante el cual la figura especial que se propone afectaría a quienes una vez fueron pareja, transcurrido el cuál sólo procederían las reglas general es, a menos que existan hijos en común.

Estimó que también debiera ser materia de discusión la oportunidad y la eficacia de las medidas cautelares impuestas por el juez de familia a favor de las mujeres maltratadas, porque se han conocido casos de femicidios en los que la víctima ya era objeto de una de estas medidas de protección, que en la práctica no se cumplieron, con fatales consecuencias.

La Honorable Senadora señora Alvear consultó sobre la posibilidad, la disposición de la Comisión, y la conveniencia de establecer una figura agravada que contenga las situaciones contempladas en el texto del delito de femicidio aprobado en general. 

Además, señaló coincidir con lo expresado anteriormente sobre el cambio cultural, y recordó que cuando se discutió la primera ley de violencia intrafamiliar se generó precisamente tal cambio cultural y la sociedad tomó conciencia de la importancia del tema, señalando que la legislación en actual estudio también requerirá de una adaptación social como la señalada.


Además, indicó coincidir en la incorporación de una figura agravada en que se discute la situación del que mata a aquél con el cual engendró un hijo o hija, no solo porque ello es signo de un vínculo mantenido en el tiempo a través de las obligaciones de alimentos y del derecho de visitas, sino que, además, porque el que comete, en este caso, un delito de sangre contra su ex cónyuge o ex conviviente que priva al niño o niña, que es su propio hijo, de su madre, le causa un daño enorme y de efectos permanentes.


El profesor señor Juan Domingo Acosta señaló que el artículo 391 del Código Penal establece calificaciones para el homicidio que contemplan, de una u otra forma, las misma circunstancias propuestas para el parricidio; por ejemplo, la causal de alevosía considera el actuar a traición o sobre seguro, que claramente se da en los homicidios entre cónyuges, en el que el victimario viola el deber de confianza hacia su pareja o se vale de una situación objetiva de superioridad o aprovechándose de la situación de indefensión de la víctima, que es de sobra conocida para él.

Esta sola circunstancia, añadió, es suficientemente robusta como para abarcar la mayor cantidad de situaciones en las cuales hay un aprovechamiento de vínculos, sin necesidad de llegar a la objetivación que se propone en el texto aprobado en general, en la que la mera existencia de una relación ocasional pasada entre víctima y victimario es más grave que actuar con premeditación o ensañamiento, situaciones que, en concreto, se causa más daño a la víctima.


En respuesta a la consulta formulada por el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, respecto a si en la práctica de los tribunales se aplican estas agravantes en los homicidios contra mujeres, cuando son cometidos por sus ex parejas, expresó que no contaba con la información específica sobre el punto necesaria para dar una respuesta.


Sobre la materia, la señora Ministra Directora del Sernam, expuso que la ley Nº 20.066, que reemplazó la antigua ley de violencia intrafamiliar, modificó la figura del parricidio incorporando la convivencia como relación comprendida en ese tipo agravado, y también estableció una agravante para todas las lesiones cometidas entre personas vinculadas por alguna de las relaciones señaladas en el artículo 5º de dicha ley
. 

Señaló que los datos muestran que más de la mitad de las mujeres asesinadas en Chile mantuvieron en algún momento una relación de convivencia o matrimonio con su agresor, sin que ellas configuren las relaciones que contempla la norma sobre el parricidio, y que, en la práctica, los tribunales no aplican las agravantes del homicidio calificado resultando los hechores sancionados por homicidio simple. 

Expresó que muchas de esas situaciones son precedidas por años de abusos y agravios, en que el victimario sistemáticamente se aprovechó de su relación de poder en la relación y que,  cuando la mujer logró la fuerza suficiente como para terminar con el vínculo, el ex marido o ex conviviente la mató, indicando que cuando hay hijos comunes siempre se mantiene algún grado de relación entre los ex cónyuges o ex convivientes, relación que también da lugar a abusos de poder.


Indicó que el concepto de convivencia que ocupa el actual artículo 390 del Código Penal
 ha sido ampliamente debatido en la jurisprudencia, y se ha tenido como convivientes a quienes pagan cuentas en común o tienen relaciones sexuales en forma habitual, sin que ello requiera, necesariamente, un techo en común.


Por otra parte, estimó necesario considerar que la modificación de las normas españolas respecto del parricidio se deben a un reconocimiento jurídico de situaciones de convivencia distintas a las relaciones heterosexuales tradicionales, referentes sociales que escapan por el momento a la cultura jurídica nacional, en la que, por el contrario, se mantiene la concepción de que los integrantes del grupo familiar mantienen una posición mutua de garantes que justifica la mantención de una figura como la del parricidio.


El profesor señor Acosta manifestó que teniendo en consideración que la ley Nº 20.066 agravó el delito de lesiones, cuando este es cometido entre las personas que señala el artículo 5º de la ley Nº 20.066, y que la pena actual del homicidio simple, establecida en el artículo 391, Nº 2º
, es baja en comparación con otras sanciones de delitos en que el bien jurídico protegido es menos importante que la vida, podría considerarse una figura residual, para el caso que no se configure el parricidio ni el homicidio calificado, que eleve el piso de la pena del homicidio simple cuando se trate de las nuevas circunstancias previstas en el texto aprobado en general en reemplazo del artículo 390.


El Honorable Senador señor Espina indicó que existe consenso en el sentido que generan un mayor reproche social los delitos de sangre cuando son cometidos respecto de personas ligadas por parentesco o convivencia que cuando eso no ocurre, ya que claramente no tiene la misma connotación el matar a un integrante de la familia que matar a un tercero desconocido. Este mayor reproche, continuó expresando, se extiende también a aquellos delitos en los que entre los partícipes, víctima y victimario, no hay un vínculo formal sino una mera convivencia material, al igual que en aquellos casos en los que ya no hay convivencia material pero en que existen hijos en común, porque ello supone siempre el mantener algún nivel de relación.


Agregó que es público el hecho de que mujeres maltratadas por sus cónyuges o convivientes por largos años que, con ayuda externa o usando sus propios recursos, logran zafarse de esa relación, son candidatas a víctimas de homicidio por su ex pareja o ex conviviente, estimando que tal actuación no puede terminar configurando un homicidio atenuado sino que merece un castigo con el reproche social agravado que implica esta situación. Por ello, Su Señoría se mostró de acuerdo en que los atentados a la vida cometidos por personas que son ex cónyuges, ex convivientes o padres de hijos de la víctimas, sean más severamente castigados que en la actualidad, y estimó conveniente y apropiado el considerar una modificación como la planteada por el profesor Acosta.


Sobre el particular, el profesor señor Acosta señaló que las actuales penas de los delitos de parricidio y homicidio calificado son altas y no parece apropiado alterarlas ni considerar nuevas hipótesis de comisión que asemejen, en su gravedad, a las que actualmente tiene la ley. Observó que, en cambio, la pena del homicidio simple parte de un mínimo bajo, por lo que cabría explorar la posibilidad de una figura residual que considere las circunstancias de la norma aprobada en general, y que eleve el piso y el techo del homicidio simple en un grado, lo que dejaría la pena de esa figura en presidio mayor en su grado medio a máximo, muy similar a la actual pena del homicidio calificado, que es de presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo simple.


La segunda cuestión, planteó, es dilucidar a que casos se desea aplicar la nueva figura, considerando que las relaciones de matrimonio y de convivencia actual están cubiertas por la figura vigente del parricidio. En consecuencia, agregó, es necesario considerar por cuanto tiempo se extenderá el período en que la ex convivencia o el ex matrimonio de lugar a la figura, atendiendo que es distinta la situación de ex convivientes que rompieron hace seis meses de los que lo hicieron hace veinticinco años. Señaló que estima necesario poner un límite en la ley, sin dejarlo al mero arbitrio del juez. 

Además, manfestó que es necesario determinar que efectos tendrá la existencia de descendencia común entre quienes no son ni cónyuges ni convivientes, e incluso pueden no haberlo sido nunca. En tal materia, agregó, es necesario considerar que el artículo 5º de la ley de violencia intrafamiliar considera tanto a los cónyuges y convivientes como a los ex cónyuges y ex convivientes, sin considerar el período de tiempo desde el que ha cesado la convivencia o el matrimonio, y que el Código Penal recoge este criterio pero exclusivamente para agravar el delito de lesiones.

Recalcó que el aumento de pena propuesto implicará que, salvo por el tope mayor, la figura que se discute y el homicidio calificado quedarían con la misma pena, siendo necesario un pronunciamiento respecto de si tiene igual disvalor el matar a una ex conviviente con la que no se tuvo hijos, y de la que no se tiene noticia hace veinte años, que matar a alguien de forma alevosa, premeditada o por medio de sicarios.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina expresó sus dudas sobre la conveniencia de poner algún límite temporal para configurar el nuevo tipo entre ex cónyuges o ex convivientes porque, señaló, por mucho que haya pasado el tiempo un hecho de sangre entre personas que tuvieron alguna relación, de afectividad, en el pasado, siempre es cualitativamente distinto al mismo hecho acaecido entre quienes siempre han sido extraños.


Para superar el tema, propuso aprobar una norma que sea aplicable cuando no sea procedente el parricidio ni el homicidio calificado, y que sancione al que mate a su ex conviviente o ex cónyuge, siempre y cuando la convivencia o matrimonio haya concluido dentro de los tres años anteriores, a menos que hayan hijos en común. Para este caso, señaló, la pena será un grado mayor que la del homicidio simple.


La señora Ministra Directora del SERNAM informó que en la proposición original del Ejecutivo no se consideraba un plazo de vigencia para la aplicación de las normas del femicidio a los ex convivientes o ex cónyuges, pero que durante la discusión en la Cámara de Diputados se acordó limitar en el tiempo la aplicación de la norma aprobada en general cuando no hay hijos comunes. Además, solicitó considerar el uso de la voz femicidio cuando la víctima sea una mujer y el delito se cometa por razones de género.


En relación al concepto de conviviente, el Honorable Senador señor Gómez puso a disposición de los miembros de la Comisión un informe de la Biblioteca del Congreso Nacional preparado, a su requerimiento, sobre el concepto de “conviviente” en la actual legislación
.


El referido estudio indica que la inclusión de la voz “conviviente” en la legislación penal es de reciente data, y que dicho término no ha sido definido por la ley. Agrega que la doctrina nacional y extranjera ha intentado zanjar este tema considerando que hay convivencia cuando existe una relación de pareja heterosexual, existe cohabitación, hay rasgos de permanencia y monogamia. 


Añade que, para la configuración de esta circunstancia en la sede penal, la jurisprudencia nacional ha exigido que se trate de situaciones de vida en común, permanente y notoria, entre autor y víctima, y que entre ellos se de vida en común asimilable a la de una familia matrimonial. En tal consideración, el tratadista Javier Barrientos Grandón, citado en el documento, califica para efectos penales al conviviente como “una persona mayor de 16 años, soltera o divorciada que, al momento de cometerse el hecho punible, mantenía con otra de distinto sexo y también mayor de 16 años, soltera o divorciada, una situación de vida en común, habitual y pública, asimilable a una familia matrimonial, sin que fueren parientes colaterales por consanguinidad hasta el segundo grado.”.


Hace presente, sobre el punto en discusión, que “…en el delito de parricidio se asimila el conviviente al cónyuge, sin indicarle un tiempo de duración, ni contemplar una especie de caducidad para dejar de considerar que hubo convivencia. Por tanto, señala, para interpretar el delito de parricidio debe recurrirse al concepto que da la ley de violencia intrafamiliar sobre la violencia intrafamiliar, es decir, aquella que se ejerce sobre una persona “con la cual se tenga o haya tenido” la calidad de cónyuge o una relación convivencia. 


En un caso concreto, la Corte de Apelaciones (sentencia de 9 de agosto de 2007, Corte de Apelaciones de Iquique, Rol 71-2007) sostuvo que, pese a que la víctima hubiera puesto fin a la convivencia, igualmente se configuraba el delito de parricidio. Ello, debido a que el componente que sustenta este tipo de delitos es la existencia de una relación afectiva que puede verse tanto durante el matrimonio o convivencia y prolongarse incluso más allá de su término.”.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina indicó que, si se sigue esta jurisprudencia, el cambio propuesto no sería necesario porque la situación de los ex convivientes y ex cónyuges ya estaría incluida en el concepto de parricidio, y el Honorable Senador señor Chadwick observó que la modificación propuesta, a la luz de la jurisprudencia citada, podría hacer incluso contraproducente el incluir dentro del homicidio calificado a los ex convivientes o ex cónyuges porque, en la práctica, implica bajar la pena.


Por su parte, la señora Ministra Directora del SERNAM explicó que los datos que maneja su Servicio apuntan a concluir una interpretación distinta de la jurisprudencia, señalando que en caso de asesinatos entre ex cónyuges o ex convivientes se termina aplicando una pena baja porque se da por configurado el delito de homicidio simple atenuado.


Señaló que en muchos de estos casos lo que ha antecedido al hecho de sangre es el quiebre de una relación sentimental, en los hechos o formalmente por medio de la presentación de una demanda de divorcio, ante lo cual el ex cónyuge o ex conviviente mata a su pareja precisamente en razón del quiebre, hecho que determina que al momento del delito no había una relación que permita configurar un parricidio, sino solo un homicidio simple atenuado. En razón de ello, estimó necesario crear un tipo especial que ampare esta situación, que aunque no tenga la alta pena del parricidio a lo menos tenga una pena mayor que la del homicidio simple.


El profesor señor Acosta señaló que, por regla general, los jueces son muy restrictivos para aplicar estas calificaciones debido a la alta pena involucrada, por lo que incluso hay casos en los que se ha probado en el juicio oral que el matrimonio del perpetrador y la víctima adolecía de algún defecto que hubiere permitido anularlo, en un proceso civil futuro, y en mérito de ello se ha excluido la aplicación del parricidio y se ha preferido el homicidio. Por ello, estimó que, si se quiere aumentar la pena a los ex convivientes o ex cónyuges que matan a su ex pareja, se puede proceder de dos formas: crear un tipo especial que sea residual del parricidio y el homicidio calificado, o aumentar la pena del homicidio simple, que tal como antes señaló, es muy baja en comparación a otros delitos que protegen bienes jurídicos menos importantes.


Los Honorables Senadores señores Espina y Chadwick consideraron que, de lo expuesto, el concepto de convivencia y ex convivencia es de difícil conceptualización, por lo que no resultaría apropiado dejar los parámetros establecidos en la ley, como plazo o hijos en común, ya que ellos, en casos concretos, podrían implicar situaciones injustas. En razón de ello propusieron mantener la actual norma del parricidio, e indicar que cuando el parricidio se comete en contra de una mujer se llamará femicidio, estableciendo en otra norma, como residual al parricidio y al homicidio calificado, la sanción a los ex cónyuges o ex convivientes que matan a su ex pareja, dejándole a la jurisprudencia la labor de determinar cuando es una convivencia o una ex convivencia.


De acuerdo al debate antes reseñado, el señor Presidente sometió a votación la siguiente proposición:


Reemplazar el número 7) aprobado en general, para incorporar un inciso segundo, nuevo, al artículo 390 del Código Penal, del siguiente tenor:


“Si la víctima del delito descrito en el inciso precedente es una mujer, el delito tendrá el nombre de femicidio.”.


- Sometida a votación la proposición, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto le prestó su aprobación.

Sometida a votación la indicación número 6, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto.

Posteriormente, y de acuerdo al debate antes transcrito, se sometió a consideración de la Comisión la figura del homicidio agravado por ser la víctima ex cónyuge o ex conviviente, en los siguientes téminos:


 .. ) En el artículo 391 intercálase como numeral 2º, nuevo, pasando el actual 2° a ser 3º, el siguiente:


“2º Con presidio mayor en sus grados medio a máximo si la víctima ha sido cónyuge o conviviente del hechor, salvo que el delito se cometa con alguna de las circunstancias previstas en el número 1º.”.


Sometida a votación, y en virtud de lo dispuesto en al Artículo 121 del Reglamento del Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

La señora Ministra Directora del SERNAM solicitó a la Comisión reconsiderar su decisión y acordar que la voz “femicidio” no sólo se aplique en el caso que la víctima del parricidio sea mujer, sino que también dicha denominación se aplique al caso en que la víctima de esta nueva figura residual sea una mujer.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina consideró que la proposición podría generar confusión sobre la nueva figura y que, de acogerse, podría después entenderse necesario o conveniente cambiar la denominación de cualquier otra figura penal cuando la víctima del delito sea una mujer, y que, si se sigue por esa vía, llegará el momento en que una misma conducta típica tendrá diversos nombres, según las características de la víctima y no del hecho punible, por lo que llamó a rechazar la proposición.


- Sometida a votación la proposición, fue rechazada por cuatro votos en contra y una abstención.


Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto. Se abstuvo la Honorable Senadora señora  Alvear.

- - -


La indicación Nº 7, de Su Excelencia la señora Presidente de la República para modificar el artículo 391 del Código Penal. Este artículo establece cinco circunstancias de comisión del homicidio que configuran el delito de homicidio calificado: Alevosía; Por premio o recompensa remuneratoria; Por medio de veneno; Con ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor del ofendido; Con premeditación conocida.

La indicación propone agregar una sexta modalidad en los siguientes términos: “Si existe o ha existido una relación de pareja estable con la víctima.”.

El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que hay un conjunto de asesinatos de mujeres cuyas víctimas compartían con el victimario una relación estable de noviazgo o pololeo, que no implicaba convivencia. Esta preocupación ha sido objeto de algunas mociones parlamentarias
, y esta indicación recoge la preocupación de esas mociones y de los hechos de sangre acaecidos entre personas ligadas por lazos amorosos estables.


El profesor señor Acosta se manifestó contrario a la proposición en consideración a que en esos casos no hay ni ha habido convivencia y no hay hijos en común, es decir, no se está en presencia de ninguna de las situaciones antes acordadas y, en contraste, se quiere aplicar en este caso la pena del homicidio calificado, que tiene un techo más alto que la nueva figura antes discutida, a una relación absolutamente indefinida desde el punto de vista penal.


Por su parte, la Honorable Senadora señora  Alvear resaltó que el concepto de convivencia es un asunto de hecho que ya en la práctica puede ser difícil de dilucidar, y que el concepto de relación de pareja estable, sin convivencia, admite tal cantidad de interpretaciones que resulta más conveniente no innovar sobre esta materia y rechazar la indicación.


- Sometida a votación, la indicación número 7 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto. 

- - -

Número 8


Modifica el artículo 489 del Código Penal. Esta disposición establece una exención de responsabilidad criminal en caso de hurtos, defraudaciones o daños entre parientes consanguíneos legítimos en toda la línea recta, y hasta el segundo grado de la línea colateral; parientes afines legítimos en toda la línea recta; los padres y los hijos naturales; los cónyuges.


La modificación aprobada en general consiste en agregar un inciso final que hace improcedente la exención cuando los delitos comprendidos tengan por objeto afectar, destruir o inutilizar, con dolo directo, bienes de una víctima con la que el hechor tenga un vínculo matrimonial.


La indicación Nº 8, de Su Excelencia la señora Presidente de la República, para reemplazar el numeral por otro que sustituye el actual inciso final del artículo 489, a fin de establecer que la excepción de el artículo no será comunicable a quienes no compartan el parentesco o relación matrimonial en que fundamentan la exención y que tampoco procederá entre cónyuges tratándose de delitos de daño.


El señor Jefe de la División de Reformas Legales del SERNAM explicó que por regla general no se investigan los delitos patrimoniales cuando median relaciones de familia entre la víctima y el victimario. 

Señaló que el texto aprobado en general modifica sustancialmente la regla, estableciendo que siempre se investigarán los delitos patrimoniales habidos entre cónyuges, y que la indicación del Ejecutivo atempera la propuesta aprobada en general, señalando que sólo se investigarán los delitos de daños. Agregó que, con todo, la penalidad establecida para los daños en el Código Penal es relativamente baja y es muy posible que los procesos terminen en virtud del principio de la oportunidad o de una salida alternativa, pero que a lo menos se abre la posibilidad que se investiguen estos casos.


El profesor señor Acosta expuso que la norma del 489 del Código Penal es lo que en doctrina se llama una excusa legal absolutoria, o sea, una renuncia que hace el Estado de perseguir ciertas responsabilidades penales por razones de conveniencia político criminal. Agregó que la regla es de larga data y ya se contemplaba en el Código Penal original. Estimó que la indicación del Ejecutivo introduce una contraexcepción a esta excusa, consistente en perseguir la responsabilidad por los delitos de daños entre cónyuges, toda vez que los hechos demuestran que tales daños a la propiedad del otro cónyuge son muy indiciarios de un futuro y posible delito violento entre esos mismos cónyuges.


El Honorable Senador señor Gómez acotó que es importante evitar la violencia intrafamiliar, pero que también se debe ser cuidadoso en no judicializar, en sede criminal, las relaciones de familia, máxime cuando el bien jurídico involucrado es la propiedad y no se afecta la integridad personal. Agregó que para esos casos quizás convendría reforzar la salida porintermedio de la justicia civil, porque la actual formulación del artículo 489 establece que las responsabilidades por actos patrimoniales delictivos entre cónyuges son de orden civil.


La señora Ministra Directora del SERNAM expresó que la modificación planteada en la indicación permite judicializar un delito entre cónyuges que, aunque tiene un carácter patrimonial, también tiene un componente importante de violencia, porque lo que se penaliza es la destrucción violenta de los bienes propiedad del otro cónyuge, lo que muchas veces es un paso previo a la violencia intrafamiliar directa.


El profesor señor Juan Domingo Acosta observó que los daños que acá se pretenden penalizar son siempre daños dolosos o intencionales, que tengan una envergadura superior a una unidad tributaria mensual y que se efectúen en los bienes del otro cónyuge, por lo que siempre habrá que dilucidar, primero, si se trata de bienes comunes o conyugales o de bienes de propiedad y administración exclusiva del marido o la mujer.


El Honorable Senador señor Espina se manifestó partidario de la indicación, expresando que no es posible aceptar que un cónyuge, aunque sea en un arrebato; destruye todos los enseres de otro, pudiendo incluso ser aquellos objetos que le sirven para desarrollar su trabajo y brindar sustento a la familia o prole común.


Expresó que en esos casos hay violencia entre cónyuges, que quizás no está dirigida directamente al cuerpo de la otra persona, pero que definitivamente hay una situación de violencia declarada que debe ser detenida a tiempo, y sancionada, para que la impunidad no haga escalar el conflicto hasta generar daños personales.

Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez explicó que en la situación actual no hay impunidad para esos casos, porque siempre queda la vía civil y el proceso por violencia intrafamiliar en el tribunal de familia. Además, indicó, si el daño es parte de una situación de maltrato habitual podría también llegar a ser conocido por la justicia del crimen. Su Señoría propuso que, si se quiere un mayor control de los daños entre cónyuges, podría hacerse una mención especial a ellos en la definición de violencia intrafamiliar no constitutiva de delito que hace el artículo 5º de la ley Nº 20.066
, lo que permitiría que el juez de familia pueda conocer el asunto, aplicar una sanción y una medida de protección a favor de la víctima, y determinar si configura en el hecho un delito de maltrato habitual que aconseja remitir los asuntos a la judicatura criminal, pero no es conveniente que este tipo de situaciones, que son de índole exclusivamente patrimonial sólo puedan ser conocidas y resueltas por los tribunales del crimen.


El profesor señor Acosta anotó que la modificación planteada en la indicación mantiene la mayor parte de los delitos patrimoniales entre cónyuges fuera de la competencia de la justicia criminal, y lo que plantea, como excepción, dice relación solamente con el delito de daños que es un ilícito patrimonial con un componente importante de violencia, dejando fuera todos los otros delitos donde únicamente existe apropiación o disposición movida por el engaño, como el hurto o las defraudaciones. Por otra parte, señaló que no hay que olvidar que en la legislación actual los daños entre convivientes están penados según las reglas generales, y que si las modificaciones que en último tiempo se han impulsado pretenden equiparar al conviviente con el cónyuge la excepción propuesta está justificada.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó que le ha tocado conocer situaciones en las que el marido, de manera reiterada, destruye bienes de su esposa sin llegar nunca al maltrato físico, lo que en la práctica dificulta la configuración del delito de maltrato habitual, lo cual motiva que, en definitiva, la cónyuge víctima y perjudicada quede en la indefensión, casos que espera se terminen de aprobarse la presente indicación, que apoya como una solución al problema expuesto.


La Abogado del Departamento de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer, señora Rosa Muñoz, señaló que la excusa legal absolutoria también ha servido, en la práctica, para que los daños entre cónyuges no sean considerados al momento de la configuración del delito de maltrato habitual debido a la interpretación que de ella hacen los jueces, lo que se traduce que esos casos nunca son judicializados y el daño causado no sea objeto de sanción.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que las razones expuestas le llevan a allanarse a la indicación, sin perjuicio de lo cual solicitó que la Comisión dejara constancia de que la regla que se aprueba se refiere sólo al delito de daños y que no persigue, en ningún caso, judicializar en sede penal las relaciones de familia, en lo que concordaron la unanimidad de los miembros de la Comisión.


-- Sometida a votación la indicación número 8, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, con enmiendas de carácter formal.


La indicación Nº 9, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Muñoz Barra, Naranjo y Ominami para reemplazar en el inciso tercero propuesto, en este numeral, la palabra “matrimonial” por “señalado en el artículo 5° de la Ley de Violencia Intrafamiliar” 


En el seno de vuestra Comisión se tuvo en consideración que tal cambio en el inciso aprobado en general, ya acordado reemplazar por la aprobación de la indicación anterior, significaría que la excepción que contemplaba no se aplicaría a quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él, o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente, o entre padres de un hijo común, o sea un menor o discapacitado al cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.


En mérito de la discusión habida en la indicación anterior, los miembros de vuestra Comisión se manifestaron contrarios a la proposición.


- Sometida a votación la indicación número 9, resultó rechazada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

Número 9

Agrega un párrafo segundo al Nº 19 del artículo 494 del Código Penal, que en el Título De las Faltas, sanciona con multa los casos que indica.


En su numeral 19 la disposición establece que cuando se trate de delitos de mal uso de estampillas o marcas que indican que un servicio ya ha sido utilizado, malversación de caudales públicos, hurto de hallazgo, fraude en la entrega, fraude en la entrega agravado o incendio, por un monto menor a una unidad tributaria mensual, la pena será una multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.


La modificación aprobada en general  indica que si se trata de un incendio emprendido con la el fin de destruir o inutilizar bienes de una persona con la que mantiene o ha mantenido una relación de convivencia o vínculo matrimonial, la pena será prisión en su grado medio a máximo.


La indicación Nº 10, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, propone reemplazar el párrafo propuesto por otro, que considera las mismas disposiciones que el reemplazado salvo por el hecho de que prescinde de la condición de que el incendio haya sido efectuado con el propósito de destruir o inutilizar los bienes de una persona con la que mantiene o ha mantenido una relación de convivencia o vínculo matrimonial, bastando, en la propuesta de la indicación, que el incendio contra los citados bienes se haya cometido.


El Honorable Senador señor Espina señaló su opinión en el sentido que durante la discusión del proyecto ha quedado claro que una cosa es penalizar el daño entre cónyuges y otra, muy distinta, es establecer una agravación general para los delitos cometidos entre parientes o convivientes. Si se optara por el primer camino, señaló, resultaría necesario en la práctica modificar todo el Código Penal, propósito que excede largamente el sentido de la iniciativa en estudio, por lo que instó a rechazar tanto la indicación como el numeral aprobado en general que, estimó, presenta el mismo problema.


- Sometida a votación la indicación número 10, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.


A continuación, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, concordó en la supresión del numeral 9) del artículo 1º, a fin de guardar la debida armonía entre las distintas disposiciones del proyecto. 
Número 10


Agrega un párrafo segundo al número 21 del artículo 495 del Código Penal, disposición que sanciona con multa de una unidad tributaria mensual al que dolosa o culposamente cause daño que no exceda de una unidad tributaria mensual en bienes de públicos o de propiedad particular.


El párrafo nuevo propuesto indica que si se trata de un daño cometido con la el fin de destruir o inutilizar bienes de una persona con la que se mantiene o ha mantenido una relación de convivencia o vínculo matrimonial, la pena será prisión en su grado medio a máximo.

La indicación Nº 11, de Su Excelencia la señora Presidente de la República, propone reemplazar el párrafo, por otro que considera la misma disposición que el reemplazado, salvo por el hecho que suprime la condición de que el daño haya sido efectuado con el propósito de destruir o inutilizar los bienes, en el nuevo texto propuesto basta que el daño contra los citados bienes se haya cometido.


Teniendo en consideración los mismos argumentos compartidos al pronunciarse sobre la indicación anterior, la Comisión concordó en su rechazo.

- Sometida a votación la indicación número 11, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.


A continuación, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, concordó en la supresión del numeral 10) del artículo 1º, a fin de guardar la debida armonía entre las distintas disposiciones del proyecto. 
ARTÍCULO 2º


Modifica, en seis literales, la ley Nº 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.

Número 1)


Modifica el artículo 7º. Esta disposición establece que el tribunal, con el sólo mérito de una denuncia de una situación de riego, podrá tomar medidas cautelares. Su inciso segundo señala un conjunto de presunciones de situación de riesgo, y la modificación consiste en agregar una oración final en el inciso segundo, que establece que se presumirá que existe una situación de riesgo cuando el denunciado se oponga violentamente a aceptar el término de una relación afectiva que mantuvo en el pasado cercano con la víctima.


Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, en el seno de vuestra Comisión se solicitó conocer el motivo tenido en vista para se incorporación en el proyecto.

La señora Ministra Directora del SERNAM explicó que muchas veces los jueces no han considerado los quiebres de una relación amorosa en forma violenta como una situación de riesgo, pese a que en algunos casos estos han generado posteriormente víctimas fatales. Agregó que el hecho no es infrecuente, tanto así que en el diseño del parte policial sobre violencia intrafamiliar se contempla una consulta específica sobre este tema.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que, en su opinión,  la medida propuesta es razonable y que es necesario  tener en consideración que muchas agresiones, en el contexto de ex relaciones de familia, se pueden evitar por medio de estas medidas de protección.


En similar sentido, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto expresó su acuerdo con el ampliar el catálogo de situaciones objetivas en las que proceden las medidas de protección, porque de esta forma es posible evitar que se produzcan futuros sucesos de violencia intrafamiliar.


Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez manifestó su preocupación respecto de la técnica legislativa que presenta la modificación. Agregó que una lectura global del artículo 7º de la ley
, que establece estas medidas de protección, permite aseverar que hay una regla general establecida en el inciso primero, que indica que cada vez que haya riesgo inminente de violencia intrafamiliar el juez, con el solo mérito de la denuncia, deberá ordenar la medida de protección. Posteriormente la norma, en su inciso segundo, establece una serie de situaciones objetivas en las que se presume este riesgo inminente, como las denuncias previas por violencia intrafamiliar, los procesos pendientes por crímenes o simples delitos contra el potencial agresor, o las situaciones de alcoholismo y drogadicción. 

El problema de esta técnica legislativa, agregó,  es que los jueces tienden naturalmente a hacer procedente la medida de protección cuando se dan las situaciones objetivas que plantea el inciso segundo y, en cambio, son muy reacios a considerar una situación diversa a las allí señaladas aunque haya riesgo inminente. Así, por ejemplo, si el potencial agresor cada tarde, a la hora que la víctima llega de su trabajo, estaciona su auto frente a su casa y permanece en su interior no hay violencia, pero es dable pensar que hay una situación de riesgo que requiere la adopción de una medida de protección. Por ello, señaló, lo apropiado sería eliminar todas las presunciones de riesgo que establece el inciso segundo, y que propone la modificación aprobada en general, y precisar como única regla la que corresponde al espíritu general de esta norma, que indica que cada vez que hay una situación de riesgo inminente el juez, con el solo mérito de la denuncia, debe proteger a la potencial víctima.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Alvear planteó que esa podría ser la forma más correcta de proceder pero que, teniendo en consideración que los jueces sostienen que no tienen más facultades que las que expresamente les señala la ley y que, además, el caso planteado es de común ocurrencia, la aprobación de la norma resulta conveniente.


En similar sentido, el Honorable Senador señor Espina señaló compartir lo antes expresado, estimando que es mejor ampliar los supuestos en los que proceden la adopción de medidas de protección.


- Sometida a votación la proposición de modificar el texto aprobado en general, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick y Muñoz Aburto. Se abstuvo el Honorable Senador señor Gómez.
Número 3)


Modifica el inciso primero del artículo 14 de la ley sobre Violencia Intrafamiliar, disposición que tipifica y sanciona el delito de maltrato habitual, indicando que se aplicará la pena señalada, a menos que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cuál sólo se aplicará esta última pena.


La modificación aprobada en general elimina la regla que establece la supletoriedad de la pena indica en el artículo 14.


La indicación Nº 12, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, propone agregar un inciso final al artículo 14, para establecer una nueva circunstancia agravante del delito de maltrato habitual y del de amenazas, proferidas contra quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente. La agravante propuesta es perpetrar el delito con desprecio a la presencia de menores de edad. 

El profesor señor Acosta informó a la Comisión que la norma que se pretende eliminar constituye una aplicación del principio de subsidiariedad que resuelve problemas de concurso aparente de leyes penales, cuya regla general está en los artículos 74 y 75 del Código Penal
, y estimó  que su eliminación no producirá efecto alguno toda vez que si el hecho es constitutivo de otro delito de mayor gravedad el tipo penal del artículo 14 no será aplicado. Además, señaló que es preferible mantener la disposición para evitar soluciones erróneas y jurisprudencia dispar, y como una forma de ilustrar al Ministerio Público en el sentido que cada vez que se trata de un hecho delictivo, que merece una pena mayor a la señalada en el artículo 14, debe actuar sin necesidad de autorizaciones previas aunque la situación se de en un contexto de violencia intrafamiliar.


El señor Jefe de la División de Reformas Legales del SERNAM explicó que esta modificación tiene dos objetivos, a saber: En primer lugar, permitir que el juez de garantía o el tribunal oral en lo penal que conozca del delito más grave pueda apreciar que, además de ese hecho, hay maltrato habitual como una situación paralela, lo que les permitiría aplicar la norma del artículo 74 del Código Penal, estimar que hay un concurso real de delitos, y sancionar por ambos. Agregó que el enunciado actual del artículo 14 de la ley de violencia intrafamiliar impide que eso ocurra y que al Ejecutivo le ha parecido adecuado dejar ese punto entregado al juez. En segundo lugar, señaló, se busca facultar al Ministerio Público, cuando recibe una denuncia por un hecho más grave que el maltrato habitual, perseguir al autor por el hecho más grave y, a la vez, por maltrato habitual si este se ha constituido, sin que sea necesario, para esos efectos, la autorización judicial previa que debe dar el juez de familia en virtud del artículo 90 de la ley Nº 19.968. manifestó que el caso concreto a que alude esta situación es el de los delitos de lesiones menos graves o graves entre cónyuges o convivientes, que generalmente se dan en un contexto de maltrato habitual, pero que por su entidad llegan directamente a la fiscalía. En ese caso, señaló, actualmente el fiscal lleva el asunto ante el juez de garantía y no puede accionar también por el delito de maltrato habitual.


El Honorable Senador señor Espina señaló que el artículo 14 vigente es parte del diseño esencial de la ley de violencia intrafamiliar. Recordó que durante su discusión quedó firmemente asentada la idea de que no toda violencia intrafamiliar era delito, y que las situaciones concretas donde este fenómeno se da es tan dispar que es mejor dejar que el juez de familia aprecie si hay delito de maltrato habitual, lo que hace procedente derivar el asunto a la justicia del crimen, o si no se configura el delito y la violencia puede ser tratada en la sede de familia. 

Manifestó que el sistema adoptado pretende evitar que todas las víctimas concurran directamente a las fiscalías, lo que haría colapsar a ese Servicio, e impediría que las cuestiones de violencia intrafamiliar que no requieren un tratamiento penal sean prontamente conocidas por la justicia de familia, además de distraer los recursos necesarios para la persecución de otros delitos de acción penal pública. En virtud de estas consideraciones Su Señoría propuso eliminar la modificación contenida en el texto aprobado en general.


- En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto, acordó suprimir la modificación aprobada en general.


En discusión la indicación número 12, el Honorable Senador señor Espina recordó que la Comisión, con ocasión de la discusión del número 4) del artículo 1º, Nº 4), desechó una norma similar, porque consideró que la agravante consistente en la ejecución de delitos con desprecio a la presencia de menores de edad es una especificación de la agravante general contenida en el artículo 12, circunstancia cuarta, del Código Penal
, por lo que la repetición de la norma es innecesaria e incluso puede generar problemas prácticos. En consecuencia propuso mantener dicho criterio, rechazando la modificación propuesta en la indicación.


- Sometida a votación, la indicación número 12, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto.


Número 4)


Agrega a la ley un nuevo artículo 14 bis, que indica que para configurar la atenuante de irreprochable conducta anterior del imputado por violencia intrafamiliar el juez deberá tener en consideración las anotaciones que en su contra figuren en el registro de sanciones y medidas accesorias impuesta en virtud de esta ley, que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación.


La indicación Nº 13, de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Muñoz-Barra, Naranjo y Ominami para reemplazar el artículo 14 bis propuesto por similar, salvo en cuanto incorpora una frase final que determina que, para tales efectos,  también deberán tenerse en consideración las denuncias y demás antecedentes por causas de violencia intrafamiliar.


En discusión, en el seno de vuestra Comisión se estimó apropiado que el juez del crimen considere las sentencias ejecutoriadas dictadas en los juicios de violencia intrafamiliar, y demás resoluciones que la ley ordena inscribir, para pronunciarse sobre la irreprochable conducta anterior del imputado y hacer procedente la correspondiente causal de atenuación de responsabilidad penal, pero estimaron improcedente extender tal consideración a situaciones donde no existe un pronunciamiento judicial sino que una mera denuncia o sospecha, que puede ser infundada y de la cual no se ha dado traslado al imputado para defenderse. Por ello, coincidieron en rechazar la indicación.



- Sometida a votación la indicación número 13 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto.
- - -


La indicación Nº 14, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, propone incorporar como artículo 14 bis, nuevo, de la ley sobre Violencia Intrafamiliar, una disposición que impide que los fiscales puedan hacer uso del principio de oportunidad, y no iniciar la persecución criminal, cuando se trate de un imputado por violencia intrafamiliar respecto al cual haya denuncias anteriores por la misma causa.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que el principio de oportunidad es uno de los pilares de la reforma procesal penal, y que el permite que los casos importantes, en los que los fiscales tengan pruebas suficientes, terminen en los tribunales. La adopción de tal principio, agregó, permite explicar la celeridad de la nueva justicia penal y el alto porcentaje de sentencias condenatorias dictadas.


Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick estimó que la modificación propuesta no mejorará la persecución penal de los delitos de maltrato habitual y que, de ser aprobada, sobrecargará el sistema en términos tales que resultará contraproducente a los fines perseguidos.


En sentido contrario, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto expresó su opinión en el sentido que en este caso es necesario considerar que el asunto primero fue conocido por un juez de familia, quien fundadamente estimó que la gravedad de los hechos excedía las posibilidades que la ley brinda para el tratamiento del asunto en la judicatura familiar, lo que motiva que sea conocido por el respectivo tribunal de garantía. Si el caso ha sido entregado al Ministerio Público, prosiguió señalando, es porque revista gravedad y verosimilitud que resulta muy difícil el entender por qué un fiscal preferiría no persistir en el mismo.


- Sometida a votación, la indicación Nº 14 resultó rechazada por tres votos en contra y una abstención.


Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Gómez. Se abstuvo el Honorable Senador señor Muñoz Aburto.

- - -

Número 6)


Mediante este número se incorpora un artículo 18 bis, nuevo,  a la ley sobre Violencia Intrafamiliar, que establece que en los delitos constitutivos de violencia intrafamiliar será circunstancia agravante de responsabilidad el cometerlos con ofensa o desprecio de la presencia de menores de edad.


La indicación Nº 15, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, propone suprimirlo.


Los miembros de vuestra Comisión recordaron que con ocasión de la discusión del artículo 1º, Nº 4), se acordó desechar una norma similar, porque se consideró que la agravante consistente en la ejecución de delitos con desprecio a la presencia de menores de edad es una especificación de la agravante general contenida en el artículo 12, circunstancia cuarta, del Código Penal
, por lo que la repetición de un concepto similar resultaba innecesario ya que, incluso, podría generar problemas prácticos de interpretación y aplicación y. en consecuencia acordaron aprobar la indicación, y desechar la modificación aprobada en general. 



- Sometida a votación, la indicación Nº 15 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear, y señores Chadwick, Gómez y Muñoz Aburto.

- - -


La indicación Nº 16, de Su Excelencia la señora Presidenta de la República propone incorporar un artículo 3°, nuevo, al proyecto, para modificar mediante dos literales los artículos 81 y 93 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia.
Letra a)


Propone modificar el inciso segundo del artículo 81 de la ley que creó los Tribunales de Familia.


Su inciso primero señala que corresponderá el conocimiento de los conflictos a que de lugar la comisión de actos de violencia intrafamiliar, de la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar, el juzgado de familia en cuyo territorio jurisdiccional tenga domicilio el afectado.


Su inciso segundo dispone que cualquier tribunal que ejerza jurisdicción en asuntos de familia, fiscal del ministerio público o juez de garantía que tome conocimiento de una demanda o denuncia por actos de violencia intrafamiliar, deberá adoptar de inmediato las medidas cautelares del caso, aunque no sea competente para conocer de ellas. La modificación consiste es especificar que esta regla procederá respecto de los todos los actos de violencia intrafamiliar, sean o no constitutivos de delitos.


Sobre el particular, en el seno de vuestra Comisión se estimó que, en virtud de lo señalado en el inciso primero del artículo 83 de la Constitución Política de la República, al Ministerio Público se le entrega en forma exclusiva la facultad de dirigir la investigación de los hechos constitutivos de delito y, en tal contexto, la adopción de medidas para proteger a las víctimas y testigos, y que la indicación extiende esa obligación más allá de lo señalado por la Carta Fundamental a situaciones en las que no hay delito y no le cabe participación, contrariando la disposición constitucional antes citada siendo, en consecuencia, inadmisible por inconstitucional, todo lo cual además tiene un costo indeterminado cuya fuente de financiamiento no se señala.


En tal consideración la Presidenta accidental de vuestra Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, declaró inadmisible por inconstitucional la letra a) de la indicación Nº 16.

Letra b)


Modifica el artículo 90 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia. Esta norma determina que si el hecho denunciado reviste caracteres de delito el juez deberá enviar de inmediato los antecedentes al Ministerio Público.

La indicación propone agregar un inciso tercero, nuevo, que establece que antes de la remisión al Ministerio Público el juez de familia adoptará las medidas cautelares del caso, las que se mantendrán vigentes mientras el fiscal no decrete o solicite su modificación o cese.


La señora Ministra Directora del SERNAM explicó que se han presentado problemas prácticos con las medidas cautelares dictadas por los jueces de familia en procesos de violencia intrafamiliar cuando esos procesos son traspasados a la justicia criminal, y por ello se propone una norma que extiende los efectos de la medida cautelar dictada por el juez de familia, hasta que el Ministerio Público se pronuncie al respecto.


Sobre la materia, la Honorable Senadora señora Alvear expresó que en ocasiones se producen contiendas de competencia entre el Ministerio Público y los jueces de familia, porque estos consideran que una situación de violencia intrafamiliar constituye delito y aquél estima que no, y que mientras se resuelve la contienda no hay ningún órgano competente para ordenar o mantener las medidas cautelares. 

Para superar tal situación, agregó, es necesario establecer una norma que permita a los jueces de familia dictar medidas cautelares mientras el órgano correspondiente se pronuncia sobre la contienda de competencia.


Al efecto, propuso agregar un segundo inciso a la indicación, como inciso cuarto, nuevo, del artículo 90 de la ley Nº 19.968, del siguiente tenor:


“Si se plantea una contienda de competencia relacionada a una asunto de violencia intrafamiliar entre un juez de familia y el Ministerio Público o un juez de garantía, el juez de familia involucrado podrá adoptar las medidas cautelares que sean procedentes, las que se mantendrán vigentes hasta que la contienda competencia sea resuelta.”.


--Sometida a votación la letra b) de la indicación 16, modificada en la forma antes expuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.
- - -
MODIFICACIONES 


Las modificaciones aprobadas por la Comisión al texto aprobado en general son las siguientes:

ARTÍCULO 1º

Número 1)


- Suprimirlo.

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).
Número 2)

Pasa a ser N° 1).

- Eliminar su encabezado y su letra a).

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

Letra b)


- Eliminarla como literal “b)”, contemplando sólo el siguiente texto:


“1) En el numeral 2° del artículo 361, reemplázase las palabras “para oponer resistencia” por “para oponerse”.”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5 x 0).
Número 3)

- Suprimirlo.


(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5 x 0).
Número 4)


Pasa a ser N° 2).


Reemplazar el artículo 368 bis propuesto, por el siguiente:


“Artículo 368 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 63, en los delitos señalados en los dos párrafos anteriores serán circunstancias agravantes las siguientes:


1º La  del artículo 12, circunstancia 1ª; y,


2º Ser dos o más los autores del delito.”. 

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4 x 0).
Número 5)

Pasa a ser N° 3).


Sustituirlo por el que sigue:


“3) En el artículo 369, reemplázase su inciso cuarto por el siguiente:

“En caso de que un cónyuge o conviviente cometa alguno de los delitos establecidos en los dos párrafos anteriores en contra de aquél con quien hace vida común, se podrá poner término al proceso a requerimiento del ofendido, a menos que el juez no acepte por motivos fundados.”.”.

(Artículo 121 del Reglamento Senado. Unanimidad 4 x 0).
Número 6)

Pasa a ser Nº 4).


Reemplazarlo por el siguiente:


“4) En el inciso primero del artículo 370 bis, agregase después de su punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración “Además, si el condenado es una de las personas llamadas por ley a dar su autorización para que la víctima salga del país, se prescindirá en lo sucesivo de aquella.”.”. 

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4 x 0).
Número 7)


Pasa a ser Nº 5).


Sustituirlo por el siguiente:


“5) En el artículo 390 agrégase como inciso segundo, nuevo, el siguiente: 


“Si la víctima del delito descrito en el inciso precedente es una mujer, el delito tendrá el nombre de femicidio.”.”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5 x 0).
- - -

- Incorporar como número 6), nuevo, el siguiente:


“6) En el artículo 391 intercálase como numeral 2º, nuevo, pasando el actual 2° a ser 3º, el siguiente:


“2º Con presidio mayor en sus grados medio a máximo si la víctima ha sido cónyuge o conviviente del hechor, salvo que el delito se cometa con alguna de las circunstancias previstas en el número 1º.”.”. 

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 4 x 0).
- - -
Número 8)


Pasa a ser número 7).


Reemplazarlo por el que sigue:


“7) En el inciso segundo del artículo 489 intercálase entre la palabra “delito” y el punto final que le sigue (.) lo siguiente: “ni tampoco entre cónyuges cuando se trate de los delitos de daños indicados en el párrafo anterior”.”.

(Indicación N° 8. Unanimidad 5 x 0, y Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).
Número 9)

Suprimirlo.


(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).
Número 10)

Eliminarlo.


(Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).
ARTÍCULO 2º

Número 3)


Suprimirlo.


(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5 x 0).
Número 4)


Pasa a ser Nº 3), sin enmiendas.
Número 5)

Pasa a ser Nº 4), sin modificaciones.
Número 6)

Suprimirlo.


(Indicación N° 15. Unanimidad 4 x 0).
- - -


- Incorporar como artículo 3°, nuevo, el siguiente:


“Artículo 3º.- En el artículo 90 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, agréguense como incisos tercero y cuarto, nuevos, los siguientes: 


“Previo a remitir una causa al Ministerio Público, el juez de familia adoptará las medidas cautelares que correspondan, las que se mantendrán vigentes en tanto el fiscal no decrete o solicite su modificación o cese. 


Si se plantea una contienda de competencia relacionada a una asunto de violencia intrafamiliar entre un juez de familia y el Ministerio Público o un juez de garantía, el juez de familia involucrado podrá adoptar las medidas cautelares que sean procedentes, las que se mantendrán vigentes hasta que la contienda competencia sea resuelta.”.”.

(Indicación Nº 16, letra b), unanimidad 5 x 0).

- - -


De aprobarse las modificaciones propuestas, el proyecto queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1) En el numeral 2° del artículo 361, reemplázase las palabras “para oponer resistencia” por “para oponerse”.


2) Intercálase el siguiente artículo 368 bis, pasando el actual a ser artículo 368 ter:


“Artículo 368 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 63, en los delitos señalados en los dos párrafos anteriores serán circunstancias agravantes las siguientes:


1º La  del artículo 12, circunstancia 1ª; y,


2º Ser dos o más los autores del delito.”.

3) En el artículo 369, reemplázase su inciso cuarto por el siguiente:


“En caso de que un cónyuge o conviviente cometa alguno de los delitos establecidos en los dos párrafos anteriores en contra de aquél con quien hace vida común, se podrá poner término al proceso a requerimiento del ofendido, a menos que el juez no acepte por motivos fundados.”.

4) En el inciso primero del artículo 370 bis, agregase después de su punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración “Además, si el condenado es una de las personas llamadas por ley a dar su autorización para que la víctima salga del país, se prescindirá en lo sucesivo de aquella.”.


5) En el artículo 390 agrégase como inciso segundo, nuevo, el siguiente: 


“Si la víctima del delito descrito en el inciso precedente es una mujer, el delito tendrá el nombre de femicidio.”.

6) En el artículo 391 intercálase como numeral 2º, nuevo, pasando el actual 2° a ser 3º, el siguiente:


“2º Con presidio mayor en sus grados medio a máximo si la víctima ha sido cónyuge o conviviente del hechor, salvo que el delito se cometa con alguna de las circunstancias previstas en el número 1º.”.

7) En el inciso segundo del artículo 489 intercálase entre la palabra “delito” y el punto final que le sigue (.) lo siguiente: “ni tampoco entre cónyuges cuando se trate de los delitos de daños indicados en el párrafo anterior”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar:


1) Agrégase en el inciso segundo del artículo 7°, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo:


“Asimismo, se presumirá que hay una situación de riesgo inminente, cuando el denunciado oponga, de manera violenta, su negativa a aceptar el término de una relación afectiva que ha mantenido recientemente con la víctima.”.


2) Modifícase el artículo 9° en la forma que se indica:


a) Agrégase en el inciso primero el siguiente literal:


“e) Obligación de presentarse regularmente ante la unidad policial que determine el juez.”.


b) Reemplázanse en el inciso segundo las palabras “un año” por “dos años”.


3) Intercálase el siguiente artículo 14 bis:


“Artículo 14 bis.- En los delitos constitutivos de violencia intrafamiliar, el juez, para efectos de evaluar la irreprochable conducta anterior del imputado, deberá considerar las anotaciones que consten en el registro a que se refiere el artículo 12 de esta ley.”.


4) Sustitúyense en el inciso segundo del artículo 16, los términos “un año”  por “dos años”.


“Artículo 3º.- Insértense en el artículo 90 de la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos: 


Artículo 3º.- En el artículo 90 de la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, agréguense como incisos tercero y cuarto, nuevos, los siguientes:


“Previo a remitir una causa al Ministerio Público, el juez de familia adoptará las medidas cautelares que correspondan, las que se mantendrán vigentes en tanto el fiscal no decrete o solicite su modificación o cese. 


Si se plantea una contienda de competencia relacionada a una asunto de violencia intrafamiliar entre un juez de familia y el Ministerio Público o un juez de garantía, el juez de familia involucrado podrá adoptar las medidas cautelares que sean procedentes, las que se mantendrán vigentes hasta que la contienda de competencia sea resuelta.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 4, 12 y 18 de agosto y 1 y 2 de septiembre de 2009, con la asistencia de sus integrantes, Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente accidental), y señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera (Hernán Larraín Fernández), José Antonio Gómez Urrutia y Pedro Muñoz Aburto.

Valparaíso 13 de octubre de 2009.
(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE NORMAS QUE PERMITEN ACCESO A LA INFORMACIÓN BANCARIA POR PARTE DE LA AUTORIDAD TRIBUTARIA

(6477-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.

Cabe hacer presente que la Sala del Senado, en sesión celebrada el día 18 de agosto de 2009, acordó autorizar a la Comisión de Hacienda para discutir en general y en particular la presente iniciativa.

A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, la Subsecretaria, señora María Olivia Recart, y el asesor, señor Héctor Lehuede.

Del Servicio de Impuestos Internos, el Subdirector Jurídico, señor Pablo González.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor, señor Jaime Salas.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM

A juicio de vuestra Comisión, el artículo 62 bis propuesto por el artículo único del proyecto, así como el artículo primero transitorio, deben ser aprobados como normas de quórum orgánico constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental. 

- - -


Cabe señalar que mediante Oficio Nº 722/SEC/09, de 11 de agosto de 2009, el Senado puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema el presente proyecto de ley, dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Posteriormente, con fecha 1 de septiembre de 2009, el Senado dio cuenta de la recepción del oficio Nº 216, mediante el cual la Excma. Corte Suprema de Justicia dio respuesta a la opinión solicitada, y cuyas observaciones, en su tenor literal, fueron las siguientes:

“Los contenidos esenciales de los artículos 62 bis y primero transitorio del proyecto en referencia ya estaban comprendidos -en términos generales- en el artículo 62 y en el artículo transitorio del proyecto original, a cuyo respecto ya se emitió el informe, que se contiene en el oficio N° 150, de 18 de junio del presente.

Cabe señalar que consultada la base de datos de la Biblioteca del Congreso Nacional, específicamente el boletín correspondiente al proyecto en análisis, no consta que se haya incorporado el antes referido informe de esta Corte Suprema, lo que sería conveniente enmendar para la historia fidedigna del establecimiento de la ley. 

La remisión que el artículo 62 bis hace en su inicio al numeral 4) del inciso tercero del artículo 62 resulta errónea, pues del contexto de la norma aparece que ella debe ser hecha al último párrafo del numeral 3 del inciso tercero del citado artículo 62.

Asimismo, caber reiterar lo señalado en cuanto a  la preferencia que se establece para la vista de la causa en la Corte de Apelaciones, en el sentido de que ella debe compatibilizarse con la especialización de salas que contempla  la ley que creó los Tribunales Tributarios y Aduaneros. 

Finalmente, se debe hacer presente que nada se dice sobre la forma en que será conocida la causa por la Corte de Apelaciones. Sobre esta materia, cabe reiterar lo señalado en ocasiones anteriores, en el sentido que sería conveniente que ella se efectuara “en cuenta”.”.


El aludido oficio Nº 150, a su turno, que se pronunciaba sobre el texto que en su oportunidad conoció la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, da cuenta, de manera textual, de las siguientes conclusiones:

“1. El proyecto incurre en el error de establecer que los Tribunales Tributarios y Aduaneros podrán estar facultados para conocer de casos que tengan asignada pena privativa de libertad según el artículo 161 del Código del ramo, en circunstancias que dicho artículo contiene el procedimiento para la aplicación de sanciones por infracción que no consistan en penas privativas de libertad. En efecto, dicho artículo, en la parte pertinente, señala:

 “Artículo 161. Las sanciones por infracción a las disposiciones tributarias, que no consistan en penas privativas de libertad, serán aplicadas por el Tribunal Tributario y Aduanero, previo el cumplimiento de los trámites que a continuación se indican (…)”

2. La iniciativa legal entrega al Servicio de Impuestos Internos la facultad para requerir, administrativamente y sin orden judicial, información bancaria de terceros. En caso de oposición del titular de la información, el Servicio debe solicitar autorización judicial para acceder a ella. El contencioso a que da lugar dicha petición será fallado en primera instancia por el Tribunal Tributario y Aduanero del domicilio del titular de la información, o bien por el que corresponda al domicilio del banco requerido si aquél estuviere domiciliado en el extranjero. La segunda instancia corresponderá a la Corte de Apelaciones respectiva. 

3. Respecto de la preferencia que se establece para la vista de la causa en la Corte de Apelaciones, ella debe compatibilizarse con la especialización de Salas que, para materias tributarias y aduaneras, contemplan los artículos 61 y 66 del Código Orgánico de Tribunales. 

4. Finalmente, el proyecto nada dice sobre la forma en que las Cortes de Apelaciones conocerán de las apelaciones. Sobre esta materia, cabe reiterar lo expuesto en ocasiones anteriores, en el sentido de que sería conveniente que ello se efectuara “en cuenta”.”.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley busca establecer normas que permitan el acceso a la información bancaria por parte de la autoridad tributaria, con el objeto de que pueda cumplir con los requerimientos de información que le formulen órganos de administraciones tributarias extranjeras, así como sus propias tareas de control de la evasión impositiva.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

· Decreto ley Nº 830, de 1974, que aprueba el texto del Código Tributario.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje de S.E. la Presidenta de la República da cuenta de la legitimidad de la existencia de una capacidad fiscalizadora vigilante y eficaz, dotada de las herramientas necesarias para cumplir con su misión, frente a la obligación de los contribuyentes de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica. En efecto, añade, resulta hoy irrefutable afirmar que la interacción que mantiene el Servicio de Impuestos Internos con los contribuyentes se debe desarrollar en un plano de acceso a la información económica de naturaleza simétrica. Así, pues, en un sistema económico de libre mercado y de amplia globalización como es el que actualmente existe en Chile, no se puede pretender que sea lícito a los contribuyentes escudarse en secretismos o privilegios que los pongan en una situación mejorada con relación a las facultades de control de la evasión que posee la administración, y que hoy en día, fruto de la creciente integración económica de los países, es cada vez más necesario ejercer, tanto dentro de las fronteras como fuera de éstas. 

Considerando lo anterior, prosigue el Mensaje, resulta imprescindible conseguir que las administraciones tributarias puedan obrar en forma unida, intercambiando la información que posean de las rentas obtenidas por las personas en sus respectivos países. Evidentemente, este actuar unificado sólo puede darse en condiciones de amplia reciprocidad que exigen, por una parte, que se permita al Servicio de Impuestos Internos el acceso a la información bancaria de los contribuyentes, sea para que pueda cumplir los requerimientos de información de los entes de control tributario extranjeros, sea para satisfacer sus propias necesidades de fiscalización, mediante procedimientos racionales que permitan equiparar dicha satisfacción con el adecuado resguardo de la intimidad de las personas. Y por otra parte, establecer regulaciones en materia de reserva y de secreto bancario, cuestión que resulta fundamental para superar una de las asimetrías de información que dificulta a los países gravar a sus residentes. En este sentido, se ha afirmado en distintos foros internacionales que la supresión del uso abusivo de las disposiciones en materia de secreto bancario que facilitan el fraude fiscal, constituye un paso a favor de "sanear uno de los aspectos más oscuros de la economía globalizada". Sobre el mismo aspecto, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), ha manifestado una firme opinión en el sentido que un acceso fiable a la información constituye un "prerrequisito" para una aplicación "eficaz y justa" de las legislaciones fiscales propias de cada país.

Por lo expuesto, agrega el Mensaje, la incorporación de normas de esta naturaleza en nuestro ordenamiento jurídico está en plena concordancia con los estándares internacionales sobre la materia, contenidos básicamente en las 40 recomendaciones del Grupo de Acción Financiera para el Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo (GAFI), así como en numerosos otros acuerdos y  recomendaciones de los órganos internacionales en materias fiscales y financieras. 

Enseguida, recuerda el Mensaje que las normas que restringen el secreto bancario están en consonancia con las medidas que la mayor parte de los Estados están adoptando para minimizar los perniciosos efectos que conlleva el lavado de dinero, con secuelas en actividades ilícitas de tan alta gravedad como el tráfico de estupefacientes, la trata de blancas, el contrabando de armas, la piratería y otras que se aprovechan de los nichos de impunidad que la existencia de estos secretismos entrega al producto obtenido de aquellos.

A continuación, da cuenta de la situación de la regulación del acceso a la información bancaria y el intercambio de información entre las Administraciones Fiscales de los Estados en el derecho comparado, donde es percibido como una herramienta fundamental para cumplir con las funciones de aplicación y fiscalización los impuestos en un mundo globalizado. Actualmente, la mayoría de los países contempla en sus legislaciones mecanismos que permiten a la Administración Fiscal tener acceso a toda información bancaria que sea relevante para efectos fiscales, tanto para materias netamente civiles como en casos de investigación de delitos tributarios. Tal es la realidad de los siguientes países:

- España: la Agencia Estatal de Administración Tributaria puede solicitar directamente a los bancos, a las cooperativas de créditos y a otras instituciones dedicadas a la actividad financiera, acceso a información bancaria con fines tributarios. Esta información incluye los movimientos de cualquier clase de cuentas bancarias, sus balances u órdenes de pago. El mecanismo se articula sobre un sistema de declaraciones informativas que en forma periódica deben presentar las entidades que, de acuerdo con la normativa española, se dediquen al tráfico bancario o crediticio. Sin perjuicio de lo anterior, igualmente se puede efectuar un requerimiento particular de información dirigido a una entidad de crédito. En la actualidad, la facultad de la Administración para efectuar requerimientos individualizados con la finalidad de acceder a información bancaria se encuentra regulada en el artículo 93.3 de la Ley General Tributaria (Ley 58/2003). 

La información disponible también puede ser utilizada para dar respuesta a requerimientos de información bancaria de parte de autoridades fiscales extranjeras, con las que España mantenga convenios vigentes que incorporen cláusulas de intercambio de información.

Los funcionarios que toman conocimiento de este tipo de información, finalmente, están obligados a un deber de sigilo y confidencialidad de los datos. En caso de infracción, se aplica el régimen de sanciones general para todos los incumplimientos en materia de suministro de información.

- México: el Servicio de Administración Tributaria Mexicana (SAT) también cuenta con procedimientos de acceso a información bancaria. Este acceso se materializa por medio de declaraciones informativas periódicas que deben presentar las entidades de crédito. Asimismo, el SAT puede acceder a la información bancaria a través de requerimientos a las instituciones de crédito, por medio de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. La información que puede obtener el SAT comprende datos relativos a los depósitos, servicios, fideicomisos o cualquier tipo de operaciones. Existe un régimen de aplicación de sanciones en caso de incumplimiento de parte de las entidades financieras al requerimiento de entrega de información. En la actualidad, la facultad de la Administración para efectuar requerimientos individualizados se encuentra regulada en el artículo 32-b del Código Fiscal de la Federación. La información que se recabe puede ser utilizada para efectos de cumplir con las obligaciones de intercambio de información que establecen los convenios vigentes suscritos por México que incorporen este tipo de cláusulas. Al igual que el caso español, existe un deber de confidencialidad y sigilo de parte de los funcionarios que toman conocimiento de este tipo de información, cuya infracción esta sujeta a sanciones.

- Francia: el Artículo 8º del Libro de Procedimientos Fiscales, como una excepción al secreto bancario, otorga a la Administración Fiscal francesa el derecho a acceder a la información bancaria (Droit de Communication), sin formalidades previas. En la práctica, la Administración Fiscal tiene acceso directo a las bases de datos que contienen información relativa a cuentas corrientes, sus movimientos, balances, transferencias de fondos al extranjero y rentas obtenidas por los clientes de las entidades financieras. Esta información puede ser objeto de intercambio en la medida que exista un convenio internacional vigente que contemple normas de intercambio de información.

- Italia: los funcionarios de la Administración Fiscal pueden acceder a información en poder de los bancos, oficinas de correos y otros intermediarios financieros, previa autorización de las autoridades superiores de la misma Administración Fiscal. Los requerimientos de información complementarios no requieren de nuevas autorizaciones. El artículo 1º, párrafos 402 y 403 de la Ley de Finanzas de 2004, ha ampliado los poderes de los funcionarios de la Administración Fiscal para acceder a todo tipo de información sobre operaciones bancarias y servicios proporcionados por los intermediarios financieros.

- Nueva Zelanda: la Administración Fiscal, en uso de sus potestades generales de acceso de información, donde se entiende incluida la facultad de acceder a información bancaria, puede requerir a través de su Director a cualquier persona la remisión de información que considere necesaria o relevante para propósitos fiscales (secciones 17 y 17A  del Acta Pública N° 166 de 1994). Adicionalmente, se ha acordado con los bancos que operan en Nueva Zelanda un procedimiento estandarizado que asegura una recolección eficiente de información bancaria, que a la vez permite una mínima interferencia en las normales operaciones de los bancos o instituciones financieras en general. Esto se traduce en que cada banco nombra a las personas a cargo de responder las consultas de parte de la Administración Fiscal, las cuales deben ser lo más específicas posibles. Respecto a requerimientos de información provenientes de autoridades fiscales extranjeras, no existen requisitos especiales.

- Australia: no existe una norma especial que faculte a dicha Administración Fiscal Australiana (ATO) a requerir información bancaria, sino que ésta hace uso de sus potestades generales de acceso de información y requerimiento de evidencias, donde se entiende incluida la información bancaria. Dicha información puede ser utilizada para fines propios o para hacer frente a requerimientos de administraciones extranjeras. En la práctica el Director de la entidad fiscal requerirá directamente al banco, no siendo necesario notificar de este requerimiento al contribuyente por el cual se está solicitando la información. Sin perjuicio de lo anterior, el contribuyente puede recurrir a la Administración Fiscal para efectos de conocer los fundamentos en que se basa la petición de información bancaria.

- Irlanda: los funcionarios de la Administración Fiscal están facultados para requerir información por parte de las entidades financieras respecto de las operaciones bancarias relativas a un contribuyente determinado, previa autorización del Director de la Administración Fiscal, a través de una notificación al banco o entidad financiera.

Finalmente, reseñando el contenido del proyecto de ley, el Mensaje indica que se propone modificar el Código Tributario, estableciendo una norma que regula in extenso los casos y el procedimiento a que debe recurrir la Administración Tributaria para acceder a la información bancaria sujeta a reserva o secreto, abordando los siguientes tres aspectos:

- Extensión a los tribunales tributarios y aduaneros, de la facultad de la justicia ordinaria de disponer el examen de las cuentas corrientes bancarias. Se mantiene la potestad  de la justicia ordinaria para acceder a la información bancaria de personas determinadas, inclusive la sometida a secreto o sujeta a reserva, y se extiende esta facultad a los Tribunales Tributarios y Aduaneros independientes, en los casos que ella les sea necesaria para resolver una contienda sobre infracciones tributarias sancionadas con multa y pena privativa de libertad, sometida a su competencia de conformidad con las normas del artículo 161 del Código Tributario. Se otorga, asimismo, facultad al Servicio de Impuestos Internos para requerir a los bancos información sobre operaciones de personas determinadas, a la vez que se propone facultarlo para requerir a los bancos información relativa a operaciones de personas determinadas, incluidas aquellas sujetas a secreto o reserva, en los casos que ello sea necesario para la aplicación o fiscalización de las leyes tributarias, o para dar cumplimiento a un requerimiento de información que le formule una administración tributaria extranjera, a cuya satisfacción se encuentre obligado en virtud de un convenio internacional o de un compromiso de intercambio de información de aquellos a que se refiere el número 6 de la letra A del artículo 6° del Código Tributario.

- Procedimiento de la administración tributaria para acceder a la información. Dejando a salvo los casos especiales previstos por la ley (en virtud de los cuales los bancos entregan información al Servicio de Impuestos Internos, y que se seguirán rigiendo por dichas normativas), se establece el procedimiento general a través del cual la administración tributaria podrá acceder a la información. Se estima que este procedimiento cumple a cabalidad con los principios de legalidad, bilateralidad y acceso pleno a la jurisdicción, quedando, en su etapa jurisdiccional, sometido a la competencia especializada de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. En tanto estos no se instalen, se entrega el conocimiento de los procesos al juez civil que ejerza jurisdicción sobre el lugar donde el titular de la información tiene su domicilio o, si éste no lo tuviere en el territorio nacional, al que ejerza jurisdicción sobre el domicilio del banco requerido. Las resoluciones adoptadas por el tribunal pueden ser revisadas por la respectiva Corte de Apelaciones a través de la interposición de un recurso de apelación, el que será conocido en ambos efectos.

Para evitar ambigüedades de interpretación a este respecto, la norma deja en claro que en caso de oposición expresa del titular, la información no será entregada por el banco respectivo, sino una vez que los tribunales se hayan pronunciado en un fallo ejecutoriado.

- Salvaguardias de adecuado empleo de la información por parte de la Administración Tributaria. Se contemplan normas que salvaguardan el adecuado empleo de la información por parte del Servicio de Impuestos Internos, estableciendo tanto los fines a los que puede ser adscrita y la prohibición de entregarla a terceros, salvas las excepciones que la misma norma establece, como la obligación de las autoridades y funcionarios que accedan a la información de mantener sobre ellas la más estricta y completa reserva. Al mismo tiempo, obliga al Servicio de Impuestos Internos a adoptar las medidas de organización interna que garanticen la reserva y el adecuado uso de la información. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart, expresó que el presente proyecto busca permitir que la autoridad tributaria tenga acceso, a solicitud y bajo confidencialidad, a información necesaria para verificar el cumplimiento de la ley, habida consideración que, en una escala de 1 a 10 de acuerdo con los parámetros internacionales, el Servicio de Impuestos Internos (SII) se encontraría en la actualidad en un rango cercano a 5 en cuanto a la información que posee, en circunstancias que los países desarrollados están cerca del 8. 

Se trata, prosiguió, de una iniciativa que no ataca el secreto bancario ni la privacidad, ni permite un uso indebido de datos, y que sólo modifica una norma legal (el artículo 62 del Código Tributario), que ya concede, bajo ciertas hipótesis, acceso a información amparada por el secreto bancario tanto al SII como a los tribunales de justicia. Se agregan, al efecto, nuevas hipótesis, y se regula un procedimiento transparente que resguarda la privacidad en el acceso a la información. Así, por ejemplo, si la declaración de impuestos de un contribuyente no contiene error alguno, la información se borra de los registros del Servicio.

El Honorable Senador señor García señaló que la Unidad de Análisis Financiero, dependiente del Ministerio de Hacienda, cuyo propósito es impedir la utilización del sistema financiero y de otros sectores de la actividad económica para la comisión del delito de lavado o blanqueo de activos, con miras a la persecución de delitos como terrorismo, narcotráfico y lavado de dinero, bien podría, con la información que recopila, avocarse a las figuras de fraude al fisco. Esto pues, fundamentó, resulta bastante llamativo que personas que cometen ilícitos de esta última clase por cantidades bastante abultadas, sean escasamente sorprendidas por el SII, lo que resulta un tanto desequilibrado cuando, de otro lado, a pequeños contribuyentes que incumplen obligaciones mucho menos onerosas, se les deja caer todo el peso de la ley.

El Honorable Senador señor Sabag acotó que lo que acontece en ocasiones es que el SII, aún contando con toda la información que ha conseguido por sí mismo recopilar, no logra procesarla con la celeridad que se esperaría, lo que obsta a actuar de modo más ágil en situaciones que lo requieren.

La señora Subsecretaria de Hacienda puso de manifiesto que la actuación del SII se caracteriza por ser silenciosa y deliberadamente de un perfil más bien bajo, existiendo muchos casos en los que se ha querellado contra contribuyentes importantes, sin que trascienda ante la opinión pública. Una actuación como la reseñada se debe a la trascendencia de las materias de que conoce y a lo dificultoso que resulta probar los delitos económicos, que obligan, por cierto, a respetar la presunción de inocencia en tanto no se falle lo contrario.

Lo relevante, añadió, es poder determinar que lo que una persona declara como impuestos, corresponda efectivamente a lo que tiene que declarar. Hoy en día existe un lugar, la cuenta corriente, donde sigue siendo posible ocultar dineros, respecto de los cuales se debe ir a juicio cada vez que, existiendo sospechas, el contribuyente se oponga su examen. De modo que se hace necesario contar con una legislación que, en primer lugar, permita a la autoridad asumir un rol preventivo mediante la fiscalización y, en segundo término, no implique tener que asumir la existencia per se de un delito cada vez que se solicite la información, como ocurre actualmente.

Por otra parte, indicó que la información a que se busca dar acceso al SII es manejada habitualmente y sin riesgos por los funcionarios bancarios. Ahora también la manejaría, en determinados casos, el Servicio, que cuenta ya con casi 100 años ejerciendo su labor de interés público, administrando información reservada con altos estándares de control y responsabilidad, y cuyos funcionarios pasan por exigentes procesos de selección y ya se encuentran sujetos a sanciones penales por el eventual quebrantamiento de la reserva tributaria. Además, el proyecto contempla sanciones y resguardos incluso mayores que los que se aplican a los bancos. 

Respecto del procedimiento mediante el cual el SII obtendrá la información que necesite, explicó que la solicitud deberá formularla al banco que sea pertinente; éste, a su turno, deberá consultar al titular de la cuenta, quien podrá adoptar tres posturas: asentir, negarse o no decir nada. En el primer caso, la información puntualmente solicitada será automáticamente traspasada por archivos; y en el segundo y tercero, el SII deberá obtener, de un juez, la autorización en un procedimiento sumario en que se escucha a ambas partes. 

Al cabo, prosiguió, si la información que el SII obtiene no es constitutiva de ilícito, será borrada de su base de datos, no quedando registro de ella.

En cuanto al fundamento para que el SII pueda requerir información, sostuvo que será el de cautelar el cumplimiento de la obligación legal de pagar impuestos. La autoridad tributaria contará, de esta manera, con una herramienta esencial para verificar que las rentas que el propio contribuyente declara, coincidan con sus flujos reales lo que indudablemente contribuirá a la proscripción de un importante componente de desigualdad, como es la evasión tributaria.

Del mismo modo, hizo hincapié en que la fiscalización es necesaria hacerla con o sin que existan sospechas de la comisión de un delito. Debe tenerse en cuenta, explicó, que todos los sistemas tributarios modernos funcionan sobre la base de la declaración de las personas y la verificación por parte de la autoridad, la que se lleva a cabo bajo planes de fiscalización selectivos y a partir de muestras aleatorias, no por sospechas concretas de evasión. Esa es, destacó, la forma contemporánea de fiscalizar, que, a diferencia del combate del terrorismo, del narcotráfico o del lavado de dinero, en materia tributaria no se estructura a partir de investigaciones de casos individuales que denoten sospechas o presunciones de la comisión de un delito, porque los volúmenes del sistema tributario no lo permiten. Por esto es que se requiere, como el proyecto reconoce, un acceso diferente a la información bancaria, exigiendo que el SII señale qué información solicita y cómo ella es necesaria para verificar una determinada declaración o ausencia de declaración.

Señaló, enseguida, que si bien nuestro sistema tributario es moderno y cuenta con una cantidad de información que, además de fiscalizar, permite ofrecer a personas y empresas una propuesta de declaración anual de impuestos, presenta una deficiencia grave de fiscalización al no contar con acceso a la información bancaria completa, lo que se ha vuelto también un inconveniente a nivel internacional, donde se ha adoptado un estándar de transparencia (Organización de las Naciones Unidas (ONU), Grupo de los veinte países más industrializados del mundo (G-20) y Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), entre otros) que exige acceso e intercambio de toda la información bancaria relevante, sin excepciones ni justificaciones. Reseñó, a modo de ejemplo, que las Islas Caimán, tradicionalmente consideradas entre los paraísos tributarios, se encuentran ad portas de suscribir acuerdos que mejorarán su posición en el concierto mundial, en circunstancias que Chile corre serio riesgo, mientras no muestre avances en esta materia, de ser nuevamente calificado en lista gris en la reunión que el G-20 celebrará a fines del mes de septiembre de 2009, a la que accedió solamente en mérito del anuncio hecho por el Gobierno de que se legislaría sobre la materia. Al cabo, graficó, si no se adoptan medidas como la que el proyecto propone puede llegar a ocurrir que, considerando que Chile es un lugar seguro, que no sufre crisis bancarias y que no cuenta con una sólida fiscalización, los dineros mal habidos sean trasladados a nuestro país. 

Los aludidos estándares internacionales, prosiguió, demandan una revisión del abuso del secreto bancario, y exigen un total intercambio de información bajo el estándar fijado en el artículo 26 de la Convención Modelo de la OCDE, en virtud del cual el SII debería tener acceso a toda la información bancaria local que le solicite, caso a caso, la autoridad tributaria de un país contraparte para verificar la tributación, en ese país, del titular de la cuenta bancaria local; y, por reciprocidad, debería recibir el SII igual información de los demás países. Esto se torna desde luego relevante en el contexto de las crecientes inversiones y flujos de divisas de chilenos al exterior, que a falta del intercambio de información, actualmente son inaccesibles para nuestra autoridad tributaria. Los tratados que con este fin se suscriban deberán ser ratificados por el Congreso Nacional.

Reiteró, a continuación, que la falta de acceso a la información bancaria para su intercambio, de que adolece actualmente nuestro país, no es algo bien visto en el concierto internacional, y que, a la vez que un obstáculo grave para el ingreso de Chile a la OCDE, constituye un impedimento para la conclusión de la negociación de relevantes tratados para evitar la doble tributación con Australia, Estados Unidos e Italia. 

A todo lo anterior, agregó, se debe sumar que los países que sí cumplen con los parámetros internacionales en estas materias, han optado por imponer sanciones a los que no lo hacen, advirtiendo a sus inversores sobre los lugares en los que esto último acontece.

En suma, finalizó, el presente es un proyecto importante, que concilia adecuadamente los intereses en juego, ofreciendo las garantías necesarias a los contribuyentes y persiguiendo un fin legítimo y de interés nacional, no sólo en cuanto potencia la fiscalización del cumplimiento tributario, sino también porque resguarda la imagen internacional de Chile como un país transparente e integrado. 

El Honorable Senador señor García expresó su sorpresa por el retraso que experimenta Chile en los asuntos relacionados con el acceso a la información bancaria por parte de su autoridad tributaria.

La señora Subsecretaria de Hacienda hizo ver que, de todos modos, el sistema chileno ha tenido avances a lo largo del tiempo, siendo el del secreto bancario el único punto al que el Servicio de Impuestos Internos aún no tiene acceso. Esto encuentra su explicación en que, en general, se ha visto tradicionalmente como un valor y una cosa positiva la existencia del secreto bancario y la protección de la privacidad de las personas. La aspiración, sin embargo, es generar un cambio de apreciación y dar a conocer las bondades de un modelo como el que se propone. 

En el caso de los bancos, agregó, la idea es que puedan actuar del mismo modo en que lo hacen los que operan en países que permiten el acceso a la información bancaria. Así ocurre, por ejemplo, en España, donde las cuentas corrientes se encuentran conectadas con la autoridad tributaria.

La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que las aprensiones para dar conocer la información bancaria pueden hallar su fundamento en las restricciones que, años atrás, existieron en Chile para comprar dólares o invertir en el extranjero, por ejemplo, lo que generó una lógica preocupación por la defensa de la privacidad. 

La señora Subsecretaria de Hacienda resaltó que, por lo demás, la apertura del acceso bancario en los términos del proyecto se va a encontrar con la excelencia que ya es característica del SII en sus procedimientos, lo que situará a Chile en un nivel de clase mundial en la prevención de ilícitos financieros.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Sabag, por otra parte, añadió que la fiscalización que lleve a cabo el SII sobre la declaración de la renta de un contribuyente, que pueda arrojar que existe información faltante, será la que lo habilitará para solicitar a la institución bancaria que corresponda la revisión de determinadas operaciones, para lo que deberá al banco, a su vez, solicitar la autorización del contribuyente.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Héctor Lehuede, expresó que así como Chile contempla en su legislación sanciones a los paraísos tributarios, otros países también lo hacen, por lo que sería muy mal visto que, en consideración a las falencias que se han reseñado, alguno de ellos estableciera una sanción para el nuestro.

Dio cuenta, finalmente, del siguiente cuadro preparado por la OCDE, actualizado al 19 de agosto de 2009, respecto de los estándares tributarios de los países, que muestra, en primer lugar, a aquellos que han implementado sustancialmente los acuerdos internacionales en la materia; y en segundo lugar, a los que se han comprometido a hacerlo, pero aún no los implementan de modo sustancial (entre ellos Chile). Cabe destacar que de las naciones que forman parte del Foro Global de la OCDE, ya no queda ninguna en situación de no haber ni siquiera comprometido su adecuación a los estándares antes referidos.

A PROGRESS REPORT ON THE JURISDICTIONS SURVEYED BY THE OECD GLOBAL FORUM IN IMPLEMENTING THE INTERNATIONALLY AGREED TAX STANDARD1 

Progress made as at 19th August 2009 (Original Progress Report 2nd April) 

	Jurisdictions that have substantially implemented the internationally agreed tax standard 

	Argentina 

Australia 

Bahrain 

Barbados 

Belgium 

Bermuda 

British Virgin Islands 

Canada 

Cayman Islands2 

China3 

Cyprus 

Czech Republic 
	Denmark 

Finland 

France 

Germany 

Greece 

Guernsey 

Hungary 

Iceland 

Ireland 

Isle of Man 

Italy 

Japan 
	Jersey 

Korea 

Luxembourg 

Malta 

Mauritius 

Mexico 

Netherlands 

New Zealand 

Norway 

Poland 

Portugal 

Russian Federation 
	Seychelles 

Slovak Republic 

South Africa 

Spain 

Sweden 

Turkey 

United Arab Emirates 

United Kingdom 

United States 

US Virgin Islands 


	Jurisdictions that have committed to the internationally agreed tax standard, but have not yet substantially implemented 

	Jurisdiction 
	Year of Commitment 
	Number of Agreements 
	Jurisdiction 
	Year of Commitment 
	Number of Agreements 

	Tax Havens4 

	Andorra 

Anguilla 

Antigua and Barbuda 

Aruba 

Bahamas 

Belize 

Cook Islands 

Dominica 

Gibraltar 

Grenada 

Liberia 

Liechtenstein 

Marshall Islands 

Monaco 
	2009 

2002 

2002 

2002 

2002 

2002 

2002 

2002 

2002 

2002 

2007 

2009 

2007 

2009 
	(0) 

(3) 

(7) 

(4) 

(1) 

(0) 

(1) 

(1) 

(4) 

(1) 

(0) 

(2) 

(1) 

(4) 
	Montserrat 

Nauru 

Neth. Antilles 

Niue 

Panama 

St Kitts and Nevis 

St Lucia 

St Vincent and the Grenadines 

Samoa 

San Marino 

Turks and Caicos Islands 

Vanuatu 
	2002 

2003 

2000 

2002 

2002 

2002 

2002 

2002 

2002 

2000 

2002 

2003 
	(0) 

(0) 

(7) 

(0) 

(0) 

(0) 

(0) 

(0) 

(0) 

(2) 

(3) 

(0) 

	Other Financial Centres 

	Austria5 

Brunei 

Chile 

Costa Rica 

Guatemala 
	2009 

2009 

2009 

2009 

2009 
	(2) 

(5) 

(0) 

(0) 

(0) 
	Malaysia 

Philippines 

Singapore 

Switzerland5 

Uruguay 
	2009 

2009 

2009 

2009 

2009 
	(0) 

(0) 

(1) 

(0) 

(1) 

	Jurisdictions that have not committed to the internationally agreed tax standard 

	Jurisdiction 
	Number of Agreements 
	Jurisdiction 
	Number of Agreements 

	All jurisdictions surveyed by the Global Forum have now committed to the internationally agreed tax standard 


1. The internationally agreed tax standard, which was developed by the OECD in co-operation with non-OECD countries and which was endorsed by G20 Finance Ministers at their Berlin Meeting in 2004 and by the UN Committee of Experts on International Cooperation in Tax Matters at its October 2008 Meeting, requires exchange of information on request in all tax matters for the administration and enforcement of domestic tax law without regard to a domestic tax interest requirement or bank secrecy for tax purposes. It also provides for extensive safeguards to protect the confidentiality of the information exchanged. 

2. The Cayman Islands have enacted legislation that allows them to exchange information unilaterally and have identified 12 countries with which they are prepared to do so. This approach is being reviewed by the OECD. 

3. Excluding the Special Administrative Regions, which have committed to implement the internationally agreed tax standard. 

4. These jurisdictions were identified in 2000 as meeting the tax haven criteria as described in the 1998 OECD report. 

5. Austria and Switzerland withdrew their reservations to Article 26 of the OECD Model Tax Convention and announced that they have started to write to their treaty partners to indicate that they are now willing to enter into renegotiations of their treaties to include the new Article 26. 

En votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

Artículo único

El artículo único del proyecto reemplaza el artículo 62 del Código Tributario, contenido en el artículo 1º del decreto ley N° 830, de 1974, por los artículos 62 y 62 bis que propone.

Cabe señalar que todas las indicaciones que conoció la Comisión de Hacienda fueron formuladas por S.E. la señora Presidenta de la República, y fueron numeradas por la Secretaría de la Comisión para los efectos de una mejor inteligencia del proyecto en informe.

Artículo 62 





Este artículo señala, de manera textual, lo siguiente:

“Artículo 62.- La Justicia Ordinaria podrá autorizar el examen de información relativa a las operaciones bancarias de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva, en el caso de procesos por delitos que digan relación con el cumplimiento de obligaciones tributarias. Igual facultad tendrán los Tribunales Tributarios y Aduaneros cuando conozcan de un proceso sobre aplicación de sanciones conforme al artículo 161.

Asimismo, en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras y de conformidad a lo establecido por el Título VI del Libro Tercero, el Servicio podrá requerir la información relativa a las operaciones bancarias de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva, que resulten necesarias para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos, o falta de ellas, en su caso. La misma información podrá ser requerida por el Servicio para dar cumplimiento a los siguientes requerimientos de información:

1) Los provenientes de administraciones tributarias extranjeras, cuando ello haya sido acordado bajo un convenio internacional de intercambio de información suscrito por Chile y ratificados por el Congreso Nacional.

2) Los originados en el intercambio de información con las autoridades competentes de los Estados Contratantes en conformidad a lo pactado en los Convenios vigentes para evitar la doble imposición suscritos por Chile y ratificados por el Congreso Nacional.

Salvo los casos especialmente regulados en otras disposiciones legales, los requerimientos de información bancaria sometida a secreto o reserva que formule el Servicio de conformidad con el inciso anterior, se sujetarán al siguiente procedimiento:

1) El Servicio, a través de su Dirección Nacional, notificará al banco, requiriéndole para que entregue la información dentro del plazo que ahí se fije, el que no podrá ser inferior a cuarenta y cinco días contados desde la fecha de la notificación respectiva. El requerimiento deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:

a) Contener la individualización del titular de la información bancaria que se solicita.

b) Especificar las operaciones o productos bancarios, o tipos de operaciones bancarias, respecto de los cuales se solicita información.

c) Señalar los períodos comprendidos en la solicitud.

d) Expresar si la información se solicita para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos del contribuyente o la falta de ellas, en su caso, o bien para dar cumplimiento a un requerimiento de información de los indicados en el inciso anterior, identificando la entidad requirente y los antecedentes de la solicitud.

2) Dentro de los cinco días siguientes de notificado, el banco deberá comunicar al titular de la información requerida de la existencia de la solicitud del Servicio y su alcance. La comunicación deberá efectuarse por carta certificada enviada al domicilio que tenga registrado en el banco o bien por correo electrónico, cuando así estuviera convenido o autorizado expresamente. Toda cuestión que se suscite entre el banco y el titular de la información requerida relativa a las deficiencias en la referida comunicación, o incluso a la falta de la misma, no afectarán el transcurso del plazo a que se refiere el numeral precedente. La falta de comunicación por parte del banco lo hará responsable de los perjuicios que de ello puedan seguirse para el titular de la información.

3) El titular podrá responder el requerimiento al banco dentro del plazo de 15 días contados a partir del tercer día desde del envío de la notificación por carta certificada o correo electrónico a que se refiere el numeral 2) de este inciso. Si en su respuesta el titular de la información autoriza al banco a entregar información al Servicio, éste deberá dar cumplimiento al requerimiento sin más trámite, dentro del plazo conferido. 

Del mismo modo, procederá el banco en aquellos casos en que el contribuyente le hubiese autorizado anticipadamente a entregar al Servicio información sometida a secreto o reserva, cuando éste lo solicite en conformidad a este artículo. Esta autorización deberá otorgarse expresamente y en un documento exclusivamente destinado al efecto. En tal caso, el banco estará liberado de aplicar el procedimiento previsto en el número 2) de este inciso. El contribuyente siempre podrá revocar, por escrito, la autorización concedida al banco, lo que producirá efectos a contar de la fecha en que la revocación sea recibida por el banco.

A falta de autorización, el banco no podrá dar cumplimiento al requerimiento ni el Servicio exigirlo, a menos que este último le notifique una resolución judicial que así lo autorice de conformidad a lo establecido en el artículo siguiente.

4) Dentro de los cinco días siguientes a aquel en que venza el plazo previsto para la respuesta del titular de la información, el banco deberá informar por escrito al Servicio respecto de si ésta se ha producido o no, así como de su contenido. En dicha comunicación el banco deberá señalar el domicilio registrado en él por el titular de la información, así como su correo electrónico, en caso de contar con este último antecedente.

5) Acogida la pretensión del Servicio por sentencia judicial firme, éste notificará al banco acompañando copia autorizada de la resolución del tribunal. La entidad bancaria dispondrá de un plazo de diez días para la entrega de la información solicitada.

6) El retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte del banco será sancionado de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del número 1° del artículo 97. 

La información bancaria sometida a secreto o sujeta a reserva, obtenida por el Servicio bajo este procedimiento, tendrá el carácter de reservada de conformidad a lo establecido en el artículo 35 y sólo podrá ser utilizada por éste para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos, o la falta de ellas, en su caso, para el cobro de los impuestos adeudados y para la aplicación de las sanciones que procedan. El Servicio adoptará las medidas de organización interna necesarias para garantizar su reserva y controlar su uso adecuado. La información así recabada que no dé lugar a una gestión de fiscalización o cobro posterior, deberá ser eliminada, no pudiendo permanecer en las bases de datos del Servicio.

Las autoridades o funcionarios del Servicio que tomen conocimiento de la información bancaria secreta o reservada estarán obligados a la más estricta y completa reserva respecto de ella y, salvo los casos señalados en el inciso segundo, no podrán cederla o comunicarla a terceros. La infracción a esta obligación se castigará con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Asimismo, dicha infracción dará lugar a responsabilidad administrativa y se sancionará con destitución.”.





La Honorable Senadora señora Matthei señaló que respecto de la información que el SII requiera sobre las operaciones bancarias de personas determinadas, resultaría más adecuado que solicitara la que fuera “indispensable”, en vez de la “necesaria” a que alude el encabezamiento del inciso segundo de este artículo.





En relación con este artículo 62 fueron presentadas las indicaciones números 1 y 2.

La indicación número 1, para reemplazar, en el número 1) del inciso segundo, la expresión “ratificados” por “ratificado”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.

Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, el Subdirector Jurídico del SII, señor Pablo González, explicó que la referencia a los convenios vigentes para evitar la “doble imposición”, del número 2) del inciso segundo de este artículo se explica por ser esa la terminología internacionalmente utilizada para aquello que en Chile ordinariamente se denomina “doble tributación”. De ello dan cuenta diversos convenios, como el que rige actualmente con Argentina sobre la materia.  

Resaltó, por otra parte, la responsabilidad por falta de comunicación del banco, que se contempla en el número 2) del inciso tercero del artículo en análisis, por cuanto obligará a esta clase de instituciones a ser extremadamente diligentes para poner en conocimiento del contribuyente la solicitud de información que la autoridad efectúe.

A propósito de los distintos plazos que a lo largo del nuevo artículo 62 el proyecto establece, a su vez, se explicó en el seno de la Comisión que de acuerdo con lo prescrito actualmente por el artículo 10 del Código Tributario, los plazos de días que en él se establecen se entienden de días hábiles. Sin embargo, se hizo ver, se encuentra hoy en discusión el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional en el Senado, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos (boletín Nº 6498-05), que contempla reemplazar el referido artículo 10 del Código Tributario, por el siguiente:

“Artículo 10.- Las actuaciones del Servicio deberán practicarse  en días y horas hábiles, a menos que por la naturaleza de los actos fiscalizados deban realizarse en días u horas inhábiles. Para los fines de lo dispuesto en este inciso, se entenderá que son días hábiles los no feriados y horas hábiles, las que median entre las ocho y las veinte horas.

Los plazos de días insertos en los procedimientos administrativos establecidos en este Código son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábado, domingo y festivos.

Los plazos se computarán desde el día siguiente a aquél en que se notifique o publique el acto de que se trate o se produzca su estimación o desestimación en virtud del silencio administrativo. Si en el mes de vencimiento no hubiere equivalente al día del mes en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día de aquel mes.

Cuando el último día de un plazo de mes o de año sea inhábil, éste se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

Las presentaciones que deba hacer el contribuyente, que pendan de un plazo fatal, podrán ser entregadas hasta las 24 horas del último día del plazo respectivo en el domicilio de un funcionario  habilitado especialmente al efecto. Para tales fines, los domicilios se encontrarán expuestos al público en un sitio destacado de cada oficina institucional.”.

En lo pertinente, se señaló que de prosperar la modificación al artículo 10 del Código Tributario, el carácter de días hábiles será aplicable solamente a los plazos de días insertos en los procedimientos administrativos establecidos en dicho Código, entendiéndose inhábiles los días sábado, domingo y festivos. De esta manera, respecto de los plazos de días que el presente artículo 62 contempla debe entenderse, por formar parte de un procedimiento administrativo, que son de días hábiles.

En el caso de los plazos de días que el artículo 62 bis establece, distinguieron, por tratarse de términos que se verifican en sede jurisdiccional, se sujetan a las reglas generales que operan en este ámbito.  

A continuación, la Honorable Senadora señora Matthei expresó sus aprensiones en cuanto a que la autoridad pueda, de alguna manera, llegar a exigir a las instituciones bancarias la obtención de la autorización previa, por parte de los contribuyentes, para entregar al SII la información sometida a secreto o reserva.

La Señora Subsecretaria de Hacienda indicó que, a juicio del Ejecutivo, no es conveniente regular un asunto como el propuesto, desde una doble perspectiva. Formal, en primer lugar, porque un resguardo de ese tipo iría dirigido a la autoridad bancaria, por lo que debiera realizarse en la legislación sectorial y no en el Código Tributario, que el presente proyecto modifica. Y de fondo, en segundo lugar, por cuanto establecerlo expresamente en esta oportunidad podría inducir a pensar que en las leyes anteriores en las que no ha sido incluido, no se trata de algo a lo que la autoridad está obligada.

La ocasión más adecuada para realizar una discusión al respecto, para la que el Ejecutivo desde luego se encuentra disponible, agregó, es el proyecto de ley que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (boletín Nº 6.692-05), que recientemente ha comenzado su tramitación legislativa.
Por otra parte, el Honorable Senador señor García consultó por la forma en que la autoridad tributaria ha de obtener la información que necesite, o de qué manera sabrá cuáles son las cuentas corrientes de un contribuyente sobre las que necesita mayores antecedentes.

El señor Subdirector Jurídico del SII explicó que la manera en que el presente proyecto plantea el acceso a la información bancaria por parte del Servicio, no está estructurada sobre la base que éste, o alguna autoridad tributaria extranjera que lo solicite, según el caso, precisando de un determinado dato, se dirija a todas las instituciones bancarias para pesquisarlo o solicitarlo. Puede ocurrir, incluso, que no necesariamente conozca cuáles son las cuentas corrientes de una persona. El sistema de fiscalización, afirmó, se ha diseñado para que el SII sólo requiera la información pertinente para cotejarla con otra información que, previamente, el propio contribuyente ha entregado a través de su declaración de impuestos. Si de esta declaración surge un dato de la contabilidad asociado a una cuenta corriente, será este el momento en que, para realizar un cruce de información, el SII solicitará los movimientos de dicha específica cuenta al banco específico de que se trate.

La indicación número 2, para agregar en el número 4) del inciso tercero la siguiente oración final, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.): “Además, de ser el caso, se deberá señalar si el titular de la información ha dejado de ser cliente del banco.”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.

Enseguida, habida consideración del debate de que se ha dado cuenta anteriormente en el presente informe, la Comisión acordó efectuar las siguientes modificaciones al artículo 62 del texto en discusión:

- En el encabezamiento del inciso segundo, sustituir la palabra “necesarias” por “indispensables”, y la voz “requerida” por “solicitada”; y suprimir, antes de los dos puntos (“:”), las expresiones “de información”. 

- Que los numerales 1) y 2) del inciso segundo del artículo 62, pasen a ser, respectivamente, literales i) e ii) Con el objeto que las referencias que se hagan a los distintos numerales de la ley sean inequívocas. 

- Agregar, en el número 2) del inciso tercero, antes del primer punto seguido, a continuación de la voz “requerida”, una coma (“,”), y suprimir la preposición “de” que le sigue.

- Suprimir, en el párrafo segundo del número 3) del inciso tercero, la coma (“,”) que sucede a la frase “Del mismo modo”.

Las modificaciones precedentes fueron propuestas y aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.

En votación el resto del artículo 62, fue aprobado por la misma unanimidad antedicha.

Artículo 62 bis





Este artículo dispone, textualmente, lo siguiente:

“Artículo 62 bis.- Para los efectos a que se refiere el numeral 4) del inciso tercero del artículo precedente, será competente para conocer de la solicitud de autorización judicial que el Servicio interponga para acceder a la información bancaria sujeta a reserva o secreto, el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio en Chile que haya informado el banco al Servicio, conforme al mismo numeral 4) del inciso tercero del artículo precedente. Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, será competente el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del banco requerido. 

La solicitud del Servicio deberá ser presentada conjuntamente con los antecedentes que sustenten el requerimiento y que justifiquen que es indispensable contar con dicha información para determinar las obligaciones tributarias del contribuyente, identificando la o las declaraciones cuya veracidad o integridad se pretende verificar, o bien la entidad requirente de la información y los antecedentes de la solicitud respectiva. 

El Juez Tributario y Aduanero resolverá la solicitud de autorización citando a las partes a una audiencia que deberá fijarse a más tardar el día decimoquinto contado desde la fecha de la notificación de dicha citación. La notificación al titular de la información se efectuará por cédula, dirigida al domicilio en Chile que haya informado el banco al Servicio conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo precedente. Si se hubiese informado el correo electrónico de la persona a notificar, el Juez Tributario y Aduanero informará también por esa vía el hecho de haber ordenado la notificación respectiva, cuya validez no se verá afectada por este aviso adicional.  Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, la notificación se hará por avisos. Con el mérito de los antecedentes aportados por las partes, el juez resolverá la solicitud de autorización en la misma audiencia o dentro de quinto día hábil.

En contra de la sentencia que se pronuncie sobre la solicitud procederá el recurso de apelación, el que deberá interponerse en el plazo de cinco días contado desde su notificación, y se concederá en ambos efectos. La apelación será tramitada en forma preferente en la Corte de Apelaciones. En contra de la resolución de la Corte no procederá recurso alguno.

El expediente se tramitará en forma secreta en todas las instancias del juicio.”.

Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 3, 4, 5 y 6.

La indicación número 3, para eliminar, en el inciso primero, en su primera oración, las expresiones “el numeral 4) del” y la expresión “mismo”.

La indicación fue aprobada, con la enmienda formal que se señalará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.

La indicación número 4, para sustituir, en el inciso segundo, las expresiones “identificando la o las declaraciones cuya veracidad o integridad se pretende verificar, o bien la entidad requirente de la información y los antecedentes de la solicitud respectiva.”, por las siguientes expresiones: “identificando las declaraciones o falta de ellas, en su caso, que se pretende verificar”, seguida por un punto seguido (.). Agréguese a continuación, la siguiente oración: “En el caso de requerimientos efectuados desde el extranjero, deberá indicarse la entidad requirente de la información y los antecedentes de la solicitud respectiva.”. 

La indicación fue aprobada, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.

La indicación número 5, para reemplazar el inciso tercero por el siguiente:

“El Juez Tributario y Aduanero resolverá la solicitud de autorización citando a las partes a una audiencia que deberá fijarse a más tardar el día decimoquinto contado desde la fecha de la notificación de dicha citación. La notificación al titular de la información se efectuará considerando la información proporcionada por el banco al Servicio, conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo precedente, de la siguiente forma: 

a)
Por cédula, dirigida al domicilio en Chile que el banco haya informado, o

b) Por avisos, cuando el banco haya informado al Servicio que su cliente tiene domicilio en el extranjero, que el titular de la información no es ya su cliente, o bien cuando no haya informado domicilio alguno.”. 

La señora Subsecretaria de Hacienda hizo ver la necesidad de incorporar, a esta indicación, una referencia a la resolución que al juez corresponde, en la misma audiencia que se señala o dentro de un determinado plazo, luego de conocer los antecedentes aportados por las partes.

Acogiendo lo propuesto por la representante del Ejecutivo, la Comisión acordó agregar una nueva oración a continuación del punto seguido del encabezamiento del inciso tercero propuesto por la indicación, pasando la oración que comienza con las palabras “La notificación al titular” y que incluye las letras a) y b), a constituir un nuevo inciso cuarto.

La nueva oración incorporada por la Comisión señala, de manera textual, lo siguiente:

“Con el mérito de los antecedentes aportados por las partes, el juez resolverá fundadamente la solicitud de autorización en la misma audiencia o dentro del quinto día, a menos que estime necesario abrir un término probatorio por un plazo máximo de cinco días.”.

En consecuencia, la indicación número 5 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.

La indicación número 6, para intercalar los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser incisos sexto y séptimo, respectivamente:

“Para los efectos de la notificación por avisos, el secretario del Tribunal preparará un extracto, en que se incluirá la información necesaria para que el titular de la información conozca del hecho de haberse requerido por el Servicio su información bancaria amparada por secreto o reserva, la identidad del tribunal en que tal solicitud se ha radicado y la fecha de la audiencia fijada. 

En cualquiera de los casos anteriores, cuando el banco haya informado al Servicio el correo electrónico registrado en él por el titular de la información, el secretario del tribunal comunicará también por esa vía el hecho de haber ordenado la notificación respectiva, cuya validez no se verá afectada por este aviso adicional. Asimismo, cuando se notifique por avisos, el secretario del tribunal deberá despachar, dejando constancia de ello en el expediente, carta certificada al último domicilio registrado ante el banco, de haber sido informado, comunicando que se ha ordenado la notificación por avisos, cuya validez no se verá afectada por la recepción exitosa o fallida de esta comunicación adicional.”.


La señora Subsecretaria de Hacienda manifestó que a la usual notificación por aviso se agregan dos formas de comunicación: vía correo electrónico y carta certificada, las que no incidirán sobre la validez de la notificación formal por aviso, pero que sí serán de gran ayuda, por ejemplo, en los casos de contribuyentes que vivan en el extranjero. 

La indicación número 6 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.

A continuación, la Comisión, luego de considerar las observaciones realizadas por la Excma. Corte Suprema al proyecto de ley, estuvo de acuerdo con la conveniencia de que la forma en que las Cortes de Apelaciones conozcan de las apelaciones, sea “en cuenta”.

Respecto de la tramitación preferente que para las referidas Cortes cabe, de acuerdo con el proyecto, y teniendo asimismo en vista lo expresado por la Excma. Corte Suprema, la Comisión acordó trasladar la referencia al artículo 1º transitorio de la iniciativa, en los términos que al analizar esta última disposición serán indicados. 

En consecuencia, la Comisión acordó sustituir, en el inciso cuarto del texto del artículo 62 bis en discusión, la oración “La apelación será tramitada en forma preferente en la Corte de Apelaciones.”, situada a continuación del primer punto seguido, por la siguiente: “La apelación se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la Secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.”. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.

En votación el inciso final del artículo 62 bis, fue aprobado con la misma unanimidad antedicha.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero





Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo primero. - Si a la fecha de deducirse la solicitud de autorización judicial a que se refiere el inciso primero del artículo 62 bis del Código Tributario, no se encontrare instalado el competente Tribunal Tributario y Aduanero, conocerá de aquella el juez civil que ejerza jurisdicción sobre el domicilio en Chile que haya informado el banco al Servicio conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo 62 del Código Tributario. Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, será competente el juez civil correspondiente al domicilio del banco requerido.”.

Sobre él recayó la indicación número 7, para reemplazar su epígrafe por “Artículo primero transitorio.-”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.

Enseguida, tal como se hiciera presente con anterioridad en este informe, la Comisión, luego de considerar las observaciones realizadas por la Excma. Corte Suprema al proyecto de ley, estimó necesario compatibilizar la preferencia que se establece para la vista de la causa en las Cortes de Apelaciones, con la especialización de las salas que, para materias tributarias y aduaneras, contempla el Código Orgánico de Tribunales en su artículo 66.

Al respecto, se tuvo en cuenta que de acuerdo con lo prescrito por la antedicha disposición, al momento de implementarse la nueva justicia tributaria y aduanera existirán jurisdicciones que contarán con salas especializadas, y otras que no. En estos últimos casos, si rigiera la preferencia, resultaría atentatorio contra el objetivo que el Poder Judicial persigue en orden a que en aquellas Cortes de Apelaciones en las que existe más de una sala, cada una de ellas tienda, en la práctica, a especializarse en determinadas materias.

En consecuencia, la Comisión acordó agregar, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Mientras no se encuentren instaladas las salas a que se refieren los incisos séptimo y octavo del artículo 66 del Código Orgánico de Tribunales, las apelaciones que se deduzcan de conformidad con el mencionado artículo 62 bis, se tramitarán con preferencia en la respectiva Corte.”. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.

Artículo segundo





Este artículo señala, textualmente, lo siguiente:

“Artículo segundo.- Lo dispuesto en esta ley regirá a contar del 1° de enero de 2010 y respecto de la información bancaria que a contar de dicha fecha se genere.”.

Sobre él recayó la indicación número 8, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo segundo transitorio.- Lo dispuesto en el inciso segundo y siguientes del artículo 62 del Código Tributario regirá a contar del 1° de enero de 2010 y respecto de las operaciones bancarias que se realicen a contar de esa fecha.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores García, Ominami y Sabag.
- - -

MODIFICACIONES

Artículo único

Artículo 62

Inciso segundo

Sustituir, en su encabezamiento, la palabra “necesarias” por “indispensables”, y la voz “requerida” por “solicitada”; y suprimir, antes de los dos puntos (“:”), las expresiones “de información”. (Unanimidad 4x0). 
Número 1)


Pasa a ser literal i), con una enmienda consistente en reemplazar la expresión “ratificados” por “ratificado”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 1).

Número 2)

Pasa a ser literal ii), sin enmiendas. (Unanimidad 4x0).

Inciso tercero

Número 2)

Agregar, antes del primer punto seguido, a continuación de la voz “requerida”, una coma (“,”), y suprimir la preposición “de” que le sigue.

Número 3)

Suprimir, en el párrafo segundo, la coma (“,”) que sucede a la frase “Del mismo modo”. (Unanimidad 4x0).

Número 4)

Agregar, a continuación del punto aparte (“.”), que pasa a ser punto seguido (“.”) la siguiente oración final: “Además, de ser el caso, se deberá señalar si el titular de la información ha dejado de ser cliente del banco.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 2).

Artículo 62 bis

Inciso primero

Suprimir las expresiones “numeral 4) del” y la palabra “mismo”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 3).

Inciso segundo

Sustituir las frases “identificando la o las declaraciones cuya veracidad o integridad se pretende verificar, o bien la entidad requirente de la información y los antecedentes de la solicitud respectiva.”, por las siguientes oraciones: “identificando las declaraciones o falta de ellas, en su caso, que se pretende verificar. En el caso de requerimientos efectuados desde el extranjero, deberá indicarse la entidad requirente de la información y los antecedentes de la solicitud respectiva.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 4).

Inciso tercero

Sustituirlo por los siguientes incisos tercero y cuarto:

“El Juez Tributario y Aduanero resolverá la solicitud de autorización citando a las partes a una audiencia que deberá fijarse a más tardar el día decimoquinto contado desde la fecha de la notificación de dicha citación. Con el mérito de los antecedentes aportados por las partes, el juez resolverá fundadamente la solicitud de autorización en la misma audiencia o dentro del quinto día, a menos que estime necesario abrir un término probatorio por un plazo máximo de cinco días.
La notificación al titular de la información se efectuará considerando la información proporcionada por el banco al Servicio, conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo precedente, de la siguiente forma: 

a)
Por cédula, dirigida al domicilio en Chile que el banco haya informado, o

b) Por avisos, cuando el banco haya informado al Servicio que su cliente tiene domicilio en el extranjero, que el titular de la información no es ya su cliente, o bien cuando no haya informado domicilio alguno.

- - -
Intercalar los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:

Para los efectos de la notificación por avisos, el secretario del Tribunal preparará un extracto, en que se incluirá la información necesaria para que el titular de la información conozca del hecho de haberse requerido por el Servicio su información bancaria amparada por secreto o reserva, la identidad del tribunal en que tal solicitud se ha radicado y la fecha de la audiencia fijada. 
En cualquiera de los casos anteriores, cuando el banco haya informado al Servicio el correo electrónico registrado en él por el titular de la información, el secretario del tribunal comunicará también por esa vía el hecho de haber ordenado la notificación respectiva, cuya validez no se verá afectada por este aviso adicional. Asimismo, cuando se notifique por avisos, el secretario del tribunal deberá despachar, dejando constancia de ello en el expediente, carta certificada al último domicilio registrado ante el banco, de haber sido informado, comunicando que se ha ordenado la notificación por avisos, cuya validez no se verá afectada por la recepción exitosa o fallida de esta comunicación adicional.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones números 5 y 6).


- - -
Inciso cuarto


Pasó a ser inciso séptimo, con la siguiente enmienda:

Sustituir la oración “La apelación será tramitada en forma preferente en la Corte de Apelaciones.”, por la siguiente: “La apelación se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la Secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.”. (Unanimidad 4x0). 
Inciso quinto


Pasó a ser inciso octavo, sin enmiendas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

- Sustituir su epígrafe por el siguiente: “Artículo primero transitorio.-“. (Unanimidad 4x0. Indicación número 7).

- Agregar, a continuación del punto final (“.”), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Mientras no se encuentren instaladas las salas a que se refieren los incisos séptimo y octavo del artículo 66 del Código Orgánico de Tribunales, las apelaciones que se deduzcan de conformidad con el mencionado artículo 62 bis, se tramitarán con preferencia en la respectiva Corte.”. (Unanimidad 4x0).
Artículo segundo

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo segundo transitorio.- Lo dispuesto en el inciso segundo y siguientes del artículo 62 del Código Tributario regirá a contar del 1° de enero de 2010 y respecto de las operaciones bancarias que se realicen a contar de esa fecha.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 8).

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 24 de abril de 2009, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley modifica el Código Tributario en el sentido de facultar el acceso del Servicio de Impuestos Internos a la información bancaria de los contribuyentes, para satisfacer sus necesidades de fiscalización y para que pueda cumplir los requerimientos de información de los entes del control tributario extranjeros, estableciéndose al efecto los procedimientos conducentes a la obtención de dicha información.

La modificación legal propuesta no implica gasto fiscal.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación, en general y en particular, del proyecto de ley en informe, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Reemplázase el artículo 62 del Código Tributario, contenido en el artículo primero del decreto ley N° 830, de 1974, por los siguientes artículos 62 y 62 bis:

“Artículo 62.- La Justicia Ordinaria podrá autorizar el examen de información relativa a las operaciones bancarias de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva, en el caso de procesos por delitos que digan relación con el cumplimiento de obligaciones tributarias. Igual facultad tendrán los Tribunales Tributarios y Aduaneros cuando conozcan de un proceso sobre aplicación de sanciones conforme al artículo 161.
Asimismo, en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras y de conformidad a lo establecido por el Título VI del Libro Tercero, el Servicio podrá requerir la información relativa a las operaciones bancarias de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva, que resulten indispensables para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos, o falta de ellas, en su caso. La misma información podrá ser solicitada por el Servicio para dar cumplimiento a los siguientes requerimientos:

i) Los provenientes de administraciones tributarias extranjeras, cuando ello haya sido acordado bajo un convenio internacional de intercambio de información suscrito por Chile y ratificado por el Congreso Nacional.

ii) Los originados en el intercambio de información con las autoridades competentes de los Estados Contratantes en conformidad a lo pactado en los Convenios vigentes para evitar la doble imposición suscritos por Chile y ratificados por el Congreso Nacional.

Salvo los casos especialmente regulados en otras disposiciones legales, los requerimientos de información bancaria sometida a secreto o reserva que formule el Servicio de conformidad con el inciso anterior, se sujetarán al siguiente procedimiento:

1) El Servicio, a través de su Dirección Nacional, notificará al banco, requiriéndole para que entregue la información dentro del plazo que ahí se fije, el que no podrá ser inferior a cuarenta y cinco días contados desde la fecha de la notificación respectiva. El requerimiento deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:

a) Contener la individualización del titular de la información bancaria que se solicita.

b) Especificar las operaciones o productos bancarios, o tipos de operaciones bancarias, respecto de los cuales se solicita información.

c) Señalar los períodos comprendidos en la solicitud.

d) Expresar si la información se solicita para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos del contribuyente o la falta de ellas, en su caso, o bien para dar cumplimiento a un requerimiento de información de los indicados en el inciso anterior, identificando la entidad requirente y los antecedentes de la solicitud.

2) Dentro de los cinco días siguientes de notificado, el banco deberá comunicar al titular de la información requerida, la existencia de la solicitud del Servicio y su alcance. La comunicación deberá efectuarse por carta certificada enviada al domicilio que tenga registrado en el banco o bien por correo electrónico, cuando así estuviera convenido o autorizado expresamente. Toda cuestión que se suscite entre el banco y el titular de la información requerida relativa a las deficiencias en la referida comunicación, o incluso a la falta de la misma, no afectarán el transcurso del plazo a que se refiere el numeral precedente. La falta de comunicación por parte del banco lo hará responsable de los perjuicios que de ello puedan seguirse para el titular de la información.

3) El titular podrá responder el requerimiento al banco dentro del plazo de 15 días contados a partir del tercer día desde del envío de la notificación por carta certificada o correo electrónico a que se refiere el numeral 2) de este inciso. Si en su respuesta el titular de la información autoriza al banco a entregar información al Servicio, éste deberá dar cumplimiento al requerimiento sin más trámite, dentro del plazo conferido. 

Del mismo modo procederá el banco en aquellos casos en que el contribuyente le hubiese autorizado anticipadamente a entregar al Servicio información sometida a secreto o reserva, cuando éste lo solicite en conformidad a este artículo. Esta autorización deberá otorgarse expresamente y en un documento exclusivamente destinado al efecto. En tal caso, el banco estará liberado de aplicar el procedimiento previsto en el número 2) de este inciso. El contribuyente siempre podrá revocar, por escrito, la autorización concedida al banco, lo que producirá efectos a contar de la fecha en que la revocación sea recibida por el banco.

A falta de autorización, el banco no podrá dar cumplimiento al requerimiento ni el Servicio exigirlo, a menos que este último le notifique una resolución judicial que así lo autorice de conformidad a lo establecido en el artículo siguiente.

4) Dentro de los cinco días siguientes a aquel en que venza el plazo previsto para la respuesta del titular de la información, el banco deberá informar por escrito al Servicio respecto de si ésta se ha producido o no, así como de su contenido. En dicha comunicación el banco deberá señalar el domicilio registrado en él por el titular de la información, así como su correo electrónico, en caso de contar con este último antecedente. Además, de ser el caso, se deberá señalar si el titular de la información ha dejado de ser cliente del banco.
5) Acogida la pretensión del Servicio por sentencia judicial firme, éste notificará al banco acompañando copia autorizada de la resolución del tribunal. La entidad bancaria dispondrá de un plazo de diez días para la entrega de la información solicitada.

6) El retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte del banco será sancionado de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del número 1° del artículo 97. 

La información bancaria sometida a secreto o sujeta a reserva, obtenida por el Servicio bajo este procedimiento, tendrá el carácter de reservada de conformidad a lo establecido en el artículo 35 y sólo podrá ser utilizada por éste para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos, o la falta de ellas, en su caso, para el cobro de los impuestos adeudados y para la aplicación de las sanciones que procedan. El Servicio adoptará las medidas de organización interna necesarias para garantizar su reserva y controlar su uso adecuado. La información así recabada que no dé lugar a una gestión de fiscalización o cobro posterior, deberá ser eliminada, no pudiendo permanecer en las bases de datos del Servicio.

Las autoridades o funcionarios del Servicio que tomen conocimiento de la información bancaria secreta o reservada estarán obligados a la más estricta y completa reserva respecto de ella y, salvo los casos señalados en el inciso segundo, no podrán cederla o comunicarla a terceros. La infracción a esta obligación se castigará con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Asimismo, dicha infracción dará lugar a responsabilidad administrativa y se sancionará con destitución. 

Artículo 62 bis.- Para los efectos a que se refiere el inciso tercero del artículo precedente, será competente para conocer de la solicitud de autorización judicial que el Servicio interponga para acceder a la información bancaria sujeta a reserva o secreto, el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio en Chile que haya informado el banco al Servicio, conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo precedente. Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, será competente el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del banco requerido. 

La solicitud del Servicio deberá ser presentada conjuntamente con los antecedentes que sustenten el requerimiento y que justifiquen que es indispensable contar con dicha información para determinar las obligaciones tributarias del contribuyente, identificando las declaraciones o falta de ellas, en su caso, que se pretende verificar. En el caso de requerimientos efectuados desde el extranjero, deberá indicarse la entidad requirente de la información y los antecedentes de la solicitud respectiva.
El Juez Tributario y Aduanero resolverá la solicitud de autorización citando a las partes a una audiencia que deberá fijarse a más tardar el día decimoquinto contado desde la fecha de la notificación de dicha citación. Con el mérito de los antecedentes aportados por las partes, el juez resolverá fundadamente la solicitud de autorización en la misma audiencia o dentro del quinto día, a menos que estime necesario abrir un término probatorio por un plazo máximo de cinco días.
La notificación al titular de la información se efectuará considerando la información proporcionada por el banco al Servicio, conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo precedente, de la siguiente forma: 

a)
Por cédula, dirigida al domicilio en Chile que el banco haya informado, o

b) Por avisos, cuando el banco haya informado al Servicio que su cliente tiene domicilio en el extranjero, que el titular de la información no es ya su cliente, o bien cuando no haya informado domicilio alguno.

Para los efectos de la notificación por avisos, el secretario del Tribunal preparará un extracto, en que se incluirá la información necesaria para que el titular de la información conozca del hecho de haberse requerido por el Servicio su información bancaria amparada por secreto o reserva, la identidad del tribunal en que tal solicitud se ha radicado y la fecha de la audiencia fijada. 

En cualquiera de los casos anteriores, cuando el banco haya informado al Servicio el correo electrónico registrado en él por el titular de la información, el secretario del tribunal comunicará también por esa vía el hecho de haber ordenado la notificación respectiva, cuya validez no se verá afectada por este aviso adicional. Asimismo, cuando se notifique por avisos, el secretario del tribunal deberá despachar, dejando constancia de ello en el expediente, carta certificada al último domicilio registrado ante el banco, de haber sido informado, comunicando que se ha ordenado la notificación por avisos, cuya validez no se verá afectada por la recepción exitosa o fallida de esta comunicación adicional.
En contra de la sentencia que se pronuncie sobre la solicitud procederá el recurso de apelación, el que deberá interponerse en el plazo de cinco días contado desde su notificación, y se concederá en ambos efectos. La apelación se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la Secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos. En contra de la resolución de la Corte no procederá recurso alguno.

El expediente se tramitará en forma secreta en todas las instancias del juicio.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Si a la fecha de deducirse la solicitud de autorización judicial a que se refiere el inciso primero del artículo 62 bis del Código Tributario, no se encontrare instalado el competente Tribunal Tributario y Aduanero, conocerá de aquella el juez civil que ejerza jurisdicción sobre el domicilio en Chile que haya informado el banco al Servicio conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo 62 del Código Tributario. Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, será competente el juez civil correspondiente al domicilio del banco requerido. Mientras no se encuentren instaladas las salas a que se refieren los incisos séptimo y octavo del artículo 66 del Código Orgánico de Tribunales, las apelaciones que se deduzcan de conformidad con el mencionado artículo 62 bis, se tramitarán con preferencia en la respectiva Corte.

Artículo segundo transitorio.- Lo dispuesto en el inciso segundo y siguientes del artículo 62 del Código Tributario regirá a contar del 1° de enero de 2010 y respecto de las operaciones bancarias que se realicen a contar de esa fecha.”.
- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 19 de agosto, 2 y 9 de septiembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo. 

Sala de la Comisión, a 14 de septiembre de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE NORMAS QUE PERMITEN ACCESO A LA INFORMACIÓN BANCARIA POR PARTE DE LA AUTORIDAD TRIBUTARIA

(6477-05)

Honorable Senado:


C E R T I F I C O que con esta fecha la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó, en general, el proyecto de ley que establece normas que permiten el acceso a la información bancaria por parte de la autoridad tributaria (Boletín N° 6.477-05), en segundo trámite constitucional, e iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Respecto de esta iniciativa, el Ejecutivo hizo presente que dados los compromisos que tiene el Estado de Chile ante la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) resulta indispensable tratar a la brevedad esta iniciativa de ley. En virtud de lo anterior, y con el fin de propiciar su pronta tramitación, la Sala del Senado autorizó que sea informada mediante el presente certificado, sin perjuicio de que posteriormente se elabore el respectivo informe.


A la sesión en que la Comisión aprobó en general este proyecto, concurrieron, además de sus integrantes, la Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart, el asesor de dicha Secretaría de Estado, señor Héctor Lehuedé; el Director del Servicio de Impuestos Internos señor Ricardo Escobar, el Subdirector Jurídico de esta repartición señor Pablo González, y los abogados señores Jaime García, Miguel Chaves y Miguel Shurmann.

Asimismo, asistió el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios de Impuestos Internos, señor Carlos Insunza, quien estuvo acompañado por los dirigentes de dicha asociación señoras Nieves Silva, María Leonor de la Fuente y Alejandra Moya, y el señor Patricio Domínguez.

Igualmente, estuvieron presente los profesionales de la Unidad de Apoyo Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Alejandra Voigt y señor Juan Pablo Cavada.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Prevenimos que el artículo 62 bis propuesto por el artículo único del proyecto, así como el artículo primero transitorio, deben ser aprobados como normas de quórum orgánico constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental. 

-.-.-


Hacemos presente, además, que, con esta fecha, la Comisión tomó conocimiento del oficio Nº 238, de 7 de octubre del presente año, mediante el cual la Excma. Corte Suprema de Justicia da su parecer respecto de esta iniciativa, en relación con una consulta que formuló la Comisión de Hacienda cuyas observaciones son las que a continuación transcribimos:

“Actualmente se pide informe sobre el texto aprobado por la Comisión de Hacienda del Senado, el que ahora pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la misma Corporación.
                                            La Corte se pronunció por primera vez sobre la iniciativa legal, por Oficio N° 150, de fecha 18 de junio de 2009, señalando que la preferencia para la vista de la causa en las Cortes de Apelaciones debía compatibilizarse con la especialización de las salas que para materias Tributarias y Aduaneras contemplan los artículos 61 y 66 del Código Orgánico de Tribunales. Además, hizo presente que el proyecto nada decía sobre la forma en que las Cortes conocerían de las apelaciones, sugiriendo la conveniencia de que ello se efectuara “en cuenta”.




El segundo informe de esta Corte fue emitido por Oficio N° 216 de fecha 25 de agosto de 2009, en el que se hace presente que la remisión que el artículo  62 bis hacía, en su inicio al numeral 4) del inciso tercero del artículo 62 resultaba errónea, pues del contexto de la norma aparecía que ella debía hacerse al último párrafo del numeral 3 del inciso tercero de dicha disposición. Además, la Corte reiteró lo señalado en el informe anterior, en el sentido que la preferencia establecida para la vista de la causa debía compatibilizarse con la especialización de las salas que contempla la Ley que creó los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Finalmente, hizo presente que la iniciativa legal nada decía sobre la forma en que serían conocidas las causas en la Corte de Apelaciones, sugiriendo nuevamente que ello se efectuara “en cuenta”.




Respecto de las modificaciones consultadas en esta oportunidad, cabe concluir lo siguiente:
                                          A) Parece razonable la modificación del inciso tercero del artículo 62 bis, que precisa que la resolución del juez debe ser fundada. Lo mismo cabe concluir respecto de la posibilidad de abrir un término probatorio por un plazo máximo de cinco días.




B) El proyecto en su actual redacción acoge las observaciones efectuadas por la Corte en sus dos informes anteriores.                                              En efecto, establece que la apelación se tramitará “en cuenta” y suprime la preferencia del antiguo inciso cuarto del artículo 62 bis, estableciéndose una transitoria para la tramitación de las apelaciones deducidas conforme a dicho artículo mientras no se encuentren instaladas las salas a que se refieren los incisos séptimo y octavo del artículo 66 del Código Orgánico de Tribunales.

                                           C) Las demás modificaciones introducidas a la iniciativa original no merecen comentarios especiales, por lo que corresponde informarlas favorablemente.”
oooo


Esta iniciativa fue aprobada en general -en los términos del texto propuesto en el informe de la Comisión de Hacienda-, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

De conformidad con lo anterior, certifico que el proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Reemplázase el artículo 62 del Código Tributario, contenido en el artículo primero del decreto ley N° 830, de 1974, por los siguientes artículos 62 y 62 bis:

“Artículo 62. La Justicia Ordinaria podrá autorizar el examen de información relativa a las operaciones bancarias de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva, en el caso de procesos por delitos que digan relación con el cumplimiento de obligaciones tributarias. Igual facultad tendrán los Tribunales Tributarios y Aduaneros cuando conozcan de un proceso sobre aplicación de sanciones conforme al artículo 161.

Asimismo, en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras y de conformidad a lo establecido por el Título VI del Libro Tercero, el Servicio podrá requerir la información relativa a las operaciones bancarias de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva, que resulten indispensables para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos, o falta de ellas, en su caso. La misma información podrá ser solicitada por el Servicio para dar cumplimiento a los siguientes requerimientos:

i) Los provenientes de administraciones tributarias extranjeras, cuando ello haya sido acordado bajo un convenio internacional de intercambio de información suscrito por Chile y ratificado por el Congreso Nacional.

ii) Los originados en el intercambio de información con las autoridades competentes de los Estados Contratantes en conformidad a lo pactado en los Convenios vigentes para evitar la doble imposición suscritos por Chile y ratificados por el Congreso Nacional.

Salvo los casos especialmente regulados en otras disposiciones legales, los requerimientos de información bancaria sometida a secreto o reserva que formule el Servicio de conformidad con el inciso anterior, se sujetarán al siguiente procedimiento:

1) El Servicio, a través de su Dirección Nacional, notificará al banco, requiriéndole para que entregue la información dentro del plazo que ahí se fije, el que no podrá ser inferior a cuarenta y cinco días contados desde la fecha de la notificación respectiva. El requerimiento deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:

a) Contener la individualización del titular de la información bancaria que se solicita.

b) Especificar las operaciones o productos bancarios, o tipos de operaciones bancarias, respecto de los cuales se solicita información.

c) Señalar los períodos comprendidos en la solicitud.

d) Expresar si la información se solicita para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos del contribuyente o la falta de ellas, en su caso, o bien para dar cumplimiento a un requerimiento de información de los indicados en el inciso anterior, identificando la entidad requirente y los antecedentes de la solicitud.

2) Dentro de los cinco días siguientes de notificado, el banco deberá comunicar al titular de la información requerida, la existencia de la solicitud del Servicio y su alcance. La comunicación deberá efectuarse por carta certificada enviada al domicilio que tenga registrado en el banco o bien por correo electrónico, cuando así estuviera convenido o autorizado expresamente. Toda cuestión que se suscite entre el banco y el titular de la información requerida relativa a las deficiencias en la referida comunicación, o incluso a la falta de la misma, no afectarán el transcurso del plazo a que se refiere el numeral precedente. La falta de comunicación por parte del banco lo hará responsable de los perjuicios que de ello puedan seguirse para el titular de la información.

3) El titular podrá responder el requerimiento al banco dentro del plazo de 15 días contados a partir del tercer día desde del envío de la notificación por carta certificada o correo electrónico a que se refiere el numeral 2) de este inciso. Si en su respuesta el titular de la información autoriza al banco a entregar información al Servicio, éste deberá dar cumplimiento al requerimiento sin más trámite, dentro del plazo conferido. 

Del mismo modo procederá el banco en aquellos casos en que el contribuyente le hubiese autorizado anticipadamente a entregar al Servicio información sometida a secreto o reserva, cuando éste lo solicite en conformidad a este artículo. Esta autorización deberá otorgarse expresamente y en un documento exclusivamente destinado al efecto. En tal caso, el banco estará liberado de aplicar el procedimiento previsto en el número 2) de este inciso. El contribuyente siempre podrá revocar, por escrito, la autorización concedida al banco, lo que producirá efectos a contar de la fecha en que la revocación sea recibida por el banco.

A falta de autorización, el banco no podrá dar cumplimiento al requerimiento ni el Servicio exigirlo, a menos que este último le notifique una resolución judicial que así lo autorice de conformidad a lo establecido en el artículo siguiente.

4) Dentro de los cinco días siguientes a aquel en que venza el plazo previsto para la respuesta del titular de la información, el banco deberá informar por escrito al Servicio respecto de si ésta se ha producido o no, así como de su contenido. En dicha comunicación el banco deberá señalar el domicilio registrado en él por el titular de la información, así como su correo electrónico, en caso de contar con este último antecedente. Además, de ser el caso, se deberá señalar si el titular de la información ha dejado de ser cliente del banco.
5) Acogida la pretensión del Servicio por sentencia judicial firme, éste notificará al banco acompañando copia autorizada de la resolución del tribunal. La entidad bancaria dispondrá de un plazo de diez días para la entrega de la información solicitada.

6) El retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte del banco será sancionado de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del número 1° del artículo 97. 

La información bancaria sometida a secreto o sujeta a reserva, obtenida por el Servicio bajo este procedimiento, tendrá el carácter de reservada de conformidad a lo establecido en el artículo 35 y sólo podrá ser utilizada por éste para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos, o la falta de ellas, en su caso, para el cobro de los impuestos adeudados y para la aplicación de las sanciones que procedan. El Servicio adoptará las medidas de organización interna necesarias para garantizar su reserva y controlar su uso adecuado. La información así recabada que no dé lugar a una gestión de fiscalización o cobro posterior, deberá ser eliminada, no pudiendo permanecer en las bases de datos del Servicio.

Las autoridades o funcionarios del Servicio que tomen conocimiento de la información bancaria secreta o reservada estarán obligados a la más estricta y completa reserva respecto de ella y, salvo los casos señalados en el inciso segundo, no podrán cederla o comunicarla a terceros. La infracción a esta obligación se castigará con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Asimismo, dicha infracción dará lugar a responsabilidad administrativa y se sancionará con destitución. 

Artículo 62 bis. Para los efectos a que se refiere el inciso tercero del artículo precedente, será competente para conocer de la solicitud de autorización judicial que el Servicio interponga para acceder a la información bancaria sujeta a reserva o secreto, el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio en Chile que haya informado el banco al Servicio, conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo precedente. Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, será competente el Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al domicilio del banco requerido. 

La solicitud del Servicio deberá ser presentada conjuntamente con los antecedentes que sustenten el requerimiento y que justifiquen que es indispensable contar con dicha información para determinar las obligaciones tributarias del contribuyente, identificando las declaraciones o falta de ellas, en su caso, que se pretende verificar. En el caso de requerimientos efectuados desde el extranjero, deberá indicarse la entidad requirente de la información y los antecedentes de la solicitud respectiva.
El Juez Tributario y Aduanero resolverá la solicitud de autorización citando a las partes a una audiencia que deberá fijarse a más tardar el día decimoquinto contado desde la fecha de la notificación de dicha citación. Con el mérito de los antecedentes aportados por las partes, el juez resolverá fundadamente la solicitud de autorización en la misma audiencia o dentro del quinto día, a menos que estime necesario abrir un término probatorio por un plazo máximo de cinco días.
La notificación al titular de la información se efectuará considerando la información proporcionada por el banco al Servicio, conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo precedente, de la siguiente forma: 

a) Por cédula, dirigida al domicilio en Chile que el banco haya informado, o

b) Por avisos, cuando el banco haya informado al Servicio que su cliente tiene domicilio en el extranjero, que el titular de la información no es ya su cliente, o bien cuando no haya informado domicilio alguno.
Para los efectos de la notificación por avisos, el secretario del Tribunal preparará un extracto, en que se incluirá la información necesaria para que el titular de la información conozca del hecho de haberse requerido por el Servicio su información bancaria amparada por secreto o reserva, la identidad del tribunal en que tal solicitud se ha radicado y la fecha de la audiencia fijada. 

En cualquiera de los casos anteriores, cuando el banco haya informado al Servicio el correo electrónico registrado en él por el titular de la información, el secretario del tribunal comunicará también por esa vía el hecho de haber ordenado la notificación respectiva, cuya validez no se verá afectada por este aviso adicional. Asimismo, cuando se notifique por avisos, el secretario del tribunal deberá despachar, dejando constancia de ello en el expediente, carta certificada al último domicilio registrado ante el banco, de haber sido informado, comunicando que se ha ordenado la notificación por avisos, cuya validez no se verá afectada por la recepción exitosa o fallida de esta comunicación adicional.
En contra de la sentencia que se pronuncie sobre la solicitud procederá el recurso de apelación, el que deberá interponerse en el plazo de cinco días contado desde su notificación, y se concederá en ambos efectos. La apelación se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la Secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos. En contra de la resolución de la Corte no procederá recurso alguno.

El expediente se tramitará en forma secreta en todas las instancias del juicio.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio. Si a la fecha de deducirse la solicitud de autorización judicial a que se refiere el inciso primero del artículo 62 bis del Código Tributario, no se encontrare instalado el competente Tribunal Tributario y Aduanero, conocerá de aquella el juez civil que ejerza jurisdicción sobre el domicilio en Chile que haya informado el banco al Servicio conforme al numeral 4) del inciso tercero del artículo 62 del Código Tributario. Si se hubiese informado un domicilio en el extranjero o no se hubiese informado domicilio alguno, será competente el juez civil correspondiente al domicilio del banco requerido. Mientras no se encuentren instaladas las salas a que se refieren los incisos séptimo y octavo del artículo 66 del Código Orgánico de Tribunales, las apelaciones que se deduzcan de conformidad con el mencionado artículo 62 bis, se tramitarán con preferencia en la respectiva Corte.

Artículo segundo transitorio. Lo dispuesto en el inciso segundo y siguientes del artículo 62 del Código Tributario regirá a contar del 1° de enero de 2010 y respecto de las operaciones bancarias que se realicen a contar de esa fecha.”.
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GAZMURI Y NARANJO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE COMO FERIADO NACIONAL EL 24 DE JUNIO, “DÍA NACIONAL DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE CHILE”, Y RETIRA DICHA CALIDAD AL 12 DE OCTUBRE, “DÍA DEL DESCUBRIMIENTO DE DOS MUNDOS”

(6730-06)

Honorable Senado:

Fundamentos:
Antecedentes de hecho.
Los diversos historiadores definen como pueblos originarios chilenos a "aquellos pueblos que habitaban en nuestro actual territorio antes de la llegada de los conquistadores españoles”.
Así, los primeros pueblos prehispánicos de Chile se establecieron en el norte de nuestras fronteras aproximadamente hace unos 10.000 años a.c, encontrándose los primeros vestigios de pueblos cazadores que se remontan al año 4.500 a.c.
Sin embargo, no todos nuestros pueblos originarios han sobrevivido al descubrimiento, conquista y posterior independencia de Chile.
Hoy están presentes de Norte a Sur en nuestro territorio: los Aimaras; Quechuas; Atacameños; Kollas; Mapuches, Rapa -Nui, Yagan y Kawesqar, los cuales son reconocidos oficialmente por el Estado.
Por su parte, se encuentran extintos, víctimas de diversas situaciones, los pueblos denominados Cacahués, Changos, Diaguitas, Picunches, Cuneos, Chonos, Aonikent, Selkman.
Es así como según el Censo de 2002, un total de 692.192 personas (mayores de 14 años), es decir, el 4,6% de nuestra población, se declaró indígena y parte de uno de los ocho grupos originarios reconocidos por el Estado chileno.
De estos, 604.349 se declararon Mapuche; 48.501 Aunara; 21.014 Atacameño; 6.175 Quechua; 4.647 RapaNui; 3.198 Kolla. 2.622 Alacalufe y 1.685 Aimara.
Cifras que deben preocuparnos, ya que implica una importante reducción de un 30% de acuerdo a lo establecido en el Censo de 1992, donde 998.385 personas se declararon como pertenecientes a nuestros pueblos originarios.
Antecedentes de derecho.
El Estado chileno, de acuerdo a las obligaciones internacionales que ha contraído al suscribir diversas declaraciones, pactos y convenciones sobre Derechos Humanos, tiene el deber de reparar las injusticias históricas que han sufrido dichas etnias.
Si bien es cierto que la Declaración Universal de los Derechos Humanos marcó un antes y un después en la historia de la humanidad, sus alcances, al igual como en el caso de otras convenciones y pactos, no fueron capaces de reflejar en su conjunto las realidades propias de los pueblos indígenas. Esto se explica porque entonces la realidad indígena no era conocida, y será la lucha de estas comunidades, como asimismo, el surgimiento de nuevos derechos humanos, lo que irá motivando su reconocimiento mundial.
Una de las características de los derechos humanos es que son progresivos. En efecto, los derechos humanos son expresión de los procesos sociales, y por tanto dan cuenta de nuevas necesidades relacionadas con la convivencia humana. La preocupación actual por el reconocimiento de los pueblos originarios, en tanto entidades colectivas con cultura propia, es uno de los nuevos temas en el ámbito de los derechos humanos.
En este sentido, un avance importante destinado a superar esta situación es la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas aprobada por su Asamblea General el 13 de septiembre de 2007.
En ella se expresa que "los pueblos indígenas son iguales a todos los demás pueblos" y se les reconoce "al mismo tiempo el derecho de todos los pueblos a ser diferentes, a considerarse diferentes y a ser respetados como tales".
Por su parte, el artículo 13 señala "que los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones orales, filosóficas, sistema de escritura y literaturas..."
Asimismo este mismo artículo señala "que los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar la protección de este derecho" donde nuestro Estado, si bien garantiza la igualdad ante la Ley constitucionalmente, aún está en deuda de realizar gestos de reparación a dichas comunidades.
Contenido del Proyecto de Ley.
Es en este contexto que consideramos necesario fortalecer el "Día Nacional de los Pueblos Indígenas de Chile", que fue declarado mediante el Decreto Supremo N° 158 el 24 de junio de 1998, por el entonces Presidente de la República y actual Senador don Eduardo Freí Ruiz Tagle.
Fecha - 21 al 24 de junio - en que los pueblos indígenas celebran el año Nuevo, el cual se inicia con el solsticio de invierno en que el sol vuelve a acercarse a la tierra para dar inicio a una nueva temporada de siembra y brotes. Para estos pueblos, dicho solsticio representa un nuevo renacer, pues la naturaleza se renueva marcando el inicio del ciclo de vida.
Sin embargo, a pesar de que existe este día, debemos reconocer que establecer el 24 de junio como el Día Nacional de los Pueblos Indígenas de Chile ha sido insuficiente y no cumple realmente con los objetivos que se buscaban alcanzar, entre estos, acercar la cultura de estos pueblos a la sociedad chilena en su conjunto.
En efecto, no es posible desconocer que este día pasa desapercibido para la inmensa mayoría de los chilenos.
Por tanto, esta situación debe ser superada. La sociedad chilena debe destinar efectivamente un día para recordar, reconocer y reflexionar sobre el enorme legado que nuestros pueblos indígenas han aportado al desarrollo de la cultura y la historia de nuestro país.
Y esto pasa por establecer como "Feriado Nacional" el 24 de junio, "Día Nacional de los Pueblos Indígenas de Chile"; más aún cuando nos aprestamos para conmemorar el Bicentenario de nuestra Independencia Nacional. Este es el mejor momento para realizar este gran gesto de reparación hacia nuestros pueblos originarios.
Estamos concientes de que los chilenos hemos ido limitando nuestros "Feriados Nacionales", debido a razones de índole económico. Pero consideramos que si existe alguien merecedor de que se establezca un nuevo "Feriado Nacional", son justamente nuestros pueblos indígenas.
En este aspecto, y teniendo en cuenta las pérdidas que los feriados nacionales generan para el país, es que consideramos que lo más justo y equilibrado, es que se derogue el 12 de octubre "Día del Descubrimiento de Dos Mundos" (Ley N° 19.668), conocido comúnmente como "Día de la Raza", como feriado nacional, y se reemplace por uno nuevo el 24 de junio, "Día de Nacional de los Pueblos Indígenas de Chile".
No se trata de agraviar al pueblo español ni de renunciar a nuestras raíces hispanas. Pues si bien es cierto que el descubrimiento de América implicó un hito fundamental en la historia de la humanidad, no es posible desconocer que tuvo graves consecuencias para las poblaciones autóctonas, ya que la colonización se hizo a sangre y a fuego.
Esto significa que el "Día del Descubrimiento de Dos Mundos" (Día de la Raza) se continuará celebrando en nuestro país, pero ya no será más feriado nacional.
Por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores firmantes venimos en proponer el siguiente Proyecto de Ley.
Proyecto de Ley
Artículo 1°: Derogase como feriado nacional el "Día del Descubrimiento de Dos Mundos", celebrado con fecha 12 de octubre de cada año y establecido por la Ley n° 19.668.
Artículo 2°: Establézcase como feriado nacional el día 24 de junio, "Día Nacional de los Pueblos Indígenas de Chile".
Jaime Gazmuri Mujica, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- 

� Artículo 101, inciso segundo: “Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas. Depende del Ministerio encargado de la Seguridad Pública.”


� Art. 11. Son circunstancias atenuantes:





…    





3a. La de haber precedido inmediatamente de parte del ofendido, provocación o amenaza proporcionada al delito.





� Art. 456 bis. En los delitos de robo y hurto serán circunstancias agravantes las siguientes:





1° Ejecutar el delito en sitios faltos de vigilancia policial, obscuros, solitarios, sin tránsito habitual o que por cualquiera otra condición favorezcan la impunidad;





2° Ser la víctima niño, anciano, inválido o persona en manifiesto estado de inferioridad física;


    


3° Ser dos o más los malhechores;





4° Ejercer la violencia en las personas que intervengan en defensa de la víctima, salvo que este hecho importe otro delito, y





5° Actuar con personas exentas de responsabilidad criminal, según el número 1° del artículo 10.





Las circunstancias agravantes de los números 1° y 5° del artículo 12 serán aplicables en los casos en que se ejerciere violencia sobre las personas.


    


En estos delitos no podrá estimarse que concurre la circunstancia atenuante del número 7° del artículo 11 por la mera restitución a la víctima de la especies robadas o hurtadas y, en todo caso, el juez deberá considerar, especificada, la justificación del celo con que el delincuente ha obrado.





� Artículo 178 Código Penal español.- El que atentare contra la libertad sexual de otra persona, con violencia o intimidación será castigado como responsable de agresión sexual con la pena de prisión de uno a cuatro años. 





Artículo 179 Código Penal español.- Cuando la agresión sexual consista en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o introducción de miembros corporales u objetos por alguna de las dos primeras vías, el responsable será castigado como reo de violación con la pena de prisión de seis a 12 años. 





Artículo 180 Código Penal español.- Las anteriores conductas serán castigadas con las penas de prisión de cuatro a diez años para las agresiones del artículo 178, y de doce a quince años para las del artículo 179, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 





1ª Cuando la violencia o intimidación ejercidas revistan un carácter particularmente degradante o vejatorio. 





2ª Cuando los hechos se cometan por la actuación conjunta de dos o más personas. 





3ª Cuando la víctima sea especialmente vulnerable, por razón de su edad, enfermedad o situación, y, en todo caso, cuando sea menor de trece años. 





4ª Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se haya prevalido de una relación de superioridad o parentesco, por ser ascendiente, descendiente o hermano, por naturaleza o adopción, o afines, con la víctima. 





5ª Cuando el autor haga uso de armas u otros medios igualmente peligrosos susceptibles de producir la muerte o alguna de las lesiones previstas en los artículos 149 y 150 de este Código Penal, sin perjuicio de la pena que pudiera corresponder por la muerte o lesiones causadas. 





Si concurrieren dos o más de las anteriores circunstancias, las penas previstas en este artículo se impondrán en su mitad superior.





� Art. 63. No producen el efecto de aumentar la pena las circunstancias agravantes que por sí mismas constituyen un delito especialmente penado por la ley, o que ésta haya expresado al describirlo y penarlo.


    


Tampoco lo producen aquellas circunstancias agravantes de tal manera inherentes al delito que sin la concurrencia de ellas no puede cometerse.





� Artículo 5º, ley Nº 20.066.- Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.


     


También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga sobre persona menor de edad o discapacitada que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.





� Art. 390.- El que, conociendo las relaciones que los ligan, mate a su padre, madre o hijo, a cualquier otro de sus ascendientes o descendientes o a su cónyuge o conviviente, será castigado, como parricida, con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.





� Art. 391. El que mate a otro y no esté comprendido en el artículo anterior, será penado:


    


1° Con presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo, si ejecutare el homicidio con alguna de las circunstancias siguientes:





Primera. Con alevosía.





Segunda. Por premio o promesa remuneratoria.


     


Tercera. Por medio de veneno.


    


Cuarta. Con ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor al ofendido.


     


Quinta. Con premeditación conocida.


    


2° Con presidio mayor en sus grados mínimo a medio en cualquier otro caso.





� Preparado por la abogado señora Paola Truffello, del área de análisis legal de la Biblioteca del Congreso Nacional.





� Informe Biblioteca Congreso Nacional “Análisis jurídico de la unión no matrimonial considerada en el Parricidio y en Proyecto de Ley de Femicidio” por Paola Truffello, página 8.





� Informe citado, página 10.


� Boletín Nº 5.212-07, moción del Honorable Senador señor Bianchi, en primer trámite constitucional, que modifica la ley de violencia intrafamiliar con la finalidad de determinar su ámbito de aplicación e incrementar las sanciones a quienes realicen dicha conducta. Ingresado al Senado el 18 de julio de 2007; y boletín Nº 4.886-07, moción del Honorable Senador señor Escalona, en primer trámite constitucional, que modifica la ley de violencia intrafamiliar con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación. Ingresada al Senado el 7 de marzo de 2003.





� Ver nota � NOTEREF _Ref112985250 \h ��5�





� Artículo 7°.- Situación de riesgo. Cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el tribunal, con el solo mérito de la denuncia, deberá adoptar las medidas de protección o cautelares que correspondan.


     


Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso anterior cuando haya precedido intimidación de causar daño por parte del ofensor o cuando concurran además, respecto de éste, circunstancias o antecedentes tales como: drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o simple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII, del Libro Segundo del Código Penal o por infracción a la ley N° 17.798, o antecedentes psiquiátricos o psicológicos que denoten características de personalidad violenta.


 


Además, el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, se trate de una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable.





� Art. 74. Al culpable de dos o más delitos se le impondrán todas las penas correspondientes a las diversas infracciones.


    


El sentenciado cumplirá todas sus condenas simultáneamente, siendo posible. Cuando no lo fuere, o si de ello hubiere de resultar ilusoria alguna de las penas, las sufrirá en orden sucesivo, principiando por las más graves o sea las más altas en la escala respectiva, excepto las de confinamiento, extrañamiento, relegación y destierro, las cuales se ejecutarán después de haber cumplido cualquiera otra penas de las comprendidas en la escala gradual número 1.


    


Art. 75. La disposición del artículo anterior no es aplicable en el caso de que un solo hecho constituya dos o más delitos, o cuando uno de ellos sea el medio necesario para cometer el otro.


    


En estos casos sólo se impondrá la pena mayor asignada al delito más grave.





� Art. 12. Son circunstancias agravantes:


…


4a. Aumentar deliberadamente el mal del delito causando otros males innecesarios para su ejecución.





� Ver nota Nº � NOTEREF _Ref113612296 \h ��15�.
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